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¿Nos espera el colapso ambiental o podemos evitarlo? ¿Cuáles 
son los límites planetarios a las formas de producción que 
hoy son dominantes? ¿Qué alternativas tenemos y cómo es 
posible impulsarlas? La crisis socioambiental se despliega a lo 
largo del mundo con una urgencia inusitada. Sin embargo, su 
transversalidad no es total. Dentro de las geografías desiguales, 
el Sur Global continúa ocupando un lugar destacado en la 
depredación de los bienes comunes naturales. Este libro se 
pregunta para qué y para quiénes se enfocan los modelos 

“desarrollo” y “sustentabilidad” a partir de la indagación de 
matrices productivas y efectos socioambientales asociados, 
actores y entramados institucionales involucrados, dinámicas 
socio-económicas y experiencias alternativas. Sus capítulos 
buscan aportar herramientas para comprender el alcance 
de la cartografía extractivista, así como de sus alternativas. 
La exploración de estudios de caso, así como de miradas 
más panorámicas, abre diversos interrogantes sobre aristas 
diferentes y a la vez complementarias. A partir de un enfoque 
multidisciplinar, los trabajos realizan contribuciones que abordan 
tanto herramientas teóricas y metodológicas para el estudio de 
estas dinámicas productivas, como escenarios concretos en los 
que emerge la crisis socioecológica y alternativas posibles para su 
transformación. Esta compilación, propone un abordaje colectivo 
de la problemática socioambiental con la esperanza de contribuir 
a la construcción de mundos menos desiguales y más habitables.
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Introducción

Hans-Jürgen Burchardt, Cecilia Gárgano y Lucas Christel

¿Nos espera el colapso ambiental o podemos evitarlo? ¿Cuáles son 
los límites planetarios a las formas de producción que hoy son do-
minantes? ¿Cómo estamos viviendo y habitando? ¿Qué alternativas 
tenemos y cómo es posible impulsarlas? La crisis socioambiental 
se despliega a lo largo del mundo con una urgencia inusitada. Sin 
embargo, su transversalidad no es total. No todas las regiones ex-
perimentan sus efectos del mismo modo. Dentro de las geografías 
desiguales, el Sur Global continúa ocupando un lugar destacado en 
la depredación de los bienes comunes naturales. América Latina 
combina múltiples heterogeneidades culturales y socioeconómicas, 
con el avance de matrices productivas escasamente diversificadas 
que intensifican actividades extractivas asociadas a profundos pro-
blemas sociales, territoriales, ambientales y económicos. Este libro 
se adentra en diversas aristas que son parte de un mismo problema. 
Reflexiones conceptuales, estudios de caso, miradas transversales y 
análisis focalizados recorren distintos entramados que hacen a la vi-
gencia de esta crisis y sus alternativas.

El escenario actual expone la intensificación de lógicas produc-
tivas y lenguajes de valorización que han extendido la mercantili-
zación de territorios y relaciones sociales a niveles inéditos en la 
historia. Las geografías latinoamericanas exponen este proceso en 
forma magistral, organizadas en base a lo que Smith (1984) identificó 
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en forma pionera como el proceso sincrónico de comodificación y 
producción neoliberal de naturaleza. Como indica Bartra (2006), el 
pasaje de la renta de la tierra a la renta de la vida operado desde los 
años ochenta ha conformado nuevos ámbitos de rentabilidad. Así, 
el avance en el patentamiento de lo vivo ha generado nuevos cerca-
mientos (enclosures) que hoy se extienden sobre la biodiversidad en 
forma creciente. Viejos y nuevos mecanismos de apropiación de lo 
común avanzan sobre el control de tierras, minerales, energías, se-
millas, pero también lo hacen sobre saberes, genes, relaciones socia-
les y formas de vida. En diversos escenarios, estas transformaciones 
comparten dos procesos complementarios: la homogeneización –de 
los territorios, los sujetos sociales y los entramados productivos– y la 
naturalización de los efectos ambientales, así como socioeconómi-
cos (Gárgano, 2022).

A partir de la experiencia de la realización del seminario de pos-
grado “Sustentabilidad, desarrollo y participación social en Améri-
ca Latina”, seleccionado por el Ministerio de Educación argentino y 
desarrollado en 2022 en forma conjunta por el Centro de Estudios 
Latinoamericanos de la Universidad de Kassel en Alemania (CELA, 
2023) y la Universidad Nacional de San Martín (UNSAM), con par-
ticipación de CALAS, y como resultado del evento “Extractivism Fl-
ying Academy” del proyecto Extractivism (2023) de la Universidad 
de Kassel, el libro se pregunta para qué y para quiénes se enfocan 
los modelos de “desarrollo” y “sustentabilidad”, a partir de la inda-
gación de matrices productivas y efectos socioambientales asocia-
dos; actores y entramados institucionales involucrados; dinámicas 
socio-económicas y experiencias alternativas. Mucho se ha escrito 
sobre sustentabilidad y sostenibilidad. Por supuesto, entre las múl-
tiples divergencias, no hay un acuerdo definido sobre el uso de estos 
términos. De acuerdo a ciertas miradas, la distinción entre susten-
tabilidad y sostenibilidad se remite puramente a una cuestión se-
mántica y son utilizados en forma equivalente. Particularmente, se 
identifica como origen de las discusiones a la traducción al español 
del término inglés “sustainable development”. Mientras en algunos 
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lugares de habla hispana se tradujo como sustentable, en otros ca-
sos se optó por el término sostenible (Zarta Avila, 2018). Contraria-
mente, otras miradas advierten que la distinción es más compleja 
y que el uso de uno u otro concepto se relaciona con el particular 
entendimiento de la intervinculación entre las aristas económicas, 
sociales y ambientales.

Puntualmente, en esta obra colectiva los editores decidimos no 
intervenir en las preferencias terminológicas de las y los colaborado-
res y no hemos exigido un uso unívoco de estos términos. Por ende, a 
lo largo de las siguientes páginas, podrán encontrar tanto la referen-
cia a la sustentabilidad como a la sostenibilidad.

Finalmente, cabe mencionar que las autoras y autores de los ca-
pítulos han sido, a su vez, profesoras y profesoras de este semina-
rio, participantes de la Extractivism Flying Academy mencionada, 
así como especialistas en las temáticas trabajadas. De este modo, los 
aportes condensan lo trabajado y discutido en estas experiencias, a 
la vez que avanzan en profundizar sus ejes problemáticos.

Los capítulos reunidos en esta obra buscan aportar herramientas 
para comprender el alcance de la cartografía extractivista (Pintos y 
Astelarra, 2023), así como de sus alternativas de mundo. La explo-
ración de estudios de caso, así como de miradas más panorámicas, 
abre diversos interrogantes sobre aristas diferentes y a la vez com-
plementarias. A partir de un enfoque multidisciplinar, que pone en 
diálogo aportes provenientes del campo de la historia, los estudios 
ambientales, la geografía económica, la economía política, la socio-
logía y la ciencia política, los trabajos realizan contribuciones que 
abordan tanto herramientas teóricas y metodológicas para el estu-
dio de estas dinámicas productivas, como escenarios concretos en 
los que emerge la crisis socioecológica y las alternativas posibles 
para su transformación.

La primera parte del libro, “Acercamiento a la sustentabili-
dad y transformación socioambiental”, reúne los primeros cin-
co capítulos que buscan delinear un marco analítico para el 
estudio de los extractivismos en la región. Rebeca Ramos Padrón 
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(CELA-Universidad de Kassel) se propone revisar algunas pers-
pectivas teórico-metodológicas para el abordaje de la transición 
“social” ecológica en América Latina. Revisa categorías canónicas 
(como “sustentabilidad”, “desarrollo”, “prosperidad”, “productivo” 
e “inclusivo”), introduciendo el debate sobre la ‘transformación 
socio-ecológica’ y “emancipatoria” (Brand, Gensler y Strickner, 
2012). La autora nos invita a discutir sobre una nueva visión del 
modelo de desarrollo que contraponga las dinámicas económicas 
y productivas actuales a los límites de las capacidades ecológicas, 
y se sustente en mecanismos participativos y emancipatorios para 
gestionar los Bienes Públicos Globales (BPGs). Ello implica, en defi-
nitiva, reconocer las dinámicas y categorías del capitalismo global 
como causa, y no apostar a su ajuste o reinversión como solución 
de las crisis.

En perspectiva histórica, Jochen Kemner (Universidad de Kas-
sel/CALAS) y Nelson Arellano Escudero (Universidad Politécnica de 
Cataluña) analizan los antecedentes de algunas sociedades latinoa-
mericanas cuyas economías están basadas en la extracción de los 
denominados “recursos naturales”. A partir de la indagación sobre 
la implementación del monocultivo de las plantaciones azucareras 
del Caribe, que originó la destrucción de los bosques tropicales, las 
Islas Guaneras del Perú que sostenían el aprovisionamiento de fer-
tilizantes naturales y el uso del agua y la energía solar en el Desier-
to de Atacama, reflexionan sobre la historicidad de las prácticas de 
extractivismo y sustentabilidad. En este sentido, la propuesta de los 
autores de revisitar la historia tecnoambiental de América Latina y 
el Caribe contribuye a profundizar la conceptualización y el diálogo 
con enfoques como el de la economía ecológica, la economía institu-
cional y la de lo común, con miras a revisitar las narrativas construi-
das en torno a estas prácticas productivas.

Por su parte, Kristina Dietz (Universidad de Kassel) nos ofre-
ce una aguda revisión de las discusiones conceptuales sobre la 
problemática socio-ecológica. Dietz sistematiza algunas de las 
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perspectivas teóricas y pone en valor el aporte, así como la vigen-
cia, de dos enfoques: la economía política y la mirada ecofeminis-
ta. La autora sostiene que las crisis sociales y ecológicas actuales 
no pueden considerarse y analizarse por separado. Fenómenos 
de crisis social como las desigualdades sociales, la pobreza y la 
exclusión están entrelazados con crisis ecológicas como el cam-
bio climático, la deforestación o la pérdida de biodiversidad. 
Aborda esta mediación mutua de las crisis sociales y ecológicas a 
partir de los fundamentos ontológicos y epistemológicos necesa-
rios para una comprensión socio-ecológica de la crisis, así como 
para su transformación.

El capítulo de Hannes Warnecke-Berger (Universidad de Kassel) 
analiza la “trampa del desarrollo” en América Latina a partir del aná-
lisis de la especialización desigual en el extractivismo de materias 
primas en la región. El autor analiza también cómo dicha especiali-
zación también significa la debilidad de las alternativas económicas, 
tales como el sector industrial o la agricultura interna. A partir de tal 
escenario, el capítulo apela a la teoría de la renta para analizar por 
qué el extractivismo y la exportación de materias primas han sido 
tan persistentes en América Latina durante un período relativamen-
te largo y por qué, al mismo tiempo, las alternativas no han podido 
establecerse o lo han hecho de forma limitada.

Con la descarbonización de la economía mundial, está surgiendo 
un nuevo auge de las materias primas en América Latina, que condu-
cirá al fortalecimiento del desarrollo exportador que ha dado forma 
a la región durante las últimas dos décadas. Esta vez, esta estrategia 
debe combinarse con requisitos de sostenibilidad. Para examinar 
las posibilidades de una exitosa transformación, Hans-Jürgen Bur-
chardt (Universidad Kassel/CALAS) analiza la última fase de auge de 
las materias primas (2003-2014) con un enfoque en un cambio de la 
matriz productiva e identifica las condiciones que tendrían que estar 
cumplidas para un nuevo modelo direccionado a la cohesión social y 
al desarrollo sostenible.
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Enfocados en un sector clave como el rural, Ben M. McKay (Uni-
versidad de Calgary), Alberto Alonso-Fradejas (Wageningen Uni-
versity) y Arturo Ezquerro-Cañete (Universidad de Saint Mary, 
Universidad Autónoma de Zacateca) nos proponen un marco ana-
lítico para comprender y analizar el “extractivismo agrario” en la 
región. Este capítulo discute el concepto de agroextractivismo para 
ayudarnos a identificar y exponer los rasgos extractivistas del mo-
delo agroalimentario y de uso de los recursos naturales. El concepto 
va más allá de los rasgos más aparentes, relativos a la producción de 
materias primas agrícolas para la exportación con escaso o ningún 
procesamiento. Su utilidad es eminentemente analítica y contribuye 
a discutir la lógica inherente y el funcionamiento subyacente a un 
modelo socioeconómico basado en la apropiación de las fuerzas pro-
ductivas de una manera extractivista de carácter depredador. Según 
argumentan los autores, el modelo agroalimentario y de uso de los 
recursos puede entenderse como (agro)extractivista en su relación 
tanto con la naturaleza humana como no humana, y profundiza 
cada vez más la brecha metabólica entre reproducción social y natu-
ral como resultado de su afán de lucro.

Como cierre de esta primera parte, Rafael Domínguez (Univer-
sidad de Cantabria) analiza las causas internas y externas que blo-
quean el proceso de diversificación de la estructura productiva y 
sofisticación exportadora de América Latina, encerrando a la mayo-
ría de los países de la región en una trampa extractivista de especia-
lización primaria. Adicionalmente, el texto explora las posibilidades 
de desplegar políticas industriales horizontales que permitan esca-
par de esa trampa de renta media usando las rentas proporciona-
das por la rica dotación de recursos naturales para dejar atrás el 
extractivismo.

La segunda parte, “Actualidades y desafíos para la transforma-
ción socioambiental”, hace foco en el accionar de los actores sociales, 
la relación con los Estados, las experiencias de vida y los conflictos 
socioambientales. La política del ambiente (environmental politics) 
en América Latina y el Caribe es analizada por Ricardo Gutiérrez 
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(UNSAM, EPyG), que nos propone indagar en actores, coaliciones y 
conflictos distributivos. Como señala el autor, tanto la degradación 
ambiental (vinculada centralmente a las actividades económicas) 
como la protección ambiental (objeto de las políticas ambientales) 
tienen efectos distributivos, esto es, costos y beneficios que afectan 
diferencialmente a distintos actores. El capítulo aborda dos cues-
tiones centrales que están íntimamente vinculadas: ¿quiénes son 
los principales actores de la arena ambiental?, ¿quiénes se bene-
fician y quiénes pagan los costos de la degradación y la protección 
ambiental?

Gabriela Delamata y Lucas Christel (UNSAM, EPyG) abordan la 
juridificación del ambiente y la movilización legal ambiental como 
procesos que enmarcan y sostienen la participación social en temas 
ambientales. El texto parte del señalamiento de la importancia del 
reconocimiento constitucional del derecho al ambiente, como valor 
y como herramienta a ser apropiados por los actores sociales. Segui-
damente, se presenta una breve genealogía de la protesta ambiental 
en Argentina que permite registrar el uso de herramientas legales en 
los primeros eventos de movilización social, se estudia la referencia 
al derecho al ambiente en la construcción de marcos de interpreta-
ción de las luchas ambientales y se desarrollan resumidamente dos 
casos de movilización ambiental.

El capítulo a cargo de Silvia Grinberg (UNSAM, LICH-EH) se enfo-
ca en la necesidad de repensar la cuestión urbana en relación a estas 
problemáticas. A partir de un trabajo de campo realizado desde 2004 
por el Observatorio Ambiental Carcova de la UNSAM en la Región 
Metropolitana de Buenos Aires (RMBA), nos propone una genealo-
gía del antropoceno urbano con foco en el concepto de “precariedad 
ambiental”. La RMBA constituye una postmetrópolis que ha crecido 
al calor de la expansión de zonas que presentan los rasgos de la vida 
cosmopolita globalizada y la urbanización precarizada. La autora 
analiza la particular mixtura de ambiente y pobreza que atraviesa 
al antropoceno urbano. Lejos de lecturas lineales y progresivas del 
desarrollo de las ciudades, nos ofrece una genealogía de la presente 
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geografía de la in/exclusión. Como salida a esta precariedad ambien-
tal, Grinberg propone que el ambiente sea imaginado y actuado 
como cosa pública, lo que equivale a considerarlo como uno de los 
problemas más acuciantes de las democracias.

Por su parte, Juan Pablo Jiménez (UBA) se adentra en la necesi-
dad de revisar y construir una política fiscal ambiental en América 
Latina y el Caribe que ataque el carácter regresivo de la estructura 
tributaria de la región y promueva la reordenación de estas diná-
micas productivas hacia la sustentabilidad. Hasta el presente, los 
problemas ambientales y la agenda del desarrollo sostenible no han 
tenido la prioridad política que merecen. Para asegurar el éxito de 
una nueva estrategia fiscal ambiental en la región, el autor plantea 
que debe prestarse particular atención a las particulares y complejas 
dimensiones de economía política que plantea la respuesta al cam-
bio climático.

La tercera y última parte, “Futuros y alternativas para la trans-
formación socioambiental”, propone una serie de capítulos que, con 
el foco puesto en el caso argentino, reconstruyen dinámicas produc-
tivas, incidencias ambientales y sociopolíticas, así como propuestas 
de transformación. Agustín Piaz reflexiona sobre el proceso median-
te el cual las energías renovables ganaron creciente protagonismo 
en los últimos años como alternativas preferentes en la lucha con-
tra el calentamiento global y los procesos de transición energética 
hacia matrices menos dependientes de combustibles fósiles. En este 
escenario, el autor repara en tres dimensiones consideradas de re-
levancia para la discusión sobre el desarrollo e implementación de 
energías renovables en América Latina: los procesos de transiciones 
energéticas, el rol del Estado y de las políticas públicas y, por último, 
la participación ciudadana y las resistencias sociales.

También en torno a las controversias asociadas a la transición 
energética, el capítulo a cargo de Mariano Novas (UNSAM, EPyG) y 
Luciano Martín Martiñán (UNSAM, EH) aborda la problemática de 
la extracción del litio en la Puna argentina. Centrado en el hoy de-
nominado “oro blanco”, esta propuesta analiza el lugar de Argentina 
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dentro del llamado “triángulo de litio”, pone en diálogo la dimensión 
local y la global, y enfatiza en la necesidad de incorporar las voces 
de las comunidades implicadas. El litio es considerado un recurso 
estratégico para la transición hacia una economía post fósil y la re-
gión de la puna argentina se posiciona entre los espacios geográficos 
con mayores reservas a nivel global. Sin embargo, comunidades in-
dígenas que allí habitan se resisten a la implantación de estos pro-
yectos por los riesgos ambientales y la afectación a su modo de vida. 
El capítulo reflexiona sobre tres ejes principales: el “extractivismo 
verde”, la necesidad de implementar instituciones participativas y la 
propuesta y fundamentos que las comunidades indígenas enarbolan 
frente a los proyectos en su territorio, tomando como eje el proto-
colo titulado Kachi Yupi (“Huellas de la sal”). El argumento central 
del trabajo sostiene que los desafíos climáticos globales no pueden 
resolverse sin la participación efectiva y el respeto de los derechos de 
las comunidades que habitan el territorio.

Cecilia Gárgano (UNSAM, LICH-EH) y Álvaro Álvarez (UNI-
CEN-CONICET) proponen un análisis de uno de los sectores clave de 
la matriz productiva argentina: el agro. A partir de un abordaje me-
todológico cualitativo que combina aportes de la historia, la geogra-
fía y los estudios ambientales, el capítulo presenta dos ejes. Por un 
lado, analiza la trayectoria histórica reciente del patrón de produc-
ción y acumulación basado en la extensión de la frontera agrícola y 
el monocultivo de soja transgénica. Se propone aquí un análisis del 
concepto de desterritorialización enmarcado en cuatro dimensio-
nes: demográfica, económica, socio-sanitaria y ambiental. Por otro 
lado, aborda el proceso complementario: la territorialización del 
complejo entramado de infraestructura que transformó al río Para-
ná en una hidrovía –Paraguay-Paraná–, mediante la cual se comer-
cializan la producción de granos y los derivados agroindustriales de 
Argentina, Paraguay, Bolivia y parte de Brasil. El capítulo realiza una 
síntesis de los cambios operados en las últimas tres décadas, propo-
ne un abordaje del concepto de “desterritorialización” y de su con-
tracara, la territorialización del agronegocio, y plantea la necesidad 
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de fortalecer las producciones agroecológicas para superar la crisis 
socioecológica.

Por último, el cierre, a cargo de Hans-Jürgen Burchardt, pone el 
énfasis en la necesidad de repensar las formas posibles de habitar 
y de relacionarnos, mediante la propuesta centrada en el Bienestar 
del Tiempo. Para eso se presenta el Índice de Vida Saludable y Bien 
Vivida (IVSBV), construido en Ecuador, que aporta ideas alternativas 
para medir la calidad de vida. La meta de discutir las ideas sedimen-
tadas de bienestar y los significados de su medición, así como la in-
troducción de la variable “tiempo” como determinante del desarrollo 
social buscan avanzar en un modelo socioecológico y sustentable de 
desarrollo.

El libro aborda una temática central tanto para los debates aca-
démicos contemporáneos en diversas disciplinas del campo de las 
ciencias sociales y las humanidades, como para la agenda pública: 
las diversas facetas de la crisis socio-ecológica imperante y las posi-
bilidades de transformarla. Reúne aspectos que suelen presentarse 
en forma fragmentada; de este modo, emergen en forma conjunta 
las dinámicas productivas, sus trayectorias históricas, los discursos 
de legitimación y resistencia, las estrategias de diversos actores, así 
como las alternativas. Por último, pero no menos importante, esta 
compilación propone un abordaje colectivo de la problemática so-
cioambiental con la esperanza de contribuir a la construcción de 
mundos menos desiguales y más habitables.
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Introducción

La humanidad del siglo XXI se enfrenta a múltiples crisis globales 
(sanitaria, económica, bélica, social, de ingresos y de distribución de 
la riqueza), todas profundamente agravadas por la crisis climática, 
las cuales exigen cambios radicales, duraderos y sistemáticos. Pero 
esto no es una noticia nueva. Desde 1968 las temáticas del ambiente 
están insertas en el debate mundial,1 sin embargo, después de más 
de medio siglo, estas urgencias climáticas se siguen acumulando y 
las condiciones de vida de las generaciones de niñes y jóvenes del 
presente (aquellos que hace un par de décadas llamábamos “genera-
ciones futuras”) ya están comprometidas.

Hoy se acumulan profundos desafíos para lograr los objetivos cli-
máticos y el resto de los Objetivos del Desarrollo Sostenible (SDGs 
por sus siglas en inglés).2 Las respuestas globales son predominante-

1  En el sitio web de las Naciones Unidas, ver Resolución E/RES/1346(XLV) donde se 
plantea por vez primera la idea de convocatoria para discutir los problemas del “me-
dio humano” (ONU, 2022).
2  “Cinco años después [del informe en el 2018 del IPCC sobre los desafíos para limitar 
el calentamiento a 1,5°C], el desafío es aún mayor debido al aumento constante de las 
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mente normativas y están desconectadas de procesos transversales y 
estructurales más amplios y, en su gran mayoría, son quimeras para 
los países en desarrollo. Las propuestas específicas de acciones para 
la necesaria transformación (social y ecológica) son inconexas y/o 
demasiado locales y técnicas para tener impactos globales. El cam-
bio climático y sus múltiples crisis demandan de forma urgente solu-
ciones efectivas, globales y críticas.

En el campo de la investigación se ha avanzado considerablemen-
te en el estudio de las múltiples crisis y el desequilibrio climático: 
sus diferentes manifestaciones, los actores e instituciones involucra-
dos, y las dinámicas relacionales que se desenvuelven en su interior 
y en derredor. A su vez, se financian investigaciones que se centran 
en la innovación tecnológica aplicada a distintos sectores: el agro, 
las fuentes energéticas y la industria, por solo poner algunos ejem-
plos (Krupa y Poudineh, 2017; Paoloni et al., 2023; Su et al., 2023), con 
el objetivo último de minimizar el impacto de la actividad humana 
–sobre todo de sus procesos productivos– sobre el ambiente. Todo 
ello, ha dado luz a múltiples enfoques y perspectivas que describen y 
ofrecen explicaciones sobre las crisis, y sobre todo confirman que el 
cambio climático tiene ya en el siglo XXI dimensiones globales, con 
impactos ambientales, políticos, económicos y sociales.

Los enfoques disciplinares de las ciencias sociales y humanidades 
habitualmente quedan en el campo de la interpretación/explicación 
y, en muchas ocasiones, trabajan con enfoques que buscan ajustar 
las capacidades resilientes de los ecosistemas sociales y ecológicos, 
pero son poco osadas en proponer cambios radicales que pongan el 
foco en las condicionantes estructurales del problema climático y no 
solo en las personas. Nos falta conquistar el siguiente nivel: la acción, 
la transformación a gran escala; y para ello es necesario profundizar 
en la discusión sobre una nueva visión de modelo de desarrollo que 

emisiones de gases de efecto invernadero. El ritmo y la escala de las medidas adopta-
das hasta el momento, así como de los planes actuales, son insuficientes para hacer 
frente al cambio climático” (IPCC, 2023, p. 1).
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contraponga las dinámicas económicas y productivas actuales a los 
límites de las capacidades ecológicas, y se sustente en mecanismos 
participativos y emancipatorios para atender los problemas públi-
cos relevantes y gestionar los Bienes Públicos Globales (BPGs).3 Ello 
implica reconocer las dinámicas y categorías del capitalismo global 
como causa y no su ajuste o reinversión como solución de las crisis. 
Dentro de los marcos del capitalismo global se reproduce la privati-
zación y exclusividad del acceso a los BPGs, con lo cual avanzar en 
la ampliación de estos significa trabajar en el orden estructural del 
desarrollo. Por otra parte, los autodenominados socialismos del siglo 
XXI tampoco ofrecieron resultados coherentes o duraderos, ni en el 
bienestar ni en la conservación de la naturaleza. En sentido gene-
ral, poco se ha avanzado hacia proposiciones de acciones para una 
transformación sustancial de las condicionantes estructurales, y la 
mayoría de las propuestas y acciones se diluyen en la sectorialidad 
con enfoques desde la tecnología social.

Este trabajo pretende únicamente retomar algunas discusiones 
que consideramos relevantes para enfrentar una transformación 
profunda: repensar los desarrollos –los relacionamientos económi-
cos que marcan la dinámica de los sistemas productivos, las lógicas 
del intercambio, el desequilibrio en la distribución–, y las dinámicas 
de consumo del siglo XXI. Para ello, exponemos una primera sección 
en la que se presenta, de forma general, el estado de la cuestión de 
las múltiples crisis; en un segundo acápite discutimos acerca de la 
transformación socioecológica como posible camino a seguir, con 
sus retos y limitaciones. En la tercera sección del artículo, a modo 
de reflexiones finales, se presentan algunas ideas que, desde el análi-
sis de categorías de la participación, como trasfondo metodológico, 

3  Para un mayor acercamiento al concepto de BPGs, ver los trabajos de Kaul, I.; 
Grunger, I.; y Stern, M.; Brenes Torres, A.; Una definición está resumida en Apraricio 
Fernández, Marta: los BPGs “son todos aquellos bienes que brindan beneficios a todas 
las personas, de todas las regiones del planeta y se caracterizan por: mejorar la cali-
dad de vida de los seres humanos; ser de libre acceso; traspasar las fronteras nacio-
nales; y porque su uso por una persona no restringe a las demás del acceso al mismo” 
(Aparicio Fernández, 2007) .
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consideramos pertinentes para acercarnos a la implementación de 
dicha transformación social y ecológica. De esta forma, más que con-
clusiones, invitamos al lector a abrir nuevos caminos de cuestiona-
mientos que valdrían la pena abordar críticamente.

Esbozo del estado de la cuestión:  
deudas con la transformación estructural

En el contexto de la crisis climática, la región latinoamericana com-
parte el reto de construir alternativas sostenibles para sus desarro-
llos, empero, las propuestas –en su mayoría– son de un carácter 
asistencialista, con modelos culturales anclados en el capitalismo fi-
nanciero global (Ventura-Dias, 2018) y con fuertes limitaciones para 
equilibrar la justicia social y ambiental a gran escala.

En los países en desarrollo y para los sectores de ingresos bajos, 
ambas “justicias” presentan importantes síntomas de ausencia: una 
fuerte carencia de un ambiente seguro, sano y productivo, donde las 
dimensiones ecológicas, físicas, construidas, sociales, políticas, esté-
ticas y económicas se encuentran marcadamente más deterioradas 
o totalmente ausentes (Svampa, 2019). En la región –y por lo general 
en todos los países en desarrollo– las estrategias y sinergias son más 
complejas de articular por las históricas asimetrías socioeconómicas 
y políticas, y por el limitado acceso de sus poblaciones al “bienestar 
sostenible” (Perdomo et al., 2023) y a los recursos y resultados del de-
sarrollo que, más que ausentes o escasos, están mal distribuidos.

Los intentos de propuestas progresistas que surgieron en las úl-
timas décadas en la región y que tuvieron “una notable fase de auge 
(…) logrando combinar cifras de alto crecimiento con importantes 
éxitos de desarrollo social” (Peters, 2021), no lograron la conciliación 
entre el desarrollo económico, la justicia social y la conservación 
de la naturaleza de forma duradera. Por el contrario, “el desarrollo 
sostenible se presenta débil en América Latina y con poca consisten-
cia y continuidad en las agendas públicas, (…) evidenciándose que 
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la influencia sobre los actores es más de la política que de la soste-
nibilidad” (Belmonte Sánchez, 2013). En consonancia con las diná-
micas que se observan en el resto del planeta, la gestión política del 
clima en la región ha tendido a adoptar medidas limitadas o asumir 
compromisos políticos cuando ha habido una demanda electoral 
sustancial de políticas respetuosas con el clima, pero han tendido 
a posponerse la adopción de medidas significativas para gobiernos 
posteriores (Fritz, 2021).

Durante este período, también conocido como marea rosa, se 
acentuó la dependencia de las economías latinoamericanas a los 
recursos naturales y primarios, con el justificativo de garantizar la 
financiación y gestión públicas para el desarrollo social.4 Los desa-
rrollos en la región quedaron atrapados en lo que algunos optimis-
tas llamaron la “década ganada” latinoamericana,5 o lo que autores 
más críticos del proceso refieren como el “(neo-) extractivismo” (Bur-
chardt y Dietz, 2014; Gudynas, 2012; Peters, 2019; Svampa, 2019). Las 
estrategias de cambio se centraron en procesos macroeconómicos 
que perdieron las coyunturales fuentes de financiación extraordina-
rias del boom de las commodities para democratizar la producción y el 
acceso a los recursos del desarrollo, y no se cambiaron las matrices 

4  Muestra ejemplar de estos intentos pueden identificarse en la gestión de los go-
biernos progresistas del segundo decenio del siglo XXI, los cuales plantearon aprove-
char el boom de los commodities para engrosar las arcas fiscales con la inversión en 
los sectores extractivos. El entonces presidente ecuatoriano Rafael Correa justificó la 
necesidad de utilizar los recursos de la naturaleza (específicamente los recursos mi-
nerales) para aumentar el crecimiento económico y mejorar las condiciones de vida 
de la población ecuatoriana: “(…) no se puede concebir la vida moderna sin minería” 
(Redacción RPP-Radio Programa de Perú, 2011). En palabras de Evo Morales: “tenemos 
la obligación de explorar cuánto tenemos” (Molina, 2015), haciendo referencia a la 
expansión de la industria de los hidrocarburos.
5  La “década ganada” es un término que se ha utilizado para describir un período de 
crecimiento económico y avances sociales significativos en varios países de América 
Latina durante la primera década del siglo XXI, coincidiendo con el boom de las com-
modities, coyuntura que enfatizó algunos logros del período como la reducción de la 
pobreza, el crecimiento económico, el fortalecimiento del mercado interno, amplia-
ción de políticas de inclusión social y la reindustrialización de algunos países de la 
región (a saber, Argentina, Brasil, Chile, Uruguay, Bolivia, Ecuador, entre otros) (La 
Nación, 2015; Clarín, 2015).
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productivas ni se avanzó en procesos de mayor interconexión entre 
sus distintos sectores económicos. Por el contrario, se apostó por la 
administración pública de las rentas extraordinarias de las commo-
dities como estrategia de legitimación política. El saldo ha sido la pro-
fundización de la dependencia de la naturaleza, mayor inestabilidad 
política y violencia en la región por la extensión de las fronteras ex-
tractivas y el desplome de los precios de los recursos, y el retorno a 
gobiernos con acentos autoritarios.

Con el profundo impacto de la pandemia, hubo importantes re-
trocesos (sociales y económicos) en la región, y una fuerte presión 
por robustecer las economías latinoamericanas. Sin embargo, más 
frecuente que inusual, la desarticulación entre economía y sosteni-
bilidad se hace cada vez más palpable y se continúa con el doble jue-
go de la geopolítica moderna. Las claras rupturas y fragmentación 
en la colaboración internacional han sido muestra de ello durante 
los tres años de pandemia.

Este doble juego geopolítico y económico se observó con mayor 
claridad desde los primeros lockdowns, cuando hubo una sustancial 
pérdida de solidaridad y cooperación internacional: a pesar de la 
urgente necesidad de trabajar de manera colaborativa para ofrecer 
niveles óptimos de bienestar para todos y superar de forma global 
los retos de la crisis sanitaria, la realidad expuso la profunda frag-
mentación en el tejido de la colaboración global (González, 2022) y el 
retorno a los individualismos económicos, nacionalismos políticos 
y la lucha por el control del capital, los mercados internacionales y 
los recursos en general (en este contexto específicamente, centrado 
fuertemente en el control por la producción, exportación y acceso a 
las vacunas contra el virus del SRAS-CoV-2).

Más recientemente, en el marco del conflicto armado entre la Fe-
deración de Rusia y Ucrania, se ha aumentado la demanda global de 
minerales, metales, combustibles fósiles y productos agrícolas por 
parte de Asia, Europa y Norteamérica, lo que ha representado un 
claro retroceso en los compromisos políticos para dar cumplimiento 
a los SDGs y la agenda 2030. A su vez, la recientemente culminada 
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Cumbre de la UE-CELAC (UE-Unión Europea; CELAC- Comunidad de 
Estados Latinoamericanos y Caribeños), del pasado 17 y 18 de julio de 
2023, refuerza los caminos extractivistas en la región abriendo nue-
vos espacios de cooperación e inversiones en sectores de las materias 
primas.6

Esta circunstancia parece dar nuevos impulsos hacia una se-
gunda oleada del boom de commodities y América Latina apuesta 
nuevamente por aprovechar la coyuntura para exportar recursos na-
turales como estrategia para posicionarse en los mercados interna-
cionales (CEPAL, 2022). Quedará por ver si la región da continuidad 
a los habituales modelos económicos que reproducen la apropiación 
de rentas (ya sea por sectores privados y/o por el sector estatal) o ver-
daderamente aprovecha la coyuntura para dinamizar sus entrama-
dos productivos y económicos, y apostar por democratizar las rentas 
y la participación.

En consecuencia, el escenario actual para afrontar las múltiples 
crisis de la humanidad en este nuevo siglo continúa estando marcado 
por los mismos problemas de siempre, los cuales se ciernen alrede-
dor de las fuertes pugnas por la hegemonía política y económica. La 
mayoría de las propuestas regionales para atender los desajustes del 
subdesarrollo (y conciliar objetivos climáticos) se diluyen en la conti-
nuidad de la globalidad del capitalismo del siglo XXI. Los gobiernos 
nacionales y locales, y las organizaciones internacionales (globales 
y regionales) no avanzan hacia cambios estructurales y estrategias 
de cooperación que subviertan de forma definitiva la principal causa 

6  Algunas fuentes noticiosas refieren a estos temas: “La cooperación en relación con 
las materias primas fundamentales y los metales de tierras raras es especialmente 
importante a este respecto” (Equipo de prensa e información de la Delegación de la UE 
en Chile, 2023); “En el marco de la cumbre, la UE ha firmado memorandos de enten-
dimiento con Chile, Uruguay y Argentina para profundizar y sentar las bases de in-
versiones en energías renovables, hidrógeno verde y otros” (Presidencia española del 
Consejo de la UE, 2023); “La Comisión Europea ha firmado un acuerdo con Argentina 
para obtener este tipo de materias primas [refiriéndose a las materias primas críticas 
consideradas estratégicas] a cambio de promover en el país el impulso de las energías 
renovables” (EuropaPress, 2023).
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de las múltiples crisis: la persistencia de modelos de desarrollos ba-
sados en competiciones, estilos y ritmos generales de producción 
y consumo capitalistas y extractivos que superan la “capacidad del 
planeta” (Rockström et al., 2019). Conviene entonces plantearnos 
otras alternativas, a saber, una que transite hacia la transformación 
socioecológica, a pesar de las reservas de algunos académicos que re-
conocen que todavía “está por verse si, en los próximos años, de ello 
[la perspectiva de la transformación socioecológica] podrá surgir un 
proyecto plural” (Brand et al., 2012, p. 4).

Transformación socioecológica: retóricas de la sostenibilidad 
y limitaciones de la transformación

Es vasta la producción académica sobre los procesos de transfor-
mación para atender los retos de las múltiples crisis agravadas por 
la emergencia ambiental. Sin embargo, ha habido poca discusión 
global crítica de categorías que son inherentemente antagónicas a 
las concepciones político-teóricas contemporáneas de la sostenibi-
lidad para la gestión de las crisis; a saber, categorías como la propia 
sostenibilidad; desarrollo: producción, intercambio, distribución, 
consumo; el bienestar; y la inclusión. Todavía estas categorías están 
atrapadas en las lógicas de la racionalidad económica convencional, 
donde no hay respuestas satisfactorias a la crítica social-ecológica, 
ni verdadero espacio para una racionalidad alternativa.

Ante la emergencia climática, las múltiples crisis tienen como 
base el desbordamiento de la crisis estructural de la que poco se ha-
bla en los foros mundiales. Por tanto, si bien las cumbres, informes, 
proyectos, y los programas de evaluación y actuación internacional, 
regional o nacional y local reconocen la emergencia climática y dis-
cursan sobre la sostenibilidad, no abordan las causas que legitiman 
el problema: un orden económico y político socialmente injusto y 
ecológicamente depredador.
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El concepto de sostenibilidad contiene todavía tal vacío que se 
utiliza tanto para vincularlo a la crisis actual y promover normativas 
‘alternativas’ locales, como para mantener y legitimar la globalidad 
neoliberal que promueve como posible dos categorías incompati-
bles: las variables del crecimiento económico y las dimensiones eco-
lógicas del bienestar.

En esta dicotomía, la concepción de sostenibilidad y su verdadera 
apropiación y aprehensión se diluyen en el conflicto de intereses po-
lítico-económicos globales. Evadir esta discusión implica continuar 
atrapados en las propuestas de desarrollos “sostenibles” donde las 
soluciones quedan amparadas bajo un concepto que poco a poco ha 
perdido su esencia crítica y mayormente se ha direccionado hacia la 
mera gestión de recursos renovables dentro de la propia noción de 
producir de la forma más sostenible posible, pero bajo las mismas 
lógicas del capital y la acumulación. La cuestión sobre la transición 
hacia sociedades sostenibles, la esencia conceptual detrás de los 
SDGs (si los tuviera), y los alternativos desarrollos sostenibles tienen 
que reposicionarse en términos de la discusión desde las relaciones 
socioambientales.

Otros caminos desde las concepciones del pensamiento crítico 
verde, el ecosocialismo, la economía ambiental, la ecología política, 
por ejemplo, deben profundizar y radicalizar el cuestionamiento de 
las relaciones de producción establecidas por el orden económico 
internacional. Todo proyecto transformador tiene necesariamente 
que apuntar hacia la horizontalidad del poder, la descentralización 
político-económica y a un mayor control de la población sobre las 
estrategias de producción y consumo, respaldado por un debate par-
ticipativo y horizontal de las bases sociales (Agoglia et al., 2014).

Más aún, cuestionar estas viejas categorías nos introduce en el 
debate sobre la transformación socioecológica y, añadiría Brand, 
“emancipatoria” (Brand et al., 2012) como posible camino. En este 
sentido, este cuestionamiento supone entonces discutir y decons-
truir el sistema económico, político y social liberal hegemónico des-
de la transversalización de las relaciones socioambientales: a nivel 
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estructural (Macro): desmontar los modelos de acumulación del 
capital y la concepción capitalista de la economía global mediante 
la socialización y democratización de los modelos de producción; a 
nivel societal (Meso): desmontar las correlaciones asimétricas de po-
der, la reproducción de las lógicas capitalistas de la organización del 
trabajo, y las instituciones que las reproducen; y como un tercer ni-
vel (Micro) –teniendo en cuenta la simultaneidad e interconexión de 
todos los niveles anteriores–, introducir procesos participativos de-
mocráticos y emancipatorios que centren el debate en imaginarios 
que reproduzcan las prácticas, saberes y cosmovisiones ecosistémi-
cas. O sea, la construcción de “(…) una sociedad democrática, auto-
gestionada, ambientalmente sana, tolerante y culturalmente abierta 
a la diversidad (...)” (Oscar Fallas Baldí en Álvarez Vergani, 2017).

La gestión del ambiente y la vida en general requieren cuestionar 
los regímenes de acumulación –en tanto patrones de producción y 
distribución, y patrones de consumo (Brand y Wissen, 2013)–, los me-
canismos de intercambio y las lógicas de reproducción del capital 
que continúan marcando feroces patrones de competencia a nivel 
mundial, en vez de robustecer la cooperación y la solidaridad para 
alcanzar una transformación en el plano social (económico y políti-
co) y ecológico.

Es pertinente entonces cuestionar qué tipo de transición debe-
mos conducir. En la política, los organismos internacionales y la aca-
demia está de moda hablar de “transición justa”.7 Hasta ahora, los 
grandes “brincos transicionales” que ha dado la humanidad han sido 

7  La OIT define el concepto: “Para hacer frente a los apremiantes retos medioambien-
tales, como el cambio climático, la contaminación y el descenso de la biodiversidad, 
los países y las empresas deben hacer una transición hacia economías y sociedades 
más ecológicas, resistentes y neutras desde el punto de vista climático. Una transición 
justa significa hacer que la economía sea lo más justa e inclusiva posible para todos 
los interesados, creando oportunidades de trabajo decente y sin dejar a nadie atrás. 
Una transición justa implica maximizar las oportunidades sociales y económicas de 
la acción climática, al tiempo que se minimizan y se gestionan cuidadosamente los 
desafíos, incluso a través de un diálogo social eficaz entre todos los grupos afectados 
y el respeto de los principios y derechos laborales fundamentales” (OIT, 2015).
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cualquier otra cosa menos justos. Más bien, han estado marcados 
por fuertes enfrentamientos por el control del poder hegemónico po-
lítico y económico, y por la profundización de las históricas asime-
trías sociales y económicas entre regiones, al interior de las regiones 
y al interior de los países. Svampa (2022) bien plantea que hablar de 
transición justa no solo implica referirse a la relación entre el siste-
ma social y el sistema natural, sino que también es imprescindible 
discutir la transición en términos geopolíticos y de la relación Norte/
Sur. Añadiremos, además, la necesidad de cuestionar a la luz de las 
relaciones socioambientales, los procesos liberales, naturalizados, 
de acumulación de la riqueza.

Construir sociedades más igualitarias en el acceso a los frutos 
de la modernidad, que incluyan un bienestar material sostenible, la 
participación ciudadana y el libre ejercicio de amplios derechos hu-
manos, son objetivos que la humanidad debería perseguir en la era 
de la transformación. La meta última: alcanzar sociedades incluyen-
tes y, al mismo tiempo, sociedades más solidarias y comprometidas 
con la utilización responsable de los recursos naturales y energía, 
dentro de los límites del planeta.

Estos debates deben ser algunos de los ejes analíticos de los cues-
tionamientos de las actuales y futuras respuestas que hagan conver-
ger los tres pilares de la sostenibilidad: económico, ecológico y social 
en un proyecto plural de transformación socioecológica. Esta pro-
puesta debe superar el enfoque de tecnología social que ha tendido 
a acompañar a esta perspectiva y las propuestas de transformación 
que surgen y se proyectan en el contexto local.

Para ello, como ya hemos planteado, es preciso cuestionar las 
esencias estructurales del capitalismo global, proyectar la transfor-
mación a nivel simbólico y cultural, y avanzar hacia otras alternati-
vas que todavía debemos construir. No obstante, algunos primeros 
pasos deberían estar claros: atender las demandas de cambios es-
tructurales (de los modos desiguales e insostenibles de producción, 
intercambio, distribución, y consumo), además de repensar las 
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determinantes culturales, éticas y simbólicas de estos componentes 
estructurales de la era del Antropoceno.

Más aún, las propuestas de transformación no deberían única-
mente ser proyectadas para ajustar y cambiar la organización te-
rritorial y política local, donde es más habitual encontrar múltiples 
propuestas de transformación, que por su carácter territorial o local 
tiene limitadas posibilidades de impactos más generales. Esta debe-
ría estar también enfocada en cambiar dinámicas internacionales y 
regionales: subvertir patrones de jerarquías y democratizar los orga-
nismos financieros globales.

En este contexto, América Latina transita por terreno oportuno, 
sin embargo, demuestra seguir fragmentada, jugando a la competen-
cia financiera y de oportunidades, y reforzando los caminos extracti-
vos. La reciente cumbre de la CELAC-UE ha sido muestra de todo ello: 
los acuerdos de intención estuvieron marcados fundamentalmente 
por “la búsqueda por parte de la UE de nuevos proveedores de recur-
sos, como el litio y el hidrógeno verde” (Jütten, 2023). Si bien hubo 
acuerdos bilaterales importantes en la Cumbre –sobre todo con na-
ciones con carpetas de inversión en estos sectores estratégicos–,8 no 
hubo acuerdo concreto entre la UE y el MERCOSUR, ni acuerdos es-
pecíficos entre la UE y los 78 Estados miembros de la Organización 
de Estados Africanos, Caribeño y del Pacífico (ACP por sus siglas en 
inglés): “(…) salvo las declaraciones políticas de intenciones, no se ha 
logrado ningún avance concreto” (2023).

Los retos de la sostenibilidad en América Latina y una posible 
transformación socioecológica, pasan por discutir y superar otros 
grandes retos que tiene la región. Efectivamente, uno de ellos ha 
sido la falta de integración regional: más que representar un bloque 

8  Los principales resultados de la cumbre se localizan en los memorandos de enten-
dimiento entre la UE y los países latinoamericanos con sectores claves para la in-
versión: cooperación en energías limpias y renovables con Argentina y Uruguay; con 
Chile para reforzar la cooperación en cadenas de suministro sostenibles de materias 
primas críticas; Honduras, El Salvador y Ecuador en relaciones bilaterales centradas 
en el cambio climático y la agenda digital (Jütten, 2023).
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comercial para la inserción competitiva en el mercado internacional, 
es la oportunidad de poder enfrentar los retos internos de la degrada-
ción ambiental y la crisis climática de forma conjunta. El ideal sería 
avanzar en una transición hacia una organización social, económica 
y política de las sociedades latinoamericanas transversalizada por 
su relación con el ambiente. En otras palabras, una organización de 
la vida social, política y económica ajustada a su interrelación con 
las dimensiones ecológicas. Encontrar caminos conjuntos implica 
superar la histórica tendencia de América Latina a poner sus aspira-
ciones en los imaginarios de estilos de vida europeos o norteamerica-
nos, y más bien reconstruir una visión latinoamericana que piense 
los retos de su futuro: la informalidad, la pobreza, la concentración 
de la riqueza y la violencia, en claves ecológicas.

Consideraciones finales: la participación para la 
transformación social y ecológica en clave metodológica

El discurso de la sostenibilidad encierra grandes contradicciones es-
tructurales, como ya hemos mencionado. Por un lado, se habla de la 
necesidad de transitar hacia economías descarbonizadas, detener el 
aumento de las emisiones de gases efecto invernadero y el calenta-
miento global, entre otros temas. Sin embargo, no han surgido po-
sibles caminos alternativos al capitalismo global. Actualmente, los 
acuerdos comerciales y de financiación que se autodenominan “ver-
des”, “sostenibles”, “ecológicos”, etcétera, tienen como base los viejos 
fundamentos de la propiedad privada, el lucro, la competencia y la 
eficiencia económica, así como el mercado y el régimen de acumula-
ción capitalista. Por otro lado, la transformación socio-ecológica re-
quiere una participación activa y colaborativa (Monedero, 2012) que 
logre redefinir la participación democrática del siglo XXI en un ejer-
cicio colectivo del poder político cuya base sea un proceso libre de 
presentación de razones entre iguales (De Sousa Santos y Avritzer, 
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2002) y que logre democratizar la base fundamental de la produc-
ción material capitalista: la relación entre el capital y trabajo.9

El gran reto de la transformación socioecológica sigue siendo 
cómo hacerlo. Un posible camino analítico sería pensar la trans-
formación socioecológica desde las herramientas metodológicas 
y epistémicas de la participación democrática. Sin embargo, para 
ello, en términos de Brand y Wissen (2013), no es posible desligar las 
transformaciones de los regímenes de acumulación del capitalismo 
global sin cuestionar y subvertir los estilos de vida y de consumo (im-
periales, dirían ambos), en tanto

imaginarios profundamente arraigados acerca de lo que se entiende 
por calidad de vida, o buena vida, y por desarrollo social, que marcan 
la cotidianeidad de un número creciente de personas, no solamente 
a nivel simbólico, sino también en lo material (p. 4).

Para Brand y Wissen entender la crisis socioecológica en el mundo 
de hoy requiere mirar hacia la continuidad de las relaciones socie-
dad-naturaleza que reproduce el modo de desarrollo capitalista glo-
bal. Sus postulados parten del principio que el

modo de desarrollo (…) refiere a la coherencia temporal entre el desa-
rrollo histórico de unos patrones de producción y distribución, por 
un lado, y unos patrones de consumo, por el otro lado. [O sea,] dos 
patrones que en su conjunto constituyen un régimen de acumula-
ción (p. 3).

Partiendo de este supuesto, entonces la transformación socioeco-
lógica debe apuntar a dos espacios íntimamente relacionados e in-
terdependientes, pero que tienen dos niveles diferenciados. No es 
suficiente continuar apostando por la transformación en los contex-
tos locales, incidiendo en dinámicas participativas que fortalezcan 
incluso la democracia participativa; sino que además es tarea de la 

9  traducido por ejemplo en modalidades como la propiedad y gestión cooperativa; la 
economía social y solidaria; el sindicalismo y negociación colectiva; la participación 
y responsabilidad social empresarial -pero no exclusivamente estas.
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transformación apuntar a incidir en los patrones de consumo. Las 
condicionantes estructurales que habría que transformar se susten-
tan en los actuales patrones de producción y distribución, y patrones 
de consumo. Dos observaciones al respecto que ejemplifican nuestro 
argumento:

1) hoy día, las contribuciones al calentamiento global continúan 
siendo diferenciadas sectorialmente de acuerdo con los usos 
intensivos de energías; el uso y cambio del uso de la tierra don-
de aproximadamente el 79% de las emisiones mundiales de 
gases efecto invernadero fueron aportadas por la energía, la 
industria, el transporte y los edificios en su conjunto. Adicio-
nalmente, el 22% fue emitido por la agricultura, la silvicultura 
y otros usos de la tierra (IPCC, 2023).

 Por tanto, para atender la complejidad que ha generado la 
actividad antropogénica en el planeta (Crutzen y Stoermer, 
2000) en primera instancia se requiere impactar los modos de 
producción y distribución.

2) el 10% de los hogares con las emisiones per cápita más altas 
de gases de efecto invernadero contribuyen entre un 34% y un 
45% a las emisiones totales de los hogares basadas en el con-
sumo a nivel global. Aproximadamente el 35% de la población 
mundial reside en países que emiten más de 9 toneladas de 
CO2 equivalente per cápita (IPCC, 2023).

 Más aún, si bien los países menos desarrollados y los grupos 
poblacionales más pobres son los que menos han contribui-
do, por ejemplo, al calentamiento global y a los desajustes cli-
máticos en general. Esto no se debe fundamentalmente a que 
tengan una concepción del mundo diferente de los países del 
Norte Global o de las clases hegemónicas, ni a que posean una 
mayor conciencia medioambiental. Más bien, es el resultado 
de experiencias históricas, conflictos y compromisos sociales 
que continúan consolidándose en un determinado desarrollo 
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tecnológico, ideológico e institucional capitalistas o, a tono 
con Brand y Wissen, determinados patrones de consumo. En 
el contexto de una movilidad social ascendente, que es una as-
piración compartida y un criterio de medición del avance y 
desarrollo, se produce una fractura en la continuidad de los 
patrones de consumo medioambientalmente menos depreda-
dores. Esto se debe más a la ausencia de recursos materiales 
que a una elección consciente. Al ingresar a las clases medias 
o salir de la pobreza extrema, se despliegan patrones de distin-
ción asociados a una representación simbólica que reproduce 
estilos de vida que son medioambientalmente insostenibles. 
Por ejemplo, cambiar el transporte público por el auto pri-
vado, trasladarse a un hogar más grande pero no necesaria-
mente más eficiente energéticamente, aumentar la cantidad 
de electrodomésticos que facilitan la conciliación entre el 
trabajo y la vida doméstica, y consumir bienes y servicios de 
mayor lujo y alto consumo energético. En contraste, las clases 
altas y los “súper ricos”, que son referentes del éxito, reprodu-
cen estilos de vida y consumos energéticos ambientalmente 
insostenibles: “El 10% superior consume el 39% de la energía” 
(Oswald et al., 2020, p. 234).

Incorporar como objetivo de la participación democrática, la subver-
sión de estos patrones implicaría cuestionamientos estructurales, y 
redirigir la acción hacia repensar y transformar el “modo de desa-
rrollo”. En este sentido, implicaría pensar la participación en clave 
novedosa, pues no solo requiere continuar dirigiendo sus esfuerzos 
transformadores hacia la democratización de espacios políticos y 
culturales a nivel local (lo que se viene haciendo desde hace décadas), 
sino además asumir el reto de trascender hacia los entramados supe-
riores de la toma de decisiones políticas a nivel nacional, regional e 
internacional-global. Democratizar, mediante la participación, espa-
cios que hoy son altamente elitistas, cerrados y exclusivos (políticos 
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y económicos) como los organismos financieros y políticos interna-
cionales y regionales.

Todavía las aproximaciones académicas y el discurso político 
transfieren la responsabilidad del cambio a las sociedades y no al 
modelo político-económico. Desde esta perspectiva, los discursos 
políticos y los programa internacionales, regionales y nacionales 
tienden a focalizarse en las limitaciones –sobre todo financieras y de 
gobernanza– que tienen los países y regiones del Sur Global para en-
frentar las consecuencias de la crisis climática y proponen trabajar 
desde la asistencia y colaboración al desarrollo sobre los problemas 
de la desigualdad y la pobreza fundamentalmente. En ello conspiran 
las visiones territorializadas sobre la transformación. Si bien el con-
texto local o territorio resulta vital para proyectar cualquier tipo de 
cambio que impacte en las dinámicas sociales, políticas y culturales 
de fondo, hay una total ausencia de propuestas para repensar las di-
námicas que impone el modo de desarrollo del capitalismo global. 
Estos marcadores del impacto de la crisis ambiental constituyen un 
reto importante para la proyección de cualquier modelo de desarro-
llo que incorpore de forma definitiva la perspectiva de sostenibili-
dad, y proyecte cambios radicales en la forma en que entendemos la 
continuidad y la supervivencia del planeta.

Si bien no hay respuestas claras o caminos alternativos definidos 
–este trabajo tampoco los ofrece–, consideramos que una transición 
hacia la transformación socioecológica requiere de procesos demo-
cráticos más amplios, los cuales solo son posibles mediante el ejerci-
cio de una novedosa forma de entender los campos de actuación de la 
participación. De Sousa Santos (2002) confirmaría que la posibilidad 
radica en ampliar el canon democrático donde se impugne la demo-
cracia liberal en su pretensión de universalidad y exclusividad, para 
dar crédito a concepciones y prácticas democráticas contrahegemó-
nicas. Nuestro aporte estaría en combinar el análisis con los de Brand 
y Wissen, contextualizando la participación democrática emancipa-
toria en su necesaria práctica en la transformación de los modos de 
desarrollo para atender a la transformación socioecológica.



38 

Rebeca Ramos Padrón

Este texto, desafortunadamente, solo pretende esbozar algu-
nas ideas que incentiven mayores preocupaciones sobre los cami-
nos a seguir. Invitamos así a reflexionar sobre cómo enfrentarnos 
al estudio de las condiciones actuales de estas múltiples crisis 
socioambientales.
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sustentables en América Latina
Antecedentes históricos

Jochen Kemner y Nelson Arrellano Escudero

Introducción

El extractivismo de recursos naturales en América Latina y el Caribe 
y la inserción de la región en la economía global y en la división in-
ternacional de las relaciones comerciales se remontan a los inicios 
de la colonización europea del hemisferio occidental en el siglo XVI. 
Las consecuencias de estas explotaciones han sido denunciadas ve-
hemente, por ejemplo, por Eduardo Galeano en Las venas abiertas de 
América Latina (1971) y han dado origen a propuestas teóricos como 
el sistema mundo de Immanuel Wallerstein (2006), quien ubica 
América Latina en la zona periférica de la economía global, en de-
pendencia asimétrica casi perpetua frente al/los centro(s) (núcleos) 
de este sistema integrado. La crítica a la integración económica des-
igual y sus múltiples efectos indirectos en la esfera social (desigual-
dades estructurales) y en la degradación del medio ambiente está 
bien establecida, al igual que las demandas, consideraciones y pro-
puestas para superarla. Sin embargo, a principios del siglo XXI, eco-
nomistas y científicos sociales constatan una “reprimarización de 
las economías de América Latina”, como si no se hubieran aprendido 
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las lecciones de cinco siglos de interacciones económicas entre la re-
gión y el mundo.

Entre las materias primas que América Latina ha extraído, pro-
ducido y exportado durante la larga presencia histórica de este ré-
gimen económico desde la época colonial dominaron los metales 
preciosos como el oro y la plata, secundados por el cobre y el mercu-
rio que formaban parte de un ciclo minero colonial que encontró sus 
centros en los altiplanos de Mesoamérica, la región andina y zonas 
de importantes yacimientos auríferos como Minas Gerais en Brasil. 
Fuera de estas áreas de extracción mineral se establecieron algunos 
centros de producción agrícola dedicados al cultivo de tabaco, el café, 
el cacao y el azúcar, que inicialmente llegaron a los mercados metro-
politanos como productos de consumo de lujo, antes de convertirse, 
gracias a la economía de escalas y al cambio de hábitos y gustos, en 
productos consumidos por las masas en los siglos XVIII y XIX.

Además, la región también ha sido clave en la explotación de re-
cursos naturales para la circulación de energía. Los recursos energé-
ticos estuvieron inicialmente relacionados con la producción en las 
industrias/manufacturas locales (obrajes), antes de que los combus-
tibles fósiles se convirtieran en el componente central del desarrollo 
en el siglo XX. Para un número creciente de países de la región, los 
recursos energéticos llegaron a ser la principal fuente de ingresos del 
comercio exterior, con el inicio de la era del petróleo y la explotación 
de grandes yacimientos en Venezuela, México, Argentina, Brasil y 
otros lugares.

La Revolución Industrial se considera comúnmente en la longue 
durée como la cesura histórica decisiva con respecto a la forma en 
que la humanidad demanda, produce, procesa y consume energía. 
Una creciente corriente de investigadores relaciona este proceso con 
el inicio del Antropoceno, el momento a partir del cual la humanidad 
empieza a tomar el relevo de las fuerzas naturales en la capacidad de 
moldear (y destruir) permanentemente el entorno natural, aunque 
el proceso y sus implicaciones no se aceleraron globalmente hasta 
después de la Segunda Guerra Mundial y el inicio de la era nuclear 
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(Hesketh, 2022; Thomas, Williams y Zalasiewicz, 2020; Verburgt y 
Waal, 2022).

Los impactos de la intervención antrópica, sobre todo el cambio 
climático causado por las emisiones de gases de efecto invernadero, 
dan lugar a la necesidad de transformar de nuevo la matriz energé-
tica (que ha de caracterizarse por un proceso de sustitución gradual 
de los combustibles fósiles por la producción de energías regenerati-
vas). Existe un acuerdo de gran alcance acerca de la responsabilidad 
que le compete al modelo económico tradicional, en el cual se basa 
el desarrollo capitalista como insostenible –así como otras formas de 
economías modernas impulsadas por la ideología del progreso– que 
se encuentran enfocadas en las finanzas, sin considerar los flujos de 
energía y materiales.

A partir de esta constatación, la sostenibilidad y el desarrollo 
sostenible se han convertido en términos clave en el discurso inter-
nacional sobre medio ambiente y desarrollo en los últimos 50 años. 
Son altamente conocidos los principales hitos que han inspirado el 
debate sobre estos términos desde la aparición del libro “Los límites 
del crecimiento” del Club de Roma (Meadows et al., 1972), el informe 
“Nuestro futuro común”, elaborado por una comisión de Naciones 
Unidas bajo la dirección de Gro Harlem Brundtland (1987) y diver-
sas conferencias internacionales sobre desarrollo y medio ambien-
te (Estocolmo 1972, Río de Janeiro 1992, Johannesburgo 2002, Kyoto 
2005, Río de Janeiro 2012, París 2015, Glasgow 2021), hasta llegar a los 
acuerdos supranacionales como la Agenda 21 (1992), los Objetivos de 
Desarrollo del Milenio (2000) y los Objetivos del Desarrollo Sosteni-
ble (2015).

Toda esta producción, fundamentalmente de carácter institucio-
nal, es probablemente el campo más visible y respecto del cual existe 
una mayor atención, mientras que la discusión sustantiva en el ám-
bito conceptual debe ser revisitada para establecer algunos puntos 
de vista fundamentales para adentrarse en los debates acerca de la 
sustentabilidad.
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Debates a lo largo de la historia sobre sustentabilidad

En la medida en que la sustentabilidad ha irrumpido en casi todos 
los espacios del debate público (sustentabilidad en producción de 
energía; sustentabilidad en producción de alimentos; sustentabili-
dad en construcción de edificios e infraestructura; sustentabilidad 
en turismo; sustentabilidad en inversión financiera; sustentabilidad 
en educación, etc.), aumenta, sin embargo, el peligro de que el ideal 
degenere en un significante vacío, una marca publicitaria que em-
plean gobiernos, empresas y otros actores como demostración casi 
obligada de conciencia ambiental y buenas intenciones que, por su 
ubicuidad, se vuelve poco útil para el uso científico. Considerado un 
concepto contestado por algunos (Jacobs, 1999), otros han llegado a 
cuestionar la idea de la sustentabilidad incluso como un obstáculo 
para alcanzar la transformación socio-ecológica (Blühdorn et al., 
2020).

La historia conceptual de este Leitbild se ha trazado ya en varias 
ocasiones (Caradonna, 2014; Grober, 2013). Las raíces se remontan 
al pensamiento mercantilista de Jean Baptiste Colbert en Francia o 
de John Evelyn Furore en Inglaterra. El maestro forestal sajón Hans 
Carl von Carlowitz es considerado como el inventor del término con 
el sentido semántico moderno. En su tratado Sylvicultura oeconomi-
ca-Anweisung zur wilden Baumzucht (Instrucciones sobre el cultivo de 
árboles silvestres), publicado en 1713, aboga por el “uso sostenible” de 
la madera como recurso que debe de estar al servicio de la comuni-
dad y de la “amada posterioridad” (futuras generaciones). La sosteni-
bilidad aparece en el texto como un principio universal para el uso 
cuidadoso y preservador de los recursos disponibles, incluso como 
guía para una transformación socioecológica de la producción, el 
consumo y la convivencia. Una idea central en la obra de Carlowitz 
es la responsabilidad de los contemporáneos por las generaciones 
futuras, cuyos intereses deben tenerse en cuenta a la hora de tomar 
decisiones que afectan el uso de las materias primas. En el trasfondo 
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de esta advertencia se vislumbra la amenaza de que un consumo des-
enfrenado de los recursos disponibles pueda conducir a una catás-
trofe repentina en un futuro (cercano). Por lo tanto, los recursos (en 
el estudio de Carlowitz principalmente la madera) deben utilizarse 
de forma constante, continua y sostenible. En la silvicultura euro-
pea, estas directrices se aplicaron ya desde el siglo XVIII (Grober, 
2013).

Otra pista genealógica de pensamiento en la historia de las ideas 
sobre la sostenibilidad se remonta a Thomas Malthus y su convic-
ción de que la humanidad no sería capaz de mantenerse a medio 
plazo mientras persista un crecimiento geométrico de la población 
y solo aumentos aritméticos en la producción de alimentos. En es-
tas condiciones, los conflictos por los recursos limitados iban a ser, 
por tanto, inevitables. Hasta bien avanzado el siglo XX, estas con-
sideraciones guiaron los discursos sobre la necesidad de limitar el 
crecimiento demográfico de la humanidad debido a las acotadas po-
sibilidades de su abastecimiento, mediante intervenciones biopolí-
ticas (principalmente, el control de la natalidad) e influenciaron en 
nociones tales como la “tragedia de los comunes” de Garret Hardin 
(1968), quien especuló que la administración de los recursos tendría 
mejores resultados bajo el régimen de propiedad privada compara-
do con otras formas de propiedad, en especial tratándose de bienes 
comunes.

América Latina participó en estos debates sobre el desarrollo y 
la sustentabilidad desde la década de los setenta, aunque los inte-
lectuales y científicos de la región no han sido, inicialmente, actores 
principales (Estenssoro, 2014; Leff, 2010). En un estudio bibliométri-
co de la literatura científica producida en la región, Vanhulst (2016) 
argumenta que

los discursos latinoamericanos sobre sustentabilidad socioecológica 
están directamente vinculados a la experiencia de la colonización 
y a la situación actual de la región en la semiperiferia de la econo-
mía mundo capitalista, con una actividad económica fuertemente 



50 

Jochen Kemner y Nelson Arrellano Escudero

centrada en los recursos primarios y el extractivismo, dependien-
te de los centros de poder global. Así, las experiencias de expropia-
ción de tierras, de su explotación por terceros, la exposición brutal 
a las fuerzas del mercado mundial sin medios para contrarrestar las 
externalidades socioeconómicas y ambientales negativas, la expo-
sición a múltiples poluciones sin restricciones legales vinculantes, 
la urbanización desregulada, entre otros fenómenos, han generado 
unos marcos culturales específicos para la interpretación de cuestio-
nes socioambientales. En consecuencia, en América Latina algunos 
discursos sobre la sustentabilidad reflejan los debates sobre multi-
culturalismo, justicia social y luchas por el reconocimiento, que con-
sideran las relaciones de dominación establecidas por el capitalismo 
y la sociedad industrial (p. 47).

La principal contribución latinoamericana a los debates sobre la sos-
tenibilidad en esta etapa fue el Modelo Bariloche, lanzado en 1976, 
que en la tradición de la teoría de dependencia argumentaba que “los 
principales obstáculos para el desarrollo armónico de la humanidad 
son tanto de orden físico como social y político, y que dependen prin-
cipalmente de la distribución del poder, tanto a nivel internacional 
como regional y nacional” (p. 53). Estas ideas dieron luego lugar a 
propuestas como el ecodesarrollo (Sachs, 1982), que reclama un mo-
delo cultural autónomo latinoamericano, que mitiga las diferencias 
entre desarrollo económico y preservación medioambiental.

Sin embargo, al igual que en Europa, en América Latina y el Caribe 
también existen precursores de un discurso sobre la sostenibilidad y 
demandas/consideraciones para implementar formas sostenibles de 
desarrollo. Como se destacó al principio de este capítulo, la región 
se ha caracterizado por la explotación de sus recursos naturales 
desde el inicio de la colonización. Mientras que la disponibilidad de 
algunos de estos recursos tiene sus límites naturales que son inde-
pendientes de la actividad humana, o solo se regeneran en unidades 
geológicas de tiempo, la vida útil y la calidad de otros materiales y 
productos naturales pueden verse influidas por su forma de aprove-
chamiento. Al igual que Carlowitz en Sajonia, los contemporáneos 
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latinoamericanos también eran conscientes de este impacto. A con-
tinuación, señalamos tres casos ejemplares para tratar de mostrar 
hasta qué punto esta toma de conciencia se refleja (o no) en mo-
dalidades precursoras del pensamiento latinoamericano sobre la 
sostenibilidad.

Las plantaciones azucareras del Caribe y la destrucción  
de los bosques

Pocos sistemas de producción se asocian tan estrechamente con una 
región específica y la transformación del entorno natural como la 
plantación en el Caribe. Como institución socioeconómica, represen-
ta la despiadada explotación de la fuerza de trabajo servil, especial-
mente de los esclavizados africanos y sus descendientes nacidos en 
las Américas, complementados a partir del siglo XIX también por 
trabajadores chinos contratados (coolies). La invención del ingenio 
azucarero supuso la penetración sociocultural y política de las socie-
dades caribeñas, cuyas consecuencias aún persisten hoy en día. En 
este contexto, la producción de azúcar como sustancia alimenticia 
fue la actividad agroindustrial dominante más allá del final del pe-
riodo colonial y perduró hasta finales del siglo XX, cuando la caña de 
azúcar experimentó un asombroso renacimiento y transformación 
de uso como componente para la elaboración de biocombustibles.

En términos medioambientales, las islas del Caribe que pasaron 
por el ciclo del azúcar se encuentran entre los lugares más vulnera-
bles del planeta al cambio climático, debido a las deforestaciones y a 
la transformación socioecológica masiva que experimentaron en la 
época colonial. Aunque la mayoría de estos países parecen aún pe-
rennemente verdes, las superficies agrícolas disponibles están muy 
degradadas y los bosques reducidos en muchos lugares a palmeras y 
arbustos.

Ya en los inicios de la época de la conquista, los europeos reco-
nocieron las extraordinarias condiciones naturales que ofrecían las 
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islas y el entorno caribeño para el cultivo de la planta de la caña de 
azúcar. Las altas temperaturas y la humedad de los trópicos, pero 
también la existencia de extensas zonas forestales, que proporcio-
naban el material orgánico para asegurar la fertilidad del suelo, 
así como una reserva energética, crearon las bases para el estable-
cimiento de las primeras plantaciones. Estas condiciones idóneas 
compensaron los riesgos de catástrofes naturales a los que se enfren-
taban regularmente los moradores de la región, principalmente cau-
sados por los ciclones.

Sin embargo, en una primera etapa, los españoles no tenían gran 
interés en establecer una agricultura tropical orientada hacia la 
exportación, por lo que el número de plantaciones en las islas más 
grandes del Caribe solo aumentó lentamente durante el siglo XVI. 
Los inicios de este sistema de producción y de la revolución azuca-
rera caribeña tuvieron lugar, por tanto, en las Antillas Menores, de 
las que se apoderaron ingleses, franceses, holandeses y, más tarde, 
también suecos y daneses. Barbados se convirtió a mediados del si-
glo XVII en la primera colonia azucarera de América per excelencia, 
tras la llegada de los colonizadores británicos, y solo perdió esta po-
sición a principios del siglo XVIII, debido a la falta de posibilidades 
de expansión y al creciente agotamiento de los otrora fértiles suelos 
(Watts, 1992). Jamaica y Saint Domingue, en la parte occidental de 
la isla de La Española, pasaron a ocupar la primacía en la produc-
ción de azúcar, reproduciendo los patrones sociales, económicos y 
demográficos que se habían ensayado anteriormente en las islas me-
nores del Caribe. En su apogeo, ambas islas estaban pobladas casi en 
un 90% por personas esclavizadas, lo que dio lugar a una estructura 
social extremadamente segmentada, sin apenas transiciones entre 
los estamentos. La colonia francesa, en particular, se convirtió en el 
último tercio del siglo XVIII en líder mundial en la producción de 
varias mercancías coloniales ya casi indispensables para el consumo 
alimenticio básico en Europa, no solo el azúcar. Caracterizada por 
una clase de propietarios absentistas, las rentas se dirigían hacia la 
metrópoli. De hecho, en esta época, el Caribe era la única región del 
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mundo en la que todos los factores productivos se orientaban directa 
o indirectamente hacia la exportación.

La destrucción de las plantaciones de Saint Domingue como con-
secuencia de la sublevación de los esclavizados en 1791 abrió un va-
cío que los hacendados de otras regiones del área Circuncaribe no 
dudaron en aprovechar. A partir de las primeras décadas del siglo 
XIX, los ingenios azucareros cubanos se convirtieron en los centros 
de producción más desarrollados del Caribe y se extendieron por 
todo el territorio insular. Hacia 1830, la caña de azúcar había despla-
zado al cultivo del café como sector principal de la economía cubana 
y convirtieron a su metrópolis, España, en líder del mercado mun-
dial en la producción de azúcar. Este desarrollo se vio favorecido por 
varios factores: la crisis de los competidores ingleses y franceses, la 
liberalización de la política colonial española (que facilitó el acceso a 
las tierras fértiles y a los mercados de comercio exterior) y la adqui-
sición de mano de obra esclava. Finalmente, se vio favorecido por el 
control privado de los bosques.

Frente a las modalidades de producción en las islas vecinas que 
lideraban la producción en el siglo XVIII, el surgimiento de la eco-
nomía azucarera cubana representó un salto tecnológico, como pri-
mer paso hacia un aprovechamiento (semi)industrial de los recursos 
naturales. A mediados del siglo XIX, las más de 1.500 plantaciones 
estaban en pleno apogeo, producían más del 30% del azúcar comer-
cializado en el mundo y son consideradas como las pioneras más 
avanzadas de la agricultura industrializada (Moreno Fraginals, 1978).

Pero el desarrollo agrícola en el Caribe tuvo altos costes: en tér-
minos laborales, fue pagado por los esclavizados africanos. Pero 
también tuvo un fuerte impacto medioambiental: el avance de las 
plantaciones originó la deforestación de la selva tropical. La famosa 
cita de Bartolomé de las Casas, según la cual, a la llegada de los es-
pañoles, la isla de Cuba estaba tan densamente cubierta de bosques 
que era posible recorrerla del extremo occidente hacia el oriente sin 
tener que salir de la sombra protectora de los árboles, ha influido a 
lo largo de los siglos en el imaginario del paisaje natural caribeño. 
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Alexander von Humboldt también afirmó a principios del siglo XIX 
que toda la isla había sido cubierta originalmente por un enorme 
bosque compuesto principalmente de pinos, así como de árboles sil-
vestres de limones y naranjos. Desde entonces, generaciones de his-
toriadores, biólogos y geógrafos han realizado diversos intentos para 
determinar la vegetación real al inicio del “Intercambio Colombino” 
y la relación entre las proporciones de bosque y sabana, llegando a la 
conclusión de que hacia 1500, el paisaje cubano estaba cubierto en-
tre un 60% y un 95% por espesos bosques casi impenetrables (Funes, 
2006).

Durante el siglo XIX, el ritmo de la deforestación se aceleró en 
todo el mundo. Como ha señalado Willams (2006), entre 1850 y 1920 
se perdió a nivel global tanta selva virgen como en el periodo com-
prendido entre 1700 y 1850. El Caribe fue una de las regiones más 
afectadas por este proceso. Independientemente de la situación “ori-
ginal” de la vegetación al iniciarse la colonización europea, todos los 
datos del siglo XIX indican una pérdida masiva de masa forestal. Se-
gún estadísticas oficiales, entre 1846 y 1862, la extensión de los bos-
ques silvestres en Cuba se redujo de unos 5,5 millones de hectáreas a 
solo 3.350.000. Otras cuentas eran menos dramáticas, pero también 
suponían una pérdida anual de bosques de 13.500 a 70.000 hectá-
reas (Funes 2009), principalmente para el desmonte de terrenos ne-
cesarios para la expansión de la frontera azucarera, pero también 
la producción de combustible para las instalaciones industriales de 
las plantaciones de azúcar, y, por último pero no menos importante, 
para el abastecimiento del ferrocarril que se introdujo por primera 
vez como medio de transporte en Cuba en 1835, mucho antes del es-
tablecimiento de la primera línea en la metrópoli (Zanetti y García, 
1987).

En las sociedades de plantaciones, los bosques proporcionaban 
además la energía que requerían los ingenios azucareros para ope-
rar sus instalaciones fabriles. Especialmente a partir de la irrupción 
de la era de la mecanización, la leña se utilizaba para mover los mo-
linos de vapor, los hornos de las calderas y la maquinaria destinada 
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a purgar el azúcar. La madera de árboles preciosos como la caoba 
y el ébano se utilizaba además como material de construcción. Se 
calcula que una plantación media consumía anualmente hasta una 
caballería (unas 13 hectáreas) de bosques silvestres para satisfacer 
sus necesidades energéticas. Por esta razón, el real decreto del 30 de 
agosto de 1815, que concedió a los terratenientes cubanos derechos 
de usufructo pleno y perpetuo sobre los bosques que formaban parte 
de sus dominios privados, tuvo una importancia tan trascendental 
para el progreso de la economía de plantación en Cuba y su transi-
ción energética. Anteriormente, no se permitía a los terratenientes 
disponer con libertad de los árboles de sus tierras, debido a las nece-
sidades de la marina para la construcción de barcos.

El impacto de esta deforestación no pasó inadvertido para los 
contemporáneos y suscitó el temor de que la vegetación de Cuba co-
rriera la misma suerte que la de las Antillas Menores o Santo Domin-
go, Haití. Entre los críticos del desmonte desenfrenado figuran los 
nombres de ilustres intelectuales cubanos del siglo XIX, miembros 
de la élite criolla, como el conde de Mopox y Jaruco, el conde Pozos 
Dulces, su hermano José Jacinto de Frías y Jacott, el científico Álvaro 
Reynoso o el aclamado economista y botánico español Ramón de la 
Sagra. Por un lado, señalaron las consecuencias negativas del mo-
nocultivo para la calidad del suelo. Durante siglos, el follaje fue la 
principal fuente nutritiva de los sembrados. Con la tala de los árbo-
les, estos nutrientes desaparecieron, por lo que las zonas cultivadas 
pronto se resintieron en términos de rendimiento. Por ello, el ciclo 
de vida de una plantación se limitaba a solo 30 o 40 años. Por otra 
parte, los contemporáneos ya percibían los efectos climáticos inme-
diatos: especialmente la falta de precipitaciones se convirtió en un 
grave problema.



56 

Jochen Kemner y Nelson Arrellano Escudero

Las islas guaneras del Perú: sostener el aprovisionamiento  
de fertilizantes

Una preocupación central de los hacendados cubanos de mediados 
del siglo XIX era la búsqueda de un abono adecuado para evitar, o 
al menos retardar, el agotamiento del suelo de sus cañaverales. José 
Cantero, uno de los más activos representantes de la sacarocracia, 
siempre empeñado en implementar mejoras de cualquier tipo para 
asegurar la competitividad de la producción azucarera cubana, dis-
cutió las ventajas y desventajas de algunos posibles métodos de ferti-
lización en la colección “Los ingenios”, que comisionó publicar entre 
1855 y 1857 (Santamaría y García, 2005). Entre los posibles insumos 
figuraba el abono orgánico de guano, que en esa época celebraba sus 
primeros éxitos mundiales.

La principal fuente de suministro de este abono eran las islas y 
cabos a lo largo de la costa peruana. Ya en época precolombina se 
utilizaban los excrementos de las aves marinas para fertilizar las 
tierras agrícolas. Con la llegada de los españoles y la catástrofe de-
mográfica de la población nativa, la agricultura peruana cayó con-
siderablemente. De hecho, hasta las primeras décadas del siglo XIX, 
las islas guaneras se descuidaron y los excrementos de las aves se 
acumularon, retirándose solo pequeñas cantidades. Alexander von 
Humboldt mencionaba esta práctica de fertilización de los suelos 
en sus relatos de viaje. A partir de ahí, fue reconocido como un re-
medio eficaz para mitigar los efectos del agotamiento de los suelos 
agrícolas debido a su sobreexplotación. En consecuencia, el interés 
por el aprovechamiento del guano creció rápidamente. A las costas 
peruanas empezaron a llegar veleros de todas partes y en la segunda 
mitad del siglo XX Perú se convirtió en una de los principales provee-
dores de fertilizantes de la agricultura mundial. El naturalista von 
Tschudi estimó las reservas de guano de Perú en esta época en más 
de 23.000.000 de toneladas. Durante el periodo de mayor bonanza, 
conocido en Perú como la “Saturnalia”, la acumulación de guano 
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financió grandes fortunas y pagó gran parte del coste de funciona-
miento del gobierno peruano (Duffy, 1994).

Sin embargo, al tratarse de un recurso de lenta regeneración, los 
yacimientos no eran ilimitados. A finales del siglo XIX, los explota-
dores de guano estaban tocando fondo en la mayoría de las islas, y en 
1911 toda la costa de Perú solo era capaz de producir 30.000 toneladas 
del fertilizante. A principios del siglo XX, con los depósitos de guano 
casi agotados y las poblaciones de aves reducidas, el gobierno perua-
no nacionalizó las islas y empezó a gestionarlas como un recurso 
sostenible, protegiendo a las aves, mejorando sus lugares de nidifica-
ción y permitiendo que se explotara solo las acumulaciones anuales 
de guano. Para gestionar el proceso se creó en 1909 una organización 
de conservación novedosa, la Compañía Administradora del Guano 
del Perú, que obtuvo el monopolio completo sobre las islas guaneras. 
En las próximas décadas se estableció un rígido control sobre todas 
las islas para proteger a la población de aves. Gracias a estas medi-
das, la producción anual de guano aumentó nuevamente y llegó a las 
168.000 toneladas en 1938 (Cárdenas, 2022; Cushing, 2005).

La Compañía contrató además ornitólogos para supervisar el 
repoblamiento de las islas y el comportamiento de las aves. De esta 
manera, llegó William Vogt a Perú, ornitólogo estadounidense y pre-
cursor del movimiento ambientalista conservacionista, protagonis-
ta del aclamado libro de Charles C. Mann (2018). Vogt vivió durante 
varios años en las islas del guano para estudiar por qué las aves ma-
rinas abandonaban cíclicamente casi por completo las islas. Detectó 
que este proceso estaba relacionado con el fenómeno del Niño y la 
corriente de Humboldt que afectaba a las temperaturas marítimas 
y con esto los movimientos de las anchovetas, principal fuente nu-
tritiva de los cormoranes. Pero también relacionó el fenómeno con 
la fase de abundancia que originó un sobrepoblamiento de las islas. 
Cuando el número de animales crecía en exceso, Vogt concluyó, ten-
dían a destruir sus reservas de alimento y empezaban a competir por 
las zonas de cría. El resultado era un incremento de mortalidad di-
recta o una reducción de la tasa de reproducción. En el caso de las 
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aves marinas en las zonas guaneras, Vogt comprobó un ciclo de siete 
años. En el momento de máximo demográfico, no quedaba suficiente 
espacio para albergar a toda la población. En consecuencia, los nidos 
y con ellos cientos de miles de huevos eran abandonados.

Después de concluir su estadía en Perú, Vogt viajó por toda Améri-
ca Latina como director de la Unión Panamericana. Sus experiencias 
y observaciones en cuanto a la relación entre el uso de los recursos 
naturales, los efectos del crecimiento demográfico y los impactos so-
bre el clima formaban el eje argumentativo central en su obra más 
conocida y controvertida Road to Survival, publicada en 1948. Su con-
clusión principal lo resumió de la siguiente manera:

La salud ecológica, para el mundo, requiere, sobre todo, dos cosas: 
(i) Que los recursos renovables se utilicen para producir tanta rique-
za como sea posible sobre una base de rendimiento sostenido. Debe-
mos utilizar bien estos recursos para mantener un nivel de vida lo 
más alto posible; y no debemos agotarlos, ya que no hay sustituto. 
(ii) Debemos ajustar nuestra demanda a la oferta, ya sea aceptando 
menos per cápita (bajando nuestro nivel de vida) o manteniendo me-
nos gente. Dado que nuestra civilización no puede sobrevivir a una 
reducción drástica de los niveles de vida, no podemos eludir la nece-
sidad de reducir la población (Vogt 1948, p. 265)

Categorías clave en el vocabulario introducido por Vogt eran la ca-
pacidad de carga o sustentación (carrying capacity) de un biotopo, lo 
que se puede traducir en terminología moderna en los límites pla-
netarios (planetary boundaries), y la reivindicación de una base de 
rendimiento sostenido (sustained-yield basis), que el autor yuxtapone 
como alternativa a la forma extractiva de utilizar (y agotar, en conse-
cuencia) los recursos (naturales).
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El desierto de Atacama: agua, sol y sustentabilidad

Geográficamente más al sur, respecto al Caribe y la industria guane-
ra, tanto el desierto como la Puna de Atacama se encuentran en la 
latitud del trópico de Capricornio y cuentan con unas condiciones 
ambientales excepcionales: la alta radiación solar y el régimen de 
viento dotan a este lugar del continente y del planeta la factibilidad 
de producir una gran evaporación en corto tiempo (Knoche, 1916; 
1919).

Esas condiciones llamaron la atención de investigadores y cientí-
ficos desde inicios del siglo XX (Abbot, 1926), pero aquí destacaremos 
las formas de solución al problema del binomio agua y energía que 
se conjugan en Atacama (González Pizarro, 2017), bajo el régimen de 
los imaginarios de los desiertos (Davis, 2016). En este caso se trata 
de un desierto sudamericano cuyos suelos han sido apetecidos por 
distintos elementos, sales y minerales que se encuentran presentes 
en su superficie o en su subsuelo.

Vale aclarar que los procesos mineros metálicos y no metálicos, 
que allí se han venido desplegando desde el siglo XIX, requerían y 
requieren de importantes volúmenes de agua. Uno de los procedi-
mientos utilizados era la obtención de aguas subterráneas mediante 
pozos, pero con la seria limitación de una salinidad que hacía de esta 
agua imbebible o causante de serias averías a las máquinas destila-
doras que producían la desalación mediante evaporación acelerada.

Otras opciones técnicas para conseguir el suministro de agua 
necesaria a fines del siglo XIX eran el porteo (es decir, el transporte 
de agua mediante barcos cisterna desde escorrentías de agua dulce 
más al norte o más al sur del desierto de Atacama), la construcción 
de aducciones (o sea, tuberías de grandes longitudes que conducían 
aguas cordilleranas hasta los puntos de consumo) y, excepcional-
mente, desalar el agua subterránea gracias a la radiación solar en el 
mismo desierto.
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Los casos documentados de Las Salinas, Sierra Gorda y Oficina 
Domeyko, siendo esta última la única fotografiada, nos indican que 
entre 1872 y al menos 1908, hubo un uso industrial de la energía solar 
para la desalación del agua necesaria para el consumo humano, ani-
mal y, quizás, de la logística de las faenas productivas.

Si bien es cierto, durante todo el siglo XX y los inicios del XXI 
se generaron inventos y artefactos de diversa índole con capacidad 
de aprovechar la radiación solar, nos detenemos en la destilación 
de aguas subterráneas salinas porque el inventor de esta técnica, el 
norteamericano Chas Wilson, dejó testimonio en 1883 en el que cla-
ramente podemos distinguir un rasgo asociado a la sustentabilidad:

El Evaporador solar de Wilson. Al editor del Scientific American. En él, 
tuve el placer de leer una ajustada descripción de un aparato de mi 
invención y establecido en Las Salinas, Antofagasta, en la costa de 
Bolivia, para convertir agua salina en agua dulce mediante la acción 
de los rayos solares. Permítame declarar que dicho establecimiento, 
aunque ya no se encuentra en mi posesión, se encuentra aún en buen 
orden de funcionamiento y produce la misma cantidad y calidad de 
agua fresca que cuando fue puesto en funcionamiento al comienzo. 
Hasta ahora en sus once años de existencia le ahorró a la posteridad 
la no insignificante cantidad de más de dieciséis mil toneladas de 
carbón, que de otra manera hubiese consumido la antigua caldera 
que se mantenía en el lugar hasta que esta intervención fue exitosa-
mente instalada.

Además, me tomo la libertad de preguntar, y estaría feliz de saber a 
través de las columnas del Scientific AmericAn, si alguna invención 
anterior de naturaleza similar ha sido registrada, o si el aparato men-
cionado anteriormente es el primero que ha hecho uso de los rayos 
solares para proveer lo esperado que de otra manera solo podría ha-
ber sido obtenido a través del uso de un combustible (Arellano, 2015).

Este testimonio nos habla, en una medida que debe ser calibrada en 
la complejidad de los procesos industriales, de una búsqueda de sus-
tentabilidad coincidente con la “amada posterioridad” que, en este 
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uso del lenguaje nos remite a la posteridad y el pensamiento cons-
ciente del porvenir y la postergación del presente en términos del 
uso de recursos y servicios ecosistémicos.

Una de las contribuciones que destaca Charles Wilson Scot, in-
geniero inventor de la industria desaladora de Las Salinas es el aho-
rro a la posteridad de un uso del carbón que se hubiese utilizado en 
el mismo proceso de potabilización de agua. El proceso técnico de-
muestra que un proceso de ensamblaje de los elementos materiales 
utilizados y las condiciones ambientales del lugar disminuyeron el 
volumen de importación de otras fuentes de energía.

No obstante esta muestra efectiva de la utilización de la radiación 
solar para la desalación del agua, la opción por los hidrocarburos, 
la hidroelectricidad y/o el uso de algunos vegetales, como la yareta, 
para combustión, se fue asentando en el siglo XX y sumiendo a las 
técnicas de la energía solar en el olvido. Tal como señala David Ed-
gerton (1998), encontramos dificultades en la relación entre la histo-
ria de las técnicas y la historia general.

Consideraciones finales

Como se ha visto, los casos ejemplares ofrecen indicios de una con-
cepción de la sustentabilidad que estaba tempranamente presente 
en diferentes puntos del continente, pero cuya circulación, en tér-
minos de historia de las ideas, devela nuevos desafíos para la inves-
tigación tecnoambiental en torno a los procesos de relación entre 
sociedad y naturaleza.

Una discusión acerca de la relación entre explotación de recursos 
y prácticas sustentables en América Latina se encuentra en proceso 
en términos de perspectiva histórica. Para sustanciarla, las perspec-
tivas historiográficas debieran incorporar la conceptualización que 
aporta la economía ecológica, la economía institucional y de lo co-
mún, además de otras economías; esto es especialmente relevante 
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para generar opciones y alternativas a los relatos de la crematística, 
donde el valor del dinero es prácticamente el único argumento.

El estudio de las plantaciones azucareras del Caribe con sus afec-
taciones a los bosques, así como la exportación desde las Islas Gua-
neras del Perú de fertilizantes y la relación entre agua, sumado a las 
relaciones entre desierto y la energía solar en el Desierto de Ataca-
ma, aportan información compleja acerca de los modos de relación 
de lo humano y las entidades no humanas que participaron de proce-
sos de transformación ecosistémica.

Los casos seleccionados, además de acceder a distintos puntos del 
Caribe y Sudamérica, constituyen una colección abreviada de distin-
tos aspectos de fases productivas relacionadas con la idea técnica del 
monocultivo y los insumos requeridos para ello. Esta complementa-
riedad, no necesariamente perceptible en una lectura segmentada, 
ayuda a elaborar una perspectiva geográfica y temporal de las esca-
las de intervención antrópica que se desplegó en cada uno de los tres 
casos.

Justamente, esa perspectiva de trayectoria en el tiempo se conecta 
con la reelaboración de una narrativa moderna que se autodesigna 
como innovadora en relación a las preocupaciones por la susten-
tabilidad. Al menos en el caso de la desalación solar, la motivación 
del inventor de la industria de Las Salinas que llama a considerar el 
ahorro para la posteridad que aportó la energía solar reemplazando al 
carbón, a través de una carta escrita en 1884, convoca a una revisión 
de las diferentes formas de enunciación de la sustentabilidad.

Por otro lado, la incursión de la idea del Antropoceno pone en 
tensión las conceptualizaciones tanto del desarrollo como de la sus-
tentabilidad. Esto implica una línea de exploración de las formas de 
comprensión de las formas de extracción y las prácticas que se des-
plegaron en América Latina y El Caribe.
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Introducción: la crisis socio-ecológica

En su libro Crisis civilizatoria, Edgardo Lander (2019) subraya que 
la humanidad global está actualmente enfrentando “una profunda 
crisis civilizatoria. La crisis terminal del patrón civilizatorio prome-
teico de la modernidad colonial” (p. 14). Lander argumenta que la cri-
sis es multiforme y multidimensional y se caracteriza por una crisis 
profunda de la modernidad colonial; es decir, de sus modelos de pen-
samiento dominantes, sus principios de orden social, sus formas de 
división y organización del trabajo y sus relaciones sociales con la 
naturaleza. Ni los patrones hegemónicos de conocimiento, como la 
ciencia y su tecnología, ni los principios dominantes de orden social 
y de producción, como el colonialismo, el capitalismo, las relaciones 
patriarcales, clasistas y racistas, ni el modo dominante del relacio-
namiento con la naturaleza, el antropocentrismo, ofrecen respues-
tas incluyentes y convincentes a las crisis del presente: la crisis del 
clima, la crisis social expresada en una creciente desigualdad social 
y concentración de la riqueza intra e intersocietal y la crisis de la 
democracia liberal, entre otras. En vez de dar respuestas y ofrecer 
salidas a esa crisis múltiple, Lander argumenta que los patrones y 
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principios dominantes del proyecto de la modernidad colonial con-
tribuyen a profundizarla.

Una característica principal de la crisis múltiple es la acelerada 
destrucción de las condiciones de la reproducción de la vida en todos 
sus ámbitos. El cambio climático y el extractivismo son un ejemplo 
de ello. Con los impactos del cambio climático, por ejemplo los cam-
bios en los niveles de precipitaciones, la subida del nivel del mar, el 
aumento de los fenómenos meteorológicos extremos o el deshielo 
de los glaciares, las condiciones de vida y de su reproducción están 
cambiando drásticamente. Con un calentamiento global previsto 
de 1,5 °C para mediados del siglo XXI, estos cambios se agudizarán 
aún más. Incluso hoy, con un aumento de temperatura menor, los 
medios de vida tanto de poblaciones rurales y urbanas como de se-
res no-humanos ya no están garantizados. En este contexto, hay que 
destacar que los efectos del cambio climático no se manifiestan de 
una manera neutral en términos sociales, sino mediados por relacio-
nes sociales de poder (género, clase, raza) y sobre una naturaleza ya 
socialmente construida. No hay igualdad ante las consecuencias del 
cambio climático y tampoco ante las posibilidades de adaptación. De 
la misma forma, la responsabilidad de la crisis no se distribuye por 
igual a nivel mundial (Chancel, 2022; OXFAM, 2020).

Más allá de los efectos del cambio climático, la profundización 
del extractivismo en América Latina desde finales del siglo XX ha 
contribuido a una mayor destrucción de bienes naturales de subsis-
tencia y comunes, por ejemplo, agua, bosques, tierras y territorios 
colectivos. En muchas regiones del continente esto ha generado 
despojos y desplazamientos, conflictos y la destrucción de la base 
de vida de muchas personas (Svampa, 2019). Y mientras ocurre una 
acelerada destrucción de las bases ecológicas de la reproducción de 
la vida, las desigualdades sociales no dejan de aumentar. Informes 
recientes sobre la evolución de la desigualdad en América Latina du-
rante y después de la pandemia del COVID-19 muestran una crecien-
te desigualdad social (CEPAL, 2021).



 69

Discusiones conceptuales sobre la crisis socio-ecológica

Esas y otras manifestaciones de la crisis civilizatoria no pueden 
entenderse por separado unas de otras: son mutuamente dependien-
tes y se refuerzan entre sí. En este contexto, la crisis civilizatoria pue-
de entenderse también como una profunda policrisis socio-ecológica 
del capitalismo. En este sentido, el tema de este capítulo es cómo se 
relacionan entre sí las diferentes dimensiones, sobre todo sociales 
y ecológicas, de dicha crisis y cómo podemos explicar teóricamente 
esas interconexiones. Para ello, en la siguiente sección se discuten 
los fundamentos ontológicos y epistemológicos de una comprensión 
socio-ecológica de la crisis. A continuación, haciendo referencia al 
campo de investigación de la ecología política, muestro cómo puede 
abordarse analíticamente la crisis socio-ecológica. Por último, resu-
mo las principales conclusiones y retos para el análisis y la supera-
ción de esta crisis.

La crisis socio-ecológica: hacia una conceptualización 
dialéctica

No existe una definición común de las crisis socio-ecológica, así 
como tampoco existe un consenso sobre la forma en que las relacio-
nes entre sociedad y naturaleza que subyacen a esta crisis pueden 
ser conceptualizadas. En este sentido, una revisión de trabajos pa-
sados, y otros más actuales, aportan aspectos teóricos y metodológi-
cos relevantes para comprender mejor la relación entre naturaleza 
y sociedad. En primer lugar, lo que revela esta revisión es lo que la 
geógrafa Margaret Fitzsimmons (1989, p. 106) denominó un silencio 
peculiar sobre la cuestión de la naturaleza a lo largo de la numerosa 
literatura de las ciencias sociales sobre crisis y transformaciones so-
ciales. Esta “omisión naturaleza/ambiente”, sobre todo en el campo 
de la sociología, se remonta a lo que Bruno Latour (1995) llamó “epis-
temic enthybridisation”: una separación categórica en el pensamiento 
moderno, desde los tiempos de la Ilustración, de esferas ontológicas 
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fundamentalmente diferentes: humano/no-humano, social/natural, 
cultura/naturaleza.

Dicha “ruptura ontológica” (Fitzsimmons, 1989) marcó históri-
camente la división de las disciplinas científicas modernas. Por una 
parte, las ciencias naturales quedaron encargadas de la racionaliza-
ción de la naturaleza a través de la formulación detallada de princi-
pios y leyes naturales, y, por la otra, las ciencias sociales, dedicadas 
a la explicación de lo social a través de categorías y conceptos socia-
les. La separación entre fenómenos naturales y sociales/culturales, 
excluyentes entre sí, conllevó no solo a una comprensión moderna 
de la sociedad basada en una distinción de la naturaleza, sino, ade-
más, a una negación de las dependencias materiales que mantiene la 
sociedad. De esta manera, el progreso, la modernidad y el bienestar 
social, se equipararon a la emancipación social en cuanto a la na-
turaleza, a través, precisamente, de una dominación, simplificación, 
subordinación, dominio y control (Parsons, 1975; Plumwood, 1993; 
2006).

Este razonamiento dualístico dominante, presente en el pensa-
miento occidental, ha entorpecido por mucho tiempo el abordaje 
teórico y metodológico que, particularmente, las ciencias sociales 
(sociología, antropología, ciencia política) pudieran hacer sobre el 
fenómeno de crisis en su dimensión socio-ecológica (Beck, 2008). A 
partir de esta realidad, argumento que solamente superando esta di-
cotomía entre sociedad-naturaleza y/o cultura-naturaleza seremos 
capaces de ampliar nuestra comprensión sobre la forma en que la 
naturaleza interactúa con la (re)producción social y las relaciones 
sociales, evitando, a su vez, el peligro de caer en una “trampa deter-
minística o de naturaleza”. Dicha trampa consiste, evidentemente, 
en presuponer que la naturaleza predetermina la cultura, así como 
también las relaciones y los procesos sociales.

Un punto de partida ontológico para una conceptualización que 
no sea dicotómica consiste en una comprensión dialéctica de la inte-
racción entre lo material (la naturaleza) y el mundo social. Con base 
en Marx y la teoría crítica en la tradición de la Escuela de Frankfurt, 
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los proponentes de una perspectiva dialéctica resaltan que la socie-
dad y la naturaleza están “constitutivamente interconectadas” (ver-
mittelt) (Görg, 2011). Naturaleza no existe sin sociedad, sociedad no 
existe sin naturaleza. El materialismo histórico está fundamentado 
sobre el principio ontológico marxista, el cual plantea que las perso-
nas necesitan transformar (metabolizar) a la naturaleza para satisfa-
cer sus necesidades existenciales (Marx, 2007 [1867]). Es decir, para 
poder vivir, los seres humanos transforman el mundo que habitan, 
lo cual se lleva a cabo en la interacción con otros bajo “relaciones 
sociales de producción” concretas, como, por ejemplo, colonialismo, 
feudalismo y capitalismo, entre otras. Así lo señala Eric Swynge-
douw (2004):

para vivir, los seres humanos transforman el mundo que habitan, 
y esto se lleva a cabo en la interacción con otros; bajo “relaciones 
sociales de producción” concretas. (…) Ambos, naturaleza y seres hu-
manos, material y culturalmente, son profundamente, sociales e his-
tóricos, desde el comienzo (p. 130).

A través de la transformación de la naturaleza, ambos, seres huma-
nos y naturaleza, son modificados. La sociedad, el desarrollo societal 
y las posiciones subjetivas están en gran medida entrelazados, sobre 
todo por medio de la forma en que la naturaleza es y ha sido apropia-
da, gestionada y representada. En consecuencia, la historia humana 
no es independiente, sino que más bien se encuentra mediada por la 
naturaleza. A su vez, la naturaleza es construida socialmente de dos 
maneras diferentes que se hallan estrechamente vinculadas: por un 
lado, la naturaleza es materialmente producida por medio de prác-
ticas cotidianas, económicas y técnicas; por el otro lado, la natura-
leza también se construye, simbólica y discursivamente, por medio 
de interpretaciones culturales –incluyendo la ciencia–, significados 
e ideas (Görg, 2011).

Así, la naturaleza “llega a ser un proceso sociofísico infunda-
do con poder político y significado cultural” (Swyngedouw, 2004, 
p. 130), de modo que deviene naturaleza social. Sin embargo, tomar a 
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la naturaleza social como punto de partida no significa que la misma 
sea social en todo su recorrido. Siguiendo a los teóricos críticos de 
la “vieja” Escuela de Frankfurt, parto de la premisa de que la mate-
rialidad de la naturaleza, como tal, es una materialidad socialmente 
producida. A su vez, la naturaleza es socialmente productiva y pro-
ducida, lo cual significa que, en realidad, estructura la acción social 
en alguna medida debido a su materialidad específica. Pero los mate-
riales y los procesos biofísicos nos son infinitamente moldeables, la 
naturaleza no puede ser apropiada por la sociedad arbitrariamente. 
En la medida en que la sociedad ignora las propiedades específicas 
de la materialidad de la naturaleza, por los empeños de dominación 
y sobre-explotación, en esa misma medida, sus limitaciones serán 
recordadas por medio de las crisis ecológicas como el cambio climá-
tico, la pérdida de la biodiversidad, la deforestación, la sobreexplota-
ción de los océanos, etc. (Castree, 2000).

Desde una perspectiva dialéctica de las relaciones sociedad-na-
turaleza, las relaciones sociales de poder y dominación (por ejem-
plo, de clase, género, raza y etnicidad) son constitutivas de las crisis 
ambientales y viceversa: la forma en que la naturaleza es apropiada, 
transformada y representada es constitutiva de la (re)producción de 
las relaciones sociales de poder y dominación. Partiendo de dicha 
fundamentación ontológica y de las ideas presentadas, las interde-
pendencias entre la naturaleza y las crisis sociales expresadas, por 
ejemplo, en desigualdades sociales extremas pueden ser conceptua-
lizadas, al menos, en tres diferentes, pero interconectadas formas.

En primer lugar, las desigualdades sociales, entendidas como asi-
metrías entre distintas posiciones que grupos o individuos ocupan 
en contextos donde tanto el acceso a bienes básicos (ingreso, salud, 
entre otros) como a los recursos de poder (derechos políticos, parti-
cipación, voz, etc.) se caracterizan por ser jerárquicamente estructu-
rados (Kreckel, 2004), son parte integrante del fenómeno múltiple de 
las crisis ambientales. Esto es evidente en relación al tema del cam-
bio climático y las desigualdades globales. Según OXFAM (2020), el 
10% más rico (630 millones de personas) fue responsable de más de 
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la mitad (52%) de las emisiones de CO2 entre 1990 y 2015. Solo el 1% 
más rico fue responsable del 15% de las emisiones, mientras que la 
mitad más pobre de la humanidad fue responsable únicamente del 
7% de todas las emisiones. Para limitar el calentamiento global a 1,5 
grados y evitar una catástrofe climática incontrolada, la humanidad 
solo puede expulsar a la atmósfera una cantidad limitada de CO2: el 
llamado presupuesto de emisiones. Del total del presupuesto global 
de emisiones aún disponible después de 1990, el 10% más rico con-
sumió un tercio, mientras que la mitad más pobre de la población 
mundial solo consumió el 4% (Chancel, 2022). Dichas emisiones, por 
cierto, derivan de una interdependencia históricamente arraigada 
de consumo de combustibles fósiles y desarrollo capitalista.

Otro ámbito en el que podemos observar una conexión entre las 
desigualdades y la crisis ecológica es el del consumo de materias 
primas. A nivel global, no todas las naciones son igualmente respon-
sables de un alto consumo de recursos; algunas naciones utilizan 
sustancialmente más recursos per cápita que otras. El antropólogo 
e investigador del desarrollo, Jason Hickel, ha investigado esta cone-
xión. Hickel et al. (2022) muestran que entre 1970 y 2017 se extra-
jeron y utilizaron 2,5 billones de toneladas de materiales en todo el 
mundo y que los países del Norte global utilizaron la gran mayoría 
de las materias primas. Entre ellos, los Estados Unidos son el mayor 
contribuyente al uso excesivo de recursos, seguidos por la Unión Eu-
ropea, el Reino Unido y China. En síntesis,

los países ricos, que solo representan el 16% de la población mundial, 
son responsables del 74% del uso de los recursos y, por lo tanto, son 
los principales impulsores de la degradación ecológica mundial, lo 
que representa un proceso de, colonización ecológica (p. 346).

Además, la mayor parte de la presión ecológica derivada del exceso 
de consumo en los países ricos se traslada o externaliza a los países 
más pobres (Brand y Wissen, 2021). Otro ejemplo de vital importan-
cia sobre la desigualdad social, necesario para la comprensión de la 
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crisis ecológica, tiene que ver con las asimetrías de conocimiento-po-
der (Briones, 2013; 2019).

En segundo lugar, la naturaleza, a través de la forma en que sea 
socialmente producida, entendida, apropiada, representada y trans-
formada, constituye una variable explicativa para la producción y 
reproducción de las desigualdades sociales en todas las dimensiones 
contempladas por Göran Therborn (2011). Estas dimensiones son: 
desigualdades vitales (oportunidades de vida desiguales construidas 
socialmente), desigualdades existenciales (asignaciones desiguales 
de autonomía y reconocimiento, negación de una igualdad existen-
cial) y desigualdades de recursos (distribución desigual de recursos 
para la acción). Así, los mecanismos por medio de los cuales la des-
igualdad es producida y reproducida en aquellos contextos de trans-
formación de la naturaleza y cambio ambiental se asemejan a los 
otros contextos: exclusión, jerarquización, concentración, despojo, 
privatización, alejamiento o explotación.

En tercer lugar, los efectos negativos de la crisis ecológica produ-
cidos socialmente influyen, a su vez, sobre estructuras previamente 
existentes de dominación, de forma que las refuerzan. Aquellos que 
ya se encuentran marginados de diferentes maneras (espacial, eco-
nómica, social y políticamente) son relativamente más vulnerables 
a los impactos del cambio climático, la contaminación del aire o del 
agua, problemas de salud o, incluso, la misma degradación del suelo. 
Más allá de esto, las propiedades materiales físico-químicas de la na-
turaleza (agua, composición del suelo, valor nutritivo) pueden desde 
ya, ciertamente, llegar a ser funcionales en procesos de apropiación, 
control y representación, lo cual, en consecuencia, podría alterar las 
desigualdades sociales en sus múltiples dimensiones.

Todo esto nos muestra que no hay una crisis social o una crisis 
ecológica independiente. Lo que está en crisis son las relaciones so-
ciedad-naturaleza, definidas por relaciones clasistas, patriarcales, ra-
cistas y coloniales. En un orden global económico y social capitalista 
y orientado al crecimiento, el bienestar se basa en la apropiación in-
finita de la naturaleza y el trabajo. Las condiciones de reproducción 
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de la naturaleza, así como de la dependencia del trabajo mal pagado 
o no pagado son ignoradas. Esta abstracción e ignorancia conduce 
a la destrucción ecológica, por un lado, y a la creciente desigualdad 
o empobrecimiento, por otro. Nancy Fraser (2023) argumenta que 
el capitalismo es caníbal, pues destruye sus propias condiciones de 
fondo. En las grandes crisis se acumulan los efectos de la explotación 
de lo que el propio capitalismo necesita para funcionar. La comple-
ja crisis ecológica, expresada en la crisis del clima, de la biodiversi-
dad, la extinción de especies, la contaminación de los océanos etc., 
no puede resolverse con tecnología, eficiencia, gestión, etc. Requiere 
una transformación estructural de la sociedad y de sus relaciones 
con la naturaleza.

Analizar la crisis socio-ecológica: aproximaciones  
desde la ecología política

A continuación, se abordará la ecología política como campo de 
estudio prometedor para el análisis de la crisis socio-ecológica. La 
ecología política es un campo de investigación que pretende tanto 
explicar las relaciones de poder inherentes a la crisis ecológica como 
transformarlas. De ahí que los ecologistas políticos se posicionen en 
contra de la deshistorización tanto de la sociedad como de la natu-
raleza. La ecología política se ha definido de varias maneras: como 
una combinación de las “preocupaciones de la ecología y una econo-
mía política ampliamente definida” (Blaikie y Brookfield, 1987, p. 17), 
como un campo de estudio que “trata de comprender las complejas 
relaciones entre la naturaleza y la sociedad a través de un cuidado-
so análisis de (...) las formas de acceso y control sobre los recursos” 
(Watts, 2000, p. 257), como “el estudio de las relaciones de poder y 
el conflicto político en torno a la distribución ecológica y las luchas 
sociales por la apropiación de la naturaleza” (Leff, 2015, p. 33), y como 
un enfoque que “aborda el complejo contexto en el que el género in-
teractúa con la clase, la raza, la cultura y la identidad nacional para 
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dar forma a nuestra experiencia e interés por “el medio ambiente” 
(Rocheleau, Thomas-Slayter y Wangari, 1996, p. 5).

Estas definiciones demuestran que la ecología política es muchas 
cosas a la vez: un campo de estudio, un compromiso político norma-
tivo, una crítica a las explicaciones positivistas y apolíticas de la de-
gradación ambiental, una perspectiva feminista de la relación entre 
poder, naturaleza y género, y un conjunto de herramientas concep-
tuales y analíticas para estudiar las relaciones de poder inherentes 
a la definición, el conocimiento, la apropiación, la representación, 
la alteración y la gestión de la naturaleza. En cualquier caso, no es 
una teoría exhaustiva. Puede entenderse mejor como un campo de 
estudio interdisciplinar y transregional, nutrido por diversas teorías 
críticas, movimientos sociales y debates regionales, como por ejem-
plo los debates acerca de una ecología política latinoamericana (Ali-
monda, Toro Pérez y Martín, 2017a; 2017b).

Como campo de estudio, la ecología política surgió en la década 
del setenta en respuesta a las explicaciones apolíticas de la creciente 
degradación ecológica en el Sur global. Problemas como la erosión 
del suelo, la deforestación, la contaminación del agua y la escasez de 
recursos en general se conceptualizaban predominantemente en tér-
minos neomalthusianos y positivistas como resultado de la pobreza 
y la superpoblación. Estos enfoques se referían a la tendencia huma-
na general a sobreexplotar los recursos comunes y las tierras que no 
están protegidas por derechos de propiedad privada o regulaciones 
estatales. En estas explicaciones se ocultan las relaciones y jerar-
quías sociales de poder (clase, género, raza, casta y etnia, relaciones 
desiguales Norte-Sur y jerarquías epistemológicas) como factores 
que influyen en la degradación medioambiental. Por el contrario, e 
influidos por el pensamiento marxista de la economía política agra-
ria, así como por los enfoques de la dependencia y del sistema mun-
dial dentro de la teoría del desarrollo, los estudiosos de la ecología 
política abordaron los problemas de la degradación, la deforestación 
y la hambruna ante todo en términos económico políticos, como 
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fundamentados en las relaciones sociales de producción y distribu-
ción capitalistas y en la división internacional del trabajo.

A pesar de la variedad de temas y la diversidad teórica, los ecolo-
gistas políticos comparten, no obstante, bases y premisas comunes. 
Esto incluye, en primer lugar, una comprensión no dualista de las 
relaciones naturaleza-sociedad basada en una crítica feminista de la 
división naturaleza-cultura en la ciencia moderna, así como el prin-
cipio ontológico de Marx de que los seres humanos necesitan trans-
formar (metabolizar) la naturaleza para satisfacer sus necesidades 
existenciales.

Un segundo punto en común es un compromiso con la teoría 
crítica, que pretende desnaturalizar las relaciones sociales de po-
der resaltando su carácter histórico, antropogénico y dinámico y, 
por tanto, la posibilidad de cambio social. En este sentido, la ecolo-
gía política pretende desnaturalizar las relaciones imperantes entre 
la sociedad y la naturaleza mostrando cómo se producen histórica 
y socialmente, y que pueden y deben transformarse. Así, los ecólo-
gos políticos insisten en el “carácter intrínsecamente político de 
los problemas ambientales” (Wissen, 2015, p. 17). Estudiar la crisis 
socio-ecológica y las relaciones sociedad-naturaleza como “politiza-
dos” (Bryant y Bailey, 1997) significa cuestionar cómo se producen 
políticamente los cambios ambientales, cómo el acceso a los recur-
sos naturales, su control y su uso se ven influidos por las relaciones 
sociales de poder, y cómo los impactos de la degradación ambiental 
se distribuyen de forma desigual en la sociedad.

Estos compromisos teóricos permiten llegar a un consenso sobre 
los enfoques metodológicos. La investigación en la ecología política 
se basa principalmente en diseños de investigación cualitativos. Los 
análisis empíricos están en su mayoría contextualizados histórica-
mente, y la investigación es cada vez más multiescalar en su pers-
pectiva y orientada a la acción, ya que se basa principalmente en las 
luchas, los derechos, las reivindicaciones, los intereses, las percep-
ciones, las subjetividades y las prácticas sociales cotidianas de los 



78 

Kristina Dietz

grupos sociales marginados (los pobres de las zonas rurales, los cam-
pesinos, los movimientos indígenas y otros).

Dentro del campo de la ecología política, las tradiciones de in-
vestigación más destacadas desde la década del setenta han sido 
los enfoques marxista, feminista, postestructuralista, gramsciano y 
postcolonial de la ecología política. Estas tradiciones, que compar-
ten las bases comunes esbozadas en la sección anterior, destacan 
la importancia de las relaciones de producción, las divisiones del 
trabajo y las estructuras sociales, así como los significados y las re-
presentaciones de las construcciones de identidad y las jerarquías 
epistemológicas.

Enfoques marxistas de la ecología política

La ecología política marxista se dedica a la conexión entre las crisis 
ecológicas y el capitalismo. Los representantes de la ecología política 
marxista, teniendo en cuenta las relaciones de clase, género y raza, 
se preguntan por las causas estructurales de la apropiación y el con-
trol capitalista de la naturaleza y la destrucción ecológica resultan-
te, la distribución desigual de las consecuencias de esta destrucción 
y la forma en que se aborda políticamente. Además, el interés de la 
investigación se dirige hacia la conexión entre poder, dominación 
y relaciones sociales con la naturaleza. Por un lado, esto significa 
preguntarse cómo se forman, aseguran o cambian las relaciones so-
ciales de poder y dominación a través de la forma en que se apropia 
la naturaleza y se controla el acceso a ella. Por otro lado, significa 
preguntarse cómo determinadas relaciones de poder y dominación, 
como las relaciones de clase o de género, se inscriben en la natura-
leza y determinan así las relaciones sociales con la naturaleza, las 
crisis ecológicas y la vulnerabilidad.

Conceptos analítico-teóricos importantes y estrechamente re-
lacionados de la ecología política marxista son el poder y la clase. 
El papel central que desempeña el antagonismo de clase en la obra 
de Marx y Engels explica también la importancia de la clase como 
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categoría de análisis en la ecología política marxista. Su preocu-
pación es mostrar cómo la dominación de la naturaleza y la crisis 
ecológica resultan precisamente de la contradicción de clase. An-
dreas Malm (2016), por ejemplo, explica la imposición de la energía 
de vapor generada por la quema de carbón con la dinámica de las 
luchas de clases en la Inglaterra industrializadora de principios del 
siglo XIX, más precisamente con el disciplinamiento de una fuerza 
de trabajo en resistencia por parte del capital. Si la quema de car-
bón –y, por tanto, una forma de dominación de la naturaleza que hoy 
amenaza con convertirse en una crisis global que ya no se puede con-
trolar– fue una baza del bando del capital en la lucha de clases, esto 
no se aplica necesariamente a su extracción. Como ha demostrado 
Timothy Mitchell (2011), la dependencia de la sociedad de una fuente 
de energía extraída de grandes yacimientos centrales y distribuida a 
través de sistemas de infraestructuras basados en el ferrocarril au-
mentó el poder de los asalariados. A través de huelgas en la minería y 
el transporte, una mano de obra bien organizada fue capaz de privar 
a la sociedad de los servicios necesarios para la reproducción. Y esto, 
argumenta Mitchell, lo utilizaron para hacer campaña con éxito por 
la ampliación de sus derechos sociales y políticos.

Una ecología política sensible a las cuestiones de clase que ilumi-
ne tales conexiones puede contribuir en gran medida a comprender 
la persistencia de patrones de producción y consumo ecológicamen-
te destructivos en una crisis climática creciente, ya que hace que 
estos patrones sean comprensibles como resultado de luchas ante-
riores y, por tanto, en toda su ambivalencia socio-ecológica. El “modo 
de vida imperial” (Brand y Wissen, 2021), del que las clases dominan-
tes son las principales responsables, pero en el que los subalternos 
participan hasta cierto punto, es al mismo tiempo una necesidad y 
una promesa, una compulsión y una oportunidad para la participa-
ción social.
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Ecología política feminista

La ecología política feminista pretende salvar tanto la brecha de 
género inicial en los análisis de economía política como las codifi-
caciones binarias de género que vinculan la naturaleza y las emo-
ciones a la feminidad, y la cultura y la razón a la masculinidad. Bina 
Agarwal (1992) hizo hincapié en la necesidad de considerar las rela-
ciones sociedad-naturaleza a través de las lentes del género y la clase. 
Sostiene que las mujeres pobres de las zonas rurales del Sur global 
suelen estar más expuestas a los cambios y peligros medioambienta-
les, no por el hecho de ser mujeres, sino por las divisiones del trabajo 
y los roles medioambientales de género producidos socialmente (a 
escala internacional). Los recientes enfoques postestructuralistas de 
la teoría feminista han inspirado nuevas reflexiones sobre la ecolo-
gía política feminista. Más allá de las relaciones de clase y género, 
las académicas hacen hincapié en la interseccionalidad. Exploran 
cómo el género y las subjetividades de género se constituyen junto 
con otras identidades y marcadores de diferencia (clase, casta, raza, 
etnia) a través de la interacción material y la comprensión simbólica 
de la naturaleza, así como los cambios y el conocimiento del medio 
ambiente (Elmhirst, 2015).

Ecología política postestructuralista

En la década del noventa, el marco “macroestructural” de la ecolo-
gía política marxiana fue impugnado señalando dos omisiones: la 
micropolítica de las luchas campesinas por el acceso a los recursos 
productivos y las impugnaciones simbólicas que constituyen estas 
luchas. Esta crítica subyace a una ecología política postestructura-
lista. El análisis se centra en la micro-dinámica de la transformación 
socio-natural: resistencias cotidianas y luchas sociales, construccio-
nes de sujetos, articulaciones culturales y discursivas, prácticas y sig-
nificados simbólicos. El supuesto principal es que una apreciación 
de los procesos cotidianos que conforman la vida de las personas 
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en relación con la naturaleza requiere un análisis del discurso, ya 
que las cuestiones de la naturaleza y la realidad vivida son insepara-
bles de las formas en que se representan la naturaleza y la realidad 
(Escobar, 1996).

Un punto de entrada analítico fundamental es el reconocimiento 
de las diferentes nociones, visiones culturales y formas situadas de 
conocimiento sobre el mundo material. No existe un concepto singu-
lar, único o universal de naturaleza, sino múltiples naturalezas. Los 
conceptos, las visiones y las nociones de naturaleza no son estáticos, 
sino el resultado de situaciones históricas y experiencias culturales. 
Coexisten, se solapan y se cuestionan constantemente, sobre todo en 
tiempos de crisis ecológica.

Basándose en el análisis del discurso, las relaciones entre conoci-
miento y poder ocupan un lugar central en los planteamientos pos-
testructuralistas de la ecología política. Los estudiosos de este punto 
de vista epistemológico se preguntan cómo se construye socialmente 
la naturaleza y cómo determinadas ideas y conocimientos sobre la 
naturaleza, la ecología, la sociedad y la economía política configuran 
y han configurado las formas en que las personas perciben y utilizan 
la naturaleza, así como la forma en que esta percepción configura y 
ha configurado los sujetos y las posiciones de poder. Para analizar 
estas interrelaciones, los estudiosos han introducido el concepto de 
“ambientalidad”, que se utiliza para examinar cómo el poder en los 
sistemas de gestión ambiental se vuelve productivo; es decir, cómo 
se normalizan ciertos sistemas de conocimiento o se suscitan ciertas 
posiciones de sujeto que funcionan a los fines de una autoridad go-
bernante (Ulloa, 2010).

La ecología política gramsciana

Desde la década del dos mil, ha surgido una perspectiva gramscia-
na dentro de la ecología política. Destacando tanto las dimensiones 
culturales como estructurales del poder, los estudiosos utilizan los 
conceptos de Gramsci de “hegemonía” y “filosofía de la praxis” para 
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investigar la aplicación tanto de la política medioambiental como de 
las luchas por la naturaleza en lo que respecta a las relaciones de po-
der y dominación. La hegemonía es una forma de dominación estable 
caracterizada por una combinación de fuerza y consentimiento. Un 
grupo o clase social es hegemónico cuando logra el consentimiento 
de los miembros de otras clases sociales (Gramsci, 1992). Con la no-
ción de “filosofía de la praxis”, Gramsci vincula estructura y agencia. 
Por un lado, subraya que las relaciones sociales se basan en última 
instancia en las relaciones de producción capitalistas. Por otro lado, 
desarrolla una concepción del cambio social no determinista y cen-
trada en el actor. Utilizar el concepto de hegemonía de Gramsci den-
tro de la ecología política significa estudiar cómo se generalizan y 
obtienen consentimiento determinadas nociones de la naturaleza o 
explicaciones de las crisis ecológicas; es decir, cómo se convierten en 
“sentido común”, cómo se institucionalizan y qué otras explicacio-
nes y actores sociales quedan así marginados. Así, los estudiosos se 
remiten a Gramsci para estudiar el papel del medio ambiente en el 
ejercicio y la consolidación de la hegemonía de la clase dominante o 
para comprender las movilizaciones subalternas y sus efectos en las 
relaciones de poder existentes (Ekers, Loftu y Mann, 2009).

Ecología política poscolonial

La ecología política poscolonial amplía los estudios poscoloniales y 
sobre la subalternidad al centrarse en las relaciones entre la sociedad 
y la naturaleza. Se aleja de las crisis de la modernidad, articuladas en 
la promesa fallida de proporcionar mundos sostenibles para todos 
y el concepto de colonialidad global. Este último conceptualiza los 
lugares, los cuerpos, los sujetos y las naturalezas como intrincada-
mente enredados en procesos históricos de acumulación que crean 
jerarquías sociales, marginación, subordinación y destrucción, pero 
que a la vez generan resistencia y prácticas alternativas. La noción 
de “colonialidad de la naturaleza” (Alimonda, 2011) se refiere, por 
ejemplo, a la continuidad de las relaciones de poder coloniales que 
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han configurado y configuran las relaciones sociedad-naturaleza 
hasta nuestros días. La noción remite al concepto de “colonialidad 
del poder” (Quijano, 2000), que entiende la colonialidad como un pa-
trón de poder organizado en torno a la idea de raza. La ecología polí-
tica poscolonial amplía este concepto centrándose en los modelos de 
poder organizados en torno a la naturaleza. Alimonda (2011) sugiere 
estudiar la reciente expansión de la minería a gran escala como una 
continuidad de una naturaleza colonizada, donde la naturaleza es 
conceptualizada como un cuasi-sujeto inferior que necesita ser con-
trolado, dominado y, en última instancia, explotado. La ecología po-
lítica poscolonial pretende dar voz a los sujetos marginados y a la 
naturaleza, y descolonizar la producción de conocimiento; es decir, 
cuestionar la centralidad del conocimiento occidental, también den-
tro de la ecología política.

Conclusiones

Recientemente, estudiosos críticos han subrayado que, para com-
prender mejor la crisis socio-ecológica y entender por qué es difícil 
llevar a cabo transformaciones sustanciales hacia la sostenibilidad, 
uno de los principales retos de la investigación futura es abordar des-
de una perspectiva global las condiciones políticas, epistemológicas, 
infraestructurales, socio-psicológicas y estructurales que producen 
la crisis en primer lugar. A este empeño, la ecología política puede 
aportar mucho.

Desde una perspectiva de la ecología política marxista, pueden 
examinarse fructíferamente las relaciones transnacionales entre 
los cambios en la producción global y la degradación ambiental. La 
ecología política feminista, en particular, proporciona herramientas 
para estudiar cómo las relaciones sociales están moldeadas no solo 
por las fuerzas político-económicas, sino también por las formas do-
minantes de saber y hacer que están impregnadas por las relaciones 
sociales de poder en sus expresiones de intersección: clase, casta, 
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género, etnia y raza (Schild, 2019; Ulloa, 2021). Examinar el proceso 
de normalización de ciertas formas de conocimiento de la naturale-
za y la crisis ambiental desde una perspectiva postestructuralista es 
útil, en primer lugar, para comprender cómo se constituyen nuevas 
subjetividades en relación con el medio ambiente. En segundo lugar, 
revela cómo las poderosas nociones de naturaleza se hacen políti-
camente efectivas más allá de las fronteras nacionales, a través del 
modo en que el conocimiento y las prácticas locales en los entornos 
rurales y urbanos se reinterpretan, marginan y/o transforman en 
nombre del medio ambiente.

La producción de conocimientos basada en racionalidades y epis-
temologías socioambientales modernas también se cuestiona desde 
una perspectiva de ecología política poscolonial que exige la desco-
lonización de esos conocimientos. Descolonizar el conocimiento 
ambiental significa indagar cómo se han introducido las ideas occi-
dentales y eurocéntricas de producción y apropiación de la naturale-
za en las sociedades no occidentales, cómo se han institucionalizado 
las racionalidades científicas, tecnológicas y económicas modernas, 
y con qué efectos culturales, sociales y ecológicos. Descolonizar no es 
por tanto un fin en sí mismo, sino una condición para una emanci-
pación político-cultural y para construir caminos alternativos hacia 
la sostenibilidad.

Las contradicciones socio-ecológicas cada vez más evidentes del 
capitalismo global exigen una perspectiva analítica que sitúe los fe-
nómenos de la crisis en su contexto social e histórico. Al hacerlo, se 
beneficia de las categorías y herramientas analíticas de la ecología 
política. Su aporte específico al debate sobre la crisis socio-ecológica 
reside en que no se limita a desnaturalizar la sociedad, sino también 
las relaciones sociales de la naturaleza. Sin esta ampliación del aná-
lisis, la crisis socio-ecológica en su complejidad no puede entenderse 
ni superarse.
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Renta y rentismo
Especialización desigual y trampa de desarrollo  
en América Latina

Hannes Warnecke-Berger

Introducción

América Latina lleva tiempo atrapada en una especialización des-
igual. Su estrategia de desarrollo ha cambiado poco en las últimas dé-
cadas. El carbón de Colombia, el petróleo crudo de México, Ecuador, 
Venezuela y Brasil, el trigo y la soja de Argentina, Brasil y Uruguay, el 
cobre de Chile y Perú y el hierro de Brasil son solo la punta de la lan-
za. El extractivismo es muy persistente. Este patrón se agravará aún 
más en los próximos años. El rumbo de la transformación socioe-
cológica ya está teniendo un gran impacto en América Latina. Sin 
embargo, el cambio energético, que actualmente se está impulsando 
masivamente en Europa y Norteamérica, necesita materias primas 
(Gielen, 2021). Muchas de estas nuevas materias primas proceden de 
América Latina y la región ya ha empezado a extraerlas de forma 
rentable. Ya sea litio de Chile y Argentina para baterías eléctricas o 
tierras raras de Brasil o Perú que se utilizan en turbinas de alto rendi-
miento: América Latina parece seguir por la senda de la exportación 
de materias primas.
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En los últimos años, el extractivismo de materias primas ha apor-
tado a América Latina altas tasas de crecimiento y, en algunos casos, 
éxitos en materia de desarrollo social (Warnecke-Berger et al., 2023). 
La exorbitante desigualdad de América Latina se pudo reducir mo-
deradamente (Sánchez-Ancochea, 2021). Muchas personas dan así el 
salto de la pobreza a una vida menos precaria. Sin embargo, la “ca-
rrera” mundial de las materias primas, que comenzó en el 2000 y 
continuó como un superciclo hasta el 2014, también tiene su lado 
oscuro. Hoy más que nunca, los presupuestos estatales de América 
Latina dependen unilateralmente de los ingresos procedentes de la 
exportación de materias primas. En países como Venezuela o Bolivia, 
estos ingresos aportan hasta el 90% del presupuesto total. Además 
del dominio del sector de las materias primas, no se pudieron crear 
alternativas estructurales. Las transformaciones estructurales para 
salir del extractivismo no fueron exitosas (Warnecke-Berger et al., 
2023). El desempleo estructural y la informalidad en las relaciones 
laborales siguen hoy en el orden del día (Maurizio et al., 2022), la pro-
ductividad laboral solo es alta en los sectores extractivos, y no se han 
logrado implementar alternativas económicas ni diversificación.

En resumen, la especialización desigual en el extractivismo de 
materias primas en América Latina se revela a través del parale-
lismo de dos situaciones problemáticas. Por un lado, se trata de la 
competitividad internacional de un sector de las economías latinoa-
mericanas, a saber, el sector exportador de materias primas, que es 
tan rentable que cualquier cambio o incluso discriminación en su 
contra se traduce directamente en pérdidas. Por otra parte, la espe-
cialización desigual también significa la debilidad de las alternativas 
económicas. Es precisamente esta debilidad la que se refleja en el 
mal desempeño del sector industrial, por ejemplo, pero también del 
sector agrario interno. Estos sectores no pueden seguir el ritmo del 
sector de materias primas, pero tampoco se ven arrastrados por él.

El presente capítulo aborda este problema. Con un recurso a la 
teoría de la renta pretendemos explicar por qué el extractivismo y la 
exportación de materias primas han sido tan persistentes en América 
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Latina durante un período relativamente largo y, al mismo tiempo, 
por qué las alternativas no han podido establecerse o lo han hecho de 
forma limitada. Mientras que la doctrina predominante desde la eco-
nomía y la ciencia política para responder a esta pregunta se centra, 
por un lado, en el marco institucional de los Estados latinoamericanos 
(Acemoglu y Robinson, 2013) o, por otro lado, en factores culturales 
como el “commodity consensus” (Svampa, 2015), este documento inten-
ta desarrollar un profundo análisis de economía política.

En un primer paso presentamos con más detalle el concepto de 
la renta en relación con la especialización desigual. En un segundo 
paso, se recuerdan los valores fundamentales de las economías la-
tinoamericanas en una perspectiva histórica para mostrar que los 
intentos políticos anteriores de introducir transformaciones es-
tructurales ignoraron el problema de la renta y la especialización 
desigual o fueron demasiado débiles para superarlos. En un tercer 
y último paso, presentamos algunas políticas como ejemplos que 
permiten abordar la persistencia de las rentas de forma progresi-
va. Por lo tanto, el objetivo de este documento es también ilustrar la 
plausibilidad del enfoque heterodoxo desarrollado a continuación y 
demostrarla con el ejemplo de Latinoamérica.

La teoría de la renta y especialización desigual

La crisis financiera mundial y la financiarización, el aumento de los 
precios inmobiliarios en las ciudades grandes, el elevado poder de 
mercado de las empresas grandes transnacionales y el uso creciente 
de medidas de política industrial han vuelto a poner el concepto de 
renta en el orden del día (véase para una sinopsis, Warnecke-Berger 
2021a). En el concepto de renta, lo político se entrelaza con lo econó-
mico. Sin embargo, también entrelaza lo micro y lo macro, lo que difi-
culta metodológicamente el análisis de la renta. El concepto de renta 
es de especial interés para la presente pregunta de investigación por 
dos razones. En primer lugar, nos permite vincular la dinámica de la 
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economía mundial con las condiciones locales de las economías la-
tinoamericanas, ilustrando así con matices cómo se entrecruzan las 
condiciones internas y las influencias externas. Describo este proce-
so como especialización desigual (Warnecke-Berger, 2023), tomando 
en cuenta la discusión heterodoxa sobre brechas tecnológicas inter-
nacionales (Alcrotra et al., 2021) y asimetrías económicas globales 
(Thrilwall, 2012), asimismo, como enfoques estructurales postkeyne-
sianos (Elsenhans, 2015). En segundo lugar, la teoría de la renta es 
adecuada para tender un puente desde la economía política hasta el 
comportamiento de los grupos y actores estratégicos sin caer en la 
deducción ni en la arbitrariedad cultural (Warnecke-Berger, 2023).

Defino la renta como la parte del excedente económico que no 
puede ser apropiada, desviada y redistribuida a través del mercado 
(Warnecke-Berger, 2021c).1 La renta describe así una forma particu-
lar de excedente económico. Cuando las rentas dominan la estructu-
ra de excedentes de una sociedad, yo la llamo “sociedad de rentas”. La 
renta se vuelve problemática cuando es permanente y crea incenti-
vos para la aparición de estructuras políticas que facultan a determi-
nados actores para apropiarse de futuras rentas.

Aquí es donde entra en juego el concepto de especialización des-
igual. La especialización desigual se refiere a un proceso cumulativo2 
en el que las rentas favorecen la especialización del aparato produc-
tivo de una economía nacional en productos que generan ganancias 
elevadas a escala internacional pero que no conducen a un cambio 

1  En términos microeconómicos, la renta es un ingreso adicional resultante del 
acceso monopolístico a los bienes económicos. En la economía política clásica, la 
atención se centraba a menudo en la agricultura y las relaciones agrarias, también 
porque estas representaban la mayor parte de la creación de valor en la época de los 
autores clásicos. Al mismo tiempo, a nivel macroeconómico, la renta es una forma de 
excedente económico. Por lo tanto, se la debe distinguir de la ganancia capitalista. La 
ganancia capitalista se apropia en los mercados de masas a través de la competencia 
que impone la inversión neta. La renta no necesita inversión, solo necesita derechos 
de propiedad. Por ello, las estructuras políticas suelen formarse en torno a la renta y 
así impiden el acceso democrático al excedente.
2  El concepto de causalidad acumulativa se remonta a autores heterodoxos como 
Myrdal, 1957.
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estructural a escala nacional. La especialización desigual se desenca-
dena de forma cumulativa por las rentas combinadas con el desem-
pleo estructural y las brechas tecnológicas emergentes. En última 
instancia, la especialización desigual es, entonces, una reacción ma-
croeconómica a la aparición de rentas. Las economías que sufren una 
especialización desigual no están en condiciones de superar el desem-
pleo estructural y promover procesos de convergencia tecnológica. La 
orientación de la producción es crucial a este respecto. Si las elasticida-
des de precio y de ingreso de los productos son bajas y las exportacio-
nes actuales generan ingresos elevados, el aumento de la producción y, 
en consecuencia, un mayor volumen de exportaciones, llevarán a ren-
dimientos marginales decrecientes. Este modelo de especialización es, 
por tanto, desigual: genera rentas y, por tanto, excedentes que están 
disponibles para inversiones adicionales a nivel nacional, pero al mis-
mo tiempo este modelo obstaculiza el cambio sectorial y las transfor-
maciones estructurales debido a los elevados ingresos reales.

El punto de partida central para explicar la especialización des-
igual es, por tanto, la aparición y persistencia de rentas. Esto puede 
derivarse simultáneamente de factores internos y externos.

Figura 1. El triángulo de la especialización desigual

Fuente: elaboración propia.



96 

Hannes Warnecke-Berger

La dimensión interna y externa de la renta

En el modelo que aquí se presenta, los factores sociales, políticos y 
económicos dentro de las sociedades desempeñan un papel funda-
mental, al igual que la interacción internacional entre sociedades. 
En este contexto, estas dos dimensiones muestran efectos diferentes: 
la persistencia del desempleo estructural y la marginalidad pueden 
derivarse de la dimensión interna de las rentas. De la dimensión ex-
terna, en cambio, se deduce la competitividad particular de los sec-
tores de rentas y las brechas tecnológicas asociadas. Ambos, a su vez, 
refuerzan la especialización desigual, así como la persistencia de la 
renta, como se muestra en la Figura 1.

La dimensión interna de las rentas, la marginalidad y el desempleo 
estructural

La dimensión interna de la renta puede derivarse de la estructura del 
mercado laboral descrita por los enfoques basados en el excedente 
de mano de obra (Elsenhans, 2021; Lewis, 1954). Estos enfoques key-
nesianos y postkeynesianos se centran en el sector agrícola y mode-
lan cómo la distribución desigual de la tierra y la baja productividad 
per cápita pero con un alto crecimiento de la población conducen 
a un punto en el que los trabajadores adicionales producen menos 
de lo que necesitan para sobrevivir. Esta situación se describe como 
marginalidad. Cuando prevalece la marginalidad, los trabajadores 
de las tierras más productivas pueden asegurarse el acceso exclusivo 
al excedente económico. Ellos, en su mayoría siendo grandes terrate-
nientes, se apropian esta parte del excedente como renta. A menudo, 
sin embargo, los salarios siguen estando determinados exógenamen-
te, ya que intervienen variables culturales. La marginalidad queda 
enmascarada en la medida en que se sigue empleando a margina-
les, por ejemplo en las haciendas (Knight, 1986). En estas condicio-
nes, los trabajadores no pueden recurrir a su poder de negociación 
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económica para exigir sus salarios. Tienen que colocarse en depen-
dencias políticas y vincularse así a los poderosos.

La marginalidad describe así un equilibrio de subempleo (War-
necke-Berger, 2021b), con enormes consecuencias políticas. Este 
equilibrio se caracteriza por el hecho de que prevalece el desempleo 
estructural (oculto), pero al mismo tiempo la economía nacional pro-
duce un excedente económico. Se trata, pues, de la coexistencia del 
excedente y de la pobreza, en la que los pobres se vinculan política-
mente a los ricos. La desigualdad y el desempleo quedan así cimenta-
dos. La existencia de la marginalidad divide a las sociedades en ricos 
y pobres, los que tienen y los que no tienen.

El cambio estructural global, la urbanización y la terciarización 
han modificado profundamente el concepto de excedente de mano 
de obra. Los enfoques basados en los excedentes de mano de obra 
suelen comenzar con un análisis de la agricultura. Estos modelos 
sitúan la marginalidad dentro de sistemas de producción rurales y 
agrarios de bajo rendimiento. En términos muy prácticos, el exce-
dente de mano de obra primero se hace visible aquí como pobreza. 
A la vista del ritmo de urbanización de muchos países del Sur Global 
(United Nations, 2019), el excedente de mano de obra se desplazó, sin 
embargo, de las zonas rurales a las urbanas, especialmente al sec-
tor informal urbano. Este sector informal enmascara el desempleo 
estructural, ya que muchos trabajadores producen a niveles de in-
frasubsistencia y, por tanto, tienen una productividad per cápita tan 
baja que ganan menos de lo que realmente necesitan para sobrevivir 
(La Porta y Shleifer, 2014). Esto cambia la manifestación de la margi-
nalidad, pero el determinante estructural sigue vigente.

A pesar del excedente disponible producido por la economía en su 
conjunto, no todos los trabajadores pueden ser empleados producti-
vamente en estas condiciones. Luego, existe una interacción entre la 
renta y la persistencia del desempleo estructural, que se refuerzan 
mutuamente sin conectarse necesariamente al nivel internacional.
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La dimensión externa de las rentas, las brechas tecnológicas  
y las asimetrías internacionales

Hay que distinguir una dimensión externa de esta dimensión in-
terna de la renta. Esta dimensión externa surge en cuanto las eco-
nomías interactúan internacionalmente y su comportamiento 
está regulado por el sistema de precios relativos. En este contexto, 
puede demostrarse que las rentas externas surgen necesariamente 
(Warnecke-Berger, 2023). Se dan bajo tres condiciones: 1) más de un 
productor debe utilizar los factores de producción para producir un 
bien con el fin de satisfacer la demanda global; 2) existen diferen-
cias de productividad entre los productores, los costes marginales 
de producción difieren. Por último, 3) los productores venden a pre-
cios iguales en los mercados mundiales. El productor cuyos costes de 
producción son inferiores a los costes marginales recibe una renta 
diferencial. Mientras que a corto plazo los precios pueden verse im-
pulsados por la especulación y la financiarización, a largo plazo, los 
costes marginales de producción determinan los precios marginales 
de venta. Un ejemplo sencillo es el mercado mundial del petróleo en 
el que los precios marginales de producción divergen mucho. Arabia 
Saudí puede producir un barril por U$S 12, Estados Unidos necesita 
más de U$S 70. Sin embargo, ambos países venden su petróleo en 
el mercado mundial al mismo precio, digamos por U$S 80. Arabia 
Saudí puede apropiarse la diferencia entre los precios marginales de 
producción de los dos países, es decir, U$S 68 como renta diferencial.

En sí misma, la aparición a corto plazo de rentas no es un proble-
ma, ya que es compensable con los ajustes del mercado, la difusión 
tecnológica y la migración laboral. En este caso, una sola economía 
productora disfrutaría temporalmente de una ganancia adicional, 
que luego volvería a perder a medida que las economías competido-
ras se adaptaran a las innovaciones y compensaran las brechas de 
productividad. Las rentas se vuelven problemáticas cuando se en-
durecen internacionalmente y se hacen persistentes. En este caso, 
refuerzan las brechas tecnológicas internacionales. Así pues, los 
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países especializados en la exportación de materias primas (como 
Latinoamérica) tienen una menor elasticidad de precio y de ingreso 
de la demanda de sus exportaciones que los países especializados en 
la exportación de tecnología (Thirlwall, 2012). El ejemplo más senci-
llo es la industria del café. A principios del siglo XX, América Latina 
lideraba el mercado mundial de exportación de café a Estados Uni-
dos y Europa. Si se produce el doble de café en un año y, por tanto, 
las economías cafeteras son más productivas, esto no significa que 
puedan vender esta mayor cosecha de café a mejores precios porque 
el consumidor medio no toma más café solo porque sea más barato.

Siguiendo ambos ejemplos, un factor central es la estructura de la 
demanda. Cuando se introducen innovaciones tecnológicas, las eco-
nomías se especializan siguiendo el teorema de los costes compara-
tivos. Sin embargo, los costes comparativos dependen de los precios 
relativos internacionales, es decir, de los tipos de cambio actuales. 
Si la tecnología no se difunde o se difunde solo parcialmente, se for-
man brechas y asimetrías tecnológicas entre países y grupos de paí-
ses (Cimoli et al., 2009; Dosi y Tranchero, 2021).

Sin embargo, la recuperación tecnológica es difícil porque depen-
de del aprendizaje, de la adquisición de conocimientos tecnológicos 
y de la capacidad de integrar estos conocimientos en una estructura 
de producción existente (Fagerberg y Verspagen, 2002). El aprendiza-
je no es un proceso plano y automático. Desde los inicios del desarro-
llo capitalista, la difusión de la tecnología ha sido desigual (O’Rourke 
y Gale, 2017). El paso de productos con baja elasticidad de ingresos de 
la demanda a productos con mayor elasticidad de ingresos depende 
de los ciclos de los productos (Vernon, 1966).

El refuerzo cumulativo, la especialización desigual  
y las trampas de desarrollo

El conjunto de estos aspectos –la aparición interna y externa de ren-
tas y la tendencia de las rentas a endurecerse debido al desempleo 
estructural y a las brechas tecnológicas– describe un proceso cumu-
lativo en el que se profundiza la especialización desigual. Sostengo 
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que la especialización desigual describe así una configuración en 
la que las rentas crean incentivos para la especialización en grupos 
de productos que generan elevados ingresos a escala internacional, 
pero impiden un crecimiento autocentrado y equitativo a escala na-
cional. Las rentas socavan la capacidad del sistema de precios rela-
tivos para regular flujos económicos entre sectores. Los sectores se 
desconectan entre sí y se crean enclaves.

Si las economías que padecen desempleo estructural y no produ-
cen tecnología de forma autóctona, sino que se especializan en estas 
industrias basadas en la renta, pueden obtener enormes beneficios 
gracias a su posición internacional. Los ingresos de exportación sue-
len proporcionar una ganancia inesperada, como sugiere la teoría de 
la maldición de los recursos (Auty, 2001) y la enfermedad holandesa 
(Bresser-Pereira, 2020). Al mismo tiempo, sin embargo, esta orienta-
ción al beneficio también conduce a la supresión de la creación de 
capacidad tecnológica, el aprendizaje y las inversiones para mejorar 
la productividad. En otras palabras, la especialización desigual obs-
taculiza la transformación sectorial, el aprendizaje práctico y, a su 
vez, aumenta las rentas, el desempleo estructural y la dependencia de 
la importación de tecnología moderna. En cuanto al extractivismo, 
es decir, la orientación unilateral de la estructura productiva hacia 
la explotación y exportación de materias primas, se puede afirmar 
que la especialización desigual es la expresión más clara del mismo. 
Sin embargo, la verdadera causa del extractivismo es la aparición de 
rentas en la división internacional del trabajo (Warnecke-Berger y 
Ickler, 2023).

Las economías tecnológicamente punteras, por su capacidad de 
introducir innovación, presionan indirectamente a las economías 
tecnológicamente atrasadas para que acepten modelos de especiali-
zación desiguales que no les permiten alcanzar el pleno empleo ni po-
nerse al día tecnológicamente, aunque intensifiquen su producción 
y aumenten sus exportaciones. La especialización desigual conduce 
a una trampa de desarrollo en la que los mecanismos neoclásicos de 
ajuste dictados en los libros de texto dejan de funcionar y el sistema 
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de precios relativos deja de ser eficaz en la alocación de recursos eco-
nómicos escasos. Los incentivos de precios no pueden superar esta 
situación, ya que la especialización desigual socava el propio meca-
nismo de precios. La opción habitual para superar al aumento de la 
brecha tecnológica es importar tecnología, lo que en última instan-
cia favorece la disociación del crecimiento de la productividad sec-
torial. Algunos sectores, como las industrias extractivas, crecen con 
mucha fuerza. Otros sectores, como el de servicios, la industria o la 
agricultura, no pueden seguir el ritmo y se desacoplan cada vez más.

Por lo tanto, la especialización desigual conduce a un refuerzo 
acumulativo de 1) las rentas, 2) el desempleo estructural y 3) las bre-
chas tecnológicas. Las economías nacionales, una vez afectadas por 
la especialización desigual, difícilmente pueden romper con este pa-
trón debido a limitaciones externas e internas. La intensificación de 
las pautas existentes de especialización desigual, como la exporta-
ción de más materias primas, quizá a mejores precios, no hace sino 
reforzar esta pauta. A la inversa, el desempleo estructural impide la 
neutralización de las rentas mediante la democratización del consu-
mo y, al mismo tiempo, dificulta el cambio estructural debido a los 
problemas del proceso de aprendizaje tecnológico.

La especialización desigual es, pues, un proceso cumulativo que 
se refuerza a sí mismo y obstaculiza el potencial de crecimiento. Por 
tanto, la divergencia internacional seguirá aumentando. Al mismo 
tiempo, las economías líderes siguen ampliando su superioridad tec-
nológica. Además, la especialización desigual también significa que 
las oportunidades de desarrollo están desigualmente distribuidas 
debido a la estructura de la economía mundial. Por consiguiente, 
centrarse exclusivamente en factores nacionales o internacionales 
no basta para superar la especialización desigual.

Así pues, para cambiar esta situación, sería necesario: 1) ignorar 
las actuales oportunidades de ingresos en los mercados internacio-
nales y discriminar a los sectores rentistas, 2) superar el desempleo 
estructural mediante programas de empleo, y 3) iniciar simultá-
neamente un proceso de aprendizaje tecnológico que cree nuevos 
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grupos de productos y oportunidades de exportación. Sin embargo, 
como se analizará con más detalle a continuación, esto conduce a 
una compensación entre los objetivos a corto y largo plazo y, a su vez, 
facilita la apropiación de las rentas.

El desarrollo desigual, la renta y el extractivismo en América 
Latina

América Latina se enfrenta hoy al gran reto de dominar la trans-
formación socioecológica a la luz de la transición energética. Por 
un lado, esto brinda oportunidades para superar la especialización 
desigual, pero, por otro, también conlleva riesgos que conducen a la 
continuidad del extractivismo. Es precisamente este segundo punto 
el que ha protagonizado las dos últimas estrategias de desarrollo a 
gran escala: primero, la ofensiva neoliberal como respuesta a la déca-
da perdida de la deuda, y segundo, el neoextractivismo ante la subida 
mundial de los precios de las materias primas. Sin embargo, ambas 
estrategias no surtieron efecto, sino que cada una endureció aún 
más el extractivismo a su manera. Paradójicamente, los gobiernos 
progresistas de la “marea rosa” se habían fijado explícitamente el ob-
jetivo de reducir su dependencia de las exportaciones de materias 
primas (Warnecke-Berger et al., 2023).

Por lo tanto, a continuación, aclararemos más el modelo de es-
pecialización desigual esbozado anteriormente. En el primer paso 
discutiremos brevemente el hecho de que América Latina sigue espe-
cializándose en el extractivismo a nivel internacional y que esto solo 
ha cambiado marginalmente en las últimas tres décadas. En segun-
do lugar, esto se atribuye a la persistencia de la renta. En tercer lugar, 
este artículo se centra en las brechas tecnológicas y demuestra que 
la política industrial fracasó. En cuarto lugar, se refleja esto en una 
problemática estructura de empleo. Durante el neoextractivismo se 
crearon oportunidades de empleo, pero apuntaron principalmente 
en el precario sector de los servicios. Los empleos industriales han 
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aumentado muy poco en términos absolutos y nada en términos 
relativos.

La persistencia del extractivismo

En América Latina en su conjunto, y en los países andinos en parti-
cular, las exportaciones de materias primas son el pilar exportador 
más importante, como muestra el Gráfico 1. La cuota de los países 
andinos en las exportaciones de materias primas se mantuvo por en-
cima del 80% entre 1995 y 2020. Desde principios de la década de los 
dos mil, los ingresos en divisas procedentes de la exportación de ma-
terias primas han superado a los de todos los demás sectores produc-
tivos, especialmente a los de la exportación de bienes industriales.

Gráfico 1. Exportaciones de materias primas  
(porcentaje de exportaciones totales), 1995-2020

Fuente: Elaboración propia de datos de UNCTADStat.
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Las economías de los países andinos siempre han dependido en gran 
medida de la exportación de fuentes de energía, metales y minera-
les. En países como Argentina, que en el pasado se caracterizaban 
por ser exportadores de materias primas agrícolas, esta tendencia se 
ha mantenido en los últimos años. En Brasil, incluso se ha invertido 
la tendencia, y la fuerza anterior del sector industrial ha sido supe-
rada con creces por el sector de las materias primas (Cerioli, 2022). 
También aumentaron las exportaciones de bienes industriales li-
geros. Sin embargo, esta tendencia se limita casi exclusivamente a 
México y Brasil. Excluidos estos dos países, las exportaciones de bie-
nes industriales no superan el 25%. Estas cifras ilustran que el papel 
internacional de América Latina sigue basándose en el extractivismo 
que resulta muy endurecido durante mucho tiempo. Esta especiali-
zación desigual puede atribuirse a los factores antes mencionados, 
que examinaremos con más detalle a continuación.

La persistencia de la renta

En primer lugar, hay que señalar que las rentas en América Latina 
también son extremadamente persistentes, tanto interna como ex-
ternamente. El Gráfico 2 muestra la proporción de las rentas en las 
exportaciones totales de los países latinoamericanos. A escala mun-
dial, las rentas representan más del 9% del comercio total de mer-
cancías en 2020, y esta cifra se ha mantenido notablemente estable 
desde los años setenta hasta la actualidad, con una cuota media des-
de 1975 hasta hoy del 15%. América Latina tiene una cuota del 18% en 
2020. Este porcentaje es aún mayor si se excluye a México, uno de los 
mayores productores industriales, del conjunto de datos regionales.
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Gráfico 2. Rentas diferenciales como  
porcentaje a la exportación total, 1970-2020

Fuente: Elaboración propia de datos de UNCTADStat y de World Development 
Indicators.

Si se representan las rentas en función de las economías naciona-
les, se pueden identificar tres grupos de países. Por un lado, los paí-
ses con una cuota de rentas muy alta (Venezuela, Bolivia, Ecuador, 
Colombia y recientemente también Brasil), una cuota de rentas 
media (Chile) y una cuota de rentas comparativamente baja, pero 
internacionalmente todavía alta, superior al 20% (Argentina, Perú). 
Hubo dos picos de renta: la crisis petrolera de los años setenta y el su-
perciclo de 2000-2014. Las rentas influyen considerablemente en la 
composición de las exportaciones regionales. Las rentas también se 
han mantenido muy constantes a lo largo del tiempo, como predice 
el modelo presentado anteriormente. Aunque las rentas experimen-
taron un auge durante la crisis del petróleo de los años setenta o el 
reciente superciclo de las materias primas en la década de los dos 
mil, los datos muestran que se mantuvieron elevadas incluso duran-
te el estancamiento económico o la caída de los precios de las mate-
rias primas. En 2020, por ejemplo, en toda América Latina el 18% del 
valor de las exportaciones totales fueron rentas, y el 40% del valor 
exportaciones totales de materias primas.
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Gráfico 3. Renta diferencial como porcentaje del valor de las 
exportaciones de materias primas, países seleccionados

Fuente: Elaboración propia de datos de UNCTADStat y de World Development 
Indicators.

La mejora de los Terms of Trade se vio acompañada por el afianza-
miento de los modelos preexistentes de especialización desigual y la 
consolidación del extractivismo, que una vez más osciló entre mo-
delos de distribución más exclusivos y más inclusivos sin iniciar un 
cambio estructural. Aunque América Latina ganó más dinero con 
sus exportaciones gracias a la mejora de las condiciones comercia-
les, su dependencia de las exportaciones de materias primas aumen-
tó, lo que estabilizó las rentas.

La persistencia de las brechas tecnológicas y el fracaso de la política 
industrial

Ya con la ofensiva neoliberal en la década de los noventa, no se in-
trodujo una política industrial adecuada. Esto continuó en los años 
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siguientes con el neoextractivismo. Ello amplió aún más la brecha 
tecnológica entre América Latina y los países punteros (Cimoli et al., 
2019). Esto también provoca que, a pesar de los elevadísimos ingresos 
procedentes de las exportaciones de materias primas, la productivi-
dad laboral no pueda seguir el ritmo y se mantenga en un nivel bajo. 
Un resultado nada sorprendente es que la productividad laboral está 
muy por detrás de los valores del anterior apogeo de la política in-
dustrial con su sustitución de importaciones (Paus, 2020).

Sin embargo, detrás de esto hay también un problema general. 
El sector extractivo suele producir de forma intensiva en capital 
con tecnología punta, que se importa a América Latina de los cen-
tros tecnológicos de la economía mundial. El sector extractivo atrae 
así elevadas tasas de inversión extranjera directa. Sin embargo, las 
tecnologías mineras actuales son tan avanzadas que no pueden re-
producirse localmente y no generan backward linkages, ni permiten 
el aprendizaje tecnológico. En cuanto a la política industrial, se ha 
centrado en el sector extractivo, por ejemplo, mediante la nacionali-
zación en Venezuela y Bolivia. Sin embargo, estos intentos no alcan-
zaron su objetivo, ya que no fue posible que el sector extractivo se 
pusiera al día tecnológicamente. Así pues, las brechas tecnológicas 
se mantuvieron estables o incluso se acentuaron.

Persistencia del desempleo estructural y de la marginalidad y fracaso 
de las políticas de empleo

El desempleo estructural sigue estando a la orden del día en América 
Latina. Aunque los datos oficiales suelen arrojar cifras de desempleo 
relativamente bajas, existe un enorme excedente de mano de obra, 
sobre todo en el sector informal urbano. Históricamente, la margina-
lidad ha arraigado aquí en el sector informal. América Latina sigue 
experimentando una transformación estructural en la que la mano 
de obra sigue disminuyendo proporcionalmente en la agricultura y 
migrando al sector servicios, como muestra el Gráfico 4.
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Gráfico 4. Empleo sectorial como porcentaje del empleo total,  
América Latina, 1990-2018

Fuente: Elaboración propia de datos de Kruse et al. (2022).

Lo que llama la atención aquí es que el empleo en la industria ha dis-
minuido proporcionalmente aún más, también porque, como se ha 
mostrado en este apartado, no se ha llevado a cabo ninguna política 
industrial eficaz. En conjunto, esto demuestra que existe una migra-
ción de los sectores productivos a los poco productivos, una tenden-
cia que contradice claramente la doctrina neoclásica dominante. 
Esta es la expresión más clara de la dualización del mercado laboral 
en un sector extractivo altamente productivo, que, sin embargo, em-
plea poca mano de obra, y un sector de servicios poco productivo, 
que engloba la mayor parte de la mano de obra.

Durante la fase del neoextractivismo se produjo una formaliza-
ción y en la actualidad cerca del 55% de los trabajadores de la región 
mantienen relaciones salariales formales (Maurizio et al., 2022). Sin 
embargo, esta tendencia se produjo dentro de patrones de empleo ya 
existentes (International Labour Office, 2020) y no se debe a que en 
general se hayan creado nuevos yacimientos de empleo.

El desglose nacional de los sectores económicos en las sociedades 
de rentas latinoamericanas refleja este entorno. Esta configuración 
da lugar a importantes diferencias de productividad laboral entre 
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sectores, como muestra el Gráfico 5. La cifra muestra que el sector 
extractivo fue extraordinariamente productivo en comparación con 
la industria manufacturera y la agricultura. Sin embargo, como la 
extracción de recursos requiere mucho capital, este sector no puede 
absorber el desempleo estructural. La problemática relación entre 
rentas y empleo se hace especialmente evidente cuando se conside-
ran las diferencias de productividad laboral. En el Norte Global, las 
diferencias de productividad laboral entre sectores siguen siendo pe-
queñas en comparación con el Sur Global. La relación media entre 
los sectores extractivos y la productividad laboral media total es de 
1:3 en el Norte Global, mientras que esta relación llega a ser de 1:12 en 
Latinoamérica (Warnecke-Berger, 2023).

Gráfico 5. Productividad laboral sectorial como porcentaje  
a la productividad laboral promedia, América Latina, 1990-2018

Fuente: Elaboración propia de datos de Kruse et al. (2022).
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Conclusiones

En conjunto, el análisis subraya que la demanda global, especialmen-
te de los centros industrializados de la economía mundial, y las di-
ferencias tecnológicas existentes e incluso crecientes entre el Norte 
Global y América Latina, estabilizan el patrón general de especializa-
ción desigual. La renta sigue siendo dominante como característica 
estructural de la economía mundial y afecta fundamentalmente a 
las oportunidades de desarrollo de América Latina. A nivel nacional, 
la especialización desigual obstaculiza la transformación sectorial 
y el cambio estructural, socava las ganancias de empleo en sectores 
productivos alejados del extractivismo y contrarresta el aprendizaje 
tecnológico.

El proceso de causalidad cumulativa de la renta, el desempleo es-
tructural y la marginalidad, así como de las divergentes brechas tec-
nológicas globales, crea así un patrón desigual de especialización en 
el que América Latina se encuentra atrapada. Este patrón encuentra 
su expresión más clara en el extractivismo.

Sin embargo, también son posibles soluciones en función de es-
tos conjuntos de factores. Si el desarrollo autocentrado se entiende 
a largo plazo como la superación del dominio del extractivismo, 
los recursos financieros procedentes del sector extractivo son fun-
damentales para iniciar esta estrategia a corto plazo. Sin embargo, 
tanto los objetivos a corto como a largo plazo están atrapados en un 
juego de suma cero que históricamente, en última instancia, condujo 
a la imposibilidad de la estrategia a largo plazo. Esto significa que, in-
cluso en condiciones político-económicas e institucionales óptimas, 
la diversificación económica en las sociedades de rentas es difícil de 
conseguir. Por esta razón, las políticas no deben empezar directa-
mente por superar las rentas, sino que deben centrarse en opciones 
redistributivas secundarias, cada una de las cuales debe encajar los 
incentivos políticos con aquellos económicos.
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1) Una reforma agraria igualitaria destinada a aumentar la pro-
ductividad agrícola per cápita, generar empleo y reducir la 
desigualdad de ingresos. Las reformas agrarias conducen en-
tonces, por un lado, a un programa de empleo, pero, por otro, 
también como estímulo de la demanda a un mayor consumo 
de bienes industriales producidos localmente.

2) Una reforma fiscal que vincule la riqueza al rendimiento y que 
contrarreste la acumulación política de rentas (Burchardt y 
Fehling, 2023).

3) Una política industrial que canalice las rentas hacia el apren-
dizaje, creando al mismo tiempo empleo en sectores alterna-
tivos y reduciendo las brechas tecnológicas internacionales 
(Cimoli, Dosi y Stiglitz, 2009).

4) Un enorme programa de empleo que supere el desempleo es-
tructural y que sigue con la idea de green new deal. Dado que 
este programa debe desarrollarse paralelamente a la política 
industrial, pero puesto que la industria debe considerarse 
demasiado intensiva en capital en las condiciones actuales, 
podrían desplegarse de forma efectiva programas de infraes-
tructuras intensivos en mano de obra con la protección del 
medio ambiente como objetivo general. Podrían reproducir la 
experiencia de la construcción de ferrocarriles en el siglo XIX 
en Europa y EE.UU., pero centrándose principalmente en la 
protección del medio ambiente, siguiendo el credo keynesia-
no de “enterrar botellas en el suelo” (Warnecke-Berger, 2021b). 
Este programa de empleo tendría también la consecuencia de 
que el mal holandés podría neutralizarse con la entrada de 
más rentas, ya que la estructura de la demanda sería homo-
génea y se comprarían principalmente productos nacionales 
gracias a la política industrial.

Estos cuatros ámbitos políticos parten de cada uno de los vértices del 
triángulo de especialización desigual esbozado anteriormente y, por 
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tanto, pueden entrelazarse de forma provechosa. Entonces, la renta 
ya no tiene por qué conducir a la profundización de la especializa-
ción desigual, sino que puede ser encauzada inteligentemente hacia 
un futuro alternativo.

Esto tiene importantes implicaciones para la economía política 
y la investigación sobre el desarrollo que sigue considerando las 
rentas como una maldición del desarrollo que tiene un efecto casi 
automático. Este análisis deja claro que el atractivo de las rentas es 
grande, pero no omnipotente. Hay posibilidades y alternativas que 
tienen que empezar en los cimientos de la economía política y as-
pirar a cambiar la estructura de excedentes de sociedades enteras: 
superar la renta con la renta.
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Cambio de la matriz productiva  
en América Latina 
¿Perspectiva para la sustentabilidad?

Hans-Jürgen Burchardt

Introducción

La actual descarbonización de la economía mundial implica un nue-
vo auge global en la explotación de materias primas, lo que proba-
blemente reforzará el modelo de desarrollo exportador de recursos 
naturales que ya ha dominado América Latina durante las últimas 
dos décadas. La región dispone de poco menos de un tercio de las 
reservas globales de cobre, bauxita, plata, carbón y petróleo, lo cual 
corresponde a más de un tercio de todos los minerales necesarios 
para la neutralidad climática, estratégicamente importante para la 
política económica de las naciones industrializadas y que también 
produce una parte significativa de los alimentos básicos globales. 
El subcontinente lidera el camino en el ámbito de la producción de 
plantas energéticas para biocombustibles, la extracción de litio para 
la producción de baterías para motores eléctricos o para el almace-
namiento de dióxido de carbono en bosques y selvas; además brinda 
condiciones atractivas para la producción de hidrógeno verde.

Por tanto, es previsible que el camino desarrollista orientado hacia 
la exportación de materias primas que ha modelado Latinoamérica 
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notablemente en las últimas dos décadas se fortalecerá una vez más. 
No obstante, esta estrategia hoy en día parece sostener un mejor 
vínculo con los requisitos de sostenibilidad y pudiera servir como 
correa de transmisión para una transformación socio-ecológica. Se 
prepara una nueva fase de la extracción de materias primas a modo 
de un ‘extractivismo verde’, en el cual sería posible unificar la extrac-
ción y la utilización de materias primas mediante el uso de tecno-
logía de punta amigable con el medio ambiente, la creación de una 
minería respetuosa con el clima que cumpla con los objetivos del de-
sarrollo sostenible. Un futuro de “bajas emisiones de carbono” para 
todos aparece en el horizonte.1

Ya entre el 2003-2014 los gobiernos progresistas intentaron dis-
minuir la pobreza, la desigualdad social y el cambio de la matriz 
productiva con la ayuda de una estrategia desarrollista orientada 
hacia la exportación de materias primas. En el siguiente aporte se 
esboza las características centrales de aquella fase, analizando las 
relaciones laborales y los resultados de los esfuerzos de implemen-
tar reformas en esta área. Además, se identifican las condiciones 
que tendrían que estar cumplidas para que un modelo desarrollista 
orientado hacia la exportación de materias primas para una trans-
formación direccionada a la cohesión social, al cambio de la matriz 
productiva y al desarrollo sostenible.

Materias primas y el desarrollo en Latinoamérica

Entre el 2003-2014 Latinoamérica destacó por su alto crecimiento 
económico, el cual se basó en gran medida en el mismo fundamento 
de extracción y exportación de materias primas que ya había ayu-
dado varias veces al subcontinente a lograr previos auges económi-
cos. Este patrón económico empezó en Latinoamérica hace 500 años 
con la exploración de yacimientos de metales preciosos y la opresión 

1  Acerca del “extractivismo verde” en el litio véase Voskoboynik y Andreucci (2021).
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colonial de la población indígena. El extractivismo, sin embargo, no 
se convirtió en el modelo social dominante hasta la segunda mitad 
del siglo XIX, un período en el que tomaron forma los determinan-
tes del desarrollo que subyacen al Estado y la sociedad hasta el día 
de hoy. En primer lugar, la “exportación” de la naturaleza (Coronil, 
2008), es decir, una relación con la naturaleza motivada principal-
mente por intereses de explotación y valorización. En segundo lugar, 
las estrategias de desarrollo basadas en los recursos naturales y, por 
lo tanto, una dependencia crítica de la evolución de los precios de 
las materias primas en los mercados globales. Y tercero, tal como se 
consolidó a lo largo de la globalización neoliberal, el arraigo estruc-
tural de las tasas particularmente altas de desigualdad en la región 
(Williamson, 2015).

En el corazón de la fase de auge más reciente de este extractivis-
mo se encontraban sectores como la minería y los recursos energéti-
cos fósiles (petróleo, gas, carbón), pero también productos agrícolas y 
forestales de monocultivos como la soja, el caucho, la caña de azúcar 
y el aceite de palma (Burchardt y Dietz, 2014). La creciente demanda 
de recursos naturales y el correspondiente aumento de los precios de 
las materias primas engrosaron rápidamente las arcas estatales en 
casi toda la región. Por ponerlo en términos ilustrativos:

En el año 2000, para comprar el aparato de teléfono celular más ru-
dimentario hacía falta el dinero equivalente a entre 10 y 15 barriles 
de petróleo. Apenas una década más tarde, un barril y medio alcanza 
para comprar un I-phone. Cien toneladas métricas de soja en junio 
de 2002 compraban un modelo intermedio de Toyota. En junio de 
2011, compran un BMW de lujo. En poco tiempo, Prebisch volvió a 
morir (Mazzuca 2012, p. 5).2

Esta dinámica no solo estuvo flanqueada por equilibrios macro-
económicos y bajas tasas de inflación, sino también por políticas 

2  Según cálculos de la CEPAL (2013), más de una cuarta parte del crecimiento del PIB 
per cápita en América Latina entre 2003-2011 se basó exclusivamente en una mejora 
de las relaciones internacionales de intercambio de materias primas.
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sociales y laborales expansivas, que ayudaron a mitigar la cuestión 
social en una región con los niveles de desigualdad más altos del 
mundo. Como resultado, a mediados de la década de 2010, las tasas 
de pobreza en la mayoría de los países de América Latina cayeron a 
los niveles más bajos en dos décadas: en promedio, solo un tercio de 
la población vivía en la pobreza. Además, hubo una ampliación de 
las clases medias –que constituían alrededor de veinte millones de 
personas solo en Brasil– y claros indicadores de movilidad social as-
cendente. Al mismo tiempo, la proporción del PIB dedicada al gasto 
social aumentó significativamente en muchos de los países (Blofield 
y Filgueira, 2020; OIT, 2013). Más aún, se implementaron una serie de 
iniciativas para mejorar la situación de los mercados laborales alta-
mente dispares de América Latina, que por sus altos niveles de infor-
malidad han sido calificados como “fábricas de desigualdad” (CEPAL, 
2012), dando como resultado en una reducción del desempleo oficial-
mente a casi la mitad (OIT, 2013).

Además, las democracias de América Latina resultaron relativa-
mente estables. Contrariamente a varias profecías, las condiciones 
democráticas se consolidaron en muchos de los países de la región. 
En general, los gobiernos de la llamada “marea rosa” gozaron de un 
amplio apoyo político en toda la sociedad. Esta mezcla de éxitos eco-
nómicos, mejoras sociales, democracia estable y fuerte legitimidad 
sociopolítica marcó una etapa importante en la historia bicentenaria 
de las independencias latinoamericanas (Burchardt et al., 2021). Des-
de entonces, el Estado ha experimentado una importante revaloriza-
ción y sus actividades en materia de políticas económicas, sociales 
y estructurales se han ampliado notablemente. El siguiente análisis 
del auge, el éxito y el posterior fracaso de este extractivismo debería 
ayudar a esclarecer el potencial y los riesgos inherentes al modelo 
de desarrollo basado en los recursos naturales y permitir evaluar la 
capacidad de transformación de las economías extractivas.
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De las materias primas hacia el trabajo

Durante el último auge de los recursos naturales, la mayoría de los 
gobiernos latinoamericanos consideraron el extractivismo como 
una estrategia temporal para movilizar los fondos necesarios para 
establecer una base económica sólida y enfrentar la cuestión social. 
El objetivo final del desarrollo se fundamentaba con conceptos tales 
como “aumento de la productividad” o cambio de la matriz producti-
va, diversificación o crecimiento integrador (OIT, 2013; World Bank, 
2012).

Este tipo de conceptos y estrategias están siempre vinculados a 
la cuestión de la organización del trabajo (OIT, 2012). Por lo tanto, 
es necesario analizar en qué medida el modelo de desarrollo expor-
tador de recursos naturales de América Latina ha logrado en las úl-
timas dos décadas generar empleo de alta calidad garantizando una 
formación profesional adecuada y una seguridad social estable, au-
mentando así la productividad laboral y preparando el terreno para 
una economía productiva y sostenible. Para ello, parece propicio 
examinar los regímenes laborales de la región teniendo en cuenta 
tres indicadores: (1) los cambios sectoriales y estructurales del em-
pleo, (2) el arraigo institucional y de seguridad social de las relacio-
nes laborales, y (3) el desarrollo de la productividad (y, vinculado a 
ello, la contribución de la mano de obra al valor añadido agregado). 
A continuación, se esbozarán varias macrotendencias importantes 
relativas a estos aspectos.

Con respecto a (1) los cambios sectoriales en el empleo, el empleo 
total en el sector primario (extracción de recursos naturales) en 
América Latina disminuyó en más de un 3% durante la fase de auge 
más reciente, a pesar del ascenso económico general del sector. Las 
economías centradas en la extracción suelen constituir enclaves eco-
nómicos, ya que solo requieren un número relativamente pequeño 
de personal y/o generan muy pocas tareas laborales formales. Por lo 
general, las actividades extractivas son intensivas en capital y solo 
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proporcionan empleo a una proporción muy pequeña de la mano de 
obra (Ericsson y Löf, 2018). La proporción de puestos de trabajo en 
la industria manufacturera (ligeramente por encima del 20%) y los 
servicios públicos (en torno al 11%) en el empleo total de la región 
apenas ha cambiado. Por tanto, las cifras de empleo del sector indus-
trial no indican ni desindustrialización ni una participación sustan-
cial de los asalariados en el auge. El hecho de que el empleo público 
no haya crecido durante estos años se debe, entre otras cosas, a que 
en América Latina muchos servicios centrales e infraestructuras 
se prestan a menudo de forma controlada por el sector privado, y 
con frecuencia informal (especialmente el trabajo doméstico y del 
hogar), por lo que esta mano de obra se asigna en gran medida al 
sector terciario en las estadísticas oficiales. En general, los efectos 
sobre el empleo del periodo de auge más reciente en América Latina 
se dejaron sentir principalmente en el sector terciario –predominan-
temente informal–, que comprendía casi dos tercios de toda la mano 
de obra (CEPAL 2023; OIT, 2013).

Con vistas a (2) la integración de las relaciones laborales en las po-
líticas de seguridad social, solo hay muy pocos signos de cambio en 
los modelos tradicionales de la política social exclusiva de América 
Latina. Medido por los recursos gastados, prevaleció la restauración 
de los modos anteriores de provisión de seguridad social que siguen 
la lógica bismarckiana de vincular el estatus de seguro al estatus 
ocupacional formal (privilegiado) y están marcados por efectos fuer-
temente regresivos en cuanto a su potencial redistributivo (Filgueira 
et al., 2011; World Bank, 2012): la mayoría de las disposiciones de se-
guridad social están disponibles principalmente para quienes tienen 
un empleo formal y para los trabajadores y grupos de ingresos que 
ya disfrutan de un cierto grado de protección social en sí, mientras 
que la quinta parte más pobre de la población solo recibió un escaso 
10% de todas las transferencias sociales, incluso durante el periodo 
de auge. Otros grupos sociales –con más recursos y/o lo suficiente-
mente poderosos como para hacer valer su derecho de veto– siguen 
disfrutando de la mayor parte de las disposiciones de seguridad 
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social, mientras que los grupos y estratos menos influyentes reciben 
apoyo principalmente a través de lo que se denominan políticas asis-
tencialistas. Las demandas de codificación de una provisión efectiva 
y ampliamente aplicable de seguridad social como derecho social 
universal (Barrientos, 2013) solo fueron atendidas y aplicadas en 
muy contadas ocasiones en la región. Tampoco se introdujeron re-
formas agrarias, una medida clave para una región con una altísima 
concentración de tierras, para ayudar a la fragmentada economía y 
a la sociedad a ser más resistente y cohesionada. En general, no hubo 
una reducción significativa de la proporción tradicionalmente ele-
vada de trabajo informal durante la fase de auge; en algunos casos, 
se restringió aún más el acceso de los grupos de menores ingresos a 
los sistemas de seguridad social (CEPAL, 2011). Dado que los servicios 
asistenciales no se financiaron con ingresos fiscales, sino principal-
mente a través de los ingresos adicionales procedentes de la exporta-
ción de productos básicos, siguieron siendo muy dependientes de los 
precios del mercado mundial y vulnerables a los efectos de la crisis 
(Borges, 2018).

La ausencia de esfuerzos para universalizar las políticas de segu-
ridad social y, a través de oportunidades de formación profesional y 
protección de la seguridad social, para crear condiciones de trabajo 
de alta calidad tuvo un impacto directo en la productividad laboral. 
Los estudios que investigan (3) el desarrollo de la productividad del 
trabajo sugieren, por lo tanto, una conservación del statu quo de la 
región: independientemente de algunas medidas de política laboral 
en los últimos diez años, en particular la introducción y el aumen-
to regular de un salario mínimo, las economías latinoamericanas 
siguen estando marcadas por una extrema heterogeneidad3 estruc-

3  El concepto de heterogeneidad estructural fue desarrollado por la CEPAL en los años 
setenta para describir la situación político-económica de América Latina. Analiza, 
junto con la integración del mercado mundial y las estructuras de producción (es-
pecialmente las exportaciones de materias primas), las diferencias de productividad 
intersectoriales, la segmentación de los ingresos y los mercados laborales, así como 
las pautas de consumo estratificadas basadas en ellos. Enfoques más recientes com-
plementan estos componentes con las grandes desigualdades de riqueza, ingresos, 
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tural. Esto atañe tanto a la productividad del trabajo como a la pro-
pia estructura del empleo. El sector extractivo se caracteriza por 
niveles particularmente altos de productividad laboral, aunque sin 
un alineamiento gradual con los niveles de productividad de otros 
sectores.

Parece que en la región no existe ningún mecanismo de alinea-
ción que interconecte los distintos sectores económicos. La estruc-
tura del mercado laboral corrobora esta constatación, al tiempo que 
pone de relieve, además, el fracaso en la creación de eslabonamien-
tos hacia atrás y hacia delante entre los distintos sectores económi-
cos. En este sentido, un pequeño segmento de la mano de obra que 
disfruta de altos niveles de seguridad social y ocupa un estatus eco-
nómico importante contrasta con un segmento medio parcialmente 
regulado de pequeñas empresas que emplean a un gran número de 
trabajadores en la economía informal y cuya contribución al valor 
añadido agregado nacional se considera insignificante. Esto queda 
más claro cuando correlacionamos el tamaño de las empresas y su 
número de empleados con su correspondiente participación en el 
PIB regional: el primer segmento empleaba al 19,8% de la mano de 
obra total, principalmente en empresas con más de 200 empleados, 
y generaba alrededor del 66,9% del PIB. El segundo segmento com-
prendía las empresas medianas y pequeñas, que representaban el 
30% de la mano de obra total y una cuota del 22,5% del PIB. Alrededor 
de la mitad de la población económicamente activa de América Lati-
na, sin embargo, estaba empleada en el tercer segmento, que genera-
ba menos del 11% del PIB. La productividad per cápita en el segmento 
más productivo es más de 16 veces superior a la del segmento de baja 
productividad (CEPAL 2011).

Esta fragmentación de los mercados laborales, con su elevada 
proporción de trabajo informal, solo se abordó muy tímidamente 

oportunidades y derechos en la región que persisten continuamente y que también 
están culturalmente garantizadas como consecuencia perpetua de esta constelación 
(Bárcena Prado, 2016; CEPAL 2018).
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durante los años de bonanza y sigue siendo una característica es-
tructural de las sociedades latinoamericanas: hoy en día, la cifra de 
trabajo informal en la región ronda de forma bastante constante el 
50% de la población activa; esto corresponde a más de 160 millones 
de personas; la mayoría de ellas son jóvenes, mujeres y miembros de 
minorías étnicas (ILO, 2020).

Los mercados laborales tradicionalmente muy dispares de Amé-
rica Latina, con su baja productividad, complicaron a su vez o inclu-
so impidieron los aumentos de productividad previstos durante la 
“marea rosa”. Varios indicadores lo ilustran: si el valor medio inter-
nacional de la elasticidad del empleo –en el que una elevada elastici-
dad es expresión de una producción intensiva en mano de obra y de 
una baja productividad laboral– se situó en una media de 0,32-0,37 
puntos durante el periodo de auge, la cifra correspondiente a Améri-
ca Latina fue casi el doble. Durante tres décadas, había rondado los 
0,6 puntos, y mostró escasas mejoras incluso durante la fase de auge 
(OIT, 2013). Así pues, el aumento regional de la producción no se lo-
gró principalmente gracias a la mano de obra de alta calidad, sino a 
la expansión de las tareas intensivas en mano de obra:

La región logró algunos avances entre 2002 y 2010, con un aumento 
de la productividad laboral a una tasa del 1,5% anual. Pero este avan-
ce está por debajo del observado en otras regiones como África Sub-
sahariana (2,1%) y, sobre todo, Asia Oriental (8,3%, sin contar Japón y 
la República de Corea). Además, en muchos de los países de la región 
estas ganancias no se han distribuido equitativamente [traducción 
del autor] (ECLAC/ILO 2012, p. 2).

En otras palabras: lo que se estaba creando, más que nada, era em-
pleo sin productividad.

La misma tendencia se observa en la evolución de la relación sa-
lario/PIB, que según diversos cálculos disminuyó en 13 países duran-
te el período de auge; la relación salario-PIB calculada osciló entre 
el 23 y el 48% y se estabilizó en el 40% en la región en su conjunto. 
En comparación: durante el mismo período, los países de la OCDE 
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mantuvieron una relación salario/PIB promedio de más del 50% 
(OIT, 2012). Comúnmente se supone que una relación salario-PIB 
decreciente implica una menor participación de los asalariados en 
el valor agregado y, en consecuencia, una creciente desigualdad de 
ingresos. Sin embargo, paradójicamente, la realidad en América La-
tina durante la última década fue la opuesta: no solo disminuyó la 
relación salario-PIB, sino también el coeficiente de Gini y, por ende, 
el grado de desigualdad de ingresos que mide. Diversos estudios dan 
cuenta de esta contradicción con referencia a una reducción empíri-
camente verificable de la desigualdad dentro de la propia estructu-
ra salarial (OIT, 2013): las discrepancias entre ingresos altos y bajos 
disminuyen, aunque dentro de la participación (decreciente) de la 
masa salarial total de la región. Y, de hecho, la desigualdad de ingre-
sos en América Latina disminuyó. Sin embargo, tanto los efectos de 
las inversiones como los del empleo durante el auge de los recursos 
naturales todavía indicaba una concentración continua en los ser-
vicios no comercializables y poco calificados; además, esto estuvo 
acompañado por la desvalorización de las competencias y califica-
ciones profesionales superiores (CEPAL, 2013). En otras palabras, la 
creciente armonización de los salarios se logró a través de la expan-
sión de mano de obra poco calificada y la devaluación simultánea de 
los niveles y certificados profesionales formales.

Teniendo en cuenta esta dinámica y el hecho de que la tasa me-
dia de empleo de América Latina en el sector servicios (65%) ya se 
situaba notablemente por encima de la media internacional corres-
pondiente, el Banco Mundial llegó a la siguiente conclusión, un tan-
to inquietante: “(...) lo que normalmente se considera una evolución 
positiva –la disminución de la desigualdad en los ingresos laborales– 
puede esconder un patrón preocupante, a saber, una tendencia a la 
especialización en sectores no comercializables de baja cualificación 
y productividad” [traducción del autor] (World Bank, 2012, p. 39).

Aunque los ingresos procedentes del trabajo asalariado aumen-
taron en los sectores de menores ingresos, la factura salarial en su 
conjunto no lo hizo. Así pues, a pesar de sus efectos positivos sobre el 
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empleo, las políticas laborales de los gobiernos progresistas también 
conllevaron una tendencia a la devaluación del empleo formal (por 
ejemplo, en Brasil y Chile) o a la informalización (encubierta). Las 
diferencias económicas entre los trabajadores disminuyeron, aun-
que sin una mejora simultánea de su posición socioeconómica en el 
conjunto del sistema económico.

Independientemente de los diversos esfuerzos que de hecho se 
emprendieron, durante el último auge de los recursos naturales en 
la región no se materializó la aplicación de cambios estructurales en 
los tradicionales regímenes laborales. La extensión del trabajo infor-
mal apenas disminuyó y tampoco se abordó la heterogeneidad de los 
distintos mercados laborales, que siguió generando altos niveles de 
desigualdad sin proporcionar impulsos significativos hacia avances 
en la productividad. La reducción de la desigualdad de ingresos en 
toda la región se debió, en gran medida, a la expansión de un sector 
de mano de obra poco calificada, inadecuadamente formada y esca-
samente protegida socialmente. A su vez, los recursos movilizados 
para abastecer a este sector no se basaron en políticas redistributivas 
o, en particular, fiscales, ni en aumentos de la productividad, sino 
en gran medida en el crecimiento de los ingresos procedentes de las 
exportaciones de recursos naturales.

Así, durante la última fase de auge del modelo de desarrollo 
orientado a la exportación, no se materializaron los aumentos de 
productividad deseados ni, por consiguiente, la diversificación eco-
nómica. Cifras más recientes documentan el fracaso de los esfuerzos 
de diversificación. Según datos estadísticos de la UNCTAD (2023), las 
exportaciones de materias primas en Venezuela, Chile, Ecuador y Bo-
livia representaron más del 80% de las exportaciones totales en 2018; 
en Argentina y Brasil, esta proporción superó ampliamente el 60%. 
Allí donde el sector industrial es fuerte, las tasas de crecimiento de 
estos sectores productivos son, sin embargo, inferiores a las de los 
sectores de materias primas, como en Brasil y Argentina. Las estadís-
ticas de la CEPAL (2023) muestran que, en Argentina, por ejemplo, los 
sectores de materias primas (agricultura y minería) representaban 
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el 9,1% del PIB y la industria el 20,3% en 1990. El sector industrial 
cayó al 15,8% en 2010, mientras que el sector de las materias primas 
subió a más del 12% ese mismo año. En general, ningún sector indus-
trial de la región ha podido desarrollarse independientemente de los 
sectores que se apropian de ingresos de la exportación de la materia 
prima. La diversificación continúa lejos de ser una realidad. A nivel 
regional, la cuota de la industria en el PIB ha disminuido del 17,8% en 
1990 al 12,6% en 2018.

Por tanto, tampoco hubo un cambio de la matriz productiva. En 
su lugar, se produjo una tendencia al debilitamiento de los sectores 
productivos en favor de los servicios no comercializables y poco 
calificados del sector terciario. Esto conllevará nuevas pérdidas de 
productividad a medio plazo y acentuará aún más en el futuro la 
dependencia de las economías de la región de las exportaciones de 
recursos naturales y de los precios del mercado mundial:

Una [fuerza de demanda de mano de obra] muy relevante para ALC 
viene dada por los cambios en la estructura sectorial de la economía 
posiblemente impulsados por efectos del tipo de la enfermedad ho-
landesa asociados a la bonanza de los precios de las materias primas, 
por los que los recursos productivos tienden a desplazarse de los bie-
nes comerciables no básicos hacia los no comerciables [traducción 
del autor] (World Bank, 2012, p. 31).

También estudios anteriores muestran que, en los países extracti-
vistas, la economía extractivista en sí apenas genera efectos sobre el 
empleo debido a su fuerte carácter de enclave, pero a menudo condu-
ce a una expansión del sector terciario. Además, la extracción de re-
cursos lleva a una continua sobrevaloración de la moneda nacional, 
lo que a su vez provoca una disminución de la competitividad inter-
nacional de la economía interna y efectos de desindustrialización, 
debilitando o reduciendo el empleo en el sector manufacturero. Esta 
dinámica se describe a menudo en la literatura como la “enfermedad 
holandesa” (Auty y Furlonge, 2019).
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De ello se desprende una conclusión directa: aunque las polí-
ticas sociales y laborales hasta el 2013 redujeron la vulnerabilidad 
social de ciertas partes de la población durante el periodo de auge, 
siguió habiendo grandes barreras de entrada al mercado laboral 
formal, socialmente protegido, que, en consecuencia, no se amplió 
significativamente. En su lugar, se promovió el empleo poco califi-
cado, lo que facilitó indirectamente la devaluación de los títulos y 
funciones profesionales. Aunque esto condujo a una disminución de 
la desigualdad de ingresos, no logró cambiar los antiguos patrones 
de producción y estratificación social de la región. Después de que 
el auge de la demanda de las materias primas amainara a mediados 
de la década, estas políticas sociales, cuyo alcance estaba ligado a los 
precios del mercado mundial, disminuyeron. El resultado fue que la 
pobreza y la desigualdad volvieron a aumentar y provocaron nuevas 
crisis incluso antes de la pandemia (PNUD, 2016).

Parece como si la mayoría de los países latinoamericanos siguie-
ran atrapados en la llamada “trampa de la renta media” (De Felipe 
et al., 2014), razón por la cual son incapaces de abandonar su espe-
cialización primaria en las exportaciones y alcanzar un nivel más 
sofisticado de producción de alta calidad mediante el aumento de la 
productividad laboral.4

Si el nuevo “extractivismo verde” ha de servir de vehículo para 
escapar de esta trampa –y si la región está decidida a transformar 
su modelo económico exportador de materia prima en un sistema 
social y ecológicamente sostenible, en el que el aumento cuantitativo 
de los ingresos de exportación se traduzca en un crecimiento cuali-
tativo favorable a los recursos que incluya aumentos de productivi-
dad– es absolutamente imprescindible revalorizar la mano de obra. 

4  El concepto de “trampa de la renta media” (“middle income trap”) se refiere a las 
dificultades de los países de salarios medios para converger con los países industria-
lizados, ya que no logran hacer la transición de los sectores de baja creación de valor 
(productos primarios y manufacturas que requieren intensivamente recursos natu-
rales y mano de obra barata) a los sectores de alta creación de valor (como la fabri-
cación intensiva en tecnología, la producción basada en el conocimiento) (Doner y 
Schneider, 2016).
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Esto sería factible a través de la universalización de una educación y 
una formación profesional de alta calidad y de una seguridad social 
integral, facilitando una reducción significativa del trabajo informal 
y sentando las bases para un aumento de la productividad laboral y 
la creación de “empleos verdes” altamente eficientes y menos inten-
sivos en recursos.

Los recursos adicionales para este cambio de la matriz productiva 
pueden generarse inicialmente con los ingresos del nuevo auge de 
los recursos “verdes”. Sin embargo, como nos enseñó el último pe-
riodo de auge, esto por sí solo es insuficiente y no resolverá el pro-
blema más allá del corto plazo; por ello, los ingresos deben generarse 
al margen de los ingresos procedentes de la exportación de materia 
prima. Lo que se necesita es el rápido desarrollo de fuentes adiciona-
les de ingresos que dependan menos de las tendencias del mercado 
mundial y permitan la aplicación de estrategias a largo plazo. Hasta 
que los aumentos de productividad y los éxitos en la diversificación 
empiecen a surtir efecto, esto solo podrá lograrse con medidas fisca-
les que ayuden simultáneamente a mitigar la heterogeneidad estruc-
tural de los mercados de producción y de trabajo.

Es decir, con la necesaria voluntad y determinada decisión po-
lítica y estrategia del desarrollo coherente el “extractivismo verde” 
puede beneficiar al desarrollo social y resultar verdaderamente ver-
de. Durante sus nuevos periodos de prosperidad económica el podría 
promover cuatro objetivos: (1) avanzar en la universalización de la 
seguridad social, (2) reducir el trabajo informal, por tanto (3) aumen-
tar gradualmente los potenciales de productividad e introducir el 
cambio de la matriz productiva, e (4) instaurar, desde el principio, un 
sistema fiscal rígido y redistributivo, que apoye el desarrollo de una 
estructura económica orientada a la productividad y, además, a la 
cohesión social y económica, más allá del sector exportador (Ocam-
po, 2017). Esto hace que la cuestión de la reforma fiscal –junto con las 
reformas agrícolas– sea uno de los temas centrales del desarrollo de 
América Latina en el siglo XXI.
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Cambio de la matriz productiva y el desarrollo sostenible: 
una agenda

La hoja de ruta para una política que aproveche el nuevo auge de 
la demanda de los recursos naturales para un cambio de la matriz 
productiva y una transformación socio-ecológica exitosa es bastante 
clara: el uso de tecnología verde por sí solo no será suficiente. Para lo-
grar un verdadero desarrollo sostenible, el extractivismo verde debe 
estar vinculado de forma coherente a reformas estructurales en los 
ámbitos de la política social, la agricultura, las relaciones laborales 
y los sistemas fiscales, facilitando así una reducción de la heteroge-
neidad estructural. Para ello se necesitarían mecanismos muy ajus-
tados que garanticen que todas y cada una de las nuevas actividades 
extractivas que se pongan en marcha vayan acompañadas de medi-
das de reforma específicas.

La reforma del sistema fiscal debe ser una prioridad crucial de 
cualquier estrategia para una transformación socio-ecológica (Bárce-
na y Prado, 2016): los impuestos permiten al Estado generar ingresos 
que no están directamente vinculados ni dependen de la explotación 
de la naturaleza ni están sujetos a la volatilidad de la dinámica del 
mercado mundial, y que, a largo plazo, contribuyen a financiar la 
expansión y la prestación de servicios públicos de alta calidad en el 
sentido de los derechos sociales, al tiempo que, por otra parte, ha-
cen avanzar la diversificación económica y el cambio de la matriz 
productiva. Aunque la financiación de estas medidas pueda depen-
der al principio, en parte, de los nuevos ingresos procedentes de las 
materias primas, el modo en que se convertirán progresivamente en 
modelos financiados con impuestos debe especificarse claramente 
desde el principio. El mejor momento para que los gobiernos consi-
gan una amplia aceptación de tales reformas fiscales es durante los 
periodos de prosperidad económica.

Simultáneamente, la política del “extractivismo verde” debe en-
contrar nuevas respuestas a los cambios estructurales en curso en 
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la economía mundial, que avanza hacia la descarbonización y la di-
gitalización. Las energías fósiles perderán su importancia a medio 
plazo, lo que pone de relieve la probabilidad de dolorosas pérdidas 
de ingresos para los países exportadores de petróleo y gas, como 
Venezuela, Bolivia y Ecuador. El reordenamiento tradicionalmente 
perseguido de las materias primas en la cesta de bienes de exporta-
ción (como, por ejemplo, está intentando Venezuela con sus esfuer-
zos por desarrollar explotaciones mineras en la región amazónica) 
ha supuesto impactos medioambientales adicionales y cada vez más 
destructivos, independientemente de cualquier uso de tecnologías 
verdes. Así pues, en estos países es más que necesario un profundo 
cambio estructural.

Los minerales y las tierras raras (por ejemplo, el litio, el cobre, el 
aluminio, el magnesio, el níquel), por el contrario, cobrarán mayor 
importancia, prometiendo nuevos y elevados ingresos. Sin embargo, 
a diferencia de la explotación de petróleo y gas, las operaciones mi-
neras no suelen estar integradas en un marco organizativo centra-
lizado ni sujetas a la regulación gubernamental. En su lugar, tanto 
las entidades locales como los actores privados y transnacionales es-
tán ganando influencia. Si no se responde a este estado de cosas con 
formas adecuadas de regulación y mecanismos de control, América 
Latina puede correr el riesgo de un peligroso aumento de las dispari-
dades territoriales que podría desembocar en nuevos conflictos polí-
ticos e inestabilidad.

Nuestra reflexión hasta aquí ha demostrado: es ciertamente po-
sible que América Latina se apoye en el “extractivismo verde” para 
salir de la “trampa de la renta media” y superar la heterogeneidad 
estructural de la región con el fin de avanzar hacia un desarrollo sos-
tenible. Ahora bien, para ello es necesario que todos y cada uno de los 
nuevos esfuerzos de extracción de recursos naturales vayan acom-
pañados de medidas concretas de universalización de las políticas 
de seguridad social, de reformas agrarias y de reducción del trabajo 
informal, a las que posteriormente se sumen mecanismos fiscales re-
distributivos con la mayor celeridad posible. El objetivo clave de estos 
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esfuerzos es la creación de empleo de alta cualificación, integrado en 
la seguridad social, en empleos verdes menos intensivos en recursos 
y en empleos de alto valor. Estos permitirán tanto un aumento de la 
productividad laboral a través de una producción basada en el co-
nocimiento y tecnológicamente eficiente como el establecimiento de 
una producción tecnológica nacional. Eso es el único cambio para 
llegar a un cambio de la matriz productiva. En el contexto de la soste-
nibilidad, esto se traduce en última instancia en un nuevo modelo de 
integración en la economía mundial (Warnecke-Berger, 2021).

Si esto no se materializa, el auge esperado en América Latina y Ar-
gentina no hará avanzar ni la sostenibilidad ecológica ni la cohesión 
social. Lo que quedará será una región aún más esquilmada de re-
cursos y personas. La historia bien podría repetirse, solo que esta vez 
como una farsa. Al fin y al cabo, los políticos responsables eran ple-
namente conscientes de lo que había que hacer a su debido tiempo.
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Aspectos clave para un marco analítico5

Ben M. McKay, Alberto Alonso-Fradejas y Arturo Ezquerro-Cañete

Introducción

Además de los sectores extractivos tradicionales (petróleo, gas, mi-
nería), la agricultura, la silvicultura y la pesca también se han en-
marcado en la literatura como formas potenciales de extractivismo 
(Svampa, 2013). Gudynas (2010), por ejemplo, ha utilizado el término 
de “extractivismo agrícola” para referirse a la agricultura orientada 
al monocultivo, el uso de transgénicos, maquinaria y herbicidas quí-
micos, con “poco o ningún procesamiento y exportación del produc-
to como mercancía primaria” (p. 2). Gudynas sugiere que esto no es 
una “industria” debido a que el uso del término industria implica la 
transformación con valor añadido, no la producción primaria para 
la exportación. Para Gudynas, la actividad agrícola que se caracte-
riza por un alto volumen/intensidad de extracción, semi-procesada 
y destinada a la exportación se considera extractivista, con especial 
referencia a las plantaciones de soja en América Latina. Giarracca y 
Teubal (2014) sugieren que el término “también se aplica a un cierto 

5  Este capítulo se basa en un trabajo publicado en McKay et al. (2022) y Ezquerro-
Cañete et al. (2023).
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tipo de agricultura en la que los recursos esenciales, como el agua y la 
tierra fértil, y la biodiversidad, son degradados por el extractivismo” 
(p. 48). Petras y Veltmeyer (2014) utilizan el término agroextractivis-
mo en el contexto de la cuestión agraria del siglo XXI, argumentan-
do que gobiernos como el chino y otros inversores internacionales

buscan principalmente tierras para satisfacer su necesidad de se-
guridad de productos agroalimentarios y energía, mientras que las 
corporaciones multinacionales del sector extractivo de la economía 
global se preocupan principalmente por alimentar el lucrativo mer-
cado de los biocombustibles produciendo palma aceitera, caña de 
azúcar y soja (p. 64).

Maristella Svampa (2013) incluye el agronegocio y la producción 
de biocombustibles en su comprensión del nuevo extractivismo en 
América Latina, “debido a que consolidan un modelo que tiende a 
seguir un monocultivo, la destrucción de la biodiversidad, una con-
centración de la propiedad de la tierra y una reconfiguración des-
tructiva de vastos territorios” (pp. 118-119), el cual está impulsado por 
lo que ella llama el Consenso de los Commodities.

Por lo tanto, la noción de extractivismo agrario se ha introducido 
bajo el paraguas del extractivismo para referirse de manera general 
a la producción intensiva de monocultivos a gran escala para la ex-
portación. Pero, ¿cuál es el carácter “extractivista” del extractivismo 
agrario? ¿Es extractivista todo tipo de producción de monocultivos 
de exportación a gran escala con uso intensivo de agroquímicos? Evi-
dentemente, este tipo de producción agrícola puede adoptar diversas 
formas con relación al uso y control de la tierra, las relaciones labo-
rales, la distribución del excedente y las relaciones sociales de pro-
ducción, reproducción, circulación y consumo en general. Algunas 
plantaciones a gran escala pueden requerir de una gran cantidad de 
fuerza de trabajo y venir a sustituir un uso previo del suelo agrope-
cuario que apenas generase empleo, o ser de propiedad cooperativa 
de quienes las trabajan, reinvirtiendo el excedente en la economía 
doméstica, creando encadenamientos productivos hacia delante y 
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hacia atrás, generando sinergias intersectoriales y produciendo bie-
nes de consumo con valor añadido para el mercado interno. Aunque 
este tipo de agricultura industrial a gran escala también adolece de 
muchos problemas socioecológicos, sigue siendo distinta de aquella 
altamente mecanizada y que requiere de un mínimo de fuerza de tra-
bajo asalariada, que se orienta principalmente a la exportación con 
poco o ningún procesamiento, que está bajo control corporativo en 
mercados concentrados y que es altamente dependiente de insumos 
agroquímicos. Es posible, entonces, que no toda la producción agrí-
cola altamente intensiva en capital se rija bajo una lógica y forma de 
producción extractivista de carácter depredador. Por eso es funda-
mental analizar y especificar el carácter y la intensidad extractivista 
del modelo de producción.

Existen, por ejemplo, iniciativas (agro) extractivistas altamente 
mecanizadas, como ciertas formas de producción de soja, que ape-
nas requieren de fuerza de trabajo. Así, más que en una transferen-
cia de fuerza de trabajo a sectores industriales o de servicios, en 
contextos de escasas oportunidades laborales esto resulta tanto en 
el incremento como en el estancamiento de la población exceden-
taria relativa (Alonso-Fradejas, 2022). En otras palabras, en lugar de 
contar con una reserva de mano de obra que permita mantener los 
salarios bajos para facilitar la acumulación de capital, ciertas formas 
de extractivismo agrario se caracterizan por la paradoja de que “los 
lugares (o sus recursos) sean útiles, pero la gente no lo sea, por lo 
que el despojo se desvincula de cualquier perspectiva de absorción 
de mano de obra” (Li, 2009, p. 69). En otros casos, sin embargo, la 
expansión agroextractivista requiere de la explotación del trabajo 
productivo remunerado y del trabajo productivo y reproductivo no 
remunerado, como veremos más adelante (Alonso-Fradejas, 2022; 
Landívar García, 2022; Ojeda, 2022). Estas características extracti-
vistas de algunos modelos de agricultura corporativa terminan so-
cavando las propias bases sociales y naturales de las que depende 
su reproducción –y la apropiación de valor–, a una escala sin prece-
dentes. Así, el modelo agroextractivista dominante no solo provoca 
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el agotamiento y contaminación del suelo y el agua, la emigración 
rural y el aumento de “poblaciones excedentarias” sin perspectivas 
de futuro. También resulta en impactos catastróficos e irreversibles 
para innumerables especies, incluida la nuestra.

La agricultura corporativa de corte extractivista se ha convertido 
en el modelo dominante de producción de agro-mercancía en el con-
texto de las crisis ambientales y sociales de nuestros días. Paradójica-
mente, este es el modelo que impulsan los complejos corporativos de 
“cultivos comodín” como la soja, la palma aceitera y la caña de azú-
car que lideran los debates actuales sobre la “intensificación agrícola 
sostenible”, la “agricultura climáticamente inteligente” y la produc-
ción de “biomateriales y bioenergía”, a pesar de su continua depen-
dencia de los combustibles fósiles y otros costosos insumos externos. 
Aunque abundan las contradicciones, el modelo agroextractivista 
se ha expandido a nivel global, y en particular en América Latina, 
a la par de una mayor consolidación corporativa (Gras y Hernán-
dez, 2014), de la introducción de la agro-biotecnología y las semillas 
transgénicas (Otero y Lapegna, 2016), y de la creciente penetración 
en el agro del capital financiero y del de extracción de minerales e 
hidrocarburos. Al mismo tiempo, los crecientes flujos comerciales de 
biomasa están agravando los problemas climáticos, medioambienta-
les y de salud humana asociados al extractivismo. Debido a su exce-
siva dependencia de la biomasa fósil y a los cambios de uso del suelo 
que conlleva, el sector agrícola y forestal es responsable del 45% de 
las emisiones de gases de efecto invernadero en América Latina (CE-
PAL, 2021a). La expansión de plantaciones y pastos ganaderos de 
gran escala está impulsando la deforestación a un ritmo alarmante: 
entre 1990 y 2020 la pérdida total de la cubierta forestal en toda la 
región fue de 138 millones de hectáreas, lo que equivale a algo más de 
la superficie de Perú (CEPAL, 2021b).

A pesar de las crecientes evidencias sobre las contradicciones 
biofísicas de la agricultura capitalista y de la escalada de conflictos 
socioambientales ligados a la apropiación y el despojo de territorios 
y recursos naturales, el modelo agroextractivista corporativo sigue 
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avanzando y promoviéndose bajo la fachada de la acción climática 
y el desarrollo sostenible (Alonso-Fradejas, 2021; León Araya, 2022). 
El Banco Mundial insiste en la necesidad de hacer la agricultura más 
sostenible e inclusiva mediante la introducción de técnicas y tecno-
logías “climáticamente inteligentes” y un modelo productivo que 
incorpore a las y los agricultores familiares y capitalistas de peque-
ña escala a cadenas de valor globales para reducir la pobreza rural. 
El “Programa de Commodities verdes” del PNUD, lanzado en 2009, 
promueve las asociaciones público-privadas y los compromisos vo-
luntarios del sector privado en el contexto de iniciativas globales de 
múltiples partes interesadas enfocadas en la gobernanza de commo-
dities agrícolas de alto valor como la soja, el aceite de palma y la piña, 
como la mejor manera de conciliar la lucha contra el cambio climáti-
co con la intensificación agrícola (PNUD, 2021).

La naturaleza apolítica de estas soluciones legitima la rearticula-
ción de los supuestos Neo-Maltusianos bajo el discurso del cambio 
climático (Ojeda, Sasser y Lunstrum, 2020) y fracasa en abordar las 
causas estructurales profundamente arraigadas de las desigualda-
des rurales, mientras desvía la atención de las problemáticas de los 
derechos humanos y la representación democrática de una gran di-
versidad de trabajadoras/es rurales.

En el resto de este capítulo discutimos el concepto de extracti-
vismo agrario con referencia específica a las dinámicas en Bolivia, 
Paraguay y Guatemala. Luego esbozamos siete aspectos clave para 
analizar el extractivismo agrario en América Latina y más allá.

Extractivismo agrario

El término “agroextractivismo” o “extractivismo agrario” tiene una 
historia reciente. Surgió como una categoría analítica desarrollada 
para investigar la economía, la ecología y la sociología política de las 
transformaciones agrarias y ambientales en América Latina a prin-
cipios de siglo (Alonso-Fradejas, Alonzo y Dürr, 2008; Gudynas, 2010). 
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Posteriormente, el término se viene utilizando como base para ac-
tualizar el significado contemporáneo de la cuestión agraria (Petras 
y Veltmeyer, 2014), como herramienta conceptual para analizar las 
implicaciones del auge de los complejos de “cultivos comodín”, los 
efectos de la violencia y la extracción de recursos naturales desde la 
perspectiva de género (Berman-Arévalo y Ojeda, 2020), y los contor-
nos cambiantes del poder en el sistema global de agro-mercancías 
(Ye et al., 2020), así como un marco para el análisis de la dinámica 
extractivista depredadora de la agricultura corporativa contemporá-
nea (McKay, Alonso-Fradejas y Ezquerro-Cañete, 2022).

En Bolivia y Paraguay, por ejemplo, la expansión de la frontera 
agrícola en las últimas dos décadas forma parte de un imperati-
vo agroextractivista más amplio que puede verse en toda la región 
del Cono Sur de Sudamérica: la que Syngenta denominara como 
“República Unida de la Soja”. En Bolivia y Paraguay en particular, 
el complejo corporativo de la soja está controlado en gran medida 
por el capital extranjero, generando poco o ningún valor añadido 
en los componentes producidos localmente. La fuerza de trabajo se 
ha convertido en excedentaria para las necesidades de acumulación 
de capital, dando lugar a dinámicas de exclusión social y a una re-
concentración de la propiedad de la tierra en el campo. La depen-
dencia de los organismos genéticamente modificados y sus costosos 
paquetes tecnológicos no solo descartan las formas indígenas y 
campesinas de trabajar la tierra, sino que agotan la naturaleza por 
medio de la erosión del suelo, la contaminación agroquímica y la de-
forestación a gran escala. Combinadas, estas dinámicas hacen que el 
complejo de la soja se asemeje a un enclave extractivo –un “enclave 
sojero”, en el análisis de Fogel y Riquelme (2005)– ya que la plusvalía, 
las rentas y la naturaleza no humana son extraídas y apropiadas de 
las economías locales.

En Guatemala, por su parte, el auge de los complejos corporativos 
de la caña de azúcar y la palma aceitera bajo el control de la oligar-
quía nacional desde mediados de los 2000 conlleva una forma depre-
dadora de extractivismo agrario que está impulsando un proceso de 
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“destrucción degenerativa”. Esto implica una economía productiva 
sin pertinencia cultural que destruye empleo y se basa en la apropia-
ción de trabajo no remunerado, que no solo deja atrás a la mayoría 
de las y los residentes locales, sino que se ceba especialmente con los 
cuerpos jóvenes y femeninos. Además, el modelo agro-extractivista 
erosiona el tejido comunal y las instituciones que permiten tanto 
la reproducción de comunidades e identidades más sólidas desde el 
punto de vista cultural y ecológico, como un cierto grado de socia-
lización de riqueza a nivel local que beneficia a todas y todos, pero 
que es vital para la población más desfavorecida. Es también este 
grupo de residentes quien se lleva la peor parte en las relaciones de 
transferencia de costos ambientales y sociales tras la conformación 
de paisajes tóxicos por parte de las empresas de caña y palma. Como 
resultado, el auge de los complejos cañero y palmero aumenta y es-
tanca la población excedentaria relativa, al tiempo que la empuja ha-
cia los límites de la subsistencia (Alonso-Fradejas, 2022).

Es así que en libro Extractivismo Agrario en América Latina (Mc-
Kay, Alonso-Fradejas y Ezquerro-Cañete, 2022), nos propusimos in-
vestigar las dinámicas extractivistas de las formas dominantes de 
producción de biomasa en la actualidad, indagando en las siguientes 
siete dimensiones: (i) las particularidades del sector y de las mate-
rias primas analizadas; (ii) los flujos de capital; (iii) la cuestión del 
trabajo; (iv) las dinámicas de acceso y propiedad sobre los recursos 
naturales; (v) los flujos de conocimiento; (vi) los flujos de energía y 
materiales de la naturaleza no humana; y (vii) la reestructuración 
territorial y efectos sobre el modelo de desarrollo. Esta conceptuali-
zación ampliada permite un análisis más exhaustivo de las caracte-
rísticas extractivistas de la agricultura capitalista contemporánea en 
diversos complejos de cultivos, modalidades, tiempos, geografías y 
economías políticas.
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Siete aspectos clave para analizar el extractivismo agrario

En primer lugar, es importante que ampliemos la mirada empírica 
del extractivismo agrario más allá de las tendencias recientes en la 
agricultura de América Central y del Sur, y en particular, como seña-
lan Tetreault, McCulligh y Lucio (2022), en la producción de cultivos 
comodín transgénicos bajo control corporativo que han venido ca-
racterizando el concepto en gran parte de la literatura crítica hasta 
la fecha (Alonso-Fradejas, 2022; Giarracca y Teubal, 2014).

El examen tanto de otros bienes agrícolas y forestales como de 
otros componentes del sistema agroalimentario a través de la lente 
(agro) extractivista invita a re-evaluar empíricamente el alcance del 
concepto e introduce nuevas preguntas sobre su utilidad política y 
analítica. El concepto de extractivismo agrario se aplica a cultivos 
tan diversos como el agave (Tetreault, McCulligh y Lucio, 2022), la 
piña (León Araya, 2022), y la silvicultura (Kröger y Ehrnström-Fuen-
tes, 2022), así como a los cultivos agrícolas comodín de la palma acei-
tera (Alonso-Fradejas, 2022; Ojeda 2022), la soja (McKay y Colque, 
2022; Poth, 2022; Sauer y Oliveira, 2022); y la caña de azúcar (Alon-
so-Fradejas, 2022; Landívar García, 2022). Las particularidades de es-
tos cultivos agrícolas y forestales presentan una gran diversidad en 
términos de flujos y dinámicas de conocimiento, capital y trabajo; su 
metabolismo social; sus niveles de procesamiento, industrialización 
y efectos socioeconómicos más amplios; y las relaciones y dinámicas 
políticas en torno al acceso y control de los recursos naturales.

Un segundo aspecto se refiere a los flujos de capital. Si bien mu-
chos de los actuales complejos corporativos de cultivos comodín 
están controlados por oligopolios, no siempre es el capital transna-
cional sino también diversas clases de capital de ámbito domésti-
co las que extraen y se apropian de rentas, energía y materiales de 
la naturaleza humana y no humana. Entender quién controla y se 
apropia de qué flujos de capital es crucial para comprender los efec-
tos más amplios de la actividad (agro) extractivista sobre el modelo 
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de desarrollo. Si bien puede darse el caso de que la mayor parte del 
valor se canalice hacia los “centros” de acumulación de capital, es 
demasiado simplista pensar que se trata de procesos unilaterales o 
unidireccionales, como señala León Araya (2022). Muchos estudios 
destacan explícitamente el papel clave del Estado en el fomento y la 
facilitación del extractivismo agrario, a menudo a través de alianzas 
con el capital tanto transnacional como doméstico para lograr bene-
ficios económicos y políticos. Por tanto, comprender cómo se articu-
lan los flujos de capital y el control sobre el valor es fundamental en 
nuestro análisis del extractivismo agrario.

Las dinámicas laborales diferenciadas representan un tercer 
aspecto clave de nuestro análisis. Mientras que en algunos casos 
la fuerza de trabajo se ha hecho superflua para las necesidades de 
acumulación de capital (Alonso-Fradejas, 2022; Kröger y Ehrns-
tröm-Fuentes, 2022; McKay y Colque, 2022), otros complejos de cul-
tivos siguen siendo intensivos en fuerza de trabajo y dependen de 
diversas formas de explotación laboral. En México, por ejemplo, la 
“jornalerización de la producción de agave” ha fragmentado la mano 
de obra siguiendo las pautas del taylorismo en la fábrica, reduciendo 
los costos de la mano de obra al transferir muchas de las tareas que 
requieren menos destreza, pero mayor esfuerzo físico, a personas 
migrantes indígenas del sur de México (Tetreault, McCulligh y Lucio, 
2022). Además, como demuestra Alonso-Fradejas (2022), el régimen 
laboral “productivo” remunerado y visible se asienta sobre los rema-
nentes de trabajo no libre en las plantaciones de caña de azúcar y 
palma aceitera, sobre el trabajo productivo invisible y no remune-
rado de mujeres, niñas y niños, así como sobre el trabajo “reproduc-
tivo” afectivo y material gratuito en el hogar, a menudo realizado 
por mujeres, niñas/os y ancianas/os. Asimismo, para Ojeda (2022), 
la captura extractivista de valor se apoya en la reproducción social y 
en las relaciones de género desiguales dentro del hogar, enfatizando 
la imposibilidad de separar la producción de bienes de la reproduc-
ción social. Landívar García (2022) también explora las experiencias 
diferenciadas por género en el sector agroextractivista de la caña de 
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azúcar en Ecuador, destacando la infravaloración del trabajo feme-
nino y revelando el impacto desproporcionado sobre las mujeres, 
cuyo trabajo termina subsidiando a un modelo extractivista que se 
apropia de su tiempo y esfuerzo.

Las dinámicas de acceso y propiedad sobre los recursos repre-
sentan un cuarto aspecto importante para nuestros análisis. Estas 
incluyen diversas formas de apropiación (legal e ilegal) de los recur-
sos naturales, incluyendo además de la tierra los bosques (Kröger 
y Ehrnström-Fuentes, 2022) y el agua (Alonso-Fradejas, 2022; León 
Araya, 2022; Sauer y Oliveira, 2022; Tetreault, McCulligh y Lucio, 
2022); incluso a través de acuerdos contractuales de deuda y depen-
dencia que permiten una captura de valor sin despojo (McKay y Col-
que, 2022; Landívar García, 2022). En Brasil, Sauer y Oliveira (2022) 
señalan un combo de inversiones, especulación financiera, recursos 
públicos, colusión y expropiación violenta como los medios a través 
de los cuales se amplían las fronteras agroextractivistas. El extracti-
vismo agrario requiere de una profunda transformación del uso de 
la tierra y de las formas de apropiación de la naturaleza que suele 
transformar de raíz las relaciones sociales de acceso y control sobre 
los recursos naturales.

Un quinto aspecto clave es el control y la influencia sobre los flu-
jos de conocimiento. El extractivismo agrario implica no solo una 
“brecha metabólica” en las relaciones materiales entre sociedad y 
naturaleza, sino también una creciente “brecha de conocimiento” 
entre las prácticas productivas tradicionales y nuevos métodos y 
tecnologías productivas de carácter intensivo protegidas por dere-
chos de propiedad intelectual (Alonso Fradejas, 2022; Poth, 2022; 
Tetreault, McCulligh y Lucio, 2022). Para Poth (2022), las relaciones 
extractivistas en el sector agrario no solo están sembradas en la tie-
rra, sino que comienzan a florecer desde las esferas de la ciencia y 
la producción de conocimiento. Poth muestra cómo el control so-
bre la producción de conocimiento abre nuevos espacios para que 
el capital extractivista capture valor. Kröger y Ehrnström-Fuentes 
(2022) señalan cómo las jerárquicas relaciones ontológicas entre los 
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conocimientos tradicionales y modernos, con la “ciencia” firmemen-
te posicionada en el segundo bando, borran las realidades y conoci-
mientos de quienes no se alinean con el aparato forestal moderno. 
En su análisis de la dinámica política del ambientalismo, León Araya 
(2022) plantea que el concepto de desarrollo sostenible es apuntala-
do por un conocimiento científico que despolitiza y justifica diversas 
formas de coerción mientras promueve arreglos técnico-adminis-
trativos para tratar los impactos socio-ambientales negativos de las 
transformaciones agrarias. Así, consideramos fundamental identi-
ficar, rastrear y analizar los flujos de conocimiento y sus dinámicas 
políticas para la comprensión de las dinámicas agroextractivistas 
contemporáneas.

Un sexto aspecto se refiere a los flujos de energía y materiales de 
la naturaleza no humana. Esto implica un análisis de cómo y hasta 
qué punto se agota, o extrae, la naturaleza no humana, por parte de 
quién y con qué implicaciones (para quién). Alonso-Fradejas (2022) y 
Tetreault, McCulligh y Lucio (2022) examinan el “metabolismo social” 
de la extracción de recursos, señalando los enormes desequilibrios 
y contradicciones en los flujos de energía y materiales asociados a 
la expansión agroextractivista. En su análisis sobre el extractivismo 
forestal, Kröger y Ehrnström-Fuentes (2022) desmontan la imagen 
verde de las corporaciones forestales, revelando los vínculos entre 
la silvicultura y la extracción de nutrientes del agua y del suelo, con 
importantes contribuciones al cambio climático. Desde una pers-
pectiva de ecología política feminista, Ojeda (2022) argumenta que 
debemos tomar en serio el papel de la reproducción social en nues-
tros análisis del extractivismo agrario, lo que requiere incorporar la 
naturaleza y el género a nuestro análisis, junto con la clase, la raza 
y otras formas de diferenciación social y opresión. Así, Ojeda mues-
tra cómo el extractivismo agrario deteriora las condiciones sociales 
y ecológicas que posibilitan la vida. Alonso-Fradejas (2022) plantea 
un argumento similar sobre las formas en que el agroextractivismo 
depredador limita o elimina las condiciones culturales, sociales y 
medioambientales para la reproducción socioecológica. Es por esto 
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que analizar el tipo, la dirección, y el control sobre los flujos de ma-
teriales y energía es esencial para nuestro análisis, pues el extracti-
vismo agrario conlleva la apropiación de la naturaleza no humana a 
un ritmo, escala y alcance sin precedentes que amenaza la reproduc-
ción de la vida en el planeta.

El séptimo y último aspecto es el análisis de las formas de rees-
tructuración territorial y los efectos más amplios del extractivismo 
agrario sobre el modelo de desarrollo. Entendemos la reestructu-
ración territorial como el resultado de la búsqueda del control de 
“aquellos lugares y espacios donde se produce un excedente [econó-
mico] mediante la configuración y el control de las instituciones y 
relaciones sociales que rigen la producción, la extracción y la acu-
mulación” (Holt-Giménez, 2008). En la mayoría de los casos, esta re-
estructuración es facilitada por el Estado o incluso forma parte de 
un proyecto estatal. La comprensión de los alcances del proceso de 
reestructuración territorial involucra el análisis de los seis aspectos 
previos, junto con el del papel y la naturaleza del Estado y el de las re-
laciones Estado-capital-sociedad, que inevitablemente van más allá 
del discurso estatal. Varios estudios, por ejemplo, cuestionan el mar-
co discursivo utilizado por gobiernos para legitimar el extractivismo 
agrario. Los discursos oficiales han presentado este modelo como un 
pilar del crecimiento y la recuperación económica (Sauer y Olivei-
ra, 2022), que promueve la acción climática y el desarrollo sosteni-
ble (Alonso-Fradejas, 2022; Kröger y Ehrnström-Fuentes, 2022; León 
Araya, 2022), la inclusión social (Landívar García, 2022) y que con-
tribuye al logro de la soberanía alimentaria (McKay y Colque, 2022). 
En Argentina, Poth (2022) muestra cómo el Estado ha sido un actor 
clave en el apoyo y la promoción de la biotecnología “para alimentar 
al mundo”. La autora sugiere que el papel del Estado en la imposición 
de la propiedad privada, legitimando o naturalizando así diversas 
formas de despojo (y en la expansión de la mercantilización de la na-
turaleza), es fundamental para el capitalismo extractivista y, de he-
cho, facilita un proceso de reestructuración territorial. Ojeda (2022) 
señala las formas en las que se desarrollaron las plantaciones de 
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palma aceitera en Colombia mediante la articulación del despojo pa-
ramilitar, estatal y capitalista, el cual ha sido sostenido y amplificado 
por un ataque sistemático a la reproducción social. La reestructura-
ción territorial es un vector y una expresión del agroextractivismo, 
generando enclaves extractivistas y desarticulación sectorial en al-
gunos casos (McKay y Colque, 2022) o procesos de “destrucción dege-
nerativa” que desencadenan una purga social y ecológica del campo 
que afecta negativamente tanto a amigos como a enemigos, indepen-
dientemente de la especie, la clase social, el género, la etnia o la ocu-
pación (Alonso-Fradejas, 2022). Es así que entender estos impactos 
más amplios sobre el modelo de desarrollo, y el papel del Estado en 
estos procesos, es vital para el análisis del extractivismo agrario.

Conclusión

En este capítulo presentamos un andamiaje conceptual para el aná-
lisis de ciertas formas de producción de materias primas agrícolas 
y forestales como una forma de extractivismo agrario o agroextrac-
tivismo. Consideramos que este es un concepto que ofrece utilidad 
analítica y política en los debates sobre transformaciones agrarias, 
climáticas y medioambientales, así como sobre los relativos al mo-
delo de desarrollo, la acción climática y las transformaciones hacia 
la sostenibilidad de manera más general. La noción de extractivismo 
agrario pone de relieve las características extractivistas depredado-
ras de la agricultura de plantación corporativa y altamente depen-
diente de insumos externos que continúan dominando el sistema 
agroalimentario y de uso de los recursos naturales hoy en día. El con-
cepto desafía frontalmente la noción de que este modelo es produc-
tivo y eficiente, y que desencadena la industrialización del campo. 
Al mercantilizar casi todos los aspectos de la cadena de valor y apro-
piarse gratuitamente de otros, el capital agroextractivista exprime 
la naturaleza humana y no humana, contaminando el medio am-
biente e (hiper)explotando, agotando o directamente desplazando 
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a la población trabajadora. Este tipo de modelo agrícola y forestal 
encuentra parangón en otros sectores extractivistas, como la mine-
ría y la extracción de hidrocarburos, y consideramos que debe con-
ceptualizarse como tal. Más que la simple remoción o extracción de 
recursos naturales del ecosistema, el (agro) extractivismo implica 
un amplio complejo de relaciones sociales y flujos de conocimien-
to, ideas, energía y materiales que apuntalan la incesante expansión 
del capital hacia nuevas fronteras de acumulación. Incluye tanto las 
operaciones del capital extractivista como las relaciones sociales de 
producción (o de “extracción”) sobre las que se asienta el mismo.

Los siete aspectos clave aquí presentados ofrecen un marco analí-
tico integral para la discusión del extractivismo agrario que espera-
mos contribuya a los debates y estudios sobre las transformaciones 
agrarias, climáticas y ambientales en boga.
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Miradas estructurales  
sobre los extractivismos

Rafael Domínguez Martín

Introducción

El objetivo de este capítulo es analizar las causas internas y externas 
que bloquean el proceso de diversificación de la estructura produc-
tiva y sofisticación exportadora de América Latina, y encierran a la 
mayoría de los países de la región en una trampa extractivista de es-
pecialización primaria. Adicionalmente, se valoran las posibilidades 
de desplegar políticas industriales horizontales que permitan esca-
par de esa trampa de renta media característica de las economías 
ricas en –y dependientes de– recursos naturales, usando las rentas 
proporcionadas por esa dotación para dejar atrás el extractivismo, 
a pesar del estrechamiento del espacio de políticas para el funcio-
namiento del Estado desarrollista que supone el marco institucional 
internacional actual.

La estructura del capítulo se divide en dos secciones. En la primera 
se delimita el marco teórico-conceptual para el abordaje del objetivo. 
En la segunda se despliega la discusión de las distintas interpretacio-
nes que giran en torno a la relación entre extractivismo y bloqueo al 
desarrollo. El capítulo cierra con las principales conclusiones.
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Marco teórico-conceptual: de una economía extractiva  
a una productiva

El punto de partida teórico del capítulo es el neodesarrollismo. Se 
asume que la esencia del desarrollo es el cambio estructural a nivel 
agregado y, por tanto, el enfoque confronta directamente con la co-
rriente postdesarrollista dominante de las últimas décadas. La ra-
zón de esta elección teórica es que el postdesarrollismo de los otros 
desarrollos alternativos y las alternativas al desarrollo, al igual que 
el neoliberalismo del desarrollo humano, comparten el enfoque in-
dividualista metodológico. Y este enfoque resulta inoperante para 
un análisis del desarrollo económico como cambio estructural pro-
ductivo y distributivo sujeto a conflictos de orden interno e inter-
nacional. Por ello, se propone recuperar el concepto (y el proyecto) 
de desarrollo como cambio estructural colectivo de las tradiciones 
de economía política neomarxista (Baran, 1962) e institucionalista 
(Kuznets, 1966; 1971).

Según Baran (1962), el desarrollo económico es

una transformación de vasto alcance en la estructura económica, 
social y política de la sociedad, en la organización dominante de la 
producción, de la distribución y del consumo. El desarrollo econó-
mico ha sido propulsado siempre por clases y grupos interesados en 
un nuevo orden económico y social, y siempre ha sido enfrentado y 
obstruido por aquellos interesados en la preservación del status quo 
arraigado y del que se derivan innumerables beneficios y hábitos de 
pensamiento del tejido social existente, costumbres prevalecientes e 
instituciones. Siempre ha estado marcado por enfrentamientos más 
o menos violentos, ha procedido por arranques y efervescencias, ha 
sufrido reveses y ha ganado nuevo terreno –nunca ha sido un proce-
so suave y armonioso que se desarrolla plácidamente a lo largo del 
tiempo y el espacio (p. 110).

Por su parte, para Kuznets (1966), el desarrollo económico (el “creci-
miento económico moderno”, en su terminología) es “un incremento 
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en el producto per cápita o por trabajador, muy a menudo acompa-
ñado por un incremento en la población y en general por cambios es-
tructurales profundos” (p. 1). Es más, sin tales cambios estructurales 
no puede haber desarrollo:

[no] todos los desplazamientos en la estructura económica y social y 
en la ideología son requisitos, [pero]… algunos cambios estructurales, 
no solo en la economía sino también en las instituciones sociales y 
las creencias, son requisitos sin los cuales el crecimiento económico 
moderno sería imposible (Kuznets, 1971, p. 348).

Por tanto, el desarrollo económico es el crecimiento del producto per 
cápita o de la productividad, acompañado y reforzado por la trans-
formación económica, social e institucional que tiene lugar cuando 
los países transitan desde una economía rural de base agraria e in-
gresos bajos hacia una economía urbana, industrial y de servicios 
modernos, de ingresos medios y altos, es decir, desde una economía 
extractiva de especialización primaria hacia una economía produc-
tiva y diversificada. Dicha transformación se compone de cambios 
persistentes (por eso se les denomina estructurales) que afectan a la 
demanda, la estructura y localización de la producción (desagrari-
zación, industrialización, urbanización), otros aspectos sociales cla-
ve (transición demográfica y distribución del ingreso), así como al 
cambio institucional (desde las instituciones extractivas a las inclu-
yentes), que en el campo de la sociología se suelen describir como 
proceso de modernización.

La explicación subyacente de estas transformaciones es la teoría 
postkeynesiana del desarrollo, en la que los cambios en la demanda 
inducen a cambios en la oferta. Según este enfoque, los cambios en 
la demanda (interna y externa a partir de la ley de Engel)6 y en la dis-
tribución del ingreso, siguiendo la curva en U invertida de Kuznets 
y el ciclo vital del ahorro de Modigliani, facilitan la acumulación de 

6  Esta ley describe el descenso de la proporción destinada al consumo de alimentos a 
medida que aumenta el ingreso per cápita.
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capital.7 Estos cambios en la demanda inducen cambios en la oferta, 
concretados en el aumento de la productividad y de la complejidad 
económica que consolida la ventaja comparativa por diversificación 
e incrementa la competitividad externa.

Los cambios en la oferta (en la composición sectorial de la pro-
ducción) constituyen “la característica más prominente de la trans-
formación estructural” (Syrquin, 1988, p. 228) y además reflejan 
incrementos de eficiencia agregada. El incremento de la eficiencia se 
debe al desplazamiento de factores de producción (trabajo y capital) 
desde los sectores de baja productividad (agricultura) a los de alta 
productividad (industria manufacturera).

Las leyes de Kaldor identifican las regularidades empíricas que 
subrayan la importancia de la industria manufacturera como motor 
del proceso de desarrollo: i) cuanto más rápida es la tasa de creci-
miento de la producción industrial, más rápido crece el PIB; ii) cuan-
to más rápida es la tasa de crecimiento de la producción industrial, 
más rápido crece la productividad del trabajo en la industria (ley de 
Kaldor-Verdoon); y iii) cuanto más rápida es la tasa de crecimiento de 
la producción industrial, más rápido crece la productividad laboral 
agregada, debido a la transferencia de trabajo desde la agricultura 
hacia la manufactura (UNCTAD, 2016).

Así, lo que hace especial a la industria frente a los sectores tradi-
cionales y los servicios se resume en cinco elementos: i) la industria 
opera con rendimientos crecientes de escala (el argumento de Smi-
th-Young-Sraffa) que desatan un círculo virtuoso entre estructura 
del mercado e innovación (Schumpeter); ii) es más capital-intensiva 
y, por ello, iii) también es susceptible de capitalizar el progreso tec-
nológico mediante la diversificación hacia actividades con mayor 
componente de innovación; iv) la industria tiene enlaces hirschma-
nianos más fuertes (hacia atrás y hacia adelante) con el resto de la 

7  La razón aparente de esta acumulación es el aumento de la desigualdad en favor de 
una clase empresarial inversora y de la oferta de población activa (que produce más 
de lo que consume, y, por tanto, ahorra) durante el proceso de desarrollo.
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economía; y v) la elasticidad de precio e ingreso de los productos in-
dustriales es más elevada (Storm, 2015; UNCTAD, 2016).

El incremento de la eficiencia, derivado de los cambios estructu-
rales (los desplazamientos en la demanda, el comercio y el uso de fac-
tores), junto con el aumento de los factores de producción, es lo que 
explica el crecimiento económico dentro de este marco teórico. A 
partir de los trabajos de Kuznets, Chenery y Syrquin (1975) y Syrquin 
(1988; 2008), se sistematizaron los hechos estilizados (las asociacio-
nes estadísticas robustas) que acompañan al crecimiento económico 
a partir de la experiencia de los países desarrollados y en desarrollo 
en las últimas décadas. Estos hechos se pueden resumir en tres gru-
pos de procesos: la desagrarización-industrialización-urbanización; 
la transición demográfica y los cambios en la distribución del ingre-
so; y el cambio institucional.

Estos hechos estilizados, en lo referido al proceso de desagrariza-
ción-industrialización-urbanización, se han visto confirmados por 
trabajos más recientes (Martins, 2019). Y se pueden analizar a partir 
de la identidad original de la contabilidad nacional, según la cual el 
Valor Añadido Bruto (VAB) de los diferentes sectores, es decir, el PIB, 
equivale a la demanda agregada, que puede descomponerse en inter-
na y externa.

En las etapas iniciales de desarrollo, la productividad relativa de 
la agricultura (resultante de dividir las respectivas participaciones 
en el VAB y el empleo) queda rezagada respecto de la productividad 
relativa de los sectores urbanos (manufacturas y servicios) y de la 
media de la economía (=1). Cuando el sector industrial acelera su 
crecimiento en respuesta a los cambios en la demanda doméstica y 
a los cambios en la ventaja comparativa (con ayuda de las políticas 
comerciales de protección de industrias nacientes y otras políticas 
industriales horizontales) el desfase de productividad intersectorial 
hace que la desagrarización pase de la reducción relativa del empleo 
a la reducción absoluta.

Es entonces cuando la desigualdad en la distribución del ingreso 
que acompaña a la industrialización alcanza su pico y el momento 
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en que se supone entra en escena la acción colectiva de los traba-
jadores para protegerse de los efectos destructivos de la mercantili-
zación con el apoyo del Estado, de acuerdo al contramovimiento de 
Polanyi (1944). Ello generará cambios institucionales que incentivan, 
después, la redistribución del ingreso, acortan la brecha de desigual-
dad (el tramo descendente de la curva en U invertida de Kuznets) y 
amplían el mercado interno al aumentar la propensión marginal al 
consumo.

La conclusión que deparan estos hechos estilizados es doble: los 
cambios en la demanda (interna y externa) y el crecimiento de la pro-
ductividad, derivados de los desplazamientos del capital y el trabajo 
de la agricultura hacia la manufactura, se refuerzan mutuamente; a 
su vez, el aumento de la desigualdad del ingreso que tiene lugar en el 
proceso de desarrollo solo se puede revertir mediante cambios insti-
tucionales (que afectan a los derechos de propiedad), a través de las 
políticas de redistribución estática (reformas agrarias y reformas fis-
cales progresivas) y dinámica (orientación del gasto público hacia la 
formación de capital humano y la I+D+i y progresividad del gasto so-
cial) del Estado desarrollista en su dimensión funcional como Estado 
benefactor/compensador (el mensaje institucionalista-reformista de 
Kuznets tan a menudo olvidado), a la que es necesario añadir la neos-
chumpeteriana del Estado emprendedor.

Al conjunto de hechos estilizados identificados, se ha añadido en 
los últimos años otra regularidad estadística que ha caracterizado 
el cambio estructural durante la globalización y las últimas cuatro 
décadas de neoliberalismo: el proceso de desindustrialización. Este 
proceso (consistente en la pérdida relativa y absoluta de empleo in-
dustrial y la reducción relativa de VAB de la industria) se inició para 
los países desarrollados en la década del setenta de modo natural 
(como maduración hacia los servicios) e inducido (por el sesgo de-
flacionario de las políticas monetaristas). Pero fue seguido luego por 
los países de América Latina en la década del ochenta y el resto de 
los países en desarrollo en la década del noventa, que, a diferencia de 
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los desarrollados, se desindustrializaron antes de haber alcanzado el 
umbral del desarrollo (Palma, 2005).

Con el proceso de desindustrialización y, sobre todo, de desindus-
trialización prematura de los países en desarrollo, se ha planteado la 
discusión de si los servicios pueden sustituir a la industria como mo-
tor del desarrollo. La conclusión de la literatura es negativa: los ser-
vicios que pueden absorber tecnologías (los servicios comerciales) 
no son buenos para absorber empleo, y los servicios que son buenos 
para absorber empleo (los servicios no destinados a la venta) no pue-
den absorber la tecnología en la misma proporción (UNCTAD, 2016). 
Por tanto, sin industrialización, como principal cambio estructural, 
no puede haber desarrollo, o, como señala Vernengo (2018), “no hay 
nación desarrollada que no sea industrializada” (p. 172).

Esta conclusión ha sido corroborada por Cherif y Hasanov (2019), 
desde el Instituto de Desarrollo de Capacidades del FMI: las políti-
cas industriales del Estado desarrollista de Corea del Sur, Taiwán, 
Singapur y Hong Kong fueron el hecho diferencial del Milagro del 
Este de Asia. Entre 1960 y 2014, solo 16 de 182 países que inicialmente 
eran de ingreso bajo (menos del 20% del PIB per cápita de EEUU en 
paridad de poder adquisitivo) o de ingreso medio (entre el 20% y el 
50%), lograron graduarse en desarrollo (superar el 50% del PIB per 
cápita de EEUU). De ellos, siete se graduaron merced a las ayudas a la 
integración en la Comunidad Económica Europea (Italia, Irlanda, Es-
paña y Portugal) y la UE (República Checa, Eslovenia y Estonia) cuan-
do ya estaban en el umbral de ingreso medio-alto. Israel y Japón se 
desarrollaron también gracias a la masiva ayuda de EEUU, partiendo 
de niveles de ingreso medio-bajo (Japón) y medio-alto (Israel) y otros 
tres lograron traspasar el umbral del 50% gracias al petróleo (Aruba, 
Guinea Ecuatorial y Omán). Por tanto, los únicos países que lograron 
desarrollarse sin la proximidad a la Europa avanzada, una relación 
privilegiada con EEUU o a los descubrimientos de recursos naturales 
fueron los cuatro Tigres asiáticos, cuyo punto común fue la aplica-
ción exitosa de las políticas industriales del Estado desarrollista.
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Lo que a menudo se olvida es el marco institucional que propició 
ese tipo de Estado y su relación virtuosa con el sector privado. Y es 
aquí donde las conclusiones de la literatura neodesarrollista sobre 
el Milagro del Este de Asia (Amsden, 2001) proporcionan las claves 
para entender por qué el Estado desarrollista viajó tan mal a Amé-
rica Latina: las reformas agrarias que liquidaron a la oligarquía te-
rrateniente y permitieron partir de un menor nivel de desigualdad 
en la distribución del ingreso, lo que está relacionado, a su vez, con 
la eficacia de las políticas públicas para disciplinar al sector privado, 
orientándolo hacia la transformación productiva y la diversificación 
exportadora.

Discusión: el desarrollo elusivo de América Latina  
y sus interpretaciones

La posibilidad de salir del extractivismo perpetuador de la trampa 
del ingreso medio, usando las rentas derivadas de la explotación de 
los recursos para diversificar la estructura productiva y exportadora, 
fue defendida a nivel teórico y de política económica por un discípu-
lo del gran pionero del desarrollo Hans W. Singer en la década del no-
venta: Harmut Elsenhans. El razonamiento de este profesor emérito 
de la Universidad de Leizpig se inspiró precisamente en la literatura 
sobre el éxito de los países de Asia del Este, donde la conexión en-
tre la reducción de la desigualdad y el desarrollo fue clave para ex-
plicar el cambio estructural motorizado por el Estado desarrollista. 
Elsenhans partió del dilema de los países exportadores de productos 
primarios que Singer había identificado con la frase de doble sen-
tido danger of falling between two stools. Traducida muy libremente 
al español por El Trimestre Económico como “quedarse como el perro 
del hortelano”, más bien tiene el sentido de caerse entre dos asien-
tos o excrementos. Con ello Singer, que descubrió, simultáneamen-
te con Raúl Prebisch (1949), el problema del deterioro estructural de 
los términos de intercambio, mostró el dilema que suponía para la 
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periferia industrializarse a partir de la base de exportación de recur-
sos naturales debido a la volatilidad de los precios internacionales de 
los productos primarios.

Según Singer, cuando los precios de las materias primas aumen-
tan durante la fase del auge de los precios y los países disponen de 
los medios para importar bienes de capital y financiar su propio 
desarrollo industrial, no tienen el incentivo para hacerlo, y las in-
versiones, tanto extranjeras como nacionales, se concentran en “la 
expansión de la producción de productos primarios sin dejar lugar a 
las inversiones internas que son el complemento requerido de cual-
quier importación de bienes de capital” (Singer, 1950, p. 482).

A la inversa, cuando caen los precios y disminuyen las ventas de los 
productos primarios, se agudiza de repente el deseo de la industria-
lización. Pero, al mismo tiempo, los medios para llevarla a efecto se 
reducen bruscamente. Aquí, de nuevo, parece que los países subdesa-
rrollados están en peligro de quedarse entre dos excrementos: al no 
industrializarse en un período de bonanza debido a que la situación 
es tan buena como podía esperarse, y al no industrializarse en un pe-
ríodo de depresión debido a que la situación es tan mala como podía 
esperarse (Singer, 1950, p. 482)

Basándose en este análisis y a partir de las enseñanzas de los países 
del Este de Asia, Elsenhans (1995) defiende la posibilidad de que las 
economías en desarrollo ricas en recursos naturales pudieran usar 
las rentas de los mismos (que constituyen la forma predominante del 
excedente en tales países) para dejar atrás el extractivismo y sus “ten-
taciones rentistas” (Elsenhans, 2018, p. 163). Para ello, es necesario 
que emerja dentro de esas sociedades rentistas una clase dirigente 
centralizada (que puede surgir de la clase media militar o burocrá-
tica). Esta clase-Estado, por medio de las políticas industriales ho-
rizontales de un Estado desarrollista maximizador, centralizador y 
distribuidor de las rentas, debe poner en marcha cuatro estrategias 
y políticas interconectadas para cambiar las ventajas comparati-
vas y lograr la diversificación productiva: i) reformas agrarias que 
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liquiden a las oligarquías rurales descentralizadas y fortalezcan una 
clase media rural; ii) empoderar al factor trabajo para profundizar 
el mercado interno mediante el aumento del ingreso de las masas 
populares y la expansión de las clases medias urbanas (una refor-
ma fiscal que penalice el consumo conspicuo de los ricos y redistri-
buya el ingreso hacia los sectores con mayor propensión marginal 
al consumo es aquí la herramienta imprescindible); iii) política de 
sustitución de importaciones, subvencionada también por la renta 
de los recursos naturales, que incluya los incentivos necesarios para 
lograr la competitividad de las nuevas exportaciones de mayor va-
lor agregado y cambiar de este modo las ventajas comparativas; y 
iv) proceder a una devaluación de la moneda nacional que, sin afec-
tar a la capacidad adquisitiva interna de los salarios (de lo contrario 
se incurriría en competitividad espuria), incentive las exportaciones 
de los nuevos bienes industriales y ponga coto a la adicción importa-
dora de productos de consumo final que estrangula la financiación 
del proceso de desarrollo por la restricción externa .

En América Latina, la tierra prometida de los recursos naturales 
abundantes, la aspiración al desarrollo económico como proyecto 
colectivo de transformación fue enunciado en la década del treinta 
por Víctor R. Haya de la Torre (Domínguez, 2021), y –ya, como utopía 
movilizadora– encontró su definición más perfilada en el preámbu-
lo de la Carta de Punta del Este para el establecimiento de la Alian-
za para el Progreso de 1961 (Declaración de los Pueblos de Nuestra 
América), donde quedó explícito que los cambios estructurales que 
consolidan el desarrollo en su dimensión interna (la industrializa-
ción) son los que posibilitan el proceso de convergencia económica o 
dimensión externa del desarrollo.

A fortiori, los obstáculos al desarrollo como proceso de transfor-
mación estructural, que es inherentemente conflictivo, provinieron 
de ambos frentes (interno y externo) en los que el papel del Estado 
como árbitro de intereses enfrentados resultó crucial. En América 
Latina, como en otras regiones en desarrollo, las condiciones inicia-
les (dotación de recursos naturales y el pequeño tamaño de varios 
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países) influyeron negativamente en el patrón real de cambio estruc-
tural afectando a su velocidad.

Una abundancia relativa de recursos naturales explotables con 
las tecnologías disponibles hizo que el peso de las exportaciones de 
productos primarios fuera mayor que el esperado, lo que retrasó la 
diversificación de la estructura productiva a través de la restricción 
de la balanza de pagos, debido a que la elasticidad-ingreso de la de-
manda de importaciones sobrepasó sistemáticamente la de las ex-
portaciones (Bárcena y Porcile, 2022). Los países de menor tamaño, 
además, se vieron afectados por una mayor dependencia de la de-
manda externa que los grandes, y presentaron elevados niveles de 
concentración de la producción por productos, lo que evidencia que 
el subdesarrollo como especialización es lo contrario a la diversifica-
ción de la estructura productiva característica del desarrollo.

Específicamente, los países de América Latina sufrieron la desin-
dustrialización prematura más temprana de todos los países en 
desarrollo, como consecuencia de la aplicación en la década de los 
ochenta de políticas neoliberales comerciales y financieras, que 
constituyeron, según Palma (2019), una nueva variante del síndrome 
holandés: un factor adicional de desindustrialización que ha seguido 
profundizando hasta la actualidad (Kruse et al., 2021). El resultado 
fue un sector urbano de servicios de baja productividad hipertrofia-
do –una urbanización prematura– que no sirvió de tractor del creci-
miento por su heterogeneidad y baja productividad relativa, lo que 
explica la falta de convergencia o “convergencia truncada” (Bértola y 
Ocampo, 2012) de la región con el líder tecnológico.

Las causas internas y externas que bloquean por el proceso de 
diversificación de la estructura productiva y sofisticación exporta-
dora de América Latina y, en resumen, su falta de convergencia con 
el líder tecnológico, han sido perfectamente identificadas desde hace 
muchos años en el campo de las cuatro grandes teorías económicas 
heterodoxas del desarrollo (institucionalismo, estructuralismo, neo-
marxismo y postkeynesianismo), que, en sus múltiples hibridacio-
nes, permiten la explicación integrada propuesta a continuación.
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Internamente, las reformas neoliberales consolidaron un orden 
de acceso limitado en el que las élites extractivas solo incentivaron 
la especialización de acuerdo a ventajas comparativas estáticas en 
sectores con bajo potencial tecnológico. Estas ventajas facilitaron 
la captura de rentas no productivas basadas en una competitividad 
espuria (bajos salarios y extracción de materias primas infravalora-
das al no incluir los costes sociales y ambientales) en desmedro de la 
generación de beneficios por incremento de la productividad, deri-
vada de un proceso de diversificación productiva. La estructura eco-
nómica y social resultante es lo que permite “a los de arriba” seguir 
“apropiándose de una parte ingente del ingreso nacional”, como dice 
Palma (2020), “pase lo que pase y cueste lo que cueste”.

Esta elevada desigualdad en el acceso a los recursos económi-
cos, el poder político y los ingresos es lo que explica que los países 
latinoamericanos estén bloqueados en la trampa de la renta media 
(Flechtner y Panther, 2016). La trampa de renta media describe el blo-
queo del proceso de desarrollo por la imposibilidad de pasar de la 
fase de imitación a la fase de innovación, lo que se refleja en la falta 
de convergencia en productividad e ingresos con el líder tecnológico. 
Y la situación de bloqueo se perpetúa gracias a las instituciones inefi-
cientes o directamente “imbéciles” (Veblen, 1914, p. 25), tales como el 
clasismo, el racismo, el machismo, los pactos fiscales excluyentes, el 
clientelismo y la gran corrupción. Estas instituciones desincentivan 
el aumento de la productividad, al limitar las capacidades desarro-
llistas del Estado para promover la innovación o eficiencia schum-
peteriana, mediante la inversión en infraestructuras, educación e 
I+D+i, que son cruciales para acelerar el cambio estructural (Mar-
tins, 2019).

A su vez, la estrechez del mercado, debido a la elevada desigual-
dad, bloquea la expansión de la producción y la inversión (la eficien-
cia keynesiana), lo que explica la estrategia de acumulación de las 
élites, que, fusionando a Samir Amin y Amit Bhaduri, se podría de-
nominar lumpendesarrollo depredador por desposesión. Esta estrategia 
genera un crecimiento insostenible basado en la depredación de los 
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recursos naturales y el desplazamiento forzado de las personas (pre-
via destrucción de sus modos de vida) por el sector del agronegocio y 
los proyectos extractivistas de las grandes transnacionales mineras, 
y genera lo que Prebisch (1963) denominó “insuficiencia dinámica”, 
es decir, la incapacidad para absorber la población expulsada, que se 
integra en el sector informal urbano de baja productividad.

A nivel externo, el retorno forzado –por las políticas neolibera-
les– de América Latina a su posición ricardiana original, basada en 
ventajas comparativas estáticas (la especialización primaria), inten-
sifica la restricción de balanza de pagos característica de la posición 
de los países en desarrollo o “pesimismo de las elasticidades” de 
Prebisch-Singer-Thirlwall (Vernengo, 2018). Paralelamente, esta res-
tricción externa, derivada del régimen internacional de comercio, 
inversiones y transferencia tecnológica de la Organización Mundial 
de Comercio (OMC) y de los Tratados de Libre Comercio (TLC) bilate-
rales firmados por diversos países, ha ido estrechando el espacio de 
políticas para la operación de los Estados desarrollistas y sus políti-
cas industriales (Torres y Ahumada, 2022), que requieren para poder 
arrancar una base de mercado nacional ampliado para el aprendiza-
je industrial.

En América Latina, la desindustrialización fue acompañada, ade-
más, por una reducción de la complejidad productiva, que se acen-
tuó durante el último boom de los commodities a causa de la demanda 
de China. Pero la relación con China, que profundizó una reprima-
rización que venía del Consenso de Washington, también abrió una 
posibilidad para la reversión de las políticas neoliberales en la región 
que no fue aprovechada. Una de las razones de esta oportunidad 
perdida fue la inoperancia y la falta de coordinación efectiva de los 
organismos de integración latinoamericanos, con el agravante de la 
reticencia de Brasil a impulsar el proyecto del Banco del Sur y la ar-
quitectura financiera regional.

En suma, el cambio estructural para el desarrollo de la periferia 
no es un camino fácil: como todo proceso de desarrollo, es conflictivo 
a nivel interno y está fuertemente mediatizado a nivel internacional. 
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La diversificación de la estructura productiva y la sofisticación ex-
portadora precisan desplegar políticas industriales a partir de la re-
cuperación y actualización del proyecto del Estado desarrollista, que 
es el que en su momento implementaron Alemania y después Japón, 
los Tigres Asiáticos y finalmente China para converger rápidamen-
te con los países tecnológica y económicamente más avanzados por 
medio de políticas industriales (Cherif y Hasanov, 2019). A pesar de 
las restricciones institucionales que impone la OMC a las políticas 
industriales, queda cierto resquicio de esperanza y los países en de-
sarrollo todavía pueden aprovechar el espacio de políticas disponi-
ble… a menos que hayan firmado TLC con EEUU o la UE (Chang y 
Andreoni, 2020). Primero, porque hay algunos instrumentos de esas 
políticas que son de naturaleza doméstica y no están sujetos a restric-
ciones institucionales externas: las inversiones en infraestructuras, 
educación e I+D+i, las subvenciones para la formación de la mano de 
obra, los programas de compras públicas, los incentivos fiscales a la 
inversión privada o el uso estratégico de empresas estatales. Segun-
do, porque hay varias medidas de política industrial de naturaleza 
internacional a las que todavía puede acudirse sorteando las restric-
ciones institucionales por falta de consenso en la OMC. Tercero, por-
que la OMC establece topes arancelarios que muchas veces los países 
de menor ingreso no usan (aplican aranceles más bajos), y pueden 
recurrir a salvaguardias y restricciones cuantitativas en caso de pro-
blemas de balanza de pagos. Cuarto, porque, aunque la OMC prohíbe 
los subsidios a las exportaciones y a aquellos productos que tienen 
contenido local, esta regla se puede violar, dado que la resolución 
de disputas por la aplicación de subsidios toma varios años durante 
los cuales esas medidas pueden cumplir su función de promoción de 
exportaciones. Quinto, porque, a pesar de los regulaciones TRIMs (el 
Acuerdo sobre Medidas de Inversión relacionadas con el Comercio) y 
GATS (el Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios), se pueden 
seguir usando regulaciones para la creación de joint ventures, trans-
ferencia de tecnología o el uso de límites a las participaciones accio-
nariales del capital extranjero en industrias nacionales, y respecto al 
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GATS la mayoría de los países en desarrollo solo lo aplican en aque-
llos sectores en los que se hayan establecido compromisos, que gene-
ralmente son muy limitados.

Ahora bien, dado que prácticamente todos los países de América 
Latina, excepto los del Mercosur, Venezuela y Cuba, están atados a 
los TLC, se necesita otro tipo de estrategia para ampliar el espacio de 
políticas. A ello responde la propuesta de Chang (2020) de un nuevo 
Nuevo Orden Económico Internacional (NOEI), que facilite el protec-
cionismo asimétrico. Por tanto, además del esfuerzo nacional colec-
tivo para liquidar los intereses creados de las élites disfuncionales, 
es necesario manejar las brechas del sistema geopolítico global para 
impulsar una integración regional autónoma y un nuevo NOEI, sin 
los cuales el cambio estructural, especialmente en los países de me-
nor tamaño, no resultará viable.

Esto significa que América Latina debe poner encima de la 
mesa de negociación internacional con China los cuatro puntos 
que representan las fortalezas de la región a nivel internacional: 
i) la capacidad de garantizar la conservación de los bienes públi-
cos regionales (la biodiversidad y los servicios ambientales); ii) la 
capacidad de gestionar los recursos naturales clave para el cambio 
de la matriz energética y la transición a la electromovilidad, evi-
tando la competencia entre países por atraer inversión extranjera 
directa que conduce a la carrera de mínimos ambiental, laboral y 
fiscal; iii) el acceso a un mercado de trabajo cada vez más cualifica-
do (para la inserción en las cadenas globales de valor) por medio 
del gasto público en educación como factor de redistribución di-
námica; y iv) el acceso a un mercado de consumidores ampliado 
con políticas distributivas estáticas (reformas fiscales) y redistri-
butivas dinámicas (progresividad del gasto público en educación 
y salud). Estos puntos deberían ser las contrapartidas de un TLC 
regional con China, acompañado de financiación del desarrollo, 
transferencia tecnológica e inversión directa en infraestructuras y 
modernización del aparato productivo, que, de paso, sirviera para 
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forzar concesiones de espacio de políticas en los TLC firmados por 
la mayoría de los países de la región con EEUU y la UE.

Ahora bien, además de los elementos geopolíticos en los que ha-
brá que jugar mediante un claro no alineamiento en la nueva Guerra 
Fría entre EEUU y China, hay al menos cuatro aspectos que revelan 
las grandes dificultades de ese proyecto de desarrollo autónomo 
para dejar atrás el extractivismo y sus dependencias (Fagerberg y 
Verspagen, 2020; Storm, 2015). El primero es que el éxito de los países 
del Este de Asia, China y Turquía en lograr la industrialización, por 
el lado de la oferta, junto con el estancamiento secular de los países 
desarrollados después de la crisis financiera internacional y la nue-
va normalidad del estancamiento, por el lado de la demanda, han 
estrechado el espacio económico (la cuota de mercado disponible) 
para la reindustrialización de América Latina. El segundo aspecto 
es que, con los actuales niveles de digitalización y automatización 
del paradigma tecnológico de las TIC, el sector industrial es tan ca-
pital-intensivo que resulta incapaz de absorber el empleo liberado 
por el aumento de la productividad del trabajo en la agricultura: por 
el contrario, genera paro tecnológico a mucha velocidad. El tercer 
aspecto es el cambio climático, que ha puesto una nueva condicio-
nalidad verde al proceso de industrialización: para ser competitivo 
ahora también se deberá ser eficiente en términos de uso de energía, 
materiales y generación de emisiones. Finalmente, hay un aspecto 
de urgencia temporal y oportunidad política: dado el sistema presi-
dencialista que existe en la región, el plazo para aprovechar el alinea-
miento ideológico actual gracias a las victorias de Petro en Colombia 
y Lula en Brasil, y llevar a cabo ese proyecto de desarrollo autónomo 
es apenas un año (hasta el final del mandato de Fernández en Argen-
tina en 2023 y López Obrador en México en 2024). De lo contrario, se 
correrá el riesgo de que quede pospuesto sine die.
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Conclusiones

Como planteó Prebisch (1949) en su modelo centro-periferia, la esen-
cia del desarrollo es la diversificación de la estructura productiva. 
El centro posee una estructura económica homogénea y diversifica-
da: es exportador de productos industriales sofisticados. La periferia 
tiene una estructura económica heterogénea y especializada: es ex-
portadora de unos pocos productos primarios. En tales condiciones, 
las relaciones comerciales benefician al centro y perjudican a la pe-
riferia porque concentran las ganancias del progreso técnico en el 
centro como consecuencia de las diferentes elasticidades de los pro-
ductos y de la disímil estructura de los mercados de trabajo y capital.

Si la “experiencia histórica de los países desarrollados y las eco-
nomías emergentes confirma que el desarrollo económico sosteni-
do requiere cambio estructural” (Martins, 2019, p. 2), es importante 
precisar dos puntos consecutivos. El cambio estructural no depende 
solo la diversificación productiva y la sofisticación exportadora: va 
más allá de la estructura económica y, por tanto, la acusación de eco-
nomicismo del posdesarrollismo y otras ciencias sociales a la teoría 
del desarrollo es parcial y está desinformada. En realidad, lo que hay 
es un acervo de teorías, de las que las neomarxista y la institucio-
nalista ofrecen una visión mucho más rica y compleja del proceso 
de desarrollo que la síntesis neoclásica (las etapas del crecimiento 
de Rostow), con la que los posdesarrollistas en su ignorancia tien-
den a identificar, para desacreditarla, a la teoría del desarrollo. El 
desarrollo como transformación estructural, además de cambios 
económicos, engloba cambios sociales (urbanización, transición 
demográfica, redistribución del ingreso) y cambios institucionales 
(desde las instituciones extractivas a las inclusivas para aumentar el 
capital social) que evidencian el carácter integral de estos enfoques y 
que desde un punto de vista normativo son perfectamente defendi-
bles como proyecto de buena sociedad.
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La desindustrialización prematura de América Latina (lo contra-
rio de la diversificación) ha tenido lugar en un doble sentido: se ha 
producido en una etapa temprana del proceso de desarrollo, es decir, 
a un nivel de PIB per cápita más bajo de lo esperado de acuerdo al 
patrón internacional; y se ha producido antes que en el resto de las 
regiones en desarrollo, debido al abrupto cambio de políticas (desde 
la industrialización dirigida por el Estado desarrollista a las políticas 
neoliberales impuestas por el Consenso de Washington y las refor-
mas institucionales promercado), que han provocado una variante 
del síndrome holandés o desindustrialización adicional.

Esta sustitución abrupta de políticas y las reformas institucio-
nales impuestas implicaron el abandono de la agenda pro-indus-
trialización y, tras la destrucción no creativa del tejido industrial 
preexistente, el regreso a la posición ricardiana original, basada en 
ventajas comparativas estáticas coherentes con la dotación abun-
dante de recursos naturales y la correspondiente especialización en 
sectores con bajo potencial tecnológico. En clave institucionalista, la 
estructura económica y social resultante de las reformas neolibera-
les es una variante de las “instituciones imbéciles” de las que habló 
Veblen: aquellas instituciones disfuncionales que, por mantener los 
intereses creados, pueden acabar provocando el estancamiento e in-
cluso el colapso del sistema.

Por tanto, además de reformar esas instituciones y poner en mar-
cha Estados desarrollistas con políticas industriales y pactos fiscales 
incluyentes, la diversificación de la estructura productiva y exporta-
dora necesaria para dejar atrás el extractivismo deberá consolidar-
se mediante un proyecto de integración regional autónomo, Dicho 
proyecto tendría que permitir una negociación en condiciones más 
equilibradas de la inserción de América Latina en la nueva globa-
lización en ciernes con características chinas. Esta reglobalización 
impulsada por China se está produciendo en contexto tecnológico y 
ambiental muy desafiante para diversificar la estructura productiva 
y lograr los incrementos de la productividad laboral, sin los cuales la 
convergencia con el líder tecnológico (el escape de la trampa de renta 
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media) será imposible. Por lo mismo, también será necesario tener 
en cuenta la urgencia que se plantea a la hora de jugar la carta del 
no alineamiento de los gobiernos progresistas (en un bloque com-
pacto difícilmente repetible formado por Brasil-Argentina-Chile-Co-
lombia-México) en el contexto de la Nueva Guerra Fría entre EEUU 
y China.
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La política del ambiente  
en América Latina
Actores, coaliciones y conflictos distributivos

Ricardo A. Gutiérrez

Introducción

Tanto la degradación ambiental (vinculada centralmente a las ac-
tividades económicas) como la protección ambiental (objeto de las 
políticas ambientales) tienen efectos distributivos, esto es, costos y 
beneficios que afectan diferencialmente a distintos actores. Este ca-
pítulo aborda dos cuestiones centrales que están íntimamente vin-
culadas: ¿quiénes son los principales actores de la arena ambiental?, 
¿quiénes se benefician y quiénes pagan los costos de la degradación y 
la protección ambiental? Para abordar estas cuestiones, se analiza la 
política del ambiente (lo que en inglés se llama environmental politics) 
en América Latina y el Caribe.

El análisis que aquí se presenta se basa en una extensa revisión 
de la literatura que realizamos y publicamos con otros colegas. Con 
Lucas Christel (Christel y Gutiérrez, 2017; 2021; 2023) nos centramos 
en desentrañar las características de la participación ambiental y su 
impacto en las políticas públicas. Con Isabella Alcañiz (Alcañiz y Gu-
tiérrez, 2022) avanzamos en un análisis más amplio de todos los ac-
tores (sociales, económicos, estatales) involucrados en las cuestiones 
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ambientales y nos enfocamos especialmente en la dimensión distri-
butiva de la cuestión ambiental.

La política del ambiente

La política del ambiente refiere a las preferencias de política públi-
ca, intereses y valores, así como a los incentivos sistémicos, que dan 
forma a las acciones de los actores sociales, económicos y estatales 
que definen y cuestionan la política ambiental (Alcañiz y Gutiérrez, 
2022). Los actores involucrados en la cuestión ambiental tienen valo-
res sobre cómo debe ser el mundo, en este caso, sobre cómo debería 
ser la relación con el ambiente; tienen intereses, es decir, objetivos 
concretos respecto de qué hacer con el ambiente o naturaleza; y 
tienen preferencias de política pública, esto es, proponen modos di-
ferentes de alcanzar los objetivos buscados. A su vez esos valores, in-
tereses y preferencias están moldeados o condicionados por ciertos 
incentivos sistémicos, es decir, por incentivos o señales provenientes 
del sistema dentro del cual interactúan.

Así definida, la política del ambiente remite, como objeto último, 
a decisiones estatales. Cuando desde las ciencias sociales (y en parti-
cular desde la ciencia política y la economía política) pensamos en 
las cuestiones, conflictos y políticas ambientales, privilegiamos el 
análisis de los actores que están involucrados en esas cuestiones y 
conflictos. Generalmente, si no siempre, todos los actores que se pre-
ocupan, organizan y movilizan por el ambiente lo que buscan es que 
el Estado dé alguna respuesta a un problema o una demanda concre-
ta. Por eso no tenemos que olvidar que, en todas las cuestiones y con-
flictos ambientales, el Estado es un referente central. Las personas, 
en definitiva, se organizan y se movilizan para que el Estado haga 
algo. Es fundamental no perder de vista este punto.

El núcleo de las decisiones estatales de las que estamos hablan-
do (las que se plasman en la presencia o ausencia de políticas am-
bientales) reside en la regulación estatal del uso y la protección del 
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ambiente. Las políticas ambientales remiten a decisiones autoriza-
das que toman los funcionarios públicos de los diferentes poderes 
del Estado a nivel nacional, subnacional o internacional con el fin 
de proteger el mundo natural y las comunidades humanas que en él 
residen. Así, la protección ambiental implica la preservación del am-
biente y la prevención de peligros probables, así como la reparación 
de los daños ya causados. Es decir, busca prevenir daños a futuro y 
reparar los daños una vez que fueron causados.

Es importante aclarar que la política del ambiente no refiere so-
lamente a la protección del ambiente en sí mismo (esto es, el estado 
del ambiente). Refiere al mismo tiempo a la distribución de los bene-
ficios y costos que tienen tanto la degradación como la protección 
del ambiente. La protección ambiental es la contracara de la degra-
dación ambiental. Por degradación ambiental entiendo la suma de la 
apropiación (o sobreexplotación) de los recursos naturales y la con-
taminación del ambiente. Una cosa es extraer recursos de la natura-
leza y otra cosa es arrojar residuos en la naturaleza y contaminarla. 
De ambas maneras podemos degradar el ambiente.

De aquí surgen grandes preguntas para la investigación de los pro-
blemas y políticas ambientales: ¿quién se beneficia de la apropiación 
y contaminación del ambiente?, ¿quién paga los costos de la degra-
dación ambiental?, ¿quién se beneficia de la protección del ambien-
te y quién paga el costo de eso? (Alcañiz y Gutiérrez, 2022). Importa 
resaltar que la dimensión distributiva no se reduce a la degradación 
ambiental. La protección ambiental también tiene efectos distribu-
tivos: alguien se beneficia directa o indirectamente de ella, pero al-
guien también tiene que pagar el costo de esa protección. Podemos 
decir que toda la población paga indirectamente el costo de la pro-
tección ambiental a través de los impuestos y los precios de mercado. 
Pero también hay quienes lo pagan directamente, como ser, las em-
presas que tienen que hacerse cargo de remediar una determinada 
contaminación provocada por ellas o quienes, dada la prohibición de 
una determinada actividad como medida de protección ambiental, 
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pagan lo que podemos llamar costo de oportunidad, es decir, el lucro 
que podrían obtener si esa actividad no estuviese prohibida

De todo lo dicho se desprende que los efectos distributivos (cos-
tos y beneficios) de la degradación y la protección del ambiente son 
indiscernibles de los valores, intereses y preferencias de los actores 
involucrados. Analicemos en mayor detalle la dimensión distributi-
va de la cuestión ambiental para luego poner la lupa en los actores 
sociales, económicos y estatales.

La dimensión distributiva

Tanto la degradación ambiental como la presencia y ausencia de po-
líticas ambientales afectan los costos y beneficios distributivos de los 
diferentes actores. ¿Por qué estos efectos son “distributivos”? Porque, 
a pesar de que muchas veces suponemos que todos somos afectados 
por los problemas ambientales, no todos somos afectados del mismo 
modo ni todos nos beneficiamos del mismo modo. Por eso decimos 
que tanto la degradación como la protección del ambiente son dis-
tributivas, porque unos se benefician más y otros se perjudican más. 
Claramente, las personas que realizan determinadas actividades 
económicas en base a recursos naturales y que por lo tanto explo-
tan o contaminan esos recursos se benefician más, en el sentido de 
que tienen ganancias económicas gracias a esas actividades, proba-
blemente sin sufrir sus costos ambientales o sufriéndolos en menor 
medida. Podemos pensar, por ejemplo, que la contaminación nos 
afecta a todos por igual. Sí y no. Depende del tipo de contaminación 
y de dónde una persona resida y trabaje. Aunque nosotros podamos 
pensar, por ejemplo, que el Río de la Plata está contaminado y que 
por lo tanto la calidad del agua se ve afectada para todas las personas 
por igual, no es lo mismo el modo en que se ve afectada una persona 
que vive en un barrio de la ciudad de Buenos Aires que tiene un buen 
servicio de provisión de agua potable que una persona que vive en 
una villa miseria que, aunque esté cercana al río, no tiene acceso a la 
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red de agua potable. Y así sucede con muchos ejemplos de contami-
nación que podamos pensar.

Lo mismo pasa incluso con el cambio climático. Es verdad y no 
es verdad que el cambio climático nos afecta a todos por igual. Por-
que si sube la temperatura 2 grados, una persona más acomodada 
puede mejorar el aislamiento térmico de su vivienda y comprarse un 
buen aire acondicionado, pero no todas las personas pueden hacer lo 
mismo. Si alguien vive en una zona a muy bajo nivel del mar y tiene 
un cierto poder adquisitivo, se puede mudar ante una previsión de 
crecida del nivel del mar. Pero otra persona que no tiene el mismo 
poder adquisitivo no se puede mudar. Entonces, ni siquiera el cam-
bio climático nos afecta a todos por igual. De la misma manera, no 
todos nos beneficiamos igual de una remediación, aunque vivamos 
todos en un mismo ambiente. Por ejemplo, si yo vivo muy cerca de 
un río contaminado, si ese río es remediado, yo me puedo beneficiar 
más que otra persona que vive a mayor distancia, aunque a niveles 
sistémicos todos nos beneficiemos por la preservación del ecosiste-
ma y de la biodiversidad. Hay una afectación directa que hace dife-
rencia y eso sucede con casi todos los temas ambientales. Porque lo 
que suele importar, desde el punto de vista distributivo, es el cálculo 
de los costos y beneficios que hace una persona en base a su lapso de 
vida. Si bien en el largo plazo toda la humanidad puede beneficiarse 
o perjudicarse, los cálculos que se hacen son en general en base a la 
vida de una persona y en la vida de esa persona hay costos y benefi-
cios distributivos.

Ahora bien, como se dijo anteriormente, estos efectos distribu-
tivos de la degradación y la protección del ambiente se refieren en 
última instancia a los valores, intereses y preferencias de los actores. 
Es decir, no hay un modo unívoco de poder determinar esos efectos 
distributivos independientemente de esos valores, intereses y prefe-
rencias. Si pensamos en términos de protección ambiental, lo que 
importa es qué valores, preferencias e intereses son mejor atendi-
dos por las políticas ambientales y los distintos actores van a tener 
una distinta interpretación de cómo eso sucede según sus propios 
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intereses. Por ejemplo, para algunos, la soja transgénica o el trigo 
transgénico no son perjudiciales para el ambiente y son más benéfi-
cos incluso que otros cultivos, sobre todo porque el agroquímico (o fi-
tosanitario o agrotóxico, según quién hable) que viene con el paquete 
de los cultivos transgénicos es menos contaminante que otros agro-
químicos. Para otros, en cambio, los cultivos transgénicos, con sus 
respectivos agroquímicos, sí tienen efectos nocivos en el ambiente y 
en la salud de las propias personas, y por eso deberían ser prohibidos 
o restringidos. En definitiva, cuál es ese efecto depende de cómo lo 
mira cada actor, de cuáles son sus valores, intereses y preferencias.

Llegados a este punto es importante tener en cuenta que lo que 
llamamos efectos ambientales y efectos distributivos están íntima-
mente conectados. ¿Qué son los efectos ambientales? Los efectos 
ambientales refieren al estado del ambiente: el efecto que una de-
terminada actividad (o una determinada política) tiene en las con-
diciones actuales y futuras del ambiente (Christel y Gutiérrez, 2021; 
Schumaker, 1975). Ahora, ¿cómo medimos ese efecto en el ambiente? 
Nuevamente, no lo podemos medir independientemente de los valo-
res, intereses y preferencias de los actores. Como vimos antes, para 
algunos actores, en función de sus valores, intereses y preferencia, 
una determinada actividad económica, como la producción de soja, 
no tiene efectos negativos (y hasta puede tener un efecto benéfico) en 
el ambiente mientras que para otros actores tiene el efecto exacta-
mente contrario.

En resumen, desde una perspectiva distributiva, no hay manera 
de establecer los efectos de una determinada actividad humana o po-
lítica ambiental independientemente de los intereses y preferencias 
de los actores involucrados. Por eso, si en un análisis ambiental, no-
sotros no incluimos en nuestra “fórmula” o en nuestro “modelo”, los 
valores, intereses y preferencias de los actores, estamos omitiendo 
algo y no estamos entendiendo integralmente el problema ambien-
tal, porque esos valores, intereses y preferencias en base a los cuales 
los actores evalúan qué hacer y qué no hacer son decisivos y son par-
te del problema ambiental que queremos entender y eventualmente 
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resolver. De ahí la importancia de adentrarnos en el análisis de los 
actores.

Los actores bajo la lupa

Como ya se dijo, en la arena ambiental encontramos tres tipos de ac-
tores centrales: estatales, sociales y económicos (Alcañiz y Gutiérrez, 
2022). Los actores estatales incluyen, por ejemplo, a las personas que 
formulan y evalúan las políticas ambientales, esto es, los legislado-
res y los funcionarios del Poder Ejecutivo, los técnicos de las agen-
cias ambientales que implementan las políticas y los científicos de 
gobierno que respaldan (o critican) esas políticas con sus datos. Los 
actores sociales suelen incluir a las organizaciones no gubernamen-
tales, llamadas ONGs, a los activistas locales y a los grupos indíge-
nas y campesinos. Los actores económicos incluyen a las empresas 
privadas, a los productores agrícolas (que no son necesariamente 
empresas, pueden ser pequeños y medianos productores) y también 
a las empresas estatales (que también son actores económicos que, 
muchas veces, tienen gran incidencia en la degradación ambiental).

Lo que diferencia a los actores económicos de los sociales es, en 
principio, muy simple: si están orientados o no por la maximización 
de la ganancia (los primeros lo están y los segundos no). En cuestio-
nes ambientales, la distinción entre actores sociales y económicos es 
importante porque se supone que los actores económicos son los que 
más afectan el ambiente a través de sus actividades y los actores so-
ciales son lo que más buscan la protección, porque suelen ser los más 
afectados por los efectos ambientales de las actividades económicas 
y/o los más preocupados por esos efectos. Sería incorrecto decir que 
los actores sociales y económicos tienen intereses y preferencias 
monolíticos en lo que respecta a la protección ambiental. Ni unos 
ni otros tienen los mismos intereses y preferencias. Sin embargo, 
pueden señalarse dos tendencias generales que son las que más se 
encuentran en la literatura.
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Los actores económicos suelen preferir evitar o reducir las regula-
ciones y los estándares de protección. Lo que quieren es poder desa-
rrollar determinadas actividades en aras de maximizar la ganancia. 
Sin embargo, esto no impide que algunos actores económicos oca-
sionalmente puedan favorecer una mayor protección y regulación 
ambiental para asegurar sus intereses económicos. Por ejemplo, eso 
puede suceder cuando la agricultura de pequeña escala o el turismo 
se enfrentan con ciertas actividades económicas, como la minería o 
la agricultura industrial, que son consideradas como una amenaza 
para su sobrevivencia. Esto se ve mucho en casos de movilización 
contra la minería a cielo abierto (Christel y Gutiérrez, 2017; 2021). In-
cluso, algunos estudios muestran que a veces algunos empresarios o 
actores económicos pueden preferir que haya regulación ambiental 
como un medio para mitigar un creciente malestar social o presio-
nes judiciales que surgen en torno a, por ejemplo, ciertos eventos de 
contaminación (Amengual, 2013; McAllister, 2008). En estos casos, el 
razonamiento es que el actor económico prefiere que el Estado re-
gule porque si no todo se convierte en un caos tal que no le permite 
desarrollar su propia actividad dado el alto nivel de demanda social 
o de presión judicial en torno a ella.

Por su parte, los actores sociales suelen estar a favor de la protec-
ción ambiental y de una mayor regulación estatal, es decir, suelen 
oponerse a los intereses y preferencias de los actores económicos. 
Pero eso no quiere decir que los actores sociales siempre tengan los 
mismos valores y preferencias con respecto a un mismo tema. Como 
ejemplo podemos tomar el debate en torno a lo que se llama “perso-
nas en los parques”, es decir, el debate sobre qué hacer con los seres 
humanos que viven en áreas protegidas o en tierras que se quieren 
convertir en áreas protegidas (Fearnside, 2003). Dentro de los pro-
pios “defensores” de las áreas protegidas, hay dos posturas bien di-
ferenciadas. Hay quienes dicen que no puede haber conservación 
si hay seres humanos adentro, que debe hacerse una conservación 
prístina sin ninguna presencia humana y que por lo tanto no se pue-
de permitir ningún tipo de poblamiento humano en esas áreas. Y 
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hay quienes dicen lo contrario, en parte porque, si no se las incor-
pora dentro del manejo de las áreas protegidas, se están violando los 
derechos de las poblaciones (usualmente indígenas o campesinas) 
que habitan “tradicionalmente” en esas áreas. Pero también porque, 
si no se incorpora a las poblaciones en el manejo del área protegida, 
la iniciativa de protección va a fracasar porque las personas van a 
seguir con sus pequeñas actividades económicas o de supervivencia 
como antes y no van a permitir que haya conservación en el área 
que se quiere proteger. Este ejemplo (pueden encontrarse otros) nos 
muestra cómo, aun persiguiendo un mismo objetivo, como puede ser 
“preservar los bosques”, no todas las personas que quieren preservar 
los bosques tienen las mismas preferencias de política pública sobre 
cómo hacerlo.

Podría decirse que las preferencias de los actores estatales son un 
poco más difíciles de determinar que las de los actores económicos 
y sociales. Pero pueden distinguirse dos grandes grupos dentro de 
los actores estatales. Unos prefieren más regulación y estándares de 
protección más altos, sobre todo aquellos que están en las agencias 
ambientales de los Poderes Ejecutivos (de distinto nivel). Otros prefie-
ren estándares de protección más bajos o evitar la regulación de cier-
tas actividades en apoyo de la producción económica, generalmente 
son los actores estatales que pertenecen a las agencias vinculadas 
con el desarrollo productivo, como los ministerios de Producción 
o de Agricultura. Así, dentro de un mismo Poder Ejecutivo, pueden 
encontrarse estos distintos actores que tienen visiones, valores, inte-
reses, preferencias contrapuestas. Y lo mismo sucede en los Poderes 
Legislativo y Judicial.

En definitiva, lo que reflejan estas preferencias opuestas es la na-
turaleza paradójica del Estado moderno. En el Estado moderno hay 
una contradicción inherente entre la lógica de la acumulación de 
capital y la lógica de la legitimidad democrática, y el Estado debe res-
ponder simultáneamente a los requisitos de ambas (Gutiérrez, 2018; 
O’Connor, 1998; Offe 1991; Polanyi, 2001). Por un lado, el Estado mo-
derno y capitalista tiene que considerar la lógica de acumulación del 
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capital muy seriamente porque obtiene recursos extrayendo impues-
tos de la economía capitalista. Por lo tanto, para poder aumentar sus 
recursos y eventualmente poder aumentar el gasto social, requiere 
que la economía capitalista siga creciendo, para lo cual necesita ga-
rantizar y estimular la acumulación de capital. Pero, por otro lado, 
en algunos países más que en otros, el Estado moderno tiene que res-
ponder a la legitimidad democrática. Obtiene su legitimidad demo-
cráticamente de la sociedad. Esto lo hace a través de las elecciones y 
de otros mecanismos. Y a veces la sociedad demanda cosas que van 
en contra de la acumulación de capital, como por ejemplo la protec-
ción ambiental. No lo hace necesariamente a través de las elecciones. 
Puede y suele hacerlo a través de la movilización, las consultas, los 
plebiscitos y otros mecanismos. El Estado también tiene que respon-
der a esa lógica de legitimidad democrática. Tiene que responder a 
las personas que supuestamente le otorgan legitimidad y le plantean 
demandas a través de mecanismos democráticos como la protesta, 
la movilización y, quizá más raramente, las elecciones. En suma, el 
Estado moderno tiene que responder a ambas lógicas y expresa esa 
contradicción entre la acumulación de capital y la legitimidad de-
mocrática. En este escenario lo que prima es el conflicto o contradic-
ción entre agencias del Estado. La contradicción por momentos se 
inclinará más hacia un lado y por momento más hacia el otro. Satis-
facer las dos lógicas al mismo tiempo es, si no imposible, muy difícil.

Lo importante es que esta naturaleza contradictoria del Estado 
moderno genera múltiples orientaciones y conflictos entre agencias 
estatales que tienen objetivos dispares. Esto quiere decir, en defini-
tiva, que no podemos pensar al Estado como un actor unitario. Son 
muchos actores que no persiguen los mismos objetivos y cuyos obje-
tivos pueden y suelen ser contradictorios. Hagamos un cálculo muy 
rápido. Consideremos un país con tres niveles de gobierno y tres Po-
deres (Legislativo, Ejecutivo y Judicial). Tendremos nueve celdas con 
distintos actores que tienen distintos intereses y preferencias. A su 
vez, si tomamos una sola de esas celdas, por ejemplo, el Poder Eje-
cutivo nacional, dentro de ella vamos a encontrar actores que son 
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favorables y actores que son contrarios a la protección ambiental. Y 
esa complejidad la podemos multiplicar por las nueve celdas y pode-
mos pensar aún en más celdas. Todo esto nos habla de una gran he-
terogeneidad de actores estatales con objetivos e intereses dispares y 
muchas veces contrapuestos.

Pero, curiosamente, esa gran heterogeneidad genera espacios de 
incidencia para que las organizaciones sociales preocupadas por la 
protección ambiental puedan ver algunas de sus demandas satisfe-
chas. ¿Por qué? Podemos observar aquí una doble vía. Por un lado, 
los actores estatales que persiguen o promueven la protección am-
biental y que se tienen que enfrentar con otros actores que se oponen 
a ella (por ejemplo, el Ministerio de Ambiente versus el Ministerio 
de Producción) suelen buscar aliados en la sociedad civil también 
interesados en la protección ambiental (por ejemplo, de los bosques 
o de los humedales) para que demanden al Estado la protección de 
esos ecosistemas, de modo que el parlamento o el Poder Ejecutivo 
tomen una decisión favorable a la protección de esos ecosistemas. 
Por otro lado, organizaciones sociales que quieren que se apruebe 
una ley de protección ambiental de los bosques o que se rechace un 
proyecto de minería, por ejemplo, suelen buscar aliados dentro del 
Estado, y como el Estado es esa caja de actores múltiples con múlti-
ples intereses y objetivos contrapuestos, es probable que los encuen-
tren. Al respecto, un actor muy recurrido es el Poder Judicial. Cuando 
los actores sociales no consiguen que el Poder Legislativo o el Poder 
Ejecutivo tomen medidas afines a sus demandas, tienden a recurrir 
al poder judicial y este a veces termina interviniendo (a veces no) a 
favor de los actores sociales que quieren proteger el ambiente, lo-
grando revertir ciertas decisiones de otros poderes. Como veremos a 
continuación, en gran medida el éxito y el fracaso de las iniciativas 
de protección ambiental descansan en la labor de coaliciones forja-
das entre actores sociales y estatales, facilitadas por la heterogenei-
dad de estos últimos.
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Ganadores y perdedores

Es importante señalar que la naturaleza distributiva de la política am-
biental es dinámica (Alcañiz y Gutiérrez, 2022). Acá vale una revisión 
crítica de la literatura, parte de la cual, sobre todo aquella centrada 
en la movilización social, tiende a asumir que los conflictos ambien-
tales refuerzan las divisiones existentes en la sociedad (Acselrad, 
2003; 2010; Baver y Lynch, 2006; Carruthers, 2008; Martínez-Alier, 
2008; Martínez-Alier et al., 2016; Svampa, 2012; Urkidi y Walter, 2011). 
Esta literatura encuentra que las personas más afectadas por la de-
gradación ambiental no pertenecen solamente a las comunidades 
más empobrecidas sino también a grupos definidos por desigualda-
des étnicas, raciales y de género (Bledsoe, 2019; Futemma et al., 2015; 
Mollett, 2014; Perry, 2009; Rodriguez-Díaz y Lewellen-Williams, 2020; 
Tormos-Aponte, 2018; Vélez et al., 2020; Vida, 2020).

Lo que se observa desde esta perspectiva es una suerte de determi-
nismo de desigualdades estructurales que no son modificables. Por 
regla general, los ganadores son siempre las grandes empresas y el 
Estado que ejecutan ciertas actividades económicas y/o promueven 
grandes proyectos de inversión y los perdedores suelen ser las po-
blaciones afectadas por esas actividades y proyectos. Generalmente, 
los ganadores destacan los impactos económicos y sociales positivos 
de sus iniciativas porque aumentan el PBI, incrementan las exporta-
ciones o, lo que Henri Acselrad (2003) llama el “chantaje de la locali-
zación”, generan más empleo, más bienestar y más calidad de vida 
para la población local. A su vez, estos ganadores suelen minimizar 
o negar lo que suele llamarse “externalidades ambientales”, dicien-
do, por ejemplo, que los organismos genéticamente modificados son 
menos degradantes que otros productos, e incluso algunos sostienen 
que pueden estimular la biodiversidad. Los perdedores, obviamente, 
niegan estos beneficios y afirman que tanto el ambiente como su sa-
lud y sus medios de vida y tradiciones culturales se ven amenazados 
por ellos.
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Esta literatura, sobre todo la que se enmarca en las discusiones 
sobre la justicia ambiental, tiene el mérito de traer al primer plano la 
dimensión distributiva de los conflictos y las políticas ambientales. 
Sin embargo, varios estudios muestran, sobre todo cuando los lee-
mos desde una perspectiva comparada, que las poblaciones afecta-
das a veces pueden derrotar a los poderosos y revertir el curso de las 
decisiones estatales. Es decir, no siempre las poblaciones afectadas 
pierden. Esto ocurre generalmente cuando se construyen alianzas o 
coaliciones amplias en las que se fusionan diversos actores sociales 
con actores políticos y estatales que legitiman e impulsan los recla-
mos de los actores sociales (Alcañiz y Gutiérrez, 2022; Christel y Gu-
tiérrez, 2023). Si la movilización social suele ser el motor que instala 
la protección ambiental en la agenda, y esto está bastante demostra-
do en la literatura en general y no solo en América Latina, el avan-
ce de políticas de protección ambiental (recordemos que la gente se 
moviliza para generar cambios en las decisiones estatales) depende 
en gran medida de la construcción de coaliciones transversales que 
reúnan actores sociales, estatales e incluso económicos. Por ejemplo, 
pensando en los múltiples conflictos en torno a la minería a cielo 
abierto, esto sucede cuando comunidades indígenas y campesinas, 
organizaciones ambientales locales, nacionales y/o transnacionales, 
productores locales y pequeñas empresas se conectan con actores 
políticos y estatales. Cuando esto sucede, lo que se observa es que 
aumentan las chances de que los “perdedores” o afectados puedan 
revertir las decisiones estatales y cambiar el curso de determinadas 
actividades económicas y políticas estatales.

La importancia de las coaliciones

Para ver cómo funcionan estas coaliciones transversales y entender 
mejor su impacto en las decisiones estatales, revisemos con mayor 
profundidad la literatura sobre movilización ambiental en América 
Latina y el Caribe. Por movilización ambiental se entiende la acción 
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colectiva orientada a influir (sea a través de estrategias contenciosas 
o institucionalizadas) las decisiones atinentes a las actividades eco-
nómicas y las regulaciones estatales que afectan la preservación, la 
recuperación y/o la remediación del ambiente (Christel y Gutiérrez, 
2021). Como punto de partida, es posible distinguir dos grandes pers-
pectivas contrapuestas, a las que llamamos los enfoques dicotómico 
y coalicional (Alcañiz y Gutiérrez, 2022; Christel y Gutiérrez, 2023). 
Para comparar estos dos enfoques, abordemos algunas cuestiones 
centrales de la movilización ambiental: ¿quiénes son los actores so-
ciales involucrados en la movilización ambiental?, ¿cómo interac-
túan los tipos de actores sociales entre sí?, ¿qué formas de acción 
llevan a cabo?, ¿cómo se relacionan con el Estado?

En toda la literatura, de un modo u otro e independientemente 
de las visiones, encontramos dos grandes tipos de actores sociales, 
que podemos pensar como tipos ideales: las organizaciones de éli-
te o profesionales (también llamadas ONGs) y las organizaciones de 
base (también llamadas organizaciones comunitarias). Las organiza-
ciones de élite o profesionales son organizaciones privadas oficial-
mente reconocidas por el Estado; tienden a ser profesionalizadas, 
cuentan con personal pago, tienen oficinas y pueden ser financiadas 
por donantes internacionales o a través de programas estatales. Las 
organizaciones de base están compuestas por individuos unidos por 
una causa común; su trabajo frecuentemente es activado por pro-
blemas locales que los afectan directamente; se apoyan en el trabajo 
voluntario y tienden a ser independientes del financiamiento inter-
nacional (Alcañiz y Gutiérrez, 2022).

A partir de esta tipología básica, es posible distinguir los dos en-
foques mencionados en base a los otros atributos de la movilización 
social. Desde una visión dicotómica, las organizaciones de élite y las 
organizaciones de base están desconectadas entre sí (y a veces inclu-
so opuestas), persiguen causas separadas y nunca interactúan. Esta 
desconexión entre los tipos de organización se traduce en una oposi-
ción de las formas de acción y de las relaciones con el Estado. Las or-
ganizaciones de élite recurren mayormente a modos institucionales 
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de acción (como el lobby en el Congreso, la participación en consejos 
o comités convocados por el Estado, etc.), mientras que las organi-
zaciones de base realizan mayormente acciones contenciosas (tales 
como la protesta, las marchas, los cortes de calles y rutas, etc.). Esta 
división tiene su correlato en las relaciones con el Estado. Las orga-
nizaciones de base perciben al Estado como un adversario y de ahí 
la protesta como su modo predominante de acción. En cambio, las 
organizaciones de élite construyen una interacción más colaborati-
va con el Estado y por eso suelen priorizar las formas más institucio-
nalizadas de acción.

En contraste, desde una visión coalicional, organizaciones de éli-
te y organizaciones de base trabajan de forma conjunta en torno a 
cuestiones y objetivos comunes, como parte de una misma alianza, 
coalición, red o movimiento que puede también incluir actores eco-
nómicos. Como correlato, las organizaciones de base y de élite, en 
tanto actúan juntas en pro de un objetivo o causa común, pueden 
combinar y compartir ambas formas de acción, es decir, modos con-
tenciosos con modos tradicionales o institucionalizados de acción. 
En no pocos casos, agentes estatales de diverso tipo se unen o apo-
yan a las organizaciones de base, las organizaciones profesionales y 
otros actores sociales que forman una misma coalición. Esto implica 
que una misma coalición puede entablar relaciones colaborativas 
con algunos agentes estatales y relaciones adversariales o de con-
frontación con otros.

Veamos algunos ejemplos que ilustran esta contraposición en-
tre los dos enfoques. Una buena ilustración de la visión dicotómi-
ca puede encontrarse en el estudio del ambientalismo ecuatoriano 
realizado por Tammy Lewis (2016). Dentro del vasto universo de 
organizaciones ambientales de Ecuador, Lewis distingue entre 
“ecoresistentes” y “ecodependientes”, las que conforman dos mun-
dos separados con diferentes formas de acción y relaciones con el 
Estado. Mientras que las organizaciones “ecodependientes” son tí-
picas organizaciones profesionales o de élite que se apoyan mayor-
mente en fondos internacionales y estatales y adoptan una actitud 
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colaborativa con el Estado, los “ecoresistentes” son grupos locales y 
organizaciones voluntarias que se enfrentan con el Estado y que son 
reluctantes a relacionarse con organizaciones profesionales y con 
donantes internacionales.

En contraste, un buen ejemplo de la visión coalicional lo encon-
tramos en el estudio de Mariana Walter y Leire Urkidi (2016) sobre 
luchas contra la minería en Perú, Argentina, Guatemala, Ecuador 
y Colombia. Ellas estudian las consultas comunitarias en torno a 
la minería y muestran cuándo esas consultas comunitarias tienen 
éxito y cuándo no, es decir, cuándo logran detener los proyectos de 
minería y cuándo no. En los casos estudiados, quienes se movilizan 
proponen la realización de consultas comunitarias para aprobar o 
rechazar un proyecto minero. Walter y Urkidi muestran que esas 
consultas logran su objetivo (rechazar el proyecto minero) cuando, 
a partir de la movilización, se forman alianzas con gobiernos locales 
y otros agentes estatales. Esos gobiernos locales otorgan legitimidad 
a las demandas de la coalición ambiental y convierten las propues-
tas de consulta comunitaria en plebiscitos municipales, es decir, 
transforman una iniciativa comunitaria en un mecanismo estatal de 
participación y toma de decisiones que deriva, sobre todo en Perú y 
Argentina, en el abandono de los proyectos mineros.

Otro ejemplo interesante de la visión coalicional, esta vez vin-
culado con la contaminación industrial en contextos urbanos, lo 
encontramos en el estudio de Maria Carmen Lemos (1998) sobre las 
políticas de control de contaminación en Cubatão, São Paulo, Brasil. 
Lemos analiza cómo, a partir de la movilización social en contra de 
la contaminación producida por un polo industrial, organizaciones 
populares directamente afectadas por la contaminación logran, gra-
cias a una coyuntura política favorable, aliarse con técnicos ambien-
tales del Estado de São Paulo con visiones progresistas. Esa alianza 
temporaria proveyó a ambos grupos con suficiente peso político 
como para impulsar la implementación de una política de control de 
la contaminación, consiguiendo que se pusiera en marcha un plan 
de remediación exitoso. Este estudio muestra cómo una coalición 
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entre actores sociales que se movilizan y una agencia estatal es la 
que logra que se lleve adelante una política de control que revierte la 
contaminación industrial.

En resumen, estudios como el de Walter y Urkidi y el de Lemos 
muestran la importancia de la colaboración Estado-sociedad: el éxi-
to o el fracaso de los reclamos ambientales descansa en gran medida 
en la habilidad de encontrar aliados dentro del Estado y en la cola-
boración entre actores estatales y sociales. Volviendo al tema de ga-
nadores y perdedores (quién gana y quién pierde, quién se beneficia 
y quién paga los costos), podemos ver que el enfoque coalicional es 
más optimista que el abordaje dicotómico porque muestra que, bajo 
ciertas condiciones, las poblaciones afectadas pueden resultar gana-
doras, es decir, pueden cambiar el curso de las decisiones estatales. 
Y eso se da cuando se forman coaliciones amplias con diversos ac-
tores sociales, productores locales/pequeños empresarios y actores 
estatales.

Consideraciones finales

Como cierre, podemos preguntarnos bajo qué condiciones la movili-
zación social puede tener un impacto en las políticas ambientales. O 
puesto en términos distributivos: bajo qué condiciones las personas 
afectadas o los “perdedores” pueden volverse ganadores. Del análisis 
de la literatura podemos inferir que las poblaciones afectadas o los 
actores que se movilizan pueden revertir las decisiones estatales e 
incidir en las políticas ambientales cuando se cumplen tres condicio-
nes (Alcañiz y Gutiérrez, 2022).

Primero, y como se dijo reiteradamente, cuando los actores socia-
les consiguen construir una alianza amplia con la participación de 
actores políticos y estatales que pueda volverse central para revertir 
decisiones previas.

Segundo, cuando la actividad en cuestión está todavía en la fase 
de proyecto o no está totalmente operativa. Si bien el ejemplo de 
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Cubatão muestra que no es imposible incidir en las decisiones esta-
tales cuando el daño es infligido por una actividad económica muy 
arraigada, parece más difícil revertir una actividad económica que 
está mucho más arraigada en un determinado territorio o localidad 
que cuando se trata de un proyecto o una actividad que todavía no 
está en funcionamiento. Eso se ve claramente en el caso de la mine-
ría. Por lo general, es más difícil forzar el cierre de una mina que ya 
está en funcionamiento que impedir la explotación de un proyecto 
minero que todavía está en fase de aprobación o de exploración.

Tercero (sobre todo en casos de actividades proyectadas), cuando 
la actividad en cuestión colisiona con intereses económicos arraiga-
dos en la población local y cuando la movilización contra ella está 
articulada con esos intereses económicos. Por ejemplo, cuando pe-
queños productores rurales o el turismo se ven afectados por proyec-
tos mineros, es más probable que esos actores económicos participen 
de la oposición a la minería. También es más probable que haya una 
articulación entre las preocupaciones ambientales y las preocupa-
ciones económicas de los distintos actores y que eso permita ejercer 
mayor presión sobre el Estado local, provincial o nacional para re-
vertir decisiones estatales y provocar la prohibición de un proyecto 
minero.

Llegados a este punto, dos advertencias son de rigor. Primero, la 
suma de estas condiciones necesarias no se traduce automáticamen-
te en una condición suficiente. Pueden darse las tres condiciones y 
aun así resultar perdedora la coalición proteccionista o, por el con-
trario, esta puede ganar aun cuando no se aúnen las tres condiciones 
(como en el caso de Cubatão). Lo que hacen estas condiciones es au-
mentar las probabilidades de que la coalición proteccionista resulte 
ganadora. Segundo, señalar que los perdedores a veces puedan ga-
nar no implica negar las desigualdades estructurales que afectan la 
disputa por el ambiente. Pero sí nos invita a tener una visión menos 
determinista de esas desigualdades y reconocer el carácter dinámico 
de la política distributiva del ambiente. En suma, estas conclusiones 
llaman a prestar más atención a los distintos actores involucrados y 
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a la eventual formación y funcionamiento de coaliciones transversa-
les para desempacar y ampliar nuestra comprensión de la dinámica 
distributiva de la política ambiental.
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y participación ambiental

Gabriela Delamata y Lucas Christel

Introducción

Las luchas por el ambiente y contra los extractivismos se libran re-
gularmente en el lenguaje de los derechos. El lenguaje de los dere-
chos invoca prerrogativas constitucionales y apela a la legitimidad 
pública y a lo obligatorio. Ante la aceleración de los procesos que de-
gradan el ambiente, el lenguaje de los derechos permite articular de-
mandas sociales y conectarlas con las responsabilidades del Estado 
y los particulares. Para que esto ocurra es necesario que la cuestión 
ambiental esté “juridificada” y que los afectados activen y usen los 
derechos ambientales, es decir, incorporen la “movilización legal” a 
sus repertorios de acción.

Este capítulo aborda la juridificación del ambiente y la moviliza-
ción legal ambiental como procesos que enmarcan y sostienen la par-
ticipación social en temas ambientales. En la primera parte, de orden 
más general, se señala la importancia del reconocimiento constitu-
cional del derecho al ambiente, como valor y como herramienta a 
ser apropiados por los actores sociales, y se definen los conceptos de 
“juridificación” y “movilización legal”. Seguidamente, se aporta una 
noción básica de derecho humano al ambiente y se profundiza en 
características específicas de ese derecho, tales como la titularidad 
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intergeneracional y el alcance colectivo del mismo. Cerramos el apar-
tado con una descripción de la recepción del derecho al ambiente en 
el sistema constitucional y legal argentino. En la segunda parte nos 
valemos de la casuística argentina para ilustrar los modos en que las 
movilizaciones-ambientales se conectan con el derecho. En primer 
lugar, se presenta una breve genealogía de la protesta ambiental en 
Argentina que permite registrar el uso de herramientas legales en los 
primeros eventos de movilización social y, en consecuencia, obser-
var su temprana configuración como mecanismo de participación 
ambiental “desde abajo”. En segundo lugar, se aborda la referencia al 
derecho al ambiente en la construcción de marcos de interpretación 
de las luchas ambientales, en relación con la multiplicidad de acto-
res que es característica de la protesta ambiental en Argentina y en 
las distintas escalas de acción por las que discurre la movilización. 
En tercer término, se desarrollan resumidamente dos casos de mo-
vilización ambiental resaltando los elementos mencionados. Para 
finalizar, sintetizamos los principales argumentos del capítulo y los 
proyectamos hacia adelante, a modo de hipótesis de trabajo sobre el 
futuro del derecho en las luchas socioambientales.

Juridificación del (derecho al) ambiente y movilización legal

Desde mediados de los años ochenta del siglo pasado, América 
Latina asiste a un período intenso de cambios constitucionales mo-
torizados por la creación de nuevas constituciones o la reforma de 
las existentes, según los países. Una de las características comunes 
a estas transformaciones es la incorporación del ambiente sano 
como derecho humano a proteger en las democracias constitucio-
nales. La protección del ambiente integra el “orden de valores” que 
es distintivo del nuevo constitucionalismo, orden de valores que no 
se entiende como mera declaración sino como programa a concretar 
y derechos a satisfacer (Uprimny, 2010). Es por ello que, junto con 
la determinación de responsabilidades estatales, las constituciones 
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aseguran herramientas para la puesta en movimiento y exigibilidad 
de los derechos por parte de la ciudadanía. Por un lado, se recono-
cen mecanismos de participación ciudadana semidirecta o directa 
para la toma de decisiones colectivas y, por el otro, se crean orga-
nismos y herramientas de control legal y protección judicial de los 
derechos, como las defensorías, la figura de las asociaciones civiles 
legitimadas, las acciones judiciales especiales, etc. Por último, las 
constituciones hacen referencia a alguna relación entre ambiente 
y economía. Esta ecuación es variable ya que existen textos consti-
tucionales que postulan una relación armónica entre crecimiento 
económico y protección del ambiente y otros en los que la protec-
ción del ambiente limita las actividades económicas, especialmente 
las constituciones que reconocen diversidad de derechos y de suje-
tos de derechos, como la ecuatoriana (derechos de la naturaleza) y la 
ecuatoriana y la boliviana (derechos del buen vivir provenientes de 
la tradición indígena). Sin embargo, aunque estas diferencias no son 
un dato menor, cabe señalar que las relaciones de definición entre 
economía y ambiente están en el meollo de los conflictos ambienta-
les y son los significados allí gestados los que finalmente actualizan 
el sentido de las normas (como se verá más abajo al tratar los marcos 
de interpretación de la protesta ambiental y el caso de la Asamblea 
Ciudadana Ambiental de Gualeguaychú, protagonista de la primera 
movilización ambientalista en Argentina de resonancia nacional e 
internacional, en especial).

La constitucionalización del ambiente bajo la forma de derecho 
humano es un primer paso fundamental en el proceso de “juridifica-
ción” del ambiente, ello es, con Antonio Azuela (2006)

[el] proceso social por el cual las expectativas que se forman en el 
‘campo ambiental’ (o sea, las expectativas acerca de qué debemos ha-
cer sobre la cuestión ambiental) se convierten en “enunciados jurí-
dicos” para ser incorporados al horizonte cultural de los actores que 
participan en dicho campo (pp. 13-14).
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Dando un salto adelante, si la juridificación del ambiente es la con-
versión al campo del derecho de las expectativas normativas existen-
tes en la sociedad, en un momento dado, respecto del ambiente –a 
través de la influencia de organizaciones y movimientos ambienta-
les–, la posterior referencia a los derechos allí consagrados y su utili-
zación en el reclamo social y la protesta ambiental pueden crear una 
forma de acción y activismo basados en el bagaje legal. Una vez que 
la protección del ambiente ha sido juridificada, los actores sociales 
pueden apropiarse de los derechos ambientales, como lenguaje para 
la legitimación de demandas y herramientas para la incidencia pú-
blica y el litigio judicial. Estas formas de acción son denominadas 
movilización legal, un repertorio que comprende desde la más am-
plia articulación de aspiraciones y reivindicaciones a través del dis-
curso de derechos, pasando por el encuadre de reclamos en marcos y 
conceptos legales, hasta una forma particular de uso del derecho y la 
ley como es el litigio judicial (Smulovitz, 2008; Zemans, 1983).

Dicho esto, antes de brindar ejemplos de movilización legal, es 
preciso recuperar una noción básica del derecho al ambiente y repa-
rar en tres de sus características fundamentales, para luego especifi-
car su recepción en el derecho estatal argentino.

Una definición genérica del derecho al ambiente lo entiende 
como el derecho humano a gozar de aire, agua y suelo limpios, no so-
lamente para los ciudadanos presentes sino también para las gene-
raciones venideras. Así entendido, el derecho al ambiente posee tres 
características esenciales que hacen necesario o conveniente hablar 
de derechos ambientales en plural. En primer lugar, el derecho al 
ambiente comprende los llamados derechos concomitantes, es decir, 
derechos que permiten tanto a las organizaciones sociales como a 
los ciudadanos en términos individuales reclamar por sus legítimos 
derechos al agua, aire y suelo sano (Hajer, 2000). Estos derechos con-
comitantes están vinculados estrechamente con la información y la 
participación ambiental y, entre otros, involucran el derecho a ex-
presar y difundir información ambiental, a recibir educación sobre 
derechos ambientales y humanos, a asociarse libre y pacíficamente 
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en aras de la protección ambiental y a ser remediado y recompensa-
do ante los daños ambientales.

En segundo lugar, los derechos ambientales revisten un carác-
ter colectivo, por lo cual no pueden ser reducidos al disfrute indivi-
dual ni restringidos en términos de espacio o tiempo (Hiskes, 2009). 
El carácter colectivo de estos derechos resulta importante por dos 
cuestiones. Por un lado, porque refuerza la responsabilidad interge-
neracional, la cual, a su vez, es favorecida por el sentido de conexión 
ciudadana intertemporal que brindan las garantías constituciona-
les. Por otro lado, porque habilita la posibilidad de reclamar colec-
tivamente por la tutela judicial de los derechos ambientales. Esto 
último permite que el pedido de amparo o tutela de los derechos pue-
da ser exigido por organizaciones o personas físicas que defiendan 
intereses difusos y no únicamente por los afectados directos.

En tercer y último lugar, los derechos ambientales implican una 
cuestión de justicia a partir de los efectos distributivos que gene-
ran tanto la contaminación como las políticas ambientales (Hiskes, 
2009). El componente distributivo de las cuestiones ambientales 
remite a que no todos los grupos sociales –o ciudadanos individua-
les– quedan expuestos de igual manera a los riesgos y los pasivos am-
bientales. De igual manera, cualquier política ambiental impacta de 
forma discrecional y segmentada sobre determinados sectores. Ante 
esto, la consagración –y eventual disfrute– de los derechos ambienta-
les opera con un sentido de justicia.

Dicho lo anterior, en Argentina los derechos ambientales se en-
cuentran garantizados constitucionalmente desde la reforma de 
1994 en el artículo 41. Dicho artículo estipula que: “Todos los habi-
tantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para 
el desarrollo humano y para que las actividades productivas satis-
fagan las necesidades presentes sin comprometer las de las genera-
ciones futuras; y tienen el deber de preservarlo”. Por otra parte, el 
artículo 124 reconoce el dominio de las provincias sobre los recur-
sos naturales y clarifica la distribución de competencias entre pro-
vincias y Nación en materia ambiental dispuesta por el artículo 41. 
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Complementariamente, la Ley General de Ambiente Nº 25.675/02 
(LGA), tomando como base el mandato constitucional de sancionar 
normas de presupuestos mínimos de protección ambiental, dicta los 
principios rectores que guían las políticas medioambientales en Ar-
gentina, así como sus instrumentos de gestión, determina criterios 
de competencia judicial, establece la noción de daño ambiental y 
avanza en elementos de educación, información y participación ciu-
dadana en temas ambientales. Esta ley es fundamental para conver-
tir los enunciados abstractos en prácticas concretas de protección 
ambiental (Jeffords y Minkler, 2016).

Protestas ambientales en Argentina y elementos legales

Genealogía de la protesta ambiental y la movilización legal

Las primeras protestas ambientales ocurridas en Argentina datan de 
principios de los años 2000. Durante los primeros veinte años de la 
actual democracia argentina primaron, dentro de las formas del am-
bientalismo social, las organizaciones no gubernamentales de tipo 
profesional, cuya interacción con el Estado se producía mediante 
formas institucionalizadas de acción. Todo esto cambió con el nue-
vo milenio, cuando comenzaron a surgir organizaciones sociales de 
base y acciones contenciosas para expresar las demandas hacia el 
Estado (manifestaciones, marchas, cortes de calles o rutas), aunque 
combinadas con acciones legales, como se remarcará.

Las primeras protestas ambientales se produjeron en sectores 
extractivos de recursos naturales y en oposición a ellos, como la 
megaminería y las pasteras, y eran protagonizadas por “asambleas 
ciudadanas”, colectivos sociales autoorganizados y críticos de la po-
lítica profesional y las formas representativas de la democracia. En 
el ambiente detonado por el estallido social de 2001 y la posterior 
conformación de asambleas ciudadanas urbanas, las asambleas am-
bientales reivindicaron con ese movimiento la horizontalidad de los 
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vínculos políticos y la defensa de la democracia directa como meca-
nismo de toma de decisiones. Aunque rápidamente se hizo evidente 
que las luchas ambientales involucraban formatos organizativos y 
modos de acción combinados y complejos, es importante notar que 
las primeras interpretaciones del fenómeno tendieron a soslayar 
estos matices, llevando lejos la identificación de las asambleas con 
el autonomismo político, al punto de otorgar a sus acciones un ca-
rácter anti-estatal o anti-institucional. La principal consecuencia de 
esta interpretación fue dejar de lado, en los análisis de casos, la cre-
ciente utilización del derecho por parte de las asambleas ambienta-
les y/en su interacción con el Estado.

En rigor, la movilización de Esquel de 2002 y 2003, ampliamente 
conocida por ser pionera de la serie de protestas ambientales contra 
el avance de procesos extractivos de recursos naturales producidas 
en Argentina, es paradigmática del despliegue de distintos tipos de 
acciones en su resistencia a la instalación de una empresa transna-
cional para la explotación de oro y otros metales en las inmediacio-
nes de esa localidad patagónica, ubicada en la provincia de Chubut. 
Organizados en la Asamblea de Vecinos Autoconvocados de Esquel, 
los habitantes del lugar desarrollaron acciones de protesta y con 
ello lograron que el Concejo Deliberante municipal convocase a un 
plebiscito para votar a favor o en contra de la mina. En el plebiscito 
realizado en marzo de 2003 triunfó el “No a la mina en Esquel” con 
el 81% de los votos y ello dio lugar a la sanción de la Ordenanza 33/03 
declarando a Esquel “municipio no tóxico y ambientalmente susten-
table”. Posteriormente, en abril del mismo año, el Poder Legislativo 
provincial sancionó la Ley 5001/03 prohibiendo en todo el territorio 
de la provincia de Chubut “la actividad minera metalífera en la mo-
dalidad a cielo abierto y la utilización de cianuro en los procesos de 
producción minera”. Además de haber logrado activar el mecanismo 
de la democracia directa para decidir a nivel municipal y de conse-
guir la sanción de una ley provincial que extendió territorialmente 
los resultados del primero, la movilización de Esquel incluyó el liti-
gio judicial. En 2002, una vecina de la localidad presentó un recurso 



206 

Gabriela Delamata y Lucas Christel

de amparo, basado en el derecho a un ambiente sano consagrado en 
el artículo 41 de la Constitución Nacional, y una solicitud de medida 
cautelar para que se suspendiera la actividad llevada a cabo por la 
empresa minera en cuestión hasta tanto se cumpliera con la audien-
cia pública requerida legalmente como parte de la Evaluación de Im-
pacto Ambiental. La resolución del juez de primera instancia resultó 
favorable al amparo y a la medida cautelar, pero la misma fue ape-
lada por la empresa y el caso siguió su curso hasta llegar a la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación. Esta Corte confirmó la sentencia 
del Superior Tribunal de la provincia, conforme a la demandante, y 
apoyó su sentencia en la Ley General del Ambiente y el artículo 41 de 
la Constitución Nacional (SCJN, 2007).

Junto con la movilización de Gualeguaychú contra las pasteras 
(ver más abajo), la movilización de Esquel contra la megaminería 
hizo huella en utilizar la referencia a la Constitución Nacional y el 
derecho al ambiente sano allí consagrado, como marco interpretati-
vo legítimo de tales conflictos, y llevar las acciones sociales al terreno 
legal y judicial. Dado que nuevos plebiscitos no pudieron realizarse 
en otras localidades en las que se intentó hacer uso del mecanismo, 
el recurso a los marcos y herramientas legales por parte de colecti-
vos conformados en oposición a esos procesos económicos –y otros, 
como el uso de glifosato en el agro– fue creciendo, muchas veces en 
combinación con protestas de calle.

En suma, como señalamos en otros trabajos (Delamata, 2013), la 
utilización de la ley en temas ambientales no menguó con la apari-
ción de protestas sociales. Por el contrario, el deterioro de los canales 
electorales y representativos de la democracia acrecentó el uso del 
derecho en los conflictos socio-ambientales, como modo de canali-
zar demandas, fiscalizar las acciones del Estado y activar procesos de 
toma de decisión de política pública.

Resaltaremos a continuación la importancia del derecho y la ley 
en relación con tres dimensiones observables en la protesta ambien-
tal: los marcos interpretativos, la diversidad de actores y las múlti-
ples escalas de acción.
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Dimensiones de la movilización ambiental y derecho

Los marcos de interpretación

Un elemento que comparten las protestas ambientales referidas 
a sectores extractivos de recursos naturales es el uso de consignas 
negativas en su posicionamiento público, expresando antagonismos 
sociales irreductibles ante el avance de un sector o algunas de sus 
externalidades, como puede apreciarse en el “No a la mina”, “No a las 
papeleras” y “Paren de fumigar”. Sin embargo, puesto que las consig-
nas negativas no bastan para formular el problema ambiental como 
tal, la movilización social recurre a (otros) marcos de interpretación. 
El gran marco, ya mencionado, es el derecho al ambiente sano re-
conocido en el ordenamiento jurídico. El encuadre de las demandas 
como una cuestión de derechos humanos de rango constitucional a 
gozar de un ambiente sano, permite interpretar el problema en juego 
y colocarlo en un lenguaje universal compartido, capaz de transfor-
mar los términos del debate público en la sociedad y apropiado para 
interpelar con legitimidad a las autoridades. El segundo marco, ela-
borado en contacto con el territorio de la movilización, es más aco-
tado y da contenido específico al derecho al ambiente sano, según es 
definido en función de intereses y preferencias sociales concretos. 
Estos marcos “socio-territoriales” pueden ir desde el resguardo de un 
“modelo productivo” local o regional, a la defensa del agua pura, de 
la salud, etc. Su relación con el primer marco es de actualización lo-
cal del derecho al ambiente, de aterrizaje socio-territorial del master 
frame y formulación de una ecuación determinada entre economía, 
ambiente y sociedad (Delamata, 2019).

La diversidad de actores

El carácter multiactoral es un componente característico de la mo-
vilización ambiental en Argentina también desde sus orígenes. En 
otras palabras, en las protestas ambientales no suele haber un único 
tipo de actor involucrado. La variedad de actores movilizados incluye 
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organizaciones asamblearias o de base, ONG´s ambientalistas, acto-
res estatales, organizaciones profesionales o de apoyo (tales como 
abogados ambientalistas), sindicatos y hasta incluso actores econó-
micos y asociaciones empresariales. Igualmente, bien vale aclarar 
que el componente multiactoral de la protesta no implica que todos 
los actores tengan el mismo compromiso o intensidad en la partici-
pación ni tampoco significa que exista una coordinación estratégica 
entre los mismos durante el despliegue de acciones colectivas.

Hay tres elementos interesantes para ahondar en la comprensión 
del carácter multiactoral de la protesta ambiental. En primer lugar, 
la importancia de una preocupación compartida sobre la situación 
del ambiente. Ante determinado daño o una eventual afectación 
ambiental los distintos actores suelen posicionarse al respecto y, 
en ocasiones, coinciden sobre la forma de resolución de dicha pro-
blemática. Tal como vimos en el punto anterior, la negatividad de 
las consignas es un elemento que favorece la amplitud de actores 
involucrados. En segundo lugar, el hecho de que los actores estata-
les muchas veces juegan papeles importantes durante los procesos 
de protesta social. En línea con lo remarcado por Gutiérrez (2018) 
en su análisis sobre las coaliciones ambientales, los actores estata-
les suelen involucrarse en las disputas ambientales y su accionar 
usualmente resulta importante durante el proceso de conflictividad 
y eventual resolución de la problemática en discusión. Así, actores 
tales como concejales locales, intendentes, legisladores y/o funcio-
narios estatales de distintas áreas de gestión, proceden a sentar su 
posición frente a las problemáticas ambientales y son parte del com-
ponente multiactoral de la protesta. En tercer lugar, la diversidad de 
actores involucrados da lugar a la existencia de distintos modos de 
acción y a la progresiva ampliación del repertorio de protesta. Un 
elemento distintivo de la protesta ambiental en Argentina ha sido –y 
sigue siendo– la combinación de modalidades contenciosas e insti-
tucionalizadas de participación. En la medida que se involucran dis-
tintos actores, con repertorios, tradiciones y recursos particulares, 
también resulta esperable la ampliación del repertorio de acción. 
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Incluso, las distintas experiencias de conflictividad ambiental mues-
tran que actores que tradicionalmente han sido asociados a la acción 
contenciosa, como las asambleas ciudadanas, han ido incorporando 
las estrategias judiciales a su repertorio a partir de la difusión del 
conocimiento legal y la socialización de experiencias (Christel, 2019). 
Esto indica que el acceso a los recursos jurídicos se ha expandido a 
través de la estructura social, desde los sectores medios a los grupos 
marginados del dinamismo económico, como nota de la evolución 
de la protesta ambiental en el país.

La multiescalaridad de la acción

La protesta ambiental en Argentina se caracteriza por ser multiesca-
lar. Esto implica que los conflictos no suceden o se dirimen en una 
única escala, sino que las escalas de acción son múltiples, dinámi-
cas y complejas. Con la cuestión de la escala de acción nos referimos 
al espacio territorial y administrativo en la cual se pone en juego la 
disputa en torno a lo ambiental. En el caso puntual de Argentina, el 
entorno federal establece tres niveles de acción, la escala local, la 
provincial y la nacional. Adicionalmente, en determinadas ocasio-
nes, como se verá con el caso de Gualeguaychú, incluso los conflictos 
escalan hasta el nivel internacional. La distribución federal de nues-
tro país no es un dato menor para las disputas ambientales. Dado 
que la Constitución Nacional, en su artículo 124, reconoce el dominio 
originario de las provincias sobre los recursos naturales, la escala 
subnacional se posiciona como la arena por excelencia tanto para 
la protesta como para la resolución de la conflictividad ambiental.

La escala local es, usualmente, el lugar en la cual se inicia la pro-
testa ambiental. Frente a determinada problemática considerada 
riesgosa o nociva para el ambiente, los ciudadanos locales suelen 
organizarse y reclamar ante los actores políticos locales, tales como 
el intendente, los concejales y/o funcionarios. Una vez iniciada la 
protesta, los distintos actores involucrados usualmente intentan as-
cender en las escalas de acción. O, dicho en otras palabras, intentan 
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llevar la discusión hacia la arena provincial y/o nacional, a partir de 
la búsqueda de distintos apoyos.

Como se especificó anteriormente, la palabra central en el manejo 
y gestión de los recursos naturales queda en manos provinciales. Sin 
embargo, una decisión provincial que no satisface los objetivos de 
los sectores ambientalistas, generalmente no clausura el conflicto, 
sino que inaugura nuevas estrategias de protesta (y judicialización) 
que buscan ascender hacia niveles superiores de decisión, tales como 
la arena nacional o incluso la dimensión internacional. En distintos 
trabajos (Christel, 2020) se ha mostrado que cuando la protesta logra 
escalar hacia niveles superiores mayores son las posibilidades de ob-
tener éxito en sus reclamos.

Dos casos de movilización ambiental

En esta sección relatamos brevemente dos casos de movilización 
ambiental, enfatizando los distintos elementos mencionados. En 
el primer caso, la movilización de los pobladores de la ciudad de 
Gualeguaychú contra las pasteras, resaltamos la construcción de 
marcos de interpretación del conflicto: un marco genérico de apela-
ción al derecho al ambiente y un marco socio-territorial que alberga 
una diversidad de intereses y actores locales en defensa del ambien-
te. En el segundo caso, la movilización de pobladores de Andalgalá 
contra la minería a cielo abierto, subrayamos el proceso simultáneo 
de radicalización de la acción directa y utilización del marco jurídico 
ambiental en la protesta, que atravesó el conflicto y nutrió el reper-
torio de acción.

La movilización de Gualeguaychú. Derecho al ambiente  
y defensa de un modelo socio-productivo local

Durante la década de los 2000, la República Oriental del Uruguay 
puso en marcha políticas de inversión extranjera en el sector 
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foresto-celulósico sobre la cuenca del río Uruguay, una región com-
partida con Argentina a través de ese curso de agua. Pese a que la 
industria celulósica no había registrado signos de conflictividad so-
cial en territorio argentino hasta entonces, la toma de conocimiento 
acerca de la instalación de mega plantas de producción de celulosa 
sobre la vera oriental del río Uruguay, a cargo de las empresas es-
pañola ENCE y finlandesa BOTNIA, puso en vilo a los habitantes de 
una porción de la costa argentina y suscitó un conflicto de contenido 
ambiental de gran resonancia pública en el país. Los habitantes de la 
ciudad de Gualeguaychú, provincia de Entre Ríos, se opusieron fron-
talmente al desembarco de las “papeleras” sobre el río compartido, 
entendiendo que representaba una amenaza a su estilo de desarrollo 
territorial.

Iniciado en 2002, el conflicto por las pasteras atravesó distintas 
etapas e instancias, con un fuerte y largo componente de acción di-
recta, hasta convertirse en un litigio judicial entre Argentina y Uru-
guay, y posteriormente en una sentencia del Tribunal Internacional 
de la Haya. La decisión judicial no objetó la localización de la pastera 
BOTNIA, como lo esperaba Gualeguaychú (y que anteriormente ha-
bía logrado la relocalización de ENCE), sino que impuso a ambos paí-
ses la obligación de monitorear conjuntamente el funcionamiento 
de la planta y el manejo de los efluentes.

Gualeguaychú utilizó el derecho al ambiente constitucional 
como principal marco discursivo de cara a la sociedad en su conjun-
to y ante las autoridades del Estado, que reconocieron ese derecho. 
También se refirió a los conceptos legales vertidos en el Tratado del 
Río Uruguay para recordar las obligaciones de Argentina y de Uru-
guay en relación con la protección del río y elevar el caso a ámbito 
diplomático y a la justicia internacional. En lo que sigue se pondrán 
de relieve otros dos aspectos de la movilización: el marco “socio-terri-
torial” de la protesta y la diversidad de actores presentes en la Asam-
blea Ciudadana Ambiental de Gualeguaychú (ACAG).

Cabe destacar que la defensa del ambiente sano declinó en la 
formulación elaborada por los habitantes de Gualeguaychú, en la 
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defensa de “el modelo social y económico proyectado para la región”, 
que, a entender de la ACAG, se vería compulsivamente modificado 
por la instalación de las pasteras. La instalación de fábricas de celu-
losa de gran volumen frente a las costas de su ciudad amenazaba con 
ocasionar problemas de contaminación biofísica, pero sus impactos 
se cualificaban al ser proyectados sobre las características que, a jui-
cio de la asamblea ambiental, dotaban a la ciudad y su entorno de 
un “perfil social y económico” propio: desde el cuidado brindado al 
medioambiente y a la salud de la población, pasando por el valor pai-
sajístico atribuido al río Uruguay, el desarrollo turístico de la ciudad 
y alrededores, el valor inmobiliario del suelo, el valor de la produc-
ción agrícola (soja, maíz, trigo, girasol, lino, sorgo, arroz, horticultu-
ra-floricultura y forrajes) y de la explotación animal (ganado vacuno, 
producción láctea, apícola y piscicultura), y el valor del comercio y 
de actividades industriales como la agroalimentaria, según se plas-
mó en el Informe Técnico de la Asamblea Ciudadana Ambiental de 
Gualeguaychú dado a conocer en julio de 2007.

En su definición de modelo socio-económico, los gualeguay-
chuenses movilizaban una identidad territorial como vecinos de 
una localidad de reconocido atractivo turístico, sede de los nacional-
mente famosos Carnavales de Gualeguaychú, rodeada de espacios 
naturales para la recreación, los deportes acuáticos y el disfrute del 
paisaje, a la vez que expresaban el interés de múltiples actores loca-
les en la preservación de un perfil productivo apoyado en el creci-
miento y dinamismo de las principales actividades económicas de 
la localidad y la región, el agro y el turismo. La ACAG estaba confor-
mada tanto por ciudadanos de la localidad como por autoridades 
de los Poderes Ejecutivo y Legislativo municipales, y contaba entre 
sus miembros más activos a empresarios del turismo y la industria, 
productores agropecuarios, comerciantes y también representantes 
de organizaciones sectoriales de primer y segundo grado, como la 
Corporación del Desarrollo, promotora de las firmas industriales y 
comerciales de la ciudad, y la Federación Agraria, representativa de 
los productores agropecuarios a nivel regional.
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La experiencia de Andalgalá. Protesta y acción legal

La lucha contra la minería a cielo abierto de la comunidad de 
Andalgalá es una de las experiencias más potentes de conflictividad 
ambiental en Argentina. Catamarca fue la primera provincia argen-
tina donde se explotó minería a cielo abierto. Con la inauguración 
de la mina “Bajo La Alumbrera”, yacimiento de oro, cobre, plata y 
molibdeno, el oeste catamarqueño fue señalado por el Estado y los 
inversores privados como el punto de despegue de la nueva minería 
en el país. Por su parte, la población recibió con esperanzas y expec-
tativas a la actividad.

Sin embargo, con el paso del tiempo comenzaron a surgir una 
serie de cuestionamientos sociales hacia la minería. Inicialmente, 
los reclamos se asociaron a la falta de empleo y el limitado beneficio 
económico que la actividad trajo sobre las zonas aledañas al sitio de 
explotación. Luego, y ya hacia el año 2003, cambió el foco del recla-
mo hacia la cuestión ambiental. Con el progresivo fortalecimiento 
de un marco “socio-territorial”, la defensa del agua y la denuncia de 
los costos ambientales de la actividad minera fueron moldeando una 
oposición cada vez más férrea a la actividad minera.

A partir de esta nueva configuración de la protesta, el proceso de 
lucha se caracterizó por tres matices particulares. Primero, el epi-
centro de la conflictividad se consolidó en la ciudad de Andalgalá. 
Segundo, pese a un fortalecimiento progresivo de los actores asam-
blearios como protagonistas centrales de los reclamos, no existió un 
proceso amplio de involucramiento de actores políticos y económi-
cos significativos a la disputa. Tercero, el conflicto se caracterizó por 
un fuerte despliegue de acciones directas y una progresiva, pero muy 
potente, incorporación de un marco jurídico ambiental que amplió 
el repertorio de lucha de los contendientes.

La ciudad de Andalgalá, conocida como “la perla del Oeste”, ha si-
do-y sigue siendo- la localidad más movilizada contra la minería. A lo 
largo de los reclamos contra la actividad, en ocasiones se han mani-
festado protestas en lugares como Santa María y Belén, en Tinogasta 
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o más recientemente en Antofagasta de la Sierra por el avance de 
la minería de litio. Sin embargo, en ninguna de estas localidades la 
lucha se ha sostenido en el tiempo como sí ha ocurrido en Andalgalá, 
primero a partir de los cuestionamientos hacia La Alumbrera, y lue-
go hacia proyectos como Agua Rica o MARA.

Los actores sociales han sido los protagonistas más comprometi-
dos en la lucha contra la minería en Catamarca. Una vez consolidado 
el giro ambiental de la protesta, se organizaron en grupos ciudada-
nos autoconvocados que intentaron, con escaso éxito, disputar la 
centralidad de la actividad minera en la política provincial. El con-
flicto entró luego en una etapa de latencia y, recién hacia finales de 
2009, un nuevo actor ganó centralidad en las disputas contra la mi-
nería, la “Asamblea del Algarrobo”. Luego del conocimiento de nue-
vas iniciativas mineras, como Pilciao 16 y Agua Rica, crecieron los 
cuestionamientos sociales. En diciembre de 2009, vecinos de Andal-
galá bloquearon un camino comunal en el distrito de Chaquiago en 
vistas a impedir el avance del proyecto minero Agua Rica y organiza-
ron la “Asamblea del Algarrobo”. El corte fue mantenido durante las 
primeras semanas del 2010 y, finalmente, la respuesta estatal fue una 
violenta represión policial que dejó como saldo varios asambleís-
tas heridos y posteriormente judicializados. A partir de entonces, la 
“Asamblea del Algarrobo” se convirtió en referente de la lucha con-
tra la minería en Catamarca y su accionar fue sumamente relevante 
en los años subsiguientes. Pese a sus esfuerzos y la construcción de 
redes y vinculaciones con otros actores asamblearios y sectores so-
ciales, la lucha de Andalgalá no ha logrado aunar en forma sólida 
y constante a una pluralidad de actores políticos y económicos que 
fortalezcan el reclamo contra la actividad minera.

La emergencia de un marco de referencia jurídico ambiental fue 
un proceso que se consolidó a la par de la apuesta de la “Asamblea del 
Algarrobo” por la acción directa. Luego de la mencionada represión, 
los vecinos volvieron a bloquear de forma permanente el acceso a los 
caminos mineros y desde esa fecha hasta entonces llevan realizadas, 
con periodicidad semanal, más de 600 rondas de protesta alrededor 
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de la plaza del pueblo. Pese a la centralidad de la acción directa, des-
de la asamblea han sabido combinar la misma con la estrategia legal, 
ampliando así su repertorio de acción. Incluso, han utilizado, en oca-
siones, la protesta como modo de reforzar sus presentaciones judi-
ciales (Christel, 2020).

Apenas unas semanas después de su conformación, la asamblea 
presentó un amparo ambiental contra la empresa Agua Rica. En su 
presentación, exigieron la suspensión de los trabajos preparatorios 
de la mina y exigieron el cierre definitivo de la explotación por lesio-
nar los derechos al medio ambiente sano, a la vida, a la integridad 
física y a la propiedad de los habitantes de la región. Adicionalmente, 
agregaron en su presentación un reclamo técnico pues la Secretaría 
de Estado de Minería de Catamarca había emitido la Declaración de 
Impacto Ambiental (DIA) de Agua Rica en forma condicionada, una 
figura no contemplada en la normativa ambiental (Christel, 2020). 
El proceso judicial que siguió a la presentación es un claro ejemplo 
de cómo opera la cuestión multiescalar en las disputas ambientales. 
Luego de dos fallos desfavorables a la asamblea, uno en el Juzgado 
de Control de Garantías y otro en la Cámara de Apelación en lo Ci-
vil, Comercial, de Minas y del Trabajo de Segunda Nominación, los 
asambleístas apelaron ante la Corte de Justicia Provincial. Frente a 
un nuevo revés, reforzaron su apuesta por la estrategia judicial y ele-
varon un recurso de queja ante la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación. Ante la inacción del máximo tribunal, la Asamblea decidió 
acampar frente a los Tribunales para ejercer presión y forzar una 
decisión. Esta estrategia fue empleada dos veces, en 2014 y en 2016, y 
finalmente resultó eficaz. En marzo de aquel año, la Corte se expidió 
de forma favorable a la asamblea al aceptar el amparo ambiental y 
le devolvió la causa a la justicia provincial para un nuevo dictamen. 
Hacia el final de su fallo, los jueces enfatizaron que “es importante 
señalar que, en cuestiones de medio ambiente, cuando se persigue la 
tutela del bien colectivo, tiene prioridad absoluta la prevención del 
daño futuro” (CSJN, 2016).
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Palabras finales

En este capítulo argumentamos e intentamos mostrar que el derecho 
es un componente importante para la participación de la sociedad en 
los temas y las políticas ambientales y que su uso es particularmente 
destacable en la protesta ambiental. La juridificación del derecho al 
ambiente actúa como estructura de oportunidad para la petición de 
demandas ambientales y opera en dos sentidos: como forma de in-
terpretar y enmarcar el problema, apelando a valores consagrados 
en la Constitución y las leyes, y como herramienta(s) para reclamar 
ante las instituciones y autoridades estatales, muchas veces por par-
te de grupos que reúnen a distintos actores sociales y utilizan estra-
tégicamente la ley.

Aunque la formalización del derecho contrasta con la presencia 
de colectivos ciudadanos que toman las calles y los caminos para 
protestar, es de esperar que la movilización legal permanezca acom-
pañando este tipo de acciones. Tanto la protesta como el uso del de-
recho parecen crecer y fortalecerse (simultáneamente) cuando se 
percibe un déficit de protección ambiental de parte de los funciona-
rios y representantes políticos. Ante el deterioro de la vía administra-
tiva y/o los canales político-electorales de la democracia, se activan 
socialmente formas compensatorias de participación ambiental que 
utilizan los valores y las herramientas del derecho para posicionar 
demandas, fiscalizar a las autoridades y buscar incidencia en los 
procesos de toma de decisiones. Puesto que los Estados expresan in-
tereses heterogéneos y desarrollan políticas públicas con fines que 
pueden ser contradictorios entre sí, las promesas y compromisos ju-
rídicos asumidos en materia ambiental pueden contribuir a cambiar 
la correlación de fuerzas en los conflictos en favor de quienes los ac-
tivan y movilizan para aumentar la protección del ambiente.
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la Región Metropolitana de Buenos Aires

Silvia Grinberg

Introducción

Vivimos tiempos en los que el 60% de la población mundial se radi-
ca en ciudades y el 30% lo hace en grandes metrópolis. En América 
Latina esa población asciende al 80% y, en Argentina al 92%. De mo-
dos diversos, crecientes y constantes, como lo describe Soja (2008), la 
urbanización ha ganado terreno y en los últimos decenios los proce-
sos de conurbanización han dado lugar a la configuración de la post-
metrópolis. En el sur global, estás dinámicas se combinan de modo 
particular con la consolidación de los llamados asentamientos, cam-
pamentos, chabolas, villas, favelas o slums que resulta en que vastí-
simos sectores de la población quedan arrojados a su propia suerte 
gestionando unas condiciones de vida que se traducen en precarie-
dad ambiental. De hecho, como lo hemos señalado en otros trabajos 
(Grinberg, 2011; 2020), lo que define a los denominados slums es la 
particular mixtura entre pobreza urbana y degradación ambiental. 
Ahora bien, lejos de pensar estos procesos como cuestiones sui gene-
ris, proponemos notas que nos acerquen a esbozar una genealogía 
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del espacio urbano. Ello como un modo de acercarnos a comprender 
los modos en que la acción histórica, la política de/sobre el ambiente, 
de la vida humana y no humana, se han traducido en la consolida-
ción de zonas urbanas de sacrificio cuyo signo es la precarización de 
la vida.

La mirada genealógica refiere a las tácticas y estrategias de poder 
y en ese sentido supone situar al saber en el ámbito de las luchas 
(Foucault, 1980), y desde allí acercarse a la emergencia de determi-
nados problemas, estado de fuerzas, que en el caso que nos ocupa re-
fiere a los particulares modos en que pobreza urbana y degradación 
ambiental se solapan y mixturan muy tempranamente en la vida de 
las incipientes urbes. Soja (2008), propone la noción de geohistoria1 
del espacio urbano para la problematización de los procesos que nos 
han dejado viviendo en un mundo en el que la vida urbana se extien-
de a todos los rincones del planeta. Una geohistoria que se solapa 
en la urbe sobre siglos y siglos de acción y construcción del medio 
urbano. Una acción que se encontró con muchos de los problemas 
contemporáneos de la vida metropolitana. La contaminación de 
aguas, aires y ríos, la migración rural, así como los flujos de circula-
ción de la población y bienes o recolección de residuos, de las aguas 
negras constituyen algunos de las cuestiones que comienzan a aque-
jar a los incipientes gobiernos urbanos. De muy diversos modos estas 
dinámicas no solo están presentes, sino que definen de un particular 
modo a los slums. Desde aquí, nos preguntamos por los mecanismos, 
luchas y relaciones de fuerza a través de los cuales unos determina-
dos espacios urbanos se definen por la exposición diferencial de su 
población a la precariedad ambiental.

La noción de precariedad ambiental la proponemos retomando la 
distinción que realiza Butler (2010) entre precariedad y precariedad. 

1  Al respecto, Soja (2008) señala que esta noción está acompasada con la creciente 
conciencia que en tanto seres humanos somos intrínsecamente espaciales y que en 
ese sentido estamos “comprometidos en la actividad colectiva de producir espacios y 
lugares, territorios y regiones, ambientes y hábitats, quizá como nunca antes había 
sucedido” (p. 33).
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Las vidas, señala, “son por definición precarias: pueden ser elimi-
nadas de manera voluntaria o accidental” (p. 46), y es esa condición 
la que designa la precariedad en tanto “conducción políticamente 
inducida de la precariedad que se maximiza para las poblaciones 
expuestas a la violencia estatal arbitraria” (p. 46). Mientras la pre-
cariedad define la vida, agregamos aquí humana y no humana, la 
precariedad designa una condición política particular que afecta a 
determinadas poblaciones. Desde aquí proponemos que una de las 
notas particulares del antropoceno urbano son los modos en que el 
par precariedad/precariedad compone a la urbe metropolitana. En 
postmetrópolis como Buenos Aires, aunque desde ya no solo, ello in-
volucra interrogar uno de los signos de estas dinámicas asociado al 
crecimiento de barrios atravesados por la pobreza urbana y la degra-
dación ambiental.

En este capítulo, basado en material de investigación desarro-
llada en la Región Metropolitana de Buenos Aires (de aquí en más 
usamos la sigla RMBA), proponemos acercarnos a la comprensión 
de estos procesos atendiendo a dos aspectos paralelos. Por un lado, 
importa la pregunta por los trazos de la vida urbana, las rupturas 
y continuidades. Se trata de encontrarnos con los modos de consti-
tución del presente urbano que no dejan de asentarse en tan viejos 
como nuevos problemas, como lo son el miedo y pánico urbano, la 
contaminación o la gestión de la pobreza urbana. Y es justamente 
desde allí que importan las rupturas contemporáneas, los modos 
de problematización de lo urbano, las tecnologías que se despliegan 
como modos de actuar sobre ellos. Como lo discutimos más adelante, 
una particular mixtura de miedo y criminalización de la migración, 
especialmente rural, junto con la degradación ambiental, atraviesan 
de modos muy tempranos los procesos de urbanización de la ciudad 
de Buenos Aires.

Inseguridad y degradación ambiental suelen aparecer como 
temas de nuestra época, más aún cuando se hace referencia a las 
metrópolis del sur global (Davis, 2007); por ello es clave la mira-
da genealógica, una que nos acerque a entender que no se trata de 
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fenómenos sui generis y nos adentre los vasos comunicantes, las con-
tinuidades como las rupturas. Sin duda las respuestas a la inquietud 
político sanitaria han cambiado y mucho. En el presente los modos 
de la intervención política han dejado a vastos sectores de la pobla-
ción librados a la propia suerte, donde la puja por aquello que Lefeb-
vre denomina el derecho a la ciudad se enfrenta con mecanismos 
de distribución social del espacio que se presentan en las lógicas de 
la in-exclusión2 (Esposito, 2005; Grinberg, 2023; Veiga Neto y Lopes, 
2011). Modos de inclusión que en la urbe se expresan como un es-
tar dentro en la precariedad que dibuja geografías urbanas de in/
exclusión. Espacios urbanos cuya población queda arrojada a auto-
gestionar la urbanización. Desde la recolección de los residuos, los 
servicios públicos, hasta la organización de espacios de esparcimien-
to todo resulta en gesta comunitaria (Besana et. al, 2015; Grinberg, 
Gutiérrez y Mantinñan, 2012), que no pueden más que traducirse en 
la precariedad de la vida humana y no humana. En el caso que nos 
ocupa, las villas son ubicadas y pensadas en el espacio como áreas 
urbanas abyectas (Grinberg, 2010), zonas de inhabitabilidad que, 
como fantasma, amenazan a la subjetividad, así como el bienestar 
metropolitano.

Comprender la conformación de estos espacios en clave genealó-
gica nos acerca a entender los modos en que las luchas por la tierra 
y los modos en que se han ido sedimentando en el espacio urbano, 
definiendo zonas de in/exclusión, se vuelve clave no solo para com-
prender cómo llegamos hasta aquí sino para desestabilidad la inevi-
tabilidad de un futuro donde la población parece condenada a vivir 
en la precariedad. Como señala Rose (2007), la mirada genealógica 
sirvió para devolver al presente su contingencia, en la actualidad esa 
mirada supone otro giro que al subrayar esa contingencia “desesta-
biliza el futuro reconociendo su carácter abierto” (p. 5). Es decir, nos 

2  En términos de Espósito, se trata de la figura dialéctica que se bosqueja cuando ya 
no se es separado o expulsado, sino que en la lógica inmunitaria lo negativo no solo 
sobrevive a su cura, sino que constituye la condición de su eficacia. Esto es la inclu-
sión excluyente o, la exclusión mediante la inclusión
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arroja a pensar cómo son nuestras intervenciones, aquellas que dan 
forma al futuro que vamos a habitar.

La RMBA constituye una postmetrópolis que ha crecido, como 
tantas otras del sur global, al calor de la expansión de zonas que pre-
sentan los rasgos de la vida cosmopolita globalizada, y otras que se 
expanden y sedimentan en las formas de la urbanización precariza-
da. Es la particular mixtura de ambiente y pobreza que atraviesa al 
antropoceno urbano en torno de la que proponemos debatir aquí. 
Lejos de lecturas lineales y progresivas del desarrollo de las ciuda-
des, se trata de socavar esas narrativas retomando puntos e hitos que 
remontan a la vida colonial que ofició no solo demarcando el casco 
urbano sino también la distribución de la tierra, y el trazado de ca-
minos y rutas que atraviesan a la presente trama; unos trazos que 
conforman modos sedimentados de la presente geografía de la in/
exclusión (Grinberg, 2020; 2022). A continuación, como el título del 
capítulo, se definen notas que nos acerquen a una genealogía. Para 
ello proponemos primero un acercamiento sucinto a la noción de 
antropoceno urbano para luego adentrarnos en una analítica que 
recupera material de archivo que retoma algunas líneas que hacen a 
la trama, a la geohistoria de la precariedad ambiental urbana. Cabe 
señalar que el trabajo de investigación (algunos de cuyos resultados 
discutimos aquí) lo realizamos en el marco del Observatorio Am-
biental Carcova que, desde el año 2004, involucra el trabajo sosteni-
do en asentamientos precarios de la RMBA.

Antropoceno urbano y precariedad ambiental:  
notas conceptuales y metodológicas

Antropoceno, capitaloceno y tecnoceno (Costa, 2022), junto con 
el un poco más nuevo término urbanoceno (West, 2017), son to-
das nociones que vienen a disputar su lugar en la descripción de 
nuestra era. Los estudios geológicos dan a conocer la categoría de 
antropoceno que describe la era geológica asociada a la influencia 
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del comportamiento humano sobre la tierra. Como señalan Lewis y 
Maslin (2015), las rocas recientes llamadas post-pleistoceno podrían 
haber sido llamadas antropozoicas, es decir, rocas de vida humana, 
o sea rocas en donde se nota el efecto de la vida humana en la tierra. 
Según estos autores, en América Latina ya en el siglo XVI se empie-
zan a encontrar los efectos que dejan sobre las rocas. Por su parte 
Moore y Haraway señalan que en realidad no deberíamos hablar de 
antropoceno, sino capitaloceno. Ello en tanto no se trata de la acción 
humana en sí sino de una forma particular de esa acción que ocurre 
en las lógicas propias del capital y de la gran aceleración propia del 
antropoceno. Seguidamente, la capacidad humana de afectar el pla-
neta no deja de estar asociadas al desarrollo tecnológico que supuso 
la liberación de la energía nuclear y que el término tecnoceno (Costa, 
2022; López Corona y Magallanes Guijón, 2020; Martins, 2018) viene, 
justamente, a problematizar. Por su parte la noción de urbanoceno, 
de algún modo, compone este triángulo remitiendo al proceso de la 
urbanización planetaria que actúa sobre el ecosistema y donde la 
cuestión ambiental no solo no le es ajena, sino que es juez y parte 
de dichas dinámicas. West (2017) propone que el pico de oro de la 
señal estratigráfica podría encontrarse en la geomorfología urbana 
y, como lo describen Palme y Salvati (2021), es en las ciudades donde 
se consume el 80% de la energía final.

De hecho, como lo ha descripto Lefrebvre (1970), la sociedad urba-
na involucra que la producción agrícola se transforma en un sector 
de la producción industrial, subordinada a sus imperativos y some-
tida a sus exigencias. Esto es, una completa transformación del agro 
asociada a la producción industrial donde la misma urbe se convier-
te en fuerza productiva. El binomio antrocepoceno urbano, enton-
ces, viene a referir a esta particular mixtura y sus múltiples vasos 
comunicantes. En un país como Argentina, en el que somos testigos 
de cómo los cambios en el uso del suelo propios de la economía de 
commodities (Arias, 2020), explica por qué el 92% de la población en 
Argentina se asienta en ciudades, así como la precariedad ambiental 
de muchos de esos asentamientos.
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La mirada genealógica puesta en diálogo con el antropoceno ur-
bano nos permite poner en signos de interrogación y ofrecer elemen-
tos para la comprensión de dichos procesos de urbanización, incluso 
del devenir postmetrópolis de aquellas ciudades que hasta hace no 
muchos decenios eran ciudades grandes. Se trata de encontrarnos 
tanto con las rupturas como con las relaciones de fuerza y las formas 
sedimentadas de la desigualdad que se ensamblan en la presente 
geografía de in/exclusión. No solo como parte del necesario ejercicio 
crítico que supone someter a interrogación las afirmaciones entre 
las que vivimos sino, como un modo de imaginar futuros otros que se 
alejen de la nostalgia de un pasado prístino que nunca fue, o, por lo 
menos no lo fue en los términos en que lo solemos añorar.

La circulación urbana contemporánea sabe expresamente de las 
divisiones de barrios ricos y pobres; ello mientras las apps que nos 
conducen por la ciudad nos recuerdan las zonas a evitar (Osborne 
y Rose, 1999). Transitar la ciudad se ha vuelto manejarse entre los 
bordes que dividen a barrios cuyas notas de precariedad se arbitran 
entre quienes las viven a diario y quienes pasan rápido por las auto-
pistas. Ahora, tal como a continuación lo discutimos, la definición de 
espacios urbanos abyectos (Grinberg, 2010) posee una historia algo 
más larga. De hecho, las postmetrópolis guardan las notas propias 
de la vida política contemporánea mientras la geohistoria de las con-
formaciones urbanas nos permite ponerlas en perspectiva; esto es, 
entender los problemas ambientales, las configuraciones urbanas, 
sus sedimentaciones y sus múltiples vasos comunicantes. Quitar-
les el halo mágico o satánico a los barrios que crecen al calor de la 
contaminación, de la negligencia y la desidia política que explica la 
precariedad. Desde aquí proponemos abordar los modos en que la 
cuestión urbana y ambiental se ensamblan en las incipientes ciuda-
des burguesas como una manera de ocuparnos de las modulaciones 
contemporáneas del antropoceno urbano.

Discutimos a continuación una serie de materiales que compo-
nen la retórica de los slums (Aranbidoo, 2014), donde pobreza, cri-
minalización y degradación se vuelven parte de un discurso que se 
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cierra sobre sí mismo. Si, como señalamos, la genealogía involucra 
“situar el saber en el ámbito de las luchas” (Castro, 2011, p. 172), el ma-
terial que discutimos procura componer elementos para un archivo 
del antropoceno urbano. Un archivo que

más que una cosa del pasado, antes que ella incluso, el archivo debe-
ría poner en tela de juicio la venida del porvenir. Y si todavía la cues-
tión del archivo no es, repitamos, una cuestión del pasado. No es la 
cuestión de un concepto del que dispusiéramos o no dispusiéramos 
ya en lo que concierne al pasado, un concepto archivable del archivo. Es 
una cuestión de porvenir, la cuestión del porvenir mismo, la cues-
tión de una respuesta, de una promesa y de una responsabilidad 
para mañana (Derrida, 1994, p. 20).

En este marco, los materiales que discutimos producidos en en tiem-
pos y espacios diferentes nos permiten trazar algunos de los saberes 
que se ensamblan como retórica de los slums. Un archivo que com-
ponemos entendiendo que “la parte es siempre mayor que la totali-
dad el borde del conjunto es un pliegue del conjunto” (Derrida, 2010, 
p. 98). El material que ponemos en diálogo se constituye de textos e 
imágenes producidos en coordenadas espacio temporales diferentes 
pero que coinciden en la creciente urbanidad. Sobre ellos,

es imposible decir cual cita a la otra, sobre todo cuál forma parte 
de la otra. Cada una incluye a la otra, comprende a la otra; es decir 
ninguna comprende a la otra. Cada historia (y cada instancia de la 
palabra historia, cada historia dentro de la historia) forma parte de 
la otra, convierte a la otra en una parte (de sí misma), cada historia es 
a la vez mayor y menor que sí misma (p. 101).

En esta finalidad ponemos en serie diversos registros visuales, narra-
tivos, mapas y legislaciones que remiten a la configuración presente 
de la precariedad ambiental. Esto es los modos en que por un lado 
una determinada población es colocada en el lugar de la sospecha 
que tiende a localizarse en determinados espacios de la urbe que ya 
muy incipientemente empiezan a portar las notas de la degradación.



 227

Antropoceno urbano y precariedad ambiental

Ambiente y precariedad como cuestión urbana

Las metrópolis que habitamos son proceso y producto de la gran 
aceleración de la posguerra, de la reconfiguración y crisis del capi-
talismo finisecular que entre otras cuestiones involucra dinámicas 
constantes de migraciones internas dentro de las ciudades resultado 
de la gentrificación, del valor del suelo, de la renta inmobiliaria, así 
como la precarización del empleo, entre otras. Pero también, como 
hace centurias, las urbes metropolitanas siguen creciendo resulta-
do de las migraciones rurales, más aún en regiones como América 
Latina cuya producción y reproducción diaria hace base en la in-
dustrialización agrícola ganadera y el devenir de las commodities. En 
lo que refiere a los asentamientos precarizados, la migración y po-
blamiento se realiza como parte de las luchas por la tierra que, hace 
centurias, involucra la constante expulsión del campo, la llegada a 
las urbes y la necesidad de espacios para habitar. Desalojos rurales 
que son constantes y permiten comprender una parte de la creciente 
urbanización. De hecho, estas pujas constituyen parte de unos derro-
teros que incluyen lugares de arribo y tránsito que suponen pueblos, 
ciudades y grandes ciudades (Rodríguez Vignoli, 2019; Ruiz Peyré, 
2019; Sili, 2019).

La clásica dicotomía ciudad-campo fundante, aunque no solo, de 
la urbanización en Argentina sigue siendo parte de una trama que 
recuerda que la vida citadina no está tan alejada de unas realidades y 
luchas que se sienten y vibran al calor de la urbanización planetaria. 
Así, como describe Brennen (2013), las geografías de la urbanización 
(concebidas durante largo tiempo con respecto a las poblaciones 
densamente concentradas y a los entornos construidos de las ciuda-
des) están adquiriendo morfologías nuevas y de mayor envergadura, 
que perforan, atraviesan y hacen estallar la antigua división entre lo 
urbano y lo rural. Los constantes desalojos de población campesina,3 

3  Son constante los procesos de expulsión y a la vez escasamente documentados. El 
siguiente es un comunicado emitido por unos de tantos movimientos campesinos en 
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resultado de economías asentadas en el extractivismo (Gargano, 
2022), conforman parte clave de una urbanización que resulta de la 
migración forzada que se asienta en las villas y cuyos relatos suelen 
referir a la venida del interior rural (Machado, Mantiñan y Grinberg, 
2014).

Es en este punto donde resuena la obra de Tomas Moro, Utopía, 
quien en los albores del siglo XVI describe una escena que no deja 
de recordarnos las actuales formas de la expulsión campesina y que 
constituyen parte de las narrativas urbanas donde sobre los barrios 
empobrecidos recaen los epítetos de criminalidad y degradación.4 
Muy a inicios del siglo XVI, Moro (2007) describe a un indignado 
Rafael:

Para que uno de estos garduños –inexplicable y atroz peste del pue-
blo– pueda cercar una serie de tierras unificadas con varios miles 
de yugadas, ha tenido que forzar a sus colonos a que le vendan sus 

Argentina, escasamente escuchados y mucho menos conocidos y que por ello, aún 
más vale la pena citar aquí. “la Red de Comedores Soberanos repudia la represión des-
atada contra lxs compañerxs de la UTT en la Ruta 5, de Bandera Bajada en Santiago 
del Estero, mientras se movilizaban junto a la Comunidad Tonokoté para defender 
los territorios que está usurpando el empresario Jorge Simón Karan que hace tiempo 
amedrenta a lxs compañerxs poseedores de la tierra con amenazas y denuncias, para 
la explotación de maderas de quebracho y carbón. Entre los detenidos se encuentra 
Lucas Tedesco referente nacional de la UTT, por lo que reclamamos su inmediata libe-
ración junto a sus compañerxs. El día jueves el compañero Felipe Suarez fue detenido 
en la misma localidad mientras se encontraba resistiendo al desalojo de sus territo-
rios en el departamento de Figueroa. La orden fue dictada y ejecutada por el fiscal 
Miguel Torresi y la jueza de control y garantías, circunscripción Capital, Ana Maria 
Vittar. Denunciamos junto con la comunidad originaria, perteneciente al Consejo de 
la Nación Tonokoté Llajtaymanta, al fiscal y la jueza por la constante persecución y 
criminalización a la comunidad a favor de los intereses empresarios. Y responsabi-
lizamos a los gobiernos provincial y nacional por la integridad de lxs compañerxs. 
(Comunicado de protesta campesina Santiago del Estero, junio 2022). Esta solicitada 
fue emitida por organizaciones campesinas en virtud del desalojo violento que estaba 
viviendo una comunidad en una provincia del norte argentino. Como tantas otras 
expulsiones poco documentadas y silenciadas, esta solicitada da cuenta de las pujas 
por la tierra que en el presente atraviesan a la trama urbano-rural en el país.
4  De hecho, no son pocas las investigaciones que refieren a la responsabilidad de 
los asentamientos precarios respecto de la contaminación ambiental urbana (Bussi, 
2022).
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tierras... Emigran de sus lugares conocidos y acostumbrados sin en-
contrar dónde asentarse… ¡Crean ladrones y después les imponen 
una pena por robar! (p. 10).

Las palabras de Moro, expresan la inquietud político sanitaria del de-
venir industrial de la ciudad mercantil (Lefevbre, 1970), así como la 
periferia urbana comenzaba a ser objeto de sospecha. Algunas cen-
turias más tarde y en nuestras latitudes, esas palabras resuenan en 
la preocupación de Sarmiento. Un autor y político argentino, quien 
fuera presidente en el período 1868-1874. En Sarmiento, la oposición 
entre lo urbano como lo cultivado, y la ruralidad como lo ingenuo y 
brutal, se hacen especialmente presentes en los pares campo-ciudad 
y barbarie-civilización, que comenzaban con la mixtura de la pobla-
ción indígena y mestiza:

Quien haya estudiado en nuestras campañas la forma del rancho 
que habitan los paisanos, y aun alrededor de nuestras ciudades 
como Santiago y otras los Huangualies de los suburbios, habrá podi-
do comprender el abismo que separa a sus moradores de toda idea, 
de todo instinto y de todo medio civilizador. El huangualí nuestro es 
la toldería de la tribu salvaje fijada en torno de las ciudades españo-
las, encerrando para ellas las mismas amenazas de depredación y de 
violencia que aquellas movibles que se clavan temporariamente en 
nuestras fronteras. A la menor conmoción de la república, a la me-
nor oscilación del gobierno, estas inmundas y estrechas guaridas del 
hombre degradado por la miseria, la estupidez y la falta de intereses 
y de goces, estarán siempre prontas a vomitar hordas de vándalos 
(Lefevbre, 1970, p. 23).

La inseguridad de la que renegaba Moro, en Sarmiento ya tiene 
una topología. Espacio, población y falta de urbanidad en la peri-
feria. Periferias que serían depositarias de los pánicos, miedos y fo-
bias (Foucault, 1999), así como de la degradación ambiental que ya 
empezaba a caracterizar a aquellos asentamientos que Sarmiento 
describiera como inmundas y estrechas guaridas. De modos muy 
particulares, estas narrativas, como tantas otras de la época, entre 



230 

Silvia Grinberg

latitudes y centurias plasman las escenas que no dejan de estar pre-
sentes y ensamblar en lo que hoy conforma la retórica de los slums.

La ciudad sucia no es algo completamente nuevo, así como tam-
poco la idea de slum (Hall, 1996). La división de barrios ricos y pobres, 
como describiera Foucault (1999) muy tempranamente, afecta a la 
ciudad mercantil e industrial. Migraciones forzadas, como describe 
Moro, que redundan en cada vez más gente viviendo en ciudades 
que no están preparadas para la vivienda masiva, donde la conta-
minación queda ligada a los miasmas, al agua; a una población que 
empieza a concentrarse en barrios donde el hacinamiento se vuelve 
moneda corriente. Agua y aire se asocian, justamente, a las patolo-
gías que acompañaban la tan incipiente como creciente urbaniza-
ción y a los modos en que urbe y ambiente empieza a aparecer como 
un problema que atraviesa a los habitantes de las ciudades y que se 
vuelve un problema específico de los barrios pobres. Los olores y las 
aguas contaminadas se vuelven temas de los cascos urbanos.

La primera respuesta a estas cuestiones ambientales, que va a 
marcar de modo determinante la vida urbana en general, por su-
puesto, de Europa, pero también de Buenos Aires y tantas otras ciu-
dades latinoamericanas, sería la separación de barrios ricos y pobres 
(Castro, 2010). En rigor, las poblaciones acomodadas huyen de sus ca-
sonas al calor de la contaminación ambiental, las pestes y miasmas.

En la decimonónica ciudad de Buenos Aires, este proceso se vive 
al calor de las olas migratorias de Europa y, especialmente, con la 
epidemia de la fiebre amarilla (1871), que provoca que las élites aban-
donen sus casonas del sur y huyan hacia el norte de la ciudad. Es en 
esos años que se delimita la divisoria de la ciudad. Al lado sur le to-
cará vivir a la vera de la contaminación. Llegado este punto, importa 
destacar cómo esa huida viene asociada al modo en que la urbaniza-
ción se tradujo en cuestión ambiental y, seguidamente, en distribu-
ción social de la contaminación.

La pintura del pintor viajero Pellegrini, “Los saladeros”, nos re-
monta a aquellos primeros momentos de la instalación de una in-
dustria, que Sarmiento describiera como “nuestras fábricas de 
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Birmingham” (Diario Nacional, 1857), que se instala a la vera del Ria-
chuelo (el río más contaminado de Argentina y uno de los más con-
taminados del mundo). Un río que en el tercer decenio del siglo XXI 
todavía sigue lidiando con el impacto industrial sobre su cuenca. De 
hecho, muy tempranamente, la precarización ambiental empieza a 
hacerse notar y se vuelve inquietud política. La primera legislación 
remonta a Bernardino Rivadavia, quien en 1822 sanciona un decreto 
mediante el cual propone enviar “al otro lado del Riachuelo” a los 
saladeros, fábricas de vela y depósitos de cueros, por los olores que 
emitían. En ese momento, quizá lo es aún, la preocupación era por 
la contaminación del aire más que del agua; poco preocupaba el 
daño del río y sus sedimentos. Sus olores, de acuerdo a cómo corría 
el viento, llegaban de cualquier modo a las casas acomodadas. En 
1871 aparece con mayor claridad la preocupación por el Riachuelo. 
La Ley N° 751, ordena al Poder Ejecutivo a practicar inmediatamente 
los estudios y ejecutar las obras necesarias para canalizar y limpiar 
el Riachuelo de Barracas.

Se trata de legislaciones que manifiestan aquello que ya en el si-
glo XIX era manifiesta contaminación tanto del agua como del aire. 
Más de dos centurias narran la contaminación de una cuenca, así 
como los modos en que se construye un afuera de la ciudad. Un afue-
ra que fue quedando dentro y hoy tiene entre sus cuencas algunos de 
los ríos más contaminados no solo de América Latina sino del mun-
do. Si solapamos esas historias de ríos y arroyos con el actual mapa 
urbano, encontramos que sobre esa cuenca y el río Reconquista (el 
segundo más contaminado de Argentina) se asientan gran parte de 
los asentamientos precarios de la RMBA. Así, la precariedad ambien-
tal, más que un efecto no deseado, compone el núcleo de las relacio-
nes de fuerza de la vida urbana. En la narrativa de Sarmiento hay 
una muy clara distinción entre el adentro y el afuera de la ciudad: el 
campo es lo que amenaza, lo bárbaro que se asienta de manera de-
gradada en la periferia urbana frente a la vida civilizada de la ciudad. 
En el siglo XIX, el adentro y el afuera era algo que podía delimitarse. 
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Sin embargo, desde fines del siglo XX, ese afuera ha ido cual cinta de 
moebius quedando adentro.

El mapa de la RMBA gráfica esta escena. Lo azul, por supuesto, 
son los ríos y sus llanuras de inundación. Gran parte de esas aguas 
no las vemos circular por la ciudad porque son arroyos entubados. 
De hecho, encauzar ríos y entubar arroyos ha sido desde el siglo XIX 
la respuesta de la ingeniería sanitaria.

Mapa 1

El mapa presenta franjas celestes que dibujan a los ríos y sus llanu-
ras de inundación. Y, por otro lado, puntos rojos que delinean los 
asentamientos precarios comúnmente llamados villas miseria. En 
su gran mayoría, los grandes asentamientos siguen las cotas de los 
ríos. Sobre la línea del Riachuelo, por ejemplo, nos encontramos con 
una larga cadena de barrios que se asentaron sobre su cota. Algo si-
milar ocurre en las otras cuencas.
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Este mapa delinea la distribución de la precariedad ambiental, 
la geografía urbana de la in/exclusión que se expresa desde la fuga 
de las élites hacia los barrios ricos devenidos en el siglo XXI urba-
nizaciones cosmopolitas. Expresa las tensiones sedimentadas vigen-
tes en el siglo XXI, y donde aquello que eran las periferias urbanas 
sospechadas en el siglo XIX conforma parte integral de la RMBA. En 
suma, aun cuando la contaminación ambiental suele pensarse como 
un problema del siglo XXI, la larga duración de las luchas, así como 
la solidificación de ambiente y la pobreza urbana empiezan a apare-
cer asociados muy incipientemente a los procesos de urbanización, 
conformando un continuo de expulsión rural, criminalización y pre-
carización de la vida de las poblaciones urbanas.

Nos encontramos con la cristalización de una configuración ur-
bana que realiza al calor de la distribución desigual de la precariedad 
ambiental, una distribución desigual de la ciudadanía, del bienestar, 
y donde la pobreza urbana queda trágicamente atada a la degrada-
ción ambiental.

Figura 1.

Fuente: Elaboración propia.
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La foto fue tomada por la autora de este capítulo en uno de los asen-
tamientos precarios donde desarrollamos el trabajo en terreno, y da 
cuenta de estas cuestiones. Podríamos compartir muchísimas otras 
tantas: las cañerías, la ausencia de cloacas. Incluso, el entubamiento 
ocurre de forma tal que no se generan las bocas de tormenta, por lo 
que las calles se vuelven piletas de aguas negras. Estas son las notas 
particulares, sobre todo, las notas de la metropolización selectiva 
(Prevot Shapira, 2002) del devenir de la precariedad en Buenos Aires.

Por último, el siguiente relato (figura 2) producido por una es-
tudiante de una escuela secundaria emplazada en el mismo barrio 
donde fue tomada la fotografía, vuelve a poner en escena otro de los 
aspectos que hacen a lo propio de nuestro presente urbano. Una ur-
banización creciente y desigual que tiene profundos vasos comuni-
cantes con la expulsión de los campesinos, como lo narra el relato 
adjunto en la imagen. Una población que es expulsada del campo, a 
quienes como otrora les sigue tocando asentarse en periferias urba-
nas que en el presente concentran la contaminación de siglos.

Figura 2
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El antropoceno urbano y la precariedad ambiental:  
a modo reflexiones de cierre

En este capítulo hemos propuesto algunos materiales procurando 
una aproximación para aquello que podría componer un archivo 
para una geohistoria del antropoceno urbano. Mapas, pinturas, le-
gislaciones, textos de época y del presente intentan capturar el de-
venir precario del metabolismo urbano. Materiales que de diversos 
modos narran las luchas urbano-ambientales, la in/exclusión que 
deja a cada vez más vastos sectores de la población autogestionando 
la precariedad. Como lo hemos discutido, una precariedad que es re-
sultado de centurias de contaminación y donde muy tempranamen-
te la población, que se iba asentando en las periferias (los huangalies, 
como los denomina Sarmiento), es puesta en el lugar de la sospecha. 
Algo que varios siglos antes denunciara Moro.

Si, como lo señala Sassen (2010) los procesos masivos de urbani-
zación “están inevitablemente en el centro de la cuestión medioam-
biental del futuro” (p. 73), retomar los hilos de la precariedad 
ambiental, de cómo hemos quedado viviendo en estas metrópolis, se 
vuelve clave. De hecho, porque

es a través de ciudades y grandes aglomeraciones urbanas que la hu-
manidad está cada vez más presente en el planeta y a través del cual 
media su relación con los diversos stocks y flujos de capital ambien-
tal. El interior urbano, una vez espacio confinado, es hoy un interior 
global (p. 73).

Si urbe y ambiente están indisolublemente anudados, se vuelve clave 
intentar trazar algún puente que reconecte ecología de la ciudad y 
naturaleza y que reponga la cuestión ambiental, el tratamiento del 
capital ambiental en la postmetrópolis en términos de cosa pública 
(Hönig, 2017). Como intentamos mostrar, el tratamiento político de 
la contaminación urbana conformó geografías de in/exclusión don-
de el carácter de cosa pública queda perdido como espacio a evitar. 
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En línea con Butler (2010), aparecen como vidas que no son dignas de 
ser vividas.

Ahora, ¿podemos pensar de otro modo? Sin duda este es el desafío 
clave de la interrogación genealógica (Foucault, 1980). Mientras mu-
chas de las respuestas de la sostenibilidad ocurren como respuestas 
individuales (dejar de usar plásticos, el compostaje en el hogar, etc.) 
de consumo (y sin negar la importancia de la revisión de las conduc-
tas individuales, de la remediación y el control de daños), cabe una 
pregunta política sobre la cosa pública. Ello requiere procurar mo-
dos otros de pensar lo no humano y lo no humano (Haraway, 2019), 
y como hemos intentado y ensayado en este texto atendiendo a las 
dinámicas en que se afectan y sedimentan en las formas de la preca-
riedad ambiental.

Revisitar las palabras del indignado Rafael, del libro de Moro, 
encontrarse con la obra de Pellegrini y los textos de Sarmiento, así 
como con los mapas postmetropolitanos que dibujan la distribución 
socioterritorial de la contaminación, nos permite trazar un mapa de 
indagación que nos ponga a caminar sobre las huellas del antropoce-
no urbano, aquellas que a lo largo de centurias se han ido dibujando 
como geografía de in/exclusión. Unas que, mientras siguen actuan-
do en las formas de la sociedad de laborantes5 (Arendt, 1996), no pue-
den ser más que extractivistas y dejar tras de sí la degradación del 
espacio rural y urbano; unas que, a la vez que expulsan y arrojan a la 

5  Arendt (1996), diferencia entre labor y trabajo. En el primer caso, señala la socie-
dad de laborantes se constituye como sociedad de consumidores donde todo lo que 
se produce está destinado está destinado a envanecerse dejando sus rastros en los 
sedimentos que se apilan en basurales, ríos, océanos, valles, etc. Un tipo de produc-
ción que nunca funciona pensando en lo que va a permanecer. Seguidamente, Arendt 
señala que, a diferencia de la labor, el trabajo es, justamente, la fabricación asociada 
con lo que vamos a dejar: “el mundo de las cosas hechas por el hombre, el artificio hu-
mano erigido por el homo faber, se convierte en un hogar para los hombres mortales, 
cuya estabilidad perdurará el movimiento siempre cambiante de sus vidas y acciones 
solo hasta el punto en que trascienda el puro funcionalismo de las cosas producidas 
para el consumo y la pura utilidad de los objetos producidos para el uso” (190-191). La 
cuestión ambiental ha quedado presa de esta tensión, en la rueda infinita de la labor, 
queda abierta la pregunta si el artificio del homo faber puede poner en el centro de la 
escena urbana alguna pregunta por la perdurabilidad.
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población a emigrar, en palabras de Rafael, de sus lugares conocidos 
y acostumbrados, sin encontrar dónde asentarse, se vuelven crónica 
de una muerte anunciada, que les deja viviendo entre la degradación 
del espacio urbano.

Si, como lo propone Haraway, necesitamos seguir con el proble-
ma, el enfoque que propusimos se vuelve una vía para preguntarnos 
por la fabricación de mundo, por lo que perdurará en términos de 
una cuestión que nos aqueja a todos, pública, y que desde allí nos 
conduzca a una interrogación por lo que vamos a proteger y cuidar. 
A diferencia de la labor, como lo señala Arendt, el trabajo supone 
fabricar cosas que van a permanecer, convertir el mundo de las co-
sas en hogar, generar parentesco, diría Haraway. Ahora, como lo 
señala Hönig (2017), lo que suele suceder con las “cosas públicas es 
que cuando se democratizan la respuesta de los poderosos suele ser 
abandonarla. La huida de los blancos de la urbe a lo suburbano, es 
de lo público a lo privado” (p. 24). Una huida que ocurrió y ocurre en 
y entre capas de la historia de la RMBA, y donde aquellos espacios 
contaminados y abandonados se definen bajo el signo de la preca-
riedad ambiental sedimentada. La lógica urbana se vuelve cuestión 
ambiental en una lógica que concentra a la degradación en determi-
nados enclaves que por un rato hacen creer que es posible esconder, 
enviar afuera como en la legislación de 1882 o escapar de las oleadas 
migratorias, de los restos de la sociedad de laborantes que funciona 
como un pac-man que todo lo devora.

De forma tal que, junto con exponer la degradación, la contami-
nación, necesitamos encontrarnos con las lógicas de la in/exclusión 
que conforman el espacio urbano, y el tratamiento urbano de la ru-
ralidad. La sostenibilidad interrogada en el espacio urbano requiere 
pensar cómo reparar, pero, principalmente, cómo vamos a producir 
respuestas otras a cuestiones que en el presente son problemas acu-
ciantes de la democracia. De hecho, uno de los grandes temas que en-
frentan las democracias son las condiciones de vida de las ciudades, 
que involucran tanto la profundización de las desigualdades (que se 
traduce en precariedad ambiental) como la circulación y los flujos 
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migratorios que nos arrojan a la urbanización planetaria. En esa lí-
nea podríamos ir un poco más allá. Se trata de pensar la cuestión am-
biental ya no como un objeto o bien privado (como algo destinado a 
consumir, donde la degradación aparece como algo inevitable y, con 
suerte, como algo a remediar), sino hacia una mirada del ambiente 
como un continuo que se conforma no como un otro sobre el que in-
tervenimos sino del que somos parte. Incluso si, como otrora, siguié-
ramos pretendiendo huir hacia las periferias, ellas cada vez más van 
quedando dentro. Retomar la noción de fabricación, esa condición 
de obra humana que se preocupa por lo que vamos a dejar, lo que va 
a permanecer, nos arroja a la posibilidad de encontrarnos con mo-
dos otros de pensar y pensarnos, unos que escapan al destino trágico 
de la precariedad, donde el ambiente en sí es imaginado y actuado 
como cosa pública, como uno de los problemas más acuciantes de las 
democracias.
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Política fiscal ambiental  
en América Latina y el Caribe1

Juan Pablo Jiménez

 Introducción

La humanidad enfrenta uno de los mayores desafíos de su historia, 
ya que para lograr que el planeta sea vivible para las próximas ge-
neraciones, se requiere el rápido paso hacia economías descarbo-
nizadas que minimicen el uso de recursos naturales. Esto significa 
pasar de una matriz energética basada en combustibles fósiles a otra 
basada en energías menos contaminantes como la energía eléctrica, 
generada con fuentes renovables.

Este paso es muy costoso ya que requiere adaptar el consumo y 
la producción a una nueva fuente energética, generando múltiples 

1  Muchas de las reflexiones incluídas en este capítulo son producto de las conver-
saciones y sugerencias de Giorgio Brosio, Hans-Jurgen Burchardt, Ricardo Carciofi, 
Pablo Ferreri, Luis Miguel Galindo, Rafael Jiménez, Fernando Lorenzo, Jim Mahon, 
Lydia Mabel Martinez, Andrea Podestá, Ignacio Ruelas, Javier Suarez Pandiello, 
Gustavo Viñales, Hannes Warnecke-Berger y de dos comentaristas anónimos, jun-
to con los aportes y comentarios a versiones anteriores de este capítulo de los par-
ticipantes de la Annual International Conference “Raw Materials, the Global South 
and Development in the 21st Century: Mobilizing Rents, Grasping Extractivist 
Societies” del Proyecto Extractivism de la Universidad de Kassel llevado adelante en 
la Universidad de Kassel en octubre 2022.
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impactos, entre los que se destacan los redistributivos en distintas 
dimensiones (entre sectores sociales, regiones y generaciones).

Estos desafíos, que son comunes a todos los países del mundo, 
adquieren complejidades particulares en América Latina y el Caribe 
(ALC), relacionados con su particular estructura productiva, econó-
mica y social.

Teniendo en cuenta estas urgencias y particularidades, el adecua-
do diseño e implementación de una reforma fiscal relacionada con el 
medio ambiente es una herramienta clave, pudiendo contribuir a con-
trolar las externalidades negativas del cambio climático; a incentivar 
la transición hacia otras fuentes de energía; a generar recursos fiscales 
adicionales que permitan financiar la adaptación y transición ener-
gética; a atenuar el sesgo de la región hacia industrias extractivas; a 
tener efectos secundarios positivos en la distribución del ingreso o en 
el crecimiento económico, aprovechando el reciclaje fiscal.

El cambio climático es un “mal” público con causas y consecuen-
cias globales (Blanchard y Tirole, 2021; Tanzi, 2022), pero con expre-
siones locales evidentes como eventos climáticos extremos, alza del 
nivel del mar o pérdida de la biodiversidad y que muestra, además, 
algunas especificidades relevantes desde la perspectiva de los países 
de ALC (Galindo y Lorenzo, 2020). A su vez, es un problema de desa-
rrollo que tiene efectos negativos significativos sobre las actividades 
económicas, el bienestar social y el medio ambiente, por lo que re-
quiere instrumentar urgentes y amplias transformaciones estructu-
rales para llegar a economías carbono neutral al 2050.

Los países de la región son particularmente vulnerables a los 
efectos del cambio climático (Fanelli, Jiménez y López Azcúnaga, 
2015; Galindo y Lorenzo, 2020), lo cual es atribuible a características 
productivas, sociales, económicas y políticas de la región.

Estas vulnerabilidades, junto con las menores emisiones históri-
cas de gases de efecto invernadero respecto a los países desarrolla-
dos, constituyen rasgos que deben ser tenidos particularmente en 
cuenta.
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Incorporar estas especificidades regionales en el mapa de riesgos 
y vulnerabilidades climáticas, la modalidad de adaptación a estos 
riesgos (infraestructura sostenible) y la agenda de reformas fiscales 
relacionadas con el medio ambiente (política fiscal verde) es funda-
mental para construir una estrategia regional que permita atender 
la transición energética y enfrentar el cambio climático.

La relevancia de priorizar instrumentos fiscales verdes se justifica 
en el actual contexto por su contribución, mediante el uso de incenti-
vos económicos, a la consecución de ambiciosos objetivos medioam-
bientales que deberán alcanzarse en un período de tiempo limitado. 
La política fiscal verde constituye una potente herramienta de polí-
tica para la minimización de los costos asociados a la transición eco-
lógica, a la vez que es capaz de promover el desarrollo, fomentar la 
inversión en tecnologías menos contaminantes y de generar nuevos 
empleos verdes, propiciando una nueva dinámica económica.

Las altas vulnerabilidades antes citadas, junto con algunas carac-
terísticas de las estructuras económicas y de los sistemas fiscales im-
perantes en la región, hacen necesario adaptar estas propuestas a la 
realidad de los países de ALC.

En comparación con otras regiones, y dado su histórico bajo ni-
vel de tributación, los gobiernos de ALC tienen un enorme potencial 
para recaudar mejores impuestos y para aumentar los ingresos que 
financien la producción de bienes públicos. Desde esta perspectiva, 
se observa que, en los países de la región, los impuestos ambientales 
o verdes son, en general, más bajos, como porcentaje del PIB, en com-
paración con lo que sucede en los países de la OCDE.

El objetivo de este capítulo es justificar y subrayar la urgencia y la 
relevancia de priorizar el uso de los instrumentos fiscales relaciona-
dos con el medio ambiente en las reformas fiscales y tributarias lati-
noamericanas. La implementación de una reforma fiscal ambiental 
adaptada a las particularidades de la región permitiría reducir el 
impacto del cambio climático; generar recursos adicionales para la 
adaptación y transición energética; atenuar el sesgo extractivo de las 
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economías de la región y tener impactos sobre la distribución del in-
greso y el crecimiento económico.

Para ello, se ofrece un marco general sobre la contribución de 
la fiscalidad en la resolución de los distintos problemas y objetivos 
medioambientales, teniendo en cuenta las particularidades y carac-
terísticas centrales de los países de la región como la significativa 
desigualdad personal y regional preexistente, la alta especialización 
en industrias extractivas y una importante biodiversidad.

Teniendo en cuenta que la transición ecológica introducirá cos-
tos socio-económicos relevantes y teniendo en cuenta la alta des-
igualdad preexistente en los países de América Latina, que hacen 
de la región una de las más desiguales del planeta en términos de 
ingresos y de riqueza, tanto personal como regional (CEPAL, 2021), 
debe prestarse particular atención a los impactos distributivos, tanto 
personales como regionales e intergeneracionales, vinculados a la 
intensificación o introducción de los tributos medioambientales y al 
establecimiento de mecanismos que mitiguen y compensen dichos 
efectos sobre determinados grupos sociales y sectores económicos.

Por todos estos motivos, en el presente capítulo se plantea que la 
dirección de las reformas a encarar por los gobiernos de la región 
debe incluir, necesariamente, una visión integral y transversal del 
sistema fiscal ante los múltiples desafíos medioambientales. En con-
secuencia, se propone un enfoque integral de la reforma fiscal, que 
incluya diferentes instrumentos que debieran ser desarrollados téc-
nicamente y evaluados en profundidad caso por caso, teniendo en 
cuenta las particularidades nacionales, las heterogeneidades socia-
les y sectoriales.

Reforma fiscal ambiental

El concepto de Reforma Fiscal Ambiental (RFA) surgió hacia fines de 
la década de los ochenta y se consolidó en los noventa en el marco 
de reformas llevadas a cabo sobre todo en Europa (Fanelli, Jiménez y 
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López Azcúnaga, 2015). La idea básica que impulsó las reformas fue la 
de utilizar el mecanismo de precios, por su capacidad de brindar in-
formación e influir sobre los incentivos, para corregir aquellas con-
ductas que deterioran el medio ambiente e impiden un uso racional 
del capital natural. Siguiendo el principio de que “el que contamina 
paga”, las reformas buscaban que los precios incorporaran el costo 
social de las externalidades negativas, y el instrumento que se pro-
puso para lograrlo fueron los impuestos “pigouvianos” (Pigou, 1920).

La evidencia sobre las reformas fiscales ambientales a nivel inter-
nacional es amplia y variada (Gago y Labandeira, 2012; Galindo y Lo-
renzo, 2020). Estas reformas tuvieron una primera fase en países del 
norte de Europa como Finlandia (1990), Suecia (1991), Noruega (1992), 
Dinamarca (1994) y los Países Bajos (1995), donde se implementaron 
altos impuestos fundamentalmente a la energía.

Posteriormente, se observa una segunda fase, principalmente en 
Finlandia (1997), Alemania (1999, 2003) y el Reino Unido (1996, 2001), 
donde si bien los instrumentos tributarios aplicados fueron simi-
lares, se enfocaron de manera explícita en lo que se conoce como 
reciclaje fiscal, esto es la posibilidad de utilizar los recursos prove-
nientes de nuevos impuestos ambientales como parte de una política 
tendiente a modificar la estructura tributaria e introducir medidas 
distributivas compensatorias, por ejemplo, en una reducción de los 
pagos a la seguridad social. De este modo, se buscaba, simultánea-
mente, controlar la externalidad negativa y fomentar el empleo, lo 
que se definió como “doble dividendo”.

La tercera fase de las reformas fiscales ambientales (p.e. Irlanda y 
Australia) incluyó impuestos más diversos, como sobre los residuos 
sólidos y una visión menos rígida donde los ingresos fiscales no tie-
nen un destino específico e incluso contribuyen a consolidar las fi-
nanzas públicas.

Finalmente, existe una cuarta fase, más heterogénea, en la que 
se aplican tanto procesos de reciclaje fiscal como estrategias impo-
sitivas ambientales de diverso tipo, tales como impuestos específicos 
combinados con esquemas de subsidio y con la emisión de bonos 
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verdes. De este modo, se observa que actualmente los principales im-
puestos ambientales se concentran en productos energéticos, vehí-
culos automotores y en actividades que generan contaminación de 
recursos hídricos y diversas clases de residuos.

Especificidades de América Latina para el diseño  
de una agenda fiscal ambiental

Para el adecuado diseño de una política fiscal ambiental deben te-
nerse en cuenta cuatro especificidades de la región latinoamericana, 
que la diferencian de un país desarrollado típico y que son especial-
mente relevantes para una aproximación sistémica a las reformas 
fiscales ambientales (Fanelli, Jiménez y López Azcúnaga, 2015).

1) Persistencia de la concentración del ingreso y la riqueza, la de si-
gualdad y la pobreza: La incidencia de la pobreza es significati-
va y, además, se trata de una región con fuertes disparidades 
en la distribución de la riqueza y el ingreso, tanto a nivel per-
sonal como regional (Brosio y Jiménez, 2015). Debido a esto, es 
necesario prestar especial atención a los posibles efectos dis-
tributivos de la implementación de una RFA. Debe tenerse en 
cuenta que la evidencia disponible muestra que los grupos de 
ingresos más bajos y las regiones más pobres en ALC son más 
vulnerables ante el cambio climático y, en general, a los dife-
rentes tipos de desastres naturales (Galindo y Lorenzo, 2020).

2) Importancia de las industrias extractivas: los recursos natura-
les tienen mayor peso relativo en la región y ello ha influido 
y seguirá influyendo en los instrumentos fiscales utilizados 
y en las características del espacio fiscal disponible, como se 
verá más adelante (Brosio y Jiménez, 2012; Jiménez y Podestá, 
2023).
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3) Estados débiles: el marco institucional suele ser más débil y el 
Estado muestra una capacidad reducida para arbitrar entre 
diferentes objetivos de política (como por ejemplo estabilidad 
macro versus política ambiental), proveer bienes públicos bá-
sicos y obtener fuentes de financiamiento. En ese sentido, la 
existencia de una cuantiosa masa de subsidios a los productos 
energéticos, fundamentalmente sobre el consumo de combus-
tibles, plantea un gran desafío en términos de política ambien-
tal. Estos subsidios, que existen desde hace décadas en varios 
países de la región, fundamentalmente en aquellos exporta-
dores de petróleo, se han expandido en cantidad y monto en 
los últimos años, con el objetivo adicional de compensar los 
aumentos internacionales del petróleo, producto del conflic-
to bélico entre Rusia y Ucrania, y su impacto en la inflación, 
generando muchas veces efectos contrapuestos a los original-
mente buscados, atentando contra los objetivos ambientales 
al favorecer un consumo excesivo de los combustibles (Ce-
trángolo y Fonteñez, 2022; Fanelli et al., 2015).

4) Menor nivel y diferente estructura de emisión de carbono: las 
emisiones generadas por la región que contribuyen a crear 
el efecto invernadero son una proporción menor de las emi-
siones globales y, además, la combinación de actividades que 
originan las emisiones, también, es diferente, con claro predo-
minio de actividades intensivas en recursos naturales (Galin-
do y Lorenzo, 2020). En la región se observa que la principal 
fuente de emisiones es, también, la producción, y consumo de 
energía como a nivel global, pero, además, tienen importancia 
las emisiones derivadas de las actividades agropecuarias, los 
desechos y el cambio de uso de suelo. Ello indica que la agenda 
de mitigación en ALC no se circunscribe a la energía y abarca 
también otros sectores y actividades.

La especificidad de la dotación de recursos naturales y la alta des-
igualdad económica, junto con las menores emisiones históricas de 
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gases de efecto invernadero respecto a los países desarrollados, cons-
tituyen rasgos que deben ser tenidos en cuenta al delinear las estra-
tegias de la región en respuesta al cambio climático.

Componentes de la RFA

¿Qué es un impuesto verde?

Se define como impuesto verde aquel impuesto cuya base imponi-
ble es una unidad física (o un sustituto de ella) que tiene un impacto 
negativo específico comprobado en el medio ambiente (OCDE, 2017). 
En otras palabras, se trata de instrumentos tributarios que, por el 
lado del ingreso público, pretenden generar cambios en el compor-
tamiento y en las inversiones de individuos y empresas, de las que 
resultan menores emisiones o un uso sustentable de recursos mate-
riales, reduciendo, finalmente, el impacto sobre el medio ambiente 
(Ruiz Huerta Carbonell et al., 2022).

Para ello, es necesario que la base imponible del tributo medioam-
biental tenga relación con la problemática considerada (el daño 
medioambiental de determinadas emisiones o del uso de productos 
muy vinculados a dicho daño) y que la estructura de alícuotas im-
positivas contribuya a recoger el daño medioambiental o a alcanzar 
objetivos medioambientales prefijados.

Esta amplia definición permite la incorporación de impuestos 
que, originariamente, se introdujeron con objetivos meramente 
recaudatorios (por ejemplo, la imposición de hidrocarburos o so-
bre automóviles) pero que pueden tener efectos medioambientales 
asociados.

Los tributos relacionados con el medio ambiente pueden clasifi-
carse según su base imponible, de acuerdo con la siguiente tipología:

• Energía (generación, distribución y utilización en sus diferen-
tes formas): engloba la tributación sobre combustibles fósiles 
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y electricidad, incluyendo los combustibles para el transporte, 
como la gasolina y el diesel. También se incluyen los impues-
tos al carbono y otros gases causantes del efecto invernadero.

• Vehículos automotores y transporte: incluye impuestos sobre 
sus importaciones o ventas, impuestos recurrentes sobre su 
propiedad, registro o uso y otros impuestos y cargos relacio-
nados con el transporte de personas y cargas, tasas sobre la 
congestión vehicular, impuestos a la “última milla”, cargas so-
bre las entregas a domicilio (delivery).

• Otros (contaminación y recursos naturales): entre los que se 
encuentran los impuestos sobre sustancias que agotan la capa 
de ozono, administración del agua potable y aguas residuales, 
gestión de residuos, desechos plásticos, minería y canteras, 
pesticidas y fertilizantes, entre otros.

Como se observa en el Gráfico 1, en la región los impuestos relaciona-
dos con el medio ambiente resultan significativamente más bajos, en 
términos del PIB, que aquellos aplicados en los países de la OCDE. Por 
otro lado, la importancia de estos impuestos en la estructura tributa-
ria de los países de la región es altamente heterogénea, registrando 
un peso específico distinto según cada país. El contraste es evidente 
entre países como Honduras, Uruguay o Argentina, con una recau-
dación por impuestos relacionados con el medio ambiente (IRMA) 
entre el 1,5% y el 2% del respectivo PIB en 2020 y otros como Ecuador, 
Panamá o El Salvador, en los cuales estos conceptos son poco signi-
ficativos en términos del PIB. Con respecto a su estructura, son, en 
general, significativamente más importantes aquellos impuestos so-
bre la energía.
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Gráfico 1. Ingresos tributarios derivados de impuestos ambientales en 
OCDE y países seleccionados de América Latina, 2020 (% PIB)

Fuente: OCDE (2022).

Además de los problemas relacionados con la relevancia cuantita-
tiva o la poca “cantidad” de la tributación medioambiental, es preo-
cupante la baja “calidad” en el diseño de muchas figuras tributarias 
(Ruiz Huerta Carbonell et al., 2022). Entre esos factores cualitativos 
destacan la no cobertura por parte de la tributación de numerosos 
problemas medioambientales, sectores o actividades contaminantes 
(como aquellos relacionado con la gestión de desechos); la persisten-
cia de tipos impositivos que no reflejan adecuadamente los impac-
tos ambientales, frustrando los objetivos extrafiscales de protección 
medioambiental y de la salud; el rótulo como impuestos ambientales 
de tributos que no atienden a la contaminación ambiental como una 
manera de generar reputación ambiental (green washing). También 
se observa una excesiva complejidad administrativa, proliferación 
desigual y no coordinada de figuras a distinto nivel competencial y 
una escasa vinculación de algunas bases imponibles con la proble-
mática medioambiental a corregir.
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Los impuestos sobre la industria extractiva:  
una imperfecta pero potencialmente significativa  
forma de tributación ambiental

Si bien los nomencladores usualmente utilizados por los orga-
nismos internacionales (OCDE, UE) para clasificar los impuestos 
sobre el medio ambiente incluyen los impuestos sobre recur-
sos naturales, aquellos impuestos que gravan la explotación y 
la producción extractiva no suelen considerarse impuestos 
ambientales.

La UE sostiene que los impuestos sobre la extracción de minera-
les y petróleo “no influyen en los precios de la manera en que lo ha-
cen otros impuestos ambientales, es decir, los impuestos sobre los 
productos” (UE, 2001).

Aunque el objetivo dominante de la tributación sobre la produc-
ción y la explotación es la apropiación de la renta extractiva y la re-
caudación de ingresos fiscales, muchos de ellos, como los ingresos 
provenientes de regalías, tienen un positivo impacto ambiental sig-
nificativo de hecho y muchas veces no deseado, a través de la reduc-
ción de la producción. Por ende, si bien no se consideran impuestos 
ambientales, su alto impacto ambiental en industrias extractivas, así 
como su importancia fiscal (Jiménez y Podestá, 2023), hacen que pue-
dan potencialmente ser una herramienta potente en el diseño de la 
reforma fiscal ambiental.
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Gráfico 2. Ingresos fiscales derivados de la explotación de recursos 
naturales no renovables. Países seleccionados de América Latina, 2000-

2020 (% PIB)

Fuente: Jiménez y Podestá (2023).

Debe tenerse en cuenta que la explotación de recursos naturales 
(hidrocarburos, minería, agropecuario), de extrema importancia 
en la región, tiene un impacto diferente sobre el medio ambiente, 
requiriendo instrumentos impositivos diferenciados. En países es-
pecializados en la extracción de hidrocarburos, estas actividades 
suelen tener dos impactos ambientales considerables: uno en el mo-
mento de su extracción y producción, y otro en el momento de su 
utilización.

La política fiscal desempeña un papel central en países en que 
predominan las actividades extractivas. En primer lugar, en la ex-
tracción de renta de estos sectores, sobre todo con la utilización de 
instrumentos fiscales aplicables sobre la extracción y la producción 
(upstream taxes), como regalías, impuestos a la renta corporativas, 
windfall taxes. En segundo lugar, a través de impuestos selectivos 
al consumo de estos productos, sobre todo, a través de la imple-
mentación de impuestos al consumo de combustibles fósiles. Estos 
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impuestos selectivos al consumo, que nacieron con fines eminente-
mente recaudatorios, fueron convirtiéndose en el antecedente y ac-
tualmente son el eje de la tributación verde.

En ese sentido, resulta interesante seguir en detalle la evolución e 
impacto de la recientemente aprobada reforma tributaria en Colom-
bia (2022), cuya mayor fuente de recaudación, se estima, provendrá 
de los impuestos sobre el sector extractivo. El objetivo perseguido 
es que los recursos de allí derivados aceleren la diversificación pro-
ductiva en el proceso de transición energética, al tiempo que gene-
ran mayores ingresos para fortalecer el gasto social y las finanzas 
públicas.

A grandes rasgos, la reforma sobre el sector se compone de las si-
guientes medidas. Las empresas petroleras tendrán dos nuevas obli-
gaciones: sus rentas serán gravadas entre el 35 y el 60%, dependiendo 
del precio internacional del crudo, y las regalías que pagan a las re-
giones donde explotan recursos ya no podrán ser deducidas de sus 
impuestos. En el caso de los productores de carbón ocurre igual, con 
la diferencia de que el impuesto a la renta será de entre el 35 y el 45%. 
Las mineras tampoco podrán reducir las regalías de sus impuestos a 
la renta.

Si bien es prematuro para evaluar el impacto y resultado de esta 
reforma, que recién tendrá pleno impacto en el año 2024, su enfo-
que es novedoso, ya que combina la utilización de las sobretasas del 
impuesto a la renta y las regalías con el objetivo combinado de ex-
tracción de renta del sector (que se ha visto incrementado por los 
precios internacionales) y la promoción de la transición energética 
hacia energías menos contaminantes.

Impacto distributivo y el diseño de compensaciones

Desde el punto de vista del diseño tributario, es importante destacar 
la visibilidad para los contribuyentes, habitualmente asociada a los 
tributos medioambientales, lo que establece una diferencia respecto 
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a otras alternativas regulatorias, que también generan impactos 
distributivos por diversas vías (efectos sobre precios, mayores cos-
tes, etc.). Esta transparencia, precisamente, facilita la definición de 
medidas compensatorias o los ajustes técnicos en estos impuestos 
para proteger la competitividad o los posibles efectos distributivos 
adversos.

La creciente preocupación social por los efectos de la transición 
ecológica exige prestar una atención especial a los impactos distri-
butivos, tanto personales y regionales, como intergeneracionales, de 
los tributos medioambientales y a las alternativas compensatorias 
para mitigar dichos efectos.

Los tributos medioambientales cuentan, asimismo, con otra ven-
taja respecto a otras alternativas regulatorias: la obtención de ingre-
sos públicos que pueden emplearse para compensar a los afectados 
por la introducción de estas modalidades tributarias.

En este sentido, debe tenerse en cuenta que la evidencia disponi-
ble en la región confirma que los grupos de ingresos bajos contribu-
yen con una menor proporción de las emisiones de gases de efecto 
invernadero, pero al mismo tiempo son los más vulnerables a los 
efectos del cambio climático (Galindo y Lorenzo, 2020). Esto se debe 
a que los grupos de ingresos bajos residen, normalmente, en regio-
nes con mayor vulnerabilidad a los eventos climáticos extremos y 
disponen de menores recursos y de capital humano para adaptarse 
a las nuevas condiciones climáticas o para recuperar sus actividades 
productivas o ingreso previos a un desastre natural, y al mismo tiem-
po consumen menos energía y transporte privado (CEPAL, 2015).

A su vez, la aplicación de instrumentos fiscales para incentivar 
un ambiente sostenible y el cambio energético tienen un significa-
tivo impacto distributivo entre familias, sectores y regiones, en la 
medida en que los distintos grupos tienen necesidades y capacidades 
diferentes para adaptarse a los cambios necesarios, por lo que resul-
ta imposible pensar en una reforma fiscal ambiental y la economía 
política de su implementación sin el diseño adecuado de sistema de 
compensaciones.
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Las compensaciones pueden llevarse a cabo:

- Gasto tributario, a través de modificaciones en la estructura 
tributaria (exenciones y no sujeciones, bonificaciones, tipos 
reducidos, etc.) a aplicar sobre determinados contribuyentes;

- Subsidios que faciliten el cambio de instalaciones o equipa-
miento en determinadas familias y empresas, para así poder 
afrontar los impactos distributivos y sobre la competitividad 
en el medio y largo plazos;

- Transferencias personalizadas y limitadas a determinadas 
regiones, sectores, grupos socioeconómicos (según nivel de 
renta, ubicación, composición familiar, etc.), que, al no afectar 
a los efectos incentivadores de estos tributos sobre las emisio-
nes o consumos dañinos, son más recomendables.

Estas cuestiones, centrales en el análisis y debate actual sobre la fis-
calidad, juegan un papel fundamental en la definición y evaluación 
de buena parte de los componentes de una agenda fiscal ambiental.

Por supuesto que cada uno de los sistemas compensatorios rese-
ñados tiene un costo fiscal en términos recaudatorios y puede entrar 
en conflicto con la utilidad de los tributos medioambientales para 
procesos de reforma fiscal que busquen mejorar la suficiencia de re-
cursos y/o la eficiencia del sistema tributario.

En cualquier caso, en sociedades altamente desiguales como las 
de ALC, el diseño de los instrumentos compensatorios es parte cen-
tral de la reforma fiscal ambiental y su economía política.

Coordinación internacional e intergubernamental

Aparte del amplio consenso académico y empírico acerca de la utili-
dad de los impuestos fiscales medioambientales, la literatura sugie-
re que la coordinación de estos instrumentos a nivel internacional 
produce beneficios económicos y medioambientales adicionales 
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(Parry, 2020). Esto se deriva del carácter global del impacto del cam-
bio climático.

Es por ello que, para instrumentar estas transformaciones estruc-
turales, los países se han comprometido a nivel global a cumplir con 
las metas de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) y con los 
compromisos asumidos en el Acuerdo de París de Cambio Climáti-
co, definidos en las Contribuciones Nacionalmente Determinadas 
(CDN).

Además de lo anterior, y atendiendo a los impactos regionales y 
locales, las causas que determinan el establecimiento de un impues-
to medioambiental desbordan los límites territoriales de la entidad 
nacional o subnacional que lo haya implantado. Esto vuelve priorita-
rio, a nivel interno de cada país, la necesaria adecuación del ámbito 
espacial de los tributos, mediante los pertinentes sistemas de coordi-
nación o la aplicación de una política común.

A nivel intergubernamental, dentro de un mismo país, resulta 
central la asignación entre niveles de gobierno de las potestades de 
gestión ambiental. De acuerdo con literatura académica (Somana-
than et al., 2014; Oates, 2001), debe considerarse que la existencia de 
problemas medioambientales de marcado carácter territorial y local 
justifica el papel tributario de las administraciones subnacionales 
en este ámbito.

Esto es especialmente importante en una región como ALC, dado 
un alto grado de descentralización. Tanto para el diseño y estable-
cimiento de los instrumentos apropiados, como para su aplicación 
práctica y su monitoreo, la asignación de responsabilidades más ade-
cuada entre diferentes niveles de gobierno puede variar en función 
de la magnitud y el alcance de la externalidad ambiental. Mientras 
que las emisiones de CO2 producidas por la utilización de combus-
tibles fósiles requieren, principalmente, abordar el problema desde 
un enfoque global, en el caso de los problemas relacionados con ex-
ternalidades negativas como la congestión vehicular en localidades 
altamente pobladas puede resultar más apropiado y eficiente aplicar 
instrumentos correctivos a nivel local (Cetrángolo y Fonteñez, 2022).
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Es por eso que en contextos descentralizados debe prestarse 
especial atención a la cuestión de la gobernanza y a las relaciones 
intergubernamentales al diseñar las intervenciones tributarias, 
en la medida en que las responsabilidades en materia de políticas 
medioambientales y tributarias se encuentran distribuidas en dis-
tintos niveles territoriales. Estos aspectos cobran mayor relevancia 
ya que los gobiernos subnacionales están utilizando de manera cre-
ciente el recurso a la fiscalidad medioambiental (Brosio y Jiménez, 
2015; Ruiz Huerta Carbonell et al., 2022). La coordinación entre ni-
veles de gobierno de las políticas de protección del medio ambiente 
debe definirse en función de la organización institucional y de las 
ventajas relativas que podría mostrar cada uno de ellos en las dife-
rentes dimensiones de las políticas aplicadas.

Esto es particularmente importante en ALC, donde varios im-
puestos con impacto ambiental, fundamentalmente los aplicados 
sobre la producción y extracción (upstream) de recursos natura-
les no renovables, son recaudados y regulados por las autoridades 
subnacionales.

Adicionalmente, algunas de las innovaciones tributarias con im-
pacto ambiental son diseñadas a nivel local. Por ejemplo, en algunos 
gobiernos subnacionales (Nueva York, Pensilvania, Barcelona) se ha 
planteado un gravamen o una tasa que recaería sobre las empresas 
y plataformas comercializadoras de comercio electrónico de bienes 
físicos, residentes o no en la jurisdicción, así como sobre los servi-
cios de entregas a domicilio (delivery), en función del número de 
envíos realizados. En Reino Unido, la propuesta surgió en el marco 
de las reflexiones del Ministerio de Transporte, referidas al impacto 
medioambiental y económico de la última fase de la distribución de 
estos productos (“last mile logistics”), con una motivación similar a la 
de los impuestos sobre las bolsas de plástico.

El intenso proceso de transformación de las políticas públicas 
que implica la respuesta a los desafíos ambientales vuelve necesa-
rio asegurar una mayor cooperación y coordinación interguber-
namental, para garantizar un adecuado y eficaz uso de los tributos 
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medioambientales, ya que la alta heterogeneidad existente entre 
alternativas de diseño y formas de implementación de estas figuras 
por parte de los gobiernos subnacionales puede poner en riesgo el 
cumplimiento de los objetivos medioambientales.

Recomendaciones y desafíos futuros

El cambio climático, la necesaria descarbonización de la economía y 
la transición energética constituyen amenazas crecientes sobre bie-
nes públicos globales, cuyo impacto se manifiesta a nivel nacional, 
regional y local, por lo que sus propuestas de análisis y reforma de-
ben ser multidimensionales e involucrar a todos los países del mun-
do y a los diferentes niveles de gobierno de cada país.

En el transcurso de los próximos años, los países de la región de-
berán instrumentar transformaciones estructurales fundamentales 
a su actual estilo de desarrollo para atender la configuración de una 
economía baja en carbono, incluyente y resiliente al cambio climá-
tico, adaptando su infraestructura a los riesgos climáticos y contro-
lando la presencia de un conjunto de externalidades negativas que 
acarrean altos costos económicos, sociales y ambientales.

Para instrumentar estas importantes transformaciones estruc-
turales es indispensable alinear la política fiscal, orientándola a 
modificar los comportamientos de los agentes económicos que se 
encuentran en la base del cambio climático. En caso contrario, es-
tará comprometida la posibilidad de alcanzar las metas establecidas 
en los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) y se incumplirán los 
compromisos nacionales asumidos en el Acuerdo de París de Cambio 
Climático, a través de las Contribuciones Determinadas a nivel Na-
cional (CDN).

Los países de ALC son muy vulnerables al cambio climático y tie-
nen particularidades que requieren un marco de análisis diferente 
al de la tradicional reforma fiscal ambiental aplicada en los países 
desarrollados. El diseño de la estrategia fiscal ambiental en la región 
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debería prestar especial atención a las interacciones entre el impac-
to ambiental de la explotación de los recursos naturales, al tiempo 
que se deberían introducir acciones dirigidas a mitigar posibles im-
pactos distributivos indeseados a partir de mecanismos adecuados 
de compensación para asistir a los sectores afectados.

A tales efectos, es crucial alinear los mecanismos de extracción 
de rentas y de asignación y distribución de los ingresos fiscales de 
la industria extractiva con el marco ambiental fiscal (generalmente 
expresado a través de impuestos sobre el consumo), a fin de apoyar 
la transición energética y la inversión pública como una herramien-
ta clave para el desarrollo ambientalmente sostenible y socialmente 
inclusivo.

Teniendo en cuenta que la transición ecológica introducirá cos-
tos socio-económicos relevantes, se sugiere una aplicación gradual 
de las medidas fiscales propuestas, tratando de maximizar las venta-
jas de estos instrumentos en términos de incentivos y de aumentar 
su aceptación social.

Para ser factible políticamente, una estrategia fiscal ambiental 
tiene que estar alineada con el cumplimiento de un conjunto de ob-
jetivos de desarrollo directamente relacionados con la eliminación 
de la pobreza y con la mayor progresividad en materia de distribu-
ción del ingreso. Es por ello necesaria una visión integral y trans-
versal de la actuación del sistema fiscal ante los múltiples desafíos 
medioambientales.

En el presente capítulo se expuso, de manera sintética, un con-
junto de propuestas que podrían ser desarrolladas técnicamente y 
evaluadas en profundidad posteriormente, de existir interés en su 
aplicación práctica y teniendo en cuenta las particularidades nacio-
nales y la limitada disponibilidad de datos para llevar a cabo simula-
ciones ilustrativas.

En todo caso, buena parte de las sugerencias incluidas buscan 
mejorar el funcionamiento de tributos ya existentes, bien a través de 
cambios en su diseño o de la intensidad con que los mismos son uti-
lizados. Todas ellas deben interpretarse como parte de una reforma 
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fiscal ambiental sistémica para poder responder a los distintos desa-
fíos y objetivos medioambientales a los que se enfrentan los países 
de la región.

Para su efectiva implementación de una nueva estrategia fiscal 
ambiental se considera indispensable el compromiso político de las 
autoridades económicas (Ministerios de Economía, de Hacienda y de 
Finanzas junto con las Administraciones Tributarias). La participa-
ción más activa de los responsables económicos en la atención de los 
desafíos del cambio climático, tanto a nivel nacional como a nivel 
subnacional, debería considerarse como un ingrediente clave para el 
despliegue de una estrategia fiscal y de financiamiento (verde), con-
sistente con la envergadura de las transformaciones requeridas para 
adoptar pautas de consumo y formas de producción compatibles 
con la neutralidad del carbono en el horizonte 2050-2070.

Finalmente, para asegurar el éxito de una nueva estrategia fiscal 
ambiental en la región, debe prestarse particular atención a las parti-
culares y complejas dimensiones de economía política que plantea la 
respuesta al cambio climático. Hasta el presente, en ALC los proble-
mas ambientales y la agenda del desarrollo sostenible no han tenido 
la prioridad política que merecen. De hecho, en la región no existe un 
consenso social amplio respecto a la necesidad de avanzar hacia un 
nuevo pacto fiscal que contribuya a alcanzar los ODS y para asumir 
los desafíos del cambio climático.

El necesario proceso de transformación de la estrategia de desa-
rrollo deberá encararse en un contexto caracterizado por una his-
tórica resistencia a la implementación de reformas tributarias, que 
por cierto se ha acentuado durante los últimos años. La respuesta 
al cambio climático requiere conjugar el uso responsable y susten-
table de los recursos naturales con la necesidad que existe en la re-
gión por mejorar los niveles de eficiencia económica y por alcanzar 
una distribución del ingreso más justa. Se trata, por tanto, de pro-
piciar un amplio debate en que se logren conjugar las múltiples di-
mensiones involucradas en la construcción de una nueva estrategia 
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de desarrollo. Es en el marco de este urgente e imprescindible de-
bate donde el presente capítulo procura aportar insumos para la 
discusión.

Bibliografía

Blanchard, Olivier, y Tirole, Jean (2021). Major future economic 
challenges. France Stratégie.

Brosio, Giorgio, y Jimenez, Juan P. (2013). Intergovernmental In-
teractions between Taxation of Oil and Gas and Environmental 
Protection. EuroEconomica, 31(5).

Brosio, Giorgio, y Jimenez, Juan P. (2015), Equalization grants and 
asymmetric sharing of natural resources: options for Latin Ame-
rica, Urban Public Economics Review, vol. 21, Santiago de Compos-
tela, pp 13-64.

CEPAL (2015). La economía del cambio climático en América Lati-
na y el Caribe. Paradojas y desafíos del desarrollo sostenible. ht-
tps://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/37310/4/
S1420656_es.pdf

CEPAL (2021). Panorama Social de América Latina y el Caribe 2021. 
Santiago de Chile: CEPAL

Cetrángolo, Oscar y Fonteñez, Belén (2022). Oportunidades para 
una recuperación pospandemia más sostenible y con bajas emi-
siones de carbono en la Argentina: política fiscal ambiental. 
Documentos de Proyectos (LC/TS.2021/220). Santiago de Chile: 
CEPAL.



264 

Juan Pablo Jiménez

Fanelli, José M., Jiménez, Juan P. e Isabel López Azcúnaga (2015), 
La reforma fiscal ambiental en América Latina, Colección de Do-
cumentos de Proyecto LC/W.658, División de Desarrollo Económi-
co de la CEPAL, Santiago de Chile.

Gago Rodríguez, Alberto. y Xavier Labandeira Villot (2012), Un 
Nuevo Modelo de Reforma Fiscal Verde, Economics of Energy, 
WP 03/2012.

Galindo, L.M. y Lorenzo, F. (2020a), Desarrollo sostenible y fis-
calidad ambiental en América Latina, Documento de Trabajo 
N° 1/2020), Red Sudamericana de Economía Aplicada (REdSUr) 
e International Development Research Centre (IDRC-Canadá), 
Montevideo.

Jiménez, Juan P. y Podestá, Aandrea (2023); Fiscal revenues from 
hydrocarbons and minerals in Latin America: challenges in an 
era of unprecedented decarbonization and growing digitaliza-
tion. En Fehiling and Burchardt (ed) Taxation and inequality in 
Latin America: new perspectives on political economy and tax regi-
mes. Routledge.

OCDE (2017), Environmental Fiscal Reform: progress, prospects 
and pitfalls, OECD Report for the G7 Environment Ministers. 
Paris.

OCDE (2022). Stat. Environmentally related tax revenue. Data ex-
tracted on 22 Dec 2022

Oates, Wallace E. (2001), A reconsideration of Environmental Fe-
deralism, Resources for the Future, Discussion Paper dp-01-54

Parry, Ian (2020), Increasing carbon pricing in the EU: Evaluating 
the options, European Economic Review, 121, 103341 (https://doi.or-
g/10.1016/j.euroecorev.2019.103341).



 265

Política fiscal ambiental en América Latina y el Caribe

Pigou, Arthur C. (1920). The economics of welfare. London: 
Macmillan.

Ruiz-Huerta Carbonell, Jesús y otros (2022), Libro Blanco sobre la 
reforma tributaria, Comité de personas expertas para elaborar el 
Libro Blanco sobre la reforma tributaria. Madrid: Secretaría de 
Estado de Hacienda.

Somanathan, E.; Sterner, T.; Sugiyama, T.; Chimanikire, D.; 
Dubash, N.; Essandoh-Yeddu, J.; Fifita, S.; Goulder, L.; Jaffe, A.; La-
bandeira Villot, X.; Managi, S.; Mitchell, C.; Montero, J.P.; Teng, F. 
y Zylicz, T. (2014), National and Sub-national Policies and Institu-
tions. En IPCC (pp. 1141-1205). https://archive.ipcc.ch/pdf/assess-
ment-report/ar5/wg3/ipcc_wg3_ar5_chapter15.pdf

Tanzi, Vito (2022). Fragile futures: The uncertain economics of disas-
ters, pandemics, and climate change. Cambridge: Cambridge Uni-
versity Press.

UE (2001). Environmental Taxes, A statistical guide. Luxemburg.

https://archive.ipcc.ch/pdf/assessment-report/ar5/wg3/ipcc_wg3_ar5_chapter15.pdf
https://archive.ipcc.ch/pdf/assessment-report/ar5/wg3/ipcc_wg3_ar5_chapter15.pdf




 267
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Transiciones energéticas, políticas públicas  
y resistencias sociales

Agustín Piaz

Introducción

Las energías renovables han ganado creciente protagonismo en 
los últimos años como alternativas preferentes en la lucha contra 
el calentamiento global, en el marco de la crisis climática, social y 
ambiental que atraviesa el planeta. Este protagonismo se explica, en 
parte, porque la generación de energía a partir de fuentes renovables 
produce considerablemente menos emisiones que contribuyen con 
el efecto invernadero, una de las principales causas del calentamien-
to global. Asimismo, la coyuntura actual signada por el conflicto bé-
lico que sostienen Rusia y Ucrania ha impulsado, según la Agencia 
Internacional de Energía (IEA), “la primera crisis energética verda-
deramente global” y reposicionado aún más a las energías renova-
bles en el centro de la escena. Según el último reporte de la IEA, las 
interrupciones en el suministro de combustibles fósiles en el marco 
del conflicto reorientaron la atención hacia los beneficios de la segu-
ridad energética y la posibilidad de incrementar la energía generada 
en los territorios mediante fuentes renovables. En consecuencia, se 
espera que la capacidad de expansión de este tipo de energías en el 
mundo –que en la actualidad ronda el 30% de la energía eléctrica– se 
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incremente considerablemente, con una aceleración del 85% en rela-
ción con el quinquenio previo, llegando a ser la principal fuente de 
energía hacia comienzos de 2025 (IEA, 2022).

En términos generales, por renovables se consideran aquellas for-
mas de producir energía que se derivan de fuentes naturales de rápi-
da reposición –como por ejemplo el viento, el sol o el mar o el calor de 
la tierra– en contraposición a aquellas que implican la utilización de 
elementos combustibles fósiles de extensos períodos de reposición 
como el petróleo, el carbón o el gas. En la actualidad los combustibles 
fósiles producen en el orden del 75% de la emisión de gases que con-
tribuyen con el efecto invernadero y alrededor del 90% de las emisio-
nes en dióxido de carbono a nivel mundial (ONU, 2023a). De acuerdo 
con la Organización Latinoamericana de Energía (OLADE), América 
Latina y el Caribe aportan el 4,48% de las emisiones mundiales de 
CO2, del cual 0,82% corresponde al cono sur.

En este escenario, caracterizado por la existencia de acuerdos y 
acciones para reducir emisiones y mitigar el cambio climático,1 los 
procesos de transiciones energéticas se han intensificado con el 
objetivo de avanzar hacia la conformación de matrices menos de-
pendientes de combustibles fósiles. Es justamente en el marco de 
estos procesos –dónde consideramos que las discusiones adquieren 
sentido más pleno– que proponemos revisar tres dimensiones que 
consideramos relevantes para la discusión sobre el desarrollo e im-
plementación de energías renovables en América Latina: i) los pro-
cesos de transiciones energéticas; ii) el rol de las políticas públicas; y 
iii) la participación ciudadana y resistencias sociales.

La estructura del capítulo se divide en tres apartados y un breve 
esbozo de consideraciones finales. En el primer apartado presenta-
mos una introducción a las discusiones sobre los procesos de tran-
siciones energéticas (en plural, para destacar su heterogeneidad y 

1  Entre los que se destaca el Acuerdo de París, alcanzado en la Conferencia de Partes 
de las Naciones Unidas en 2015 (COP21). Se trata de un tratado internacional vinculan-
te, cuyo principal objetivo es limitar el calentamiento global en valores idealmente no 
superiores a 1,5°C en relación con períodos previos a los procesos de industrialización.
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lecturas posibles), así como también tensiones que emergen al in-
terior de estos en tanto categorías en disputa. Más específicamente 
profundizamos sobre la noción de transiciones energéticas y transi-
ciones energéticas justas, que han ganado protagonismo en América 
Latina. En el segundo apartado nos adentramos a problematizar el 
rol de las energías renovables en los procesos de transiciones energé-
ticas. A modo ilustrativo, prestamos especial atención a revisiones y 
estudios sobre la experiencia Argentina, en tanto se trata de país que 
cuenta con disponibilidad de recursos de diversas fuentes (gas, pe-
tróleo, litio, uranio, entre otras de relevancia), y cierta capacidad in-
dustrial para el desarrollo e implementación de tecnologías. El foco 
del análisis se orienta en dos direcciones. Por un lado, las políticas 
públicas impulsadas para el desarrollo y la implementación de ener-
gías renovables. Por otro lado, la presencia y algunas implicancias 
del rol de estas energías en la matriz energética. En el tercer apartado 
–y en tanto el desarrollo e implementación de nuevas tecnologías, 
así como también de políticas y regulaciones a estas asociadas, sue-
len generar controversias y provocar divisiones en la opinión públi-
ca– presentamos una introducción a las discusiones que recuperan 
resistencias y procesos de participación ciudadana vinculados a las 
energías renovables. En la primera parte revisamos cuestionamien-
tos y controversias que emergieron en torno a proyectos de energías 
eólica y, en menor medida, solar en la región. En la segunda parte 
nos abocamos a la cuestión del litio, elemento clave para la fabrica-
ción de acumuladores de energía y baterías utilizadas en el creciente 
paradigma de la electromovilidad, reparando en cuestionamientos e 
implicancias socioambientales asociadas a sus procesos extractivos. 
Por último, presentamos breves consideraciones finales en las que 
destacamos la relevancia de las energías renovables como alternati-
vas en pos de la sustentabilidad.
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Sobre los procesos de transiciones energéticas

Los procesos de transiciones energéticas –entendidos como cambios 
sustantivos en la provisión de energía–2 se han sucedido a lo largo 
de la historia con implicancias varias. Es posible revisar estos proce-
sos en escalas y temporalidades amplias –como por ejemplo aquellos 
que se vinculan con la aparición del fuego, la revolución industrial 
o la utilización de hidrocarburos– o más bien restringidas, como el 
impulso que se le ha dado a las energías renovables en algunos países 
europeos como Dinamarca desde los años ochenta hasta la actuali-
dad; el apagón nuclear planteado por Alemania y re confirmado tras 
accidente de Fukushima en 2011; o el protagonismo que adquirió el 
gas natural a comienzos del milenio en países como Estados Unidos 
(Araújo, 2014). Sin embargo, en la actualidad nos enfrentamos a un 
escenario sin precedentes, signado no solo por el incremento de con-
sumo de energía en el mundo, el calentamiento global o guerras, 
sino también por un alto grado de tecnologización en las formas de 
producir energía en el que los riesgos –aunque no así necesariamen-
te sus beneficios– se han vuelto, como ha señalado tempranamente 
Ulrick Beck en los años ochenta, globales.

No obstante, si bien problemas como el calentamiento global 
atañen –como su nombre lo indica– a la humanidad toda y se han 
establecido consensos en torno la necesidad de realizar acciones 
conjuntas para avanzar hacia el decrecimiento de la generación 
de Gases de Efecto Invernadero (GEI) tendiendo hacia un ideal de 
“suma cero”, existen también una multiplicidad de problemas que 
varían regional y localmente. Por ejemplo, en la zona del África sub-
sahariana casi mil millones de personas no cuentan con acceso a la 

2  De acuerdo con Newell (2021), las transiciones implican “cambios radicales” en sis-
temas tecnológicos, que van más allá del reemplazo de tecnologías o tipos de combus-
tibles. Combinan, en cambio, elementos sociales, económicos y técnicos de las finan-
zas y la innovación, tecnologías, infraestructuras, regulaciones, cambios culturales y 
sociales que son disruptivos al tiempo que desplazan “las formas previas de hacer las 
cosas” (p. 27).

https://www.zotero.org/google-docs/?Olgbum
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electricidad y cientos de millones tienen solo acceso escaso o muy 
limitado (incluyendo más de la mitad de los hospitales y centros de 
salud disponibles) (ONU, 2023b). En estos escenarios, los procesos 
de transiciones presentan especificidades que, por supuesto, deben 
ser atendidas y poco tienen que ver con los escenarios de países que 
conforman, por ejemplo, el norte global. Como señalan Garrido y Re-
calde (2022):

Mientras que en muchas regiones del planeta la transición energéti-
ca puede estar orientada hacia el incremento del acceso (físico y eco-
nómico) a los servicios energéticos modernos (incluso aumentando 
el nivel de emisiones), la transición energética en los países desarro-
llados (mayormente en norte del planeta) es entendida como un mo-
vimiento claro hacia un sistema con muy bajo contenido en carbono: 
la descarbonización de sus economías (p. 29).

Así, aún ante la existencia de objetivos comunes a nivel mundial, las 
transiciones energéticas presentan características particulares en 
escenarios diversos, que deben ser identificadas y tenidas en cuen-
ta al momento de problematizar casos específicos. Incluso como 
mencionamos anteriormente, es importante reparar en estas espe-
cificidades hacia el interior de cada región, aunque sin desconocer 
diálogos y consensos alcanzados. Por ejemplo, según los autores, en 
América Latina la transición energética se encuentra ligada al “re-
emplazo de un sistema energético existente por otro superador” al 
tiempo que “se plantea en términos de generación energética, acceso 
universal, eficiencia energética, procesos de transferencia tecnoló-
gica e inversión accesible. Pero, además, también como socialmente 
inclusiva y justa” (p. 42). Sobre estas características identificadas por 
los autores nos interesa profundizar en el siguiente apartado, dado 
el creciente protagonismo que la noción de transición justa adquirió 
en la región y en el mundo, como parte de las alternativas para hacer 
frente al calentamiento global que atiende, entre otras cuestiones, 
a la inequitativa distribución de riegos y beneficios asociadas a los 
modos industriales de producción capitalista.

https://www.zotero.org/google-docs/?YKv6X3
https://www.zotero.org/google-docs/?YKv6X3
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Sobre las Transiciones Energéticas Justas

La noción de transición energética justa se apoya en la de “transi-
ciones justas”, impulsada desde los años setenta por sindicatos y 
movimientos ambientalistas que no solo identificaron la necesidad 
de abandonar prácticas industriales y/o modos de producción noci-
vos para el ambiente y la salud sino que también pusieron el acento 
en que posibles impactos negativos –sociales, económicos, cultura-
les, entre otros– de estos cambios no recaigan en los trabajadores o 
comunidades vinculadas a los mismos. Como señalan Cha y Pastor 
(2022), en el marco del cambio climático, se ha aplicado la idea de mi-
tigar las consecuencias sociales y económicas del cambio industrial 
a la transición que propone abandonar (como ideal) la producción de 
energía a partir de la utilización de combustibles fósiles y economías 
carbono-intensivas, dando lugar a la emergencia de nociones como 
las de transición energética justa. Sin embargo, de manera análoga a 
lo que ocurre con la noción de transición energética, existen en tor-
no al concepto definiciones, conceptualizaciones y puntos de vista 
que ponen el acento en distintas dimensiones. Ahora bien, es notable 
que el concepto de transición justa se ha consolidado en el marco 
de las crecientes discusiones sobre la problemática del calentamien-
to global, la cuestión energética y los proyectos sobre transiciones. 
Por ejemplo, la definición de transición energética que propone el 
Grupo de Estudios Críticos e Interdisciplinario sobre la Problemática 
Energética (GECIPE, 2022)3 atiende y contiene dimensiones de las 
transiciones justas. Según explican:

Llamamos transición energética al pasaje de una concepción de 
la energía como commodity, de matriz fósil, agotable y con gra-
ves impactos sobre el ambiente, privada y concentrada a otra que 
la considere bien común, renovable, descentralizada y sustentable 

3  Se trata de un grupo de investigación conformado por investigadores de diver-
sas universidades nacionales del país y del Consejo Nacional de Investigaciones 
Científicas y Técnicas (CONICET).

https://www.zotero.org/google-docs/?adTbUu
https://www.zotero.org/google-docs/?adTbUu
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en sentido pleno. Así, la transición representa un umbral de pasa-
je de un capitalismo fosilista altamente depredador a un modelo de 
posdesarrollo que articule justicia social con justicia ambiental bajo 
un paradigma relacional, que transforme nuestro vínculo con la na-
turaleza. En consecuencia, entendemos que no podemos plantear 
un debate sobre la transición energética si no lo inscribimos en un 
contexto más amplio e integral: el de la transición ecosocial justa, 
que postula la necesidad de una transformación en diferentes nive-
les, construyendo una sociedad resiliente y sostenible, igualitaria y 
democrática. No se trata entonces solo de descarbonizar el modelo 
energético, sino también de transformar el modelo productivo y, más 
en general, el sistema de relaciones sociales y el vínculo con la natu-
raleza (GECIPE, 2022, p.13).

Energías renovables en el marco de los procesos de transición

Como se expuso, las energías renovables ocupan un lugar destacado 
en procesos de transición hacia sistemas energéticos menos depen-
dientes de combustibles fósiles, más sustentables y armoniosos con 
el ambiente. En términos generales, América Latina ha sumado es-
fuerzos en este sentido y promovido el desarrollo de estas fuentes, 
aunque las transiciones presentan también matices y particularida-
des hacia el interior de la región que merecen ser atendidas. Nos in-
teresa en este apartado llamar la atención sobre dos cuestiones que 
consideramos relevantes para pensar las energías renovables en el 
marco de los procesos de transición: las políticas públicas y el rol de 
estas fuentes en las matrices energéticas.

De acuerdo con datos ofrecidos por el último informe de la OLA-
DE, la mayor fuente de generación de energía eléctrica en la región 
fue hidroeléctrica,4 con el 42,8%, seguida por la energía térmica no 
renovable, con el 38,7%. Entre las energías renovables se destacaron 
aquellas producidas a partir de la generación eólica y solar, con el 

4 A partir de grandes instalaciones que no son consideradas renovables.

https://www.zotero.org/google-docs/?z2kKox
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7,7% y el 3,4%, mientras que la generación térmica renovable y la 
energía geotérmica aportaron el 4,5% y el 0,6%. Otras fuentes reno-
vables contribuyeron con el 0,1%. Por su parte, la energía nuclear 
hizo lo propio con el 2,2%. En Argentina, por ejemplo, la generación 
térmica no renovable representó un 66,1% de la generación eléctrica, 
seguida por la hidroelectricidad, con un aporte del 14,50%. Energías 
renovables como la eólica contribuyeron con un 9,49% y –por de-
trás– se presentaron la generación a partir de energía solar y térmi-
ca renovable con 1,61% y 0,83% respectivamente. El aporte restante 
de energía fue realizado por la nuclear, con un 7,46%. Se observa a 
partir de estos datos una fuerte presencia de combustibles fósiles  
–que aportan más de la mitad de energía eléctrica que se produce en 
el país– y de energías de renovables que apenas superan el 10%. Sin 
embargo, se espera que estas fuentes se incrementen, en base a lo 
proyectado en el último de los desafíos listados en el Plan Nacional 
de Ciencia, Tecnología e Innovación 2023, que plantea la necesidad 
de “Fomentar y consolidar un sendero para la transición energética”. 
Para encarar este “desafío” se explicita como misión el “Desarrollo 
y escalamiento de tecnologías basadas en fuentes renovables para 
la transición energética”, promoviendo el desarrollo de capacidades 
en I+D+i,5 paquetes tecnológicos e infraestructura. Es decir, se obser-
va que las energías renovables ocupan un lugar no menor (al menos 
en el planeamiento) de las actuales políticas públicas que se inscri-
ben, sin embargo, en una historia que comenzó hace más de cuatro 
décadas.

Políticas públicas, desarrollo tecnológico y energías 
renovables

Como muestran Ruggeri y Santos (2022), las políticas públicas que 
han buscado promover la incorporación de energías renovables en 

5  Sigla que corresponde a: Investigación, Desarrollo e Innovación.

https://www.zotero.org/google-docs/?acZrDC
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Argentina comenzaron a implementarse –en sintonía con lo regis-
trado en otros países de la región– desde finales de los años noventa, 
con el objetivo de diversificar la matriz energética y disminuir la de-
pendencia de combustibles como el gas natural, a partir de tres pro-
gramas de alcance nacional: i) el Programa de Energías Renovables 
en Mercados Rurales (PERMER), orientado principalmente a la uni-
versalización del acceso a la energía; ii) el programa de Generación 
por Energías Renovables (GENREN); y el programa RenovAR, que 
apuntaba principalmente –junto con el GENREN– a la diversifica-
ción de la matriz. De acuerdo con los autores:

Los tres programas formaron parte de diferentes modelos políti-
co-económicos, con diferentes concepciones de la energía y el de-
sarrollo. En los tres podemos observar la utilización de energías 
renovables con diferentes objetivos y medios específicos, pero en 
general prevalecieron concepciones tecnológicas deterministas que 
consideraron a las energías renovables como las soluciones a las di-
ferentes problemáticas (acceso a la energía o ampliación de oferta) 
(p. 83).

Respecto al PERMER, han destacado que el acceso a la energía de 
poblaciones rurales se propició a partir de la energía fotovoltáica, 
aunque supuso un acceso restringido a usuarios de luz eléctrica y 
alguna otra aplicación de bajo consumo, pero sin lograr resolver los 
problemas de acceso y distribución de energía más profundos. En 
relación con el GENREN, han destacado el proceso de intervención 
activa del Estado en el sistema energético, mientras que el RenovAR 
recuperaba características de los primeros proyectos que se trunca-
ron tras la crisis de 2001,6 en el marco de un mecanismo de contratos 
libres que –entre otras cuestiones– no exigía participación nacional 

6  En cuanto a sus aportes en términos de generación de energía, los autores sos-
tienen que los resultados del GENREN estuvieron por debajo de lo esperado. Según 
consignan, se adjudicaron 895 MW y entraron en operación 193 MW [en su mayoría 
proyectos de energía eólica (17 proyectos que implicaban 754 MW)], Por el contrario, 
destacan los aportes vinculados al Renovar que –en 2021– representaron 5.000 MW 
de los aproximadamente 43.000 de potencia total instalada (Ruggeri y Santos, 2022)
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en I+D+i, dimensión clave sobre la cual algunos autores han puesto 
el foco de sus análisis.

En un estudio sobre el rol de países semi-periféricos en los pro-
cesos de revolución de tecnologías “verdes”, Hurtado y Souza (2018) 
señalan que los intentos por desarrollar capacidades tecnológicas e 
industriales propias en estos países pueden llegar a resultar “tortuo-
sos”, como consecuencia de la falta visiones que contemplen pers-
pectivas sistema-mundo y el rol de las economías no-centrales en los 
procesos de cambio tecnológico. De acuerdo con los autores, en el 
marco de los procesos de transiciones energéticas –impulsados prin-
cipalmente por economías centrales y organizaciones de gobernan-
za global– países semi-periféricos (mayoritariamente integrantes del 
sur global) –como Argentina, Brasil, India o Sudáfrica– identificaron 
en las energías renovables una oportunidad para desarrollar capa-
cidades tecnológicas endógenas desde los orígenes del sector. Sin 
embargo, luego de la crisis de 2008, lograron imponerse aquellas 
concepciones que interpretaron la crisis ambiental global como una 
oportunidad para la transferencia de tecnologías verdes a países no 
centrales. Fue en este escenario en el que se desarrollaron programas 
como el RenovAR, que posibilitaron la entrada de “jugadores” inter-
nacionales y no exigían participación nacional, pese a la existencia 
de capacidades locales para el desarrollo de la energía eólica, par-
te importante del programa. Esto impulsó reclamos desde sectores 
tecno-productivos, algunos de los cuáles fueron expresados desde la 
Unión Industrial Argentina, que se manifestó contra el hecho de que 
no estuviera incluida la obligatoriedad de participación del sector 
doméstico, “haciendo imposible para las firmas argentinas competir 
en iguales condiciones con firmas extranjeras, a las cuales –además– 
se les permitió ingresar al país con tarifa cero” (p. 139).

Asimismo, como sostienen Fornillo et al. (2022), durante la ges-
tión de Mauricio Macri (2015-2019), se generaron condiciones para 
un mercado de energías renovables con exenciones impositivas, ga-
rantías de pago, contratos en dólares, prioridad de despacho y com-
promiso de compra de la energía generada, es decir “una batería que 

https://www.zotero.org/google-docs/?vsUvE5
https://www.zotero.org/google-docs/?HGYFpc
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da por sentada la inversión de capital sin el riesgo, tal como sucede en 
los países vecinos” (p. 132). En este escenario, “visto que la ganancia 
quedaba garantizada, los grandes actores globales de energías reno-
vables terminaron por recalar en la Argentina” (p. 132). Sin embargo, 
pese a que en Argentina no logró consolidarse, según los autores, un 
proyecto de “incorporación sostenida” –a diferencia de lo ocurrido 
en países como Chile y Uruguay– el programa RenovAR contribuyó 
al incremento del porcentaje de las energías renovables en la matriz.

Más renovables en la matriz (pero no necesariamente  
en detrimento de otras fuentes)

A diferencia de lo ocurrido en otras latitudes, en América del Sur 
se ha buscado que las energías renovables sumen aportes, más que 
reemplacen otras fuentes de energía (Garrido y Recalde, 2022). En 
Argentina, por ejemplo, los proyectos de energías renovables –prin-
cipalmente eólica y solar, junto con otras fuentes que pugnan por 
ganar protagonismo–7 emergieron y se consolidaron en paralelo con 
otros importantes proyectos del sector, como la extracción de gas y 
petróleo no convencional por medio de fractura hidráulica, entre los 
que se destacan los procesos extractivos en Vaca Muerta.8 Asimismo, 
se han desarrollado en coexistencia con otra de las grandes apuestas 
que hizo el país para el desarrollo de la ciencia, la tecnología y la pro-
ducción de electricidad: la tecnología nuclear. Ambos procesos pro-
ductivos han sido resistidos y cuestionados desde el ambientalismo. 
Por ejemplo, la obtención de hidrocarburos mediante fracking ha de-
bido enfrentar protestas en la Patagonia argentina –especialmente 

7  Como por ejemplo la energía producida a partir de la Biomasa (energía que provie-
ne de fuentes orgánicas como plantas, animales, etc); Biogás y Biocombustible (que 
también son biomasa, pero son fuentes de energía más específicas), los pequeños 
aprovechamientos hidroeléctricos o la geotermia (energía generada a partir del calor 
que emite la tierra).
8  Vaca muerta es el segundo recurso de gas no convencional más grande del mundo, 
y el cuarto en petróleo.

https://www.zotero.org/google-docs/?4ki3rj
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en la provincia de Neuquén– de las que participaron organizaciones 
ambientalistas, pueblos originarios y residentes locales, que cuestio-
naron prácticas extractivas y el riesgo tecnológico a estas atribuidas 
(al que vincularon, entre otras cuestiones, a impactos en el abasteci-
miento de agua en la zona y el incremento de actividades sísmicas 
en la región) (Aranda, 2023). En cuanto a la tecnología nuclear, se 
han registrado también resistencias a las etapas de su proceso pro-
ductivo –principalmente en la zona central y sur del país–, donde se 
encuentran la mayor parte de las instalaciones nucleares –que va 
desde la minería de uranio; fabricación de combustibles; producción 
de electricidad; hasta el manejo y disposición de residuos radioacti-
vos– que han promovido impactos varios, vinculados con la revisión 
e incluso la paralización de proyectos de gran envergadura.

No obstante, ambos procesos presentan una diferencia sustancial 
–frecuentemente destacada por los sectores promotores de la tecno-
logía nuclear– que es que mientras la energía obtenida del petróleo 
y el gas contribuyen decisivamente con el calentamiento global, la 
nucleoelectricidad no aporta –al menos al momento específico de 
la generación de energía–9 gases de efecto invernadero. De hecho, 
este ha sido uno de los argumentos centrales para reposicionar a la 
nucleoelectricidad desde comienzos del nuevo milenio, cuando se 
llegó a hablar incluso de un “renacer nuclear”. Si bien el escenario 
se modificó tras el accidente de Fukushima y la reemergencia de 
cuestionamientos y resistencias a esta tecnología en el escenario glo-
bal, en el marco de la actual crisis en materia de energía y ambien-
te –entre otras problemáticas– la nucleoelectricidad ha vuelto a ser 
presentada como una alternativa que varios países de la región y el 
mundo están reconsiderando.10 De hecho, la nucleoelectricidad ha 
sido caracterizada –tras una votación que ha despertado polémicas 

9  Desde sectores del ambientalismo se contra-argumenta que hay que mirar más allá 
del momento específico de la producción y contemplar el proceso productivo. Según 
movimientos antinucleares, durante el proceso no solo se emiten GEI sino que se tra-
ta, además, de una actividad no debería ser considerada renovable ni sustentable.
10  Entre estos países se encuentra, incluso, Japón.
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y controversias varias– como una actividad medioambientalmente 
sostenible, según la Taxonomía de la Unión Europea. En América 
Latina, México, Brasil y Argentina cuentan con reactores nucleares 
de potencia, y en ninguno de estos países se avanzó hacia el cierre 
de centrales. Más bien, todo lo contrario. Existen proyectos –aunque 
con distintos grados de avance y consolidación– para la expansión 
del sector, incluso con participación de tecnología nacional, para el 
caso de Argentina.11

 “Renovables sí, pero no así”: participación ciudadana  
y resistencias sociales

La generación de energía a partir de fuentes renovables ha sido una 
creciente demanda del ambientalismo a nivel mundial, no siendo el 
caso de América Latina una excepción. Estos reclamos se han conso-
lidado, además, en sintonía con aquellos que ponen el acento en la 
necesaria merma en la utilización de combustibles fósiles y también 
el abandono de la energía nuclear.12 Sin embargo, las nuevas tecnolo-
gías de producción de energía a partir de fuentes renovables –al igual 
que toda tecnología– no son neutrales y promueven impactos varios, 
por lo que también han emergido cuestionamientos y resistencias en 
aquellos territorios en los que se ha avanzado en procesos de locali-
zación. En términos generales, estos se han expresado mediante pro-
testas y movilizaciones sociales, uno de los vehículos predilectos en 
la actualidad para expresar reclamos colectivos. En América Latina 
los movimientos sociales se han multiplicado y consolidado desde el 
siglo pasado, contribuyendo a la visibilización de un amplio espectro 
de reclamos que –más allá de la lucha de clases– comenzaron a poner 
el foco en conflictos vinculados a los derechos humanos, la identidad 

11  Se trata del proyecto CAREM, un pequeño reactor modular de baja potencia.
12  Si bien recientemente han emergido actores que se han pronunciado a favor de 
la energía nuclear, en términos generales los movimientos ambientalistas han sido 
históricamente antinucleares.
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de género o la cuestión socioambiental, entre otros de relevancia. En 
el marco de la creciente centralidad que adquirió la problemática de 
la energía, los reclamos en torno a esta también fueron en aumento.

¿Megaproyectos centralizados? “No, gracias”

Si bien en América Latina la mayoría de las protestas contra proyec-
tos energéticos se encuentran relacionadas con aquellos que versan 
sobre combustibles fósiles y actividades extractivas, a medida que 
avanzan en la región proyectos de energías renovables se han re-
gistrado también cuestionamientos y resistencias que apuntaron, 
principalmente, a instalaciones de gran envergadura. Según un in-
forme del Global Energy Monitor (2022), ONG que se especializa en 
el estudio de proyectos energéticos, se identificaron situaciones de 
injusticia ambiental vinculadas con emprendimientos de energía 
eólica en América Latina y protestas por impactos negativos iden-
tificados. Entre los cuestionamientos más reiterados se identifican 
preocupaciones por impactos en la fauna (especialmente aves), la 
contaminación sonora, visual, el ganado, la agricultura, el desplaza-
miento poblacional o el turismo, incluyendo actividades económicas 
que con estas actividades se vinculan.

En el marco de las resistencias, una constante que es objeto de 
reclamos son los procedimientos de consulta y las escasas posibili-
dades de participación ciudadana en el marco de procesos institu-
cionales. Además, en sintonía con las movilizaciones por la justicia 
ambiental, el informe identifica y señala una inequitativa distri-
bución de beneficios, con compensaciones solo para dueños de las 
tierras (dejando de lado a las comunidades), el otorgamiento de pa-
gos con disponibilidades reducidas e incluso el incumplimiento de 
acuerdos con comunidades locales. Asimismo, aunque en mucho 
menor medida (en consonancia con su menor grado de implemen-
tación), se han registrado también en la región cuestionamientos a 
proyectos de energía solar. Un caso que adquirió cierta visibilidad es 
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el registrado en la zona de Namasigüe, Honduras, donde surgieron 
denuncias que señalaban que un proyecto fotovoltaico ha despojado 
de medios de subsistencia a la población y provocado la escasez de 
agua en su territorio. Se trata de una zona donde el agua es un recur-
so escaso, fuertemente dependiente de cultivos como maíz, frijoles y 
ganadería de baja escala, actividades que –según vecinos de la zona– 
se vieron afectadas por la instalación de placas solares fotovoltáicas 
y la deforestación que se llevó a cabo para el emplazamiento parque 
(Sulé Ortega, 2021). En cuanto a producción de hidroelectricidad 
también han emergido resistencias en la región por sus impactos en 
los territorios, entre los que se destacan –además de impactos en los 
ecosistemas– aquellos vinculados con el desplazamiento poblacio-
nal. En Argentina, por ejemplo, estos grandes proyectos no son con-
siderados como energías renovables. Si lo son, en cambio, las fuentes 
hidroeléctricas caracterizadas como “pequeños aprovechamientos”. 
Si bien no existen normativas comunes a todos los países en rela-
ción con a qué se considera “pequeño”, en Argentina se utiliza esta 
denominación para referirse a aquellas fuentes que cuentan con la 
capacidad de producir hasta 50 megavatios, y que son mayoritaria-
mente aprovechamientos “de paso” (o de agua que fluye) que no han 
suscitado mayores controversias.13

En suma, si bien no se registran con la frecuencia, visibilidad y 
magnitud que otro tipo de protestas vinculadas con la producción 
de energía –como el fracking o las extracciones convencionales de 
petróleo, por ejemplo– a medida que las energías renovables ganan 
terreno en la región comienzan también a emerger cuestionamien-
tos. Principalmente, se observa que suscitan mayor preocupación 
aquellos proyectos de mayor envergadura y en torno a los que, en 

13  Si bien con impactos de otra escala en comparación con los atribuidos a las grandes 
represas, no resultan inocuos. Según ambientalistas ecuatorianos: “A diferencia de lo 
que se empeñan en decir sus impulsores, la construcción de un proyecto hidroeléc-
trico pequeño tiene impactos ambientales, sociales y económicos que pueden alterar 
de forma negativa la vida de las poblaciones cercanas e incluso acabar con ellas.” 
(Heinrich Böll Stiftung, 2021).
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términos generales, los riesgos y beneficios no se distribuyen de ma-
nera equitativa, posibilitando el surgimiento de nuevas “zonas de 
sacrificio”. La desidia para con el cuidado del ambiente, el incumpli-
miento de legislaciones ambientales y en materia de seguridad, los 
impactos inevitables, propios de las actividades productivas y la nula 
o escasa participación de las comunidades locales en los procesos de 
toma de decisiones son algunas de las preocupaciones centrales que 
emergen en torno a este tipo de proyectos y permiten problemati-
zar, por medio de casos particulares, cuestionamientos más gene-
rales que emergen en torno a los proyectos energéticos: ¿Para qué 
se produce la energía? ¿Para que la utilice y se beneficie quién? Es, 
precisamente, en el marco de estos interrogantes que se inscriben las 
crecientes discusiones y resistencias a la minería del litio, que han 
ido en aumento desde comienzos del milenio hasta la actualidad, en 
consonancia con las crecientes actividades extractivas de este ele-
mento y la conflictividad socioambiental en la región.

Las ¿nuevas? venas abiertas de América Latina:  
sobre la minería de Litio

El litio es un mineral que se utiliza para la fabricación de baterías 
que posibilitan el funcionamiento de tecnologías de uso frecuente en 
la vida cotidiana –como teléfonos celulares, tabletas o computado-
ras–; acumuladores de energía utilizados para lidiar con la intermi-
tencia en la entrega de energía de fuentes renovables;14 y, entre otras 
aplicaciones de relevancia, para la fabricación de baterías que tie-
nen un rol clave en el creciente paradigma de la electromovilidad.15 

14  Las energías renovables no son consideradas energías “de base”, ya que su produc-
ción se encuentra supeditada a cuestiones climáticas (como la luz solar o los vientos). 
Esta característica suele ser mencionada por los sectores promotores de combustibles 
fósiles o la energía nuclear al momento de defender su participación en la matriz.
15  Que comprende desde monopatines y bicicletas eléctricas hasta autos híbridos, 
eléctricos y autobuses eléctricos de gran porte.
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En este escenario el litio adquirió notoria relevancia –al punto que 
ha llegado a ser caracterizado como el nuevo “oro blanco” o incluso 
como el “petróleo del siglo XXI”– situación que impulsó un interés 
estratégico por este recurso y sus procesos extractivos, que han pro-
movido controversias varias.

Entre las problemáticas asociadas al litio, nos interesa prestar 
especial atención a las controversias que se vinculan con impactos 
socioambientales y procesos extractivos de este elemento. Hay dos 
tipos de fuentes principales en las que se encuentra depositado este 
mineral: los salares de cuenca cerradas (de menor costo operativo 
y mayores tiempos de obtención), en los que se han identificado el 
58% de las reservas mundiales, y las rocas pegmatitas y granitos (de 
mayor costo operativo y menores tiempos de obtención), en donde 
se ha identificado el 26% de las reservas. Según estimaciones re-
cientes, alrededor del 65% de las reservas mundiales identificadas 
de este material en salares se encuentran en América Latina; más 
específicamente en la zona denominada como “triángulo del litio”, 
conformada por Bolivia, Chile y Argentina, países que cuentan con 
aproximadamente el 27%, 25% y 12% de los depósitos de este elemen-
to, respectivamente (Informe Litio, 2021).

A diferencia de otros procesos, la minería de litio en salares16 no 
resulta tan agresiva con el territorio como la megaminería a cielo 
abierto, aunque no por ello se encuentra exenta de impactos. Se trata 
de una forma de minería que utiliza grandes cantidades durante el 
proceso, que consiste en la extracción de la salmuera mediante sis-
temas de bombeo y su consiguiente depósito en piletones a la espera 
de que se produzca la evaporación. A partir de entonces se continúa 
con la separación del litio de otros elementos que se encuentran en 
el salar (que varían según las distintas composiciones) en plantas es-
pecíficas. Entre otros problemas atribuidos a la minería en salar, se 

16  La minería en salares requiere un costo de capital más elevado que el de la ob-
tención a partir de minerales pegmatíticos, un tiempo de obtención del mineral más 
extenso, pero cuenta con un costo de operación más bajo.
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ha señalado la generación de residuos como sales impuras de sodio, 
magnesio y calcio y la nula atención al tratamiento de residuos que 
se derivan del proceso de recuperación. En efecto, las resistencias a 
los procesos extractivos del litio han puesto el foco de los cuestiona-
mientos en las problemáticas referidas y en posibles impactos en el 
abastecimiento y distribución del agua, entre los que se han desta-
cado aquellos surgidos en Chile y Argentina, impulsados por comu-
nidades originarias que habitan la zona del salar de Atacama (en el 
norte de Chile, región de Antofagasta), y la cuenca de Salinas Gran-
des y Laguna de Guayatoc (en el noroeste de Argentina, provincia de 
Jujuy). Se trata de conflictos en vigencia que continúan ganando visi-
bilidad pública, en consonancia con el aumento de la relevancia de la 
problemática del litio en la región.

Asimismo, en el devenir de los conflictos se han discutido proble-
máticas vinculadas con cuestiones distributivas, territoriales, iden-
titarias, económicas, entre otras de relevancia. Por ejemplo, como 
señalan Argento et al. (2022), en torno a las actividades extractivas 
del litio se han identificado tensiones y “disputas por la propiedad y 
uso de la tierra y el agua, y también por las formas de producción y 
reproducción de la vida de las comunidad y poblaciones que habitan 
los territorios fragilizados” (p. 203). En el devenir de estos conflictos 
se han identificado también entramados complejos en los que coe-
xisten diversos tipos de proyectos (de presente y futuro), en los que 
se plasman intereses y cosmovisiones divergentes. Zubía (2022) plan-
tea que, sin embargo, no se trata necesariamente de concepciones o 
proyectos polarizados, sino que más bien se identifica la coexistencia 
entre proyectos varios que a veces coinciden (en algunas o múltiples 
cuestiones), y en ocasiones no. No solo se rechaza la hipótesis del 
“aterrizaje” (que propone, por ejemplo, que una empresa o proyecto 
llega para imponerse por sobre otro) y la unidad territorial, sino que 
sostiene la relevancia de abordar los casos a partir de las interaccio-
nes entre los diversos actores, que nunca conforman módulos homo-
géneos, reparando además en migraciones e históricos movimientos 
en los territorios que son objeto de análisis.

https://www.zotero.org/google-docs/?vfHKPq
https://www.zotero.org/google-docs/?i27Kg3
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Consideraciones finales

La presencia de energías renovables en la matriz energética global 
ha alcanzado valores históricos y continúa en aumento, en un esce-
nario signado por acuerdos para mitigar el calentamiento global y 
procesos de transiciones que se están sucediendo en América Latina 
y el mundo. Por tanto, pensar las energías renovables en el marco 
de estos procesos de transición –específicos, situados, dinámicos y 
en constante tensión y disputa– devine una tarea fundamental (así 
como también pensar las transiciones energéticas en el marco de 
proyectos de desarrollo más compatibles con la sustentabilidad y en 
armonía con el ambiente).

En sintonía con lo expresado, revisamos tres dimensiones que 
consideramos de relevancia para avanzar en la discusión sobre 
procesos de desarrollo e implementación de energías renovables 
en América Latina, como las transiciones energéticas; las políticas 
públicas; y la participación ciudadana y resistencias sociales. Enten-
demos que al abordar estas dimensiones se visibilizan problemá-
ticas que posibilitan avanzar hacia la elaboración de reflexiones y 
percepciones sobre las energías renovables que ponen en escena el 
rol de Estado en proyectos de desarrollo e implementación de este 
tipo de energías; su articulación con otras fuentes que conforman 
las matrices energéticas; modelos político-económicos que las sos-
tienen así como también, en el marco de un panorama más amplio, 
cómo articulan con procesos de transiciones energéticas. En otro or-
den de ideas, buscamos llamar la atención sobre la importancia de 
atender a la emergencia de procesos de participación ciudadana y 
resistencias a tecnologías vinculadas con energías renovables –prin-
cipalmente aquellas más implementadas, como la eólica y la solar– y 
procesos extractivos –como la minería del litio–, en los cuales es po-
sible identificar características y particularidades que presentan los 
proyectos resistidos (por ejemplo, si se trata grandes proyectos cen-
tralizados o pequeños proyectos de generación distribuida); actores 
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que participan de las discusiones; la contemplación (o no) de proce-
sos de participación pública; objetivos vinculados a la producción de 
energía (¿para que la utilicen y se beneficien quiénes?); los imagina-
rios que se identifican en las controversias; o las formas en que se 
distribuyen riesgos y beneficios.

En términos más generales, las discusiones se inscriben en el 
marco de la crisis climática, social y ambiental que atraviesa el pla-
neta, que ha impulsado acuerdos en torno a la necesidad y urgencia 
de la descarbonización de la matriz energética, frenar el calenta-
miento global y avanzar hacia procesos de transiciones energéticas 
lo más justas y democráticas posibles. En este escenario, las energías 
renovables están llamadas a cumplir un rol destacado. Si bien no son 
neutrales, en tanto producen impactos que deben ser contemplados 
y con su mera incorporación no es suficiente, es posible afirmar que 
constituyen en la actualidad un eslabón de relevancia en los (múlti-
ples y alternativos) caminos hacia la sustentabilidad.
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El litio está sucio. Extractivismo verde  
en la Puna argentina
Una propuesta local para un desafío global

Mariano Novas y Luciano Martín Mantiñán

Introducción

La demanda global de litio se ha incrementado durante los últimos 
años, dado su carácter estratégico para las iniciativas de transición 
energética. Al ser el más ligero de los metales, su uso en las baterías 
recargables de ion-litio se ha multiplicado en dispositivos electró-
nicos, vehículos eléctricos e infraestructura de parques renovables, 
ya que permite almacenar energía de forma cada vez más eficiente 
y con menores consecuencias ambientales. En efecto, las empresas 
poseen un especial interés por dominar el mercado del litio en un 
contexto signado por los acuerdos climáticos y los gobiernos tienen 
mayor interés en garantizar la cadena de suministros para sus in-
dustrias. Por ello, el Banco Mundial estima que para alcanzar los 
objetivos del Acuerdo de París será necesario cuadruplicar la extrac-
ción de minerales como el cobre, cobalto y el litio entre 2020 y 2040 
para consolidar una “minería climáticamente inteligente” (Banco 
Mundial, 2020), permitiendo, especialmente a los países más indus-
trializados, adecuarse y reducir sus emisiones de forma progresiva.
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Estos objetivos no cuestionan los modelos de explotación, pro-
ducción y consumo vigentes, sino que profundizan un modelo 
extractivista “verde” que acentúa las desigualdades existentes. El 
“extractivismo verde” tiene dos particularidades distintivas de las 
definiciones clásicas del concepto1 que nos parece oportuno reflexio-
nar aquí. Por un lado, en el plano discursivo, se presenta al litio y 
otros minerales de la transición, como necesarios y urgentes para dis-
minuir la temperatura global, obturando la posibilidad de reflexio-
nar sobre cómo y con qué finalidad se explotan estos recursos en los 
territorios. Y, por el otro lado, las empresas y gobiernos involucrados 
construyen imaginarios futuros que reducen el cambio ambiental 
global a un problema que solo puede ser resuelto con mayor innova-
ción científica-tecnológica, sin poner en duda el modelo económico 
y político.

El “extractivismo verde” se presenta entonces no solo como una 
“oportunidad económica” sino también como una “solución ambien-
tal”. Este enfoque hegemónico tiene su contraparte en el surgimien-
to de resistencias socioambientales que advierten sobre los impactos 
negativos de esta minería en los sistemas hidrológicos, la generación 
de residuos y el avasallamiento de derechos de pueblos indígenas y 
comunidades locales.

En el sistema de salares de la región sudamericana se encuentra el 
60% de las reservas mundiales de litio y más del 80% del litio concen-
trado en salmuera, conocido también como el “Triángulo del Litio” 
integrado por Argentina, Bolivia y Chile (Obaya, 2021). Estos ecosis-
temas tienen como característica principal la escasez de agua y un 
alto grado de pureza que permite acceder al recurso con muy bajos 
costos de producción, a diferencia de las rocas duras o pegmatitas.

En Argentina, los proyectos mineros están aumentando la pre-
sión extractiva sobre los salares de La Puna, que coinciden en parte 

1  En este trabajo entendemos por extractivismo al modelo de desarrollo basado en 
la extracción y apropiación de la naturaleza que alimenta un entramado productivo 
escasamente diversificado y dependiente de una inserción internacional como pro-
veedores de materias primas (Svampa, 2019).
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con territorios habitados por comunidades indígenas. Sin embargo, 
las facilidades otorgadas por el Estado nacional y provincial para 
atraer las inversiones de capital extranjero, en muchos casos, con-
trasta con el deficiente reconocimiento y ejercicio de los derechos de 
las comunidades a la consulta y el consentimiento. A partir de este 
escenario, surge la siguiente pregunta que guía este trabajo: ¿cuáles 
son los posicionamientos y respuestas de las comunidades indígenas 
frente a esta situación?

Para intentar responder a esta pregunta, el siguiente trabajo se 
centra específicamente en las comunidades de Salinas Grandes y La-
guna de Guayatayoc ubicadas en las provincias de Jujuy y Salta quie-
nes, entre 2010 y 2022, tras una intensa resistencia lograron impedir, 
hasta el momento, la instalación de empresas mineras. Además, el 
estudio de caso cobra relevancia dada la propuesta elaborada por las 
propias comunidades que se condensa en un protocolo denominado 
Kachi Yupi (“Huella de la sal”, en lengua quechua). Dicho documento 
representa una propuesta radical que cuestiona el avance del extrac-
tivismo verde y al mismo tiempo ofrece una nueva mirada para pen-
sar una transición justa y equitativa a nivel global.

Salares en tensión. Conflictividad y territorio

En las últimas décadas, los Estados latinoamericanos impulsaron 
políticas e instituciones formales de reconocimiento y participación 
de las comunidades indígenas en temas referidos a la cuestión te-
rritorial, autogobierno, el reconocimiento de las lenguas indígenas 
y la educación bilingüe. Un caso interesante para el estudio son las 
leyes de consulta previa, libre e informada del Convenio 169 de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT), al cual la mayor parte 
de los países de la región adhirieron. Dicho convenio requiere esta-
blecer un mecanismo transparente de participación para conocer la 
posición de las comunidades indígenas sobre un proyecto de extrac-
ción que se planifica en su territorio, incluyendo la posibilidad de 
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aprobar, negociar o vetar una propuesta. En Sudamérica, la Consulta 
Previa (CP) se aplica de forma muy diversa; en algunos países como 
Bolivia se ha incorporado progresivamente este mecanismo permi-
tiendo a las comunidades decidir y negociar, mientras que en otros 
la implementación ha sido parcial, como por ejemplo en Perú o 
México, donde se aplica en ciertos casos y en otros no (Zaremberg y 
Torres Wong, 2018).

En Argentina, los avances en la materia son muy escasos y los go-
biernos provinciales carecen de instituciones participativas capaces 
de informar y consultar en tiempo y forma a las comunidades sobre 
proyectos extractivos planificados en sus territorios. Este sesgo en 
pos de favorecer la actividad minera, incrementó los conflictos so-
cioambientales, complejizando aún más su resolución.

La prospección de litio en la cuenca de Salinas Grandes es un 
ejemplo de ello. En el año 2009 empresas mineras recibieron la 
aprobación del gobierno de Jujuy para explorar el salar sin dar aviso 
previo a las comunidades que habitan el territorio. Frente a este es-
cenario, las 33 comunidades indígenas se movilizaron con el objetivo 
de reclamar una CP sobre los proyectos exploratorios, desplegando 
una estrategia acumulativa y complementaria sustentada en su de-
recho a la autodeterminación (Pragier et al., 2022). Estas acciones in-
corporaron presentaciones judiciales, cortes de ruta y protestas que 
culminaron con la interrupción de trabajos de diferentes empresas. 
En 2015, las comunidades dieron a conocer, mediante una Asamblea 
General, el documento Kachi Yupi. Huellas de la sal, para dejar senta-
da su oposición al extractivismo verde, su propuesta al gobierno y su 
derecho a mantener su tradicional forma de vida en el territorio.

Desarrollo sí/ desarrollo no. ¿Esa es la cuestión?

Sostenemos que la clave para pensar las cuestiones relacionadas 
con la extracción y uso de bienes naturales, es entender que existe 
una controversia, pero esta no se presenta bajo la forma “desarrollo 
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sí/ desarrollo no”. Esta es una dicotomía utilizada comúnmente por 
comprensiones erróneas del problema, tanto por funcionarios polí-
ticos y empresarios como por investigadores y científicos (cuando 
por ejemplo, quien pone en juego la dicotomía levanta su celular o 
computadora y con postura de persona sensata intenta llamar la 
atención acerca de que todos los presentes llevamos celular o utiliza-
mos computadora). El desafío que se nos presenta es pensar de qué 
manera podemos construir una transición energética que realmente 
sea democrática y justa.

La cuestión en su clave profunda remite a una pregunta que es 
filosófica, antropológica, ya que lo que está en el centro de la mis-
ma es el paradigma que sustenta las mismas ideas de desarrollo y 
producción, el paradigma desde el cual se establece el vínculo con 
un territorio y sus virtudes. El problema, entonces, no se presenta 
bajo la forma de la dicotomía simple “desarrollo sí o no”, más bien 
se inserta en la pregunta sobre el cómo y el para qué del desarrollo 
y la producción, y esas preguntas necesariamente se vinculan con 
los paradigmas que atraviesan las vidas de las personas y las comu-
nidades. Paradigmas que expresan los disímiles modos de ser en el 
mundo,2 encarnados en pensamientos, acciones, palabras, modos de 
habitar y también –claro está–, disputas.

Escribió Levi-Strauss (1961) que “mientras el modo de ser o de ac-
tuar de ciertos hombres plantean problemas a otros hombres, habrá 
siempre lugar para una reflexión sobre esas diferencias” (p. 46), pero 
hoy vemos que esa reflexión no es solo oportuna, sino necesaria y ur-
gente frente a un mundo que atraviesa los tiempos del Antropoceno,3 

2  Esta fórmula remite al postulado filosófico de Heidegger en “Ser y tiempo” (1927), 
como experiencia vital situada existencialmente, es decir atravesada por lineamien-
tos culturales, históricos y filosóficos particulares.
3  No entraremos aquí en la discusión acerca de los términos más apropiados para 
nombrar y analizar esta nueva era Geo-cultural, como ser: “Capitaloceno”, “Faloceno”, 
“Plasticeno”, “Plantacioceno”, “Antrobsceno”, etc., por exceder esta cuestión los lí-
mites físicos y reflexivos de este artículo. Si bien estas discusiones son por demás 
relevantes, elegimos aquí optar por el término más utilizado y quizás el que más ha 
trascendido los límites de la academia, como es el de Antropoceno.
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cuyas innumerables problemáticas interpelan los fundamentos mis-
mos de los modos de ser de la cultura hegemónica globalizada. Esos 
modos de ser se expresan en las formas en que establecen la rela-
ción cultura-naturaleza. Las distintas sociedades a lo largo del tiem-
po construyeron y aún construyen visiones diferentes de la relación 
cultura-naturaleza, algunas de las cuales llegan a instituirse como 
hegemónicas, pero que son variables y particulares. Esto es porque 
no se solventan en fundamentos esenciales o universales, sino que 
responden a construcciones sociales, culturales, cristalizadas en mo-
mentos determinados y fruto de relaciones de poder específicas. Y 
es a partir de dicha forma de establecer la relación que los seres hu-
manos nos pensamos a nosotros mismos y al mundo que nos rodea.

La forma hegemónica que presenta la relación cultura-naturale-
za en las sociedades actuales es indisociable de otros conceptos que 
hacen alusión a procesos y construcciones sociales, políticas y filo-
sóficas como ser modernidad, capitalismo y globalización. Jean y John 
Comaroff (2013) señalaban que la idea de modernidad hacía referen-
cia a una orientación particular del ser en el mundo, a una visión 
filosófica distintiva de la noción de persona, construida sobre la base 
de una autonomía relativa en relación al medio que la rodea. En otras 
palabras, una noción de persona (o ser en el mundo) indisoluble de 
cierta idea de libertad, construida y afirmada a través de discursos e 
instituciones que sirvió de base para construir la sociedad liberal y 
moderna. Luego globalizada, pero que no por ello pierde su razón de 
ser original y provinciana (Chakrabarty, 2008).

El rasgo central de esa relación cultura-naturaleza es el que con-
fiere una disociación justamente de ambos términos, separa la cul-
tura de la naturaleza, las piensa como dos entidades en sí mismas, 
absolutas, y dota la misma separación de una jerarquía. El ser hu-
mano se ubica por encima del mundo natural por la posesión de la 
razón, la cual le daría pleno derecho a disponer sobre la naturale-
za en su propio beneficio. La relación por tanto presenta un signo 
inequívoco, un signo económico, por lo mismo la naturaleza pasa a 
concebirse como un recurso para el ser humano y las sociedades. De 
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hecho, hablamos de “recursos naturales”, sin que la misma formula-
ción no represente comúnmente ningún tipo de inconveniente.

Se trata de un paradigma claramente antropocentrista. Algunos 
autores4 señalan una especie de gradiente filosófica-práctica en la 
que se distinguen, a grandes rasgos, tres paradigmas diferenciados: 
el antropocentrismo, el biocentrismo y el ecocentrismo. El antropo-
centrismo asume que la relación con el medio natural está guiada 
por las necesidades e intereses humanos y da sustento a visiones 
instrumentales de la naturaleza. El biocentrismo, ubicaría por su 
parte la relevancia en el reino de los seres vivos. Por último, el eco-
centrismo sostiene una visión más holística que incluye la vida y 
los ecosistemas en igual jerarquía. No nos detendremos aquí en esta 
discusión, que tiene muchos matices y donde diferentes autores no 
definen exactamente de la misma manera las posturas bio y ecocen-
tristas.5 Pero valga conocer que existen otros paradigmas que pueden 
y han articulado el pensamiento y la vida de sujetos y comunidades a 
lo largo de la historia más allá del antropocentrismo. De hecho, estu-
dios antropológicos en los albores de esa ciencia nos hablan efectiva-
mente de otros modos de establecer la relación cultura-naturaleza. 
Los problemas socio-ambientales con los que nos confronta el An-
tropoceno, son indisociables y más aún, son la consecuencia de la 
forma hegemónica del ser en el mundo del capitalismo global, con 
sus formas predatorias de producir riqueza y generar un creciente 
consumo. Esta cuestión, en América Latina, claramente está vincula-
da al fenómeno del extractivismo y el neoextractivismo.6

Ante este panorama pareciera evidente que los problemas ac-
tuales deben ser encarados desde renovadas formas de pensar el ser 
en el mundo. Esto implica realizar una crítica profunda del modo 

4  Ver a modo de ejemplo: Blanco Wells y Gunther (2019).
5  Aquí solo utilizaremos el término de “biocentrismo” como contrapuesto al de 
“Antropocentrismo” a los fines de simplificar.
6  El concepto hace referencia a la actualización del modelo histórico de explotación, 
saqueo y destrucción acaecida desde el siglo XXI, y con los gobiernos nacionales la-
tinoamericanos –ya de tinte más conservador o progresista- como actores claves del 
problema.



296 

Mariano Novas y Luciano Martín Mantiñán

de ser en el mundo hegemónico de las sociedades actuales y de la 
relación cultura-naturaleza que conlleva, de la misma manera que 
delinear, recuperar y reflexionar sobre principios de posibles modos 
de ser en el mundo que no impliquen una depredación irracional de 
los medios de vida y los ecosistemas. Este trabajo de extrañamiento 
de la racionalidad hegemónica requiere buscar respuestas en otros 
lugares. Aún en la vorágine que impone la globalización creciente –y 
quizás como fruto de ello mismo– es posible encontrar experiencias 
que se alinean en estas posiciones alternativas. Es preciso hallarlas y 
reflexionar acerca de las significaciones que rodean y ordenan esos 
otros modos de ser en el mundo, no con miradas ingenuas que los 
ubican como resabios folklóricos o exotismo, sino considerando el 
valor que tienen como puntales para pensar posibles líneas de fuga y 
transformación de las estructuras culturales dominantes.

El neoextractivismo resulta una ventana privilegiada para anali-
zar el panorama actual, ya que este fenómeno se encuentra en el cen-
tro de la acumulación contemporánea en la región latinoamericana 
(Svampa, 2019), pero además se trata de una de las expresiones más 
brutales y concretas de explotación y depredación de tierras, bienes 
y comunidades humanas y no humanas, que actualmente encuen-
tra un nuevo giro discursivo para construir legitimidad: la “econo-
mía verde” o la “minería climática inteligente”. El neoextractivismo 
–incluso en muchos casos su versión presentada como ecológica, de 
extractivismo verde– simboliza y materializa una especie de límite 
de presión del sistema, ya que establece en los territorios donde se 
encuentran los recursos sus zonas de sacrificio, pero desde las cuales 
–por lo mismo–, emergen no solo las resistencias territoriales más 
intensas, sino también –cuestión que tiene aún más importancia 
desde la perspectiva de la reflexión que busca este artículo– las res-
puestas, las proposiciones, las alternativas al modelo hegemónico de 
explotación y extracción, que urgen en tiempos del Antropoceno.

Es decir, no será suficiente con descarbonizar el modelo ener-
gético, sino que será necesario ir modificando el modelo producti-
vo y, más aún, el sistema de relaciones sociales y el vínculo con la 
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naturaleza. Estas cuestiones y con múltiples matices, lejos de perte-
necer al dominio de la abstracción, se hacen carne, acción y terri-
torio en innumerables experiencias que es necesario considerar y 
problematizar. Aquí, para ejemplificar, traemos el caso de la disputa 
de paradigmas que se vivencia en la región de las Salinas Grandes, 
comprendida entre las provincias argentinas de Salta y Jujuy.

Kachi Yupi como alternativa política

Durante la última década Argentina multiplicó la cartera de proyec-
tos exploratorios de litio en el noroeste andino. Actualmente cuenta 
con 38 proyectos (19 de los cuales se encuentran en estado avanzado) 
y dos proyectos operativos de extracción que lo posicionan como el 
cuarto productor mundial de litio, luego de Australia, Chile y China 
(Ministerio de Desarrollo Productivo, 2023).

A diferencia de las políticas implementadas por los países de la 
región (como Chile, Bolivia, Brasil o México), Argentina no ha decla-
rado al litio como “recurso estratégico” y no posee un marco norma-
tivo específico, plan integral de captación de rentas extraordinarias 
o desarrollo industrial del recurso. La legislación existente brinda, 
más bien, estímulos al sector privado para su instalación con exi-
gencias ambientales mínimas y mecanismos de participación insti-
tucional a las comunidades que acentúan las asimetrías de poder y 
desigualdades sociales existentes.

Uno de los ecosistemas que más interés económico despierta por 
su potencial es la cuenca de las Salinas Grandes y Laguna de Guaya-
tayoc, donde al menos seis empresas multinacionales han realizado 
anuncios de inversión y/o exploración entre 2009 y 2020. Este hu-
medal en pleno desierto se ubica a 3.450 metros sobre el nivel del 
mar y habitan en sus alrededores más de siete mil habitantes, que en 
gran medida se auto reconocen como descendientes de pueblos ori-
ginarios Kollas y Atacamas que viven especialmente de la actividad 
agro-pastoril (pastoreo trashumante de ganado y pequeños cultivos), 
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el turismo y la extracción de sal. Estas comunidades rechazaron des-
de un principio la instalación de proyectos de litio en el salar por la 
falta de consulta, por los posibles impactos en el sistema hidrológico 
de la cuenca7 y la afectación en su modo de vida.

Ante sucesivas protestas y falta de respuesta del Estado provin-
cial, las comunidades decidieron construir un protocolo de consulta, 
inédito hasta el momento. Así describe Clemente Flores (vocero de 
las comunidades) el surgimiento de la propuesta:

El protocolo nace por un capricho de las comunidades, porque en un 
momento pasó el rally Dakar por las Salinas, y acordamos algunas 
cosas con el gobierno, pero ahí también le insistimos al gobierno que 
deberían hacer la consulta previa, porque ahí no se aplica el derecho 
de consulta a las comunidades. Tuvimos una audiencia acá en el mi-
nisterio, y el gobierno les dice a las comunidades que no sabe cómo 
se tiene que hacer la consulta, que juntos podríamos hacer algún do-
cumento para la consulta, y con la gente de las comunidades estuvi-
mos de acuerdo y acordamos hacer este documento (Observatorio 
plurinacional de salares andinos, p. 48).

El Kachi Yupi, aprobado en 2015, cuestiona el avance del extractivis-
mo verde a partir de dos ejes principales. Por un lado, refiere a la falta 
de cumplimiento del derecho indígena por parte del Estado. Y, por el 
otro, describe la concepción del Buen Vivir8 como forma de existen-
cia y desarrollo.

7  Para que el litio emerja de la salmuera, los operadores perforan la corteza del salar 
y usan bombas de agua para distribuir los minerales del subsuelo en una serie de pis-
cinas que se someten a un tratamiento químico antes de la separación y transferencia 
a una planta de procesamiento para producir carbonato de litio. Este método de ex-
tracción tarda entre 18 y 24 meses y el 95% del agua salada se evapora en el proceso de 
extracción (Observatorio plurinacional de salares andinos, 2021).
8  En los últimos años se ha dado una proliferación de trabajos relacionados con el 
“Buen Vivir” como expresión de un modo otro y alternativo de “ser en el mundo”. No 
podemos remitir aquí a todos ellos, pero un compendio interesante de escritos rela-
cionado con el tema puede encontrarse en Hidalgo Capitán et al. (2014).
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Desde el primer párrafo de la introducción del documento se 
hace alusión al “Horizonte del Buen Vivir”, como paradigma biocul-
tural que reivindican para sus comunidades y territorios:

El presente documento contiene el trabajo en los territorios de las 
comunidades de la Cuenca Grande y Laguna de Guayatayoc, que or-
ganizadas construimos así, un sendero de lucha y de acción política 
con nuestra vida, en un escenario de disputa con los modelos y las 
políticas funcionales al despojo, en un horizonte por el Buen Vivir 
“Sumak Kawsay”, en el que nuestras acciones son propuestas como 
herramientas, estrategias, producción y revalorización de saberes y 
conocimientos ancestrales. Son alternativas político-organizativas 
que tienen su grandeza en la realización comunitaria y su potencia 
en la perseverancia. Distinto a la realidad que se nos presenta en 
modelos y planes de desarrollo que no dialogan con lo que somos, 
que no dan cuenta de nuestra historia comunitaria, nuestras nece-
sidades y potencialidades, y en los que nuestra voz no ha sido escu-
chada (Comunidades de la Cuenca Grande y Laguna de Guayatayoc 
[CCGyLG], 2015, p. 5)

Es interesante señalar que el documento no expresa simplemente 
una resistencia o una acusación, sino que va más allá en sus fines. 
Busca proponer a través de su “lucha” y “acción política” direccio-
nes concretas de trabajo, “herramientas” y “estrategias”, que ponen 
en valor saberes y conocimientos ancestrales. En una dirección con-
traria a las: “propuestas que se encaminan en un sentido diferente 
de nuestra cosmovisión andina, atentando contra el equilibrio de la 
Pachamama” (p. 5).

Otro aspecto por demás relevante del documento es el que refiere 
a los alcances que las comunidades están considerando en relación 
al mismo. Por ello mencionan: “Hacemos especial hincapié en Pro-
yectos Mineros por ser los que nos afectan con mayor intensidad en 
nuestro territorio” (p. 5).

Es desde allí, situada, que nace su reflexión, pero no por ello 
circunscripta a los mismos espacios. Consideran que su propuesta 
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puede tener alcance a un nivel superior e incluso global. Una formu-
lación alternativa a un modelo que consideran de depredación de la 
vida:

Nace también como una herramienta para apoyar a los diferen-
tes pueblos, naciones y comunidades indígenas, a lideresas y auto-
ridades comunales, en la elaboración de pensamientos, criterios, 
protocolos o procedimientos propios respecto a los Procesos de Parti-
cipación, Consulta y Consentimiento Libre, Previo e Informado, para 
que ellas estén fortalecidas frente a la implementación de diferentes 
proyectos en sus territorios (p. 5).

Por su parte, el biocentrismo, al que hacíamos alusión anteriormen-
te, aparece claramente en frases como la siguiente: “[El documento 
es] un instrumento comunitario para la defensa de nuestros dere-
chos, de nuestras familias, de nuestra cultura, de nuestra identidad 
y de nuestra Pachamama” (p. 5). Es decir, una concepción de identi-
dad que engloba la comunidad y la Pachamama, donde la cultura, 
los derechos y la vida cotidiana no pueden desprenderse del propio 
territorio que habitan:

Este documento se enraíza en lo más profundo de nuestra identidad, 
en la herencia de nuestros abuelos y abuelas, en los vestigios de su lu-
cha por nuestro territorio, en las señales que nos dejaron sus pies, en 
las marcas que nos dejó la historia, en los rastros de sus aprendizajes 
y saberes, en la impresión profunda y duradera de su cultura (p. 5).

En otras palabras, el documento busca ser la expresión concreta de 
un modo otro de ser en el mundo que siempre se enmarca en el hori-
zonte del Buen Vivir, donde todo es uno y no cabe la diferencia estric-
ta y jerárquica entre cultura y naturaleza propia de una concepción 
de rasgo antropocentrista:

A su vez, una huella representa un camino a seguir, una guía para el 
paso de personas y animales, un surco por el que debemos transitar 
(…) continuar con el legado de nuestros antepasados de defensa de 
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las tierras y territorios con el cual nos hayamos íntimamente conec-
tados (p. 5).

Un punto central para el camino de reflexión que buscamos señalar 
en este artículo es el que se expresa en la siguiente frase:

Ancestralmente y culturalmente hemos basado nuestro trabajo en 
torno a la extracción de sal de un modo artesanal y comunitario (p. 8).

Valga en este punto remarcar que no se niega la producción y extrac-
ción de sal, de hecho, se las reivindica como puntales de su misma 
identidad. Lo que está en disputa, tal como señalamos anteriormen-
te, es el cómo y el para qué de la misma extracción. En otras palabras, 
desde qué paradigma nos acercamos en todo caso a un bien natu-
ral, en este caso, ejemplificado con la sal. El problema aparece cuan-
do se produce el choque entre los dos paradigmas diametralmente 
opuestos:

A principios de 2010 comenzaron las actividades de exploración en 
distintos salares argentinos. Ante las primeras noticias en la prensa 
refiriendo a la exploración de litio –un mineral denominado el oro 
blanco o el commodity del Siglo XXI–, comenzamos a plantear nues-
tra preocupación de no haber sido consultados acerca de esta activi-
dad y sus eventuales consecuencias en nuestro equilibrio comunitario 
y ecológico. Comienza aquí una nueva historia de lucha en resguardo 
de nuestros derechos comunitarios y de la Pachamama (p. 11).

Superadora del pensamiento simplista que piensa en base a dicoto-
mías, las comunidades titulan un apartado con el nombre: “Nuestra 
cultura/modelo de desarrollo”. Título que claramente no niega en todo 
caso una idea de desarrollo, de producción, de utilización de un bien 
natural, sino que reafirma un pensamiento más complejo. La pregun-
ta sería desde dónde se piensa ese desarrollo o qué formas debería 
adoptar. Es una reflexión a la que nos llama un documento como este 
analizado aquí brevemente, pero por demás necesaria cuando desde 
ciertos espacios e intereses de la política y la economía se propone que 
solo habría una forma de pensar el desarrollo de los pueblos.
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Son demasiados los párrafos del documento que se podrían traer 
aquí para continuar observando cómo las comunidades expresan en 
el escrito un ser en el mundo diametralmente opuesto a las lógicas 
depredadoras del antropocentrismo moderno. Un párrafo muy ilus-
trativo es el siguiente:

Como pertenecientes a las culturas andinas buscamos el Buen Vivir 
antes que el desarrollo estratégico o crecimiento económico indivi-
dualista. Esto solo puede ser posible en la medida en que exista una 
relación armoniosa con la Pachamama, si se refuerza la participa-
ción, si se protege la identidad y la diversidad cultural, recuperando 
el control de los territorios y de nuestras vidas. Nuestro modelo bus-
ca crear condiciones para realizar una vida armónica y feliz. Desde 
esta lógica no son posibles miradas parciales, sino integrales. La “Pa-
cha” es espacio, tiempo, materia, espíritu y también las proyecciones 
trascendentales. Además, la vida humana tiene sentido en cuanto se 
desarrolle en conjunto con los demás. Desde este marco filosófico y 
espiritual las comunidades indígenas del territorio de la Cuenca sos-
tenemos un concepto de desarrollo relacionado con nuestro modo 
identitario profundo (p. 12).

Poco después, el documento se explaya acerca de la relación que las 
comunidades sostienen desde tiempos remotos con la sal, y cómo es 
considerada en la cotidianidad de la vida en el territorio:

La mayoría de las comunidades vivimos de actividades pastoriles, 
cría de ovejas y llamas, complementando nuestras economías con 
la producción agrícola en menor escala en pequeños lugares fértiles 
y cálidos. La sal es un complemento básico, pues es el producto que 
nos permite obtener otros recursos. Muchos de nosotros, trabajamos 
o hemos trabajado en las Salinas. Estas nos han provisto sustento por 
generaciones, antes mediante el trueque y los viajes de intercambio, 
y luego como jornaleros en las cooperativas salineras o como ven-
dedores en los mercados regionales. Las Salinas tal cual se conocen, 
son parte de nuestra historia e identidad (p. 13).
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Acto seguido el documento avanza homologando la sal con un ser 
vivo, ya que la misma tiene su proceso de “siembra”, “crecimiento” y 
“cosecha”. Al mismo tiempo se da cuenta del conocimiento en rela-
ción a la producción de sal que preservan y actualizan las comunida-
des, siempre en relación con la dimensión identitaria y comunal del 
proceso:

Desde esta perspectiva la sal no es un recurso económico, sino que 
constituye un “ser vivo”: tiene un ciclo de crianza, al igual que la 
siembra. En los meses de octubre y noviembre de cada año se rea-
liza la “siembra” mediante la construcción de piletones; a partir de 
diciembre y hasta febrero –período de lluvias–, la sal se “cría” en los 
piletones; la “cosecha” se da desde marzo hasta mayo; a partir de este 
mes la sal se traslada hasta las instalaciones en donde se la fracciona 
para su comercialización. En agosto, pidiendo un buen año para la 
sal y nuestros territorios se da ofrecimiento a la Pachamama, Así se 
renueva el ciclo de la sal, que conserva una periodicidad idéntica a 
las fases agrarias de la Quebrada, Puna y los Andes (…). En torno al 
uso de la sal, las comunidades guardamos un conjunto de conoci-
mientos aprendidos de los mayores, como el reconocimiento de di-
ferentes tipos de sal (como alimento para los seres humanos, para 
los animales y medicamento para las diferentes dolencias). Las sa-
linas constituyen un espacio diverso, los indígenas que trabajamos 
la sal conocemos los sitios donde encontrarla. El manejo racional de 
la misma ha sido una concepción ancestral de las comunidades, evi-
tando su extracción fuera de control (…). Esta práctica como herencia 
ancestral de los mayores, se ve ignorada, vulnerada y desterrada por 
las nuevas iniciativas de extracción de mineral a gran escala (...), que 
privilegian la tecnología y desprecian la mano de obra para maximi-
zar ganancias, sin importar sus consecuencias aunque estas modifi-
quen, agredan y degraden el territorio. No nos resistimos al uso de 
herramientas tecnológicas siempre que sustenten la extracción de la 
sal de forma racional. A esta realidad se agrega la ausencia del Esta-
do como contralor, y por el contrario, una política económica a favor 
de las empresas extractivas, el sobreuso y la contaminación de los 
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cursos de agua, la afectación de glaciares y otros recursos naturales 
y la pérdida de territorios, entre otros (p. 13).

Es muy notorio cómo el documento señala el conocimiento de la sal 
que portan las comunidades por el habitar del territorio durante ge-
neraciones, y como no existe una oposición a la extracción de sal, 
ni siquiera al uso de tecnología que pueda ser beneficiosa en dicho 
proceso. El problema para las comunidades surge si esa extracción 
no es controlada, racional según sus términos (no una racionalidad 
de sesgo económico, propia del paradigma antropocéntrico hegemó-
nico) y no garantiza la sustentabilidad del ambiente y la sanidad de 
los bienes naturales del territorio.

Un párrafo por demás interesante del documento es el siguiente:

Durante todo el desarrollo del proceso debe quedar claro que las tie-
rras, los territorios, la identidad, la flora, la fauna, los sitios sagrados, 
el patrimonio arqueológico y los derechos fundamentales no son 
parte de ningún tipo de negociación y que el entorno comunitario 
debe respetarse siempre. En todo momento deberá intentar evitarse 
que con las acciones derivadas del proyecto o medida administrativa 
o legislativa pueda verse afectado el ambiente o las comunidades; en 
especial la ruptura de los salares, contaminación del agua o pérdida 
de los glaciares. Si durante el proceso de consulta se advirtiese que 
de la actividad en cuestión surgirán daños ambientales, culturales, 
sociales o espirituales, el proyecto no podrá avanzar ni con el consen-
timiento de la comunidad (p. 28).

El horizonte del Buen Vivir y el biocentrismo es tan patente que las 
comunidades expresan que si a lo largo del proceso de producción 
se observa que se está afectando algún elemento del entramado cul-
tura-naturaleza, la producción debe detenerse, aún si tuviera el con-
sentimiento inicial de la propia comunidad.

Finalmente, el documento se cierra proponiendo un modelo de 
consulta obligatorio a las comunidades y un seguimiento del proce-
so informado frente a actividades de extracción que pudieran reali-
zarse en la zona. Para ello se sostienen en los derechos provinciales, 
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nacionales e internacionales que protegen a los pueblos indígenas y 
sus territorios. Por demás interesante es la homologación que hacen 
entre el proceso de consulta y seguimiento del proyecto, con el proce-
so de producción y extracción de sal de manera tradicional:9

Conforme nuestra idiosincrasia cultural y nuestra realidad comuni-
taria, y dado que muchas de nuestras comunidades vivimos, trabaja-
mos y nos relacionamos con la sal, elegimos de modo ejemplificativo 
relacionar el proceso de consulta con el proceso de la sal por ser ca-
racterístico de nuestra identidad (p. 29).

Conclusiones

El escenario actual del cambio ambiental global y sus problemáticas 
asociadas que definen el tiempo del Antropoceno, nos obliga a pen-
sar de forma urgente qué tipo de transición energética y productiva 
buscamos desde América Latina. A partir de lo expuesto en este tra-
bajo, consideramos que para que dicha transición tenga algún sen-
tido debe someterse a una revisión crítica y profunda el paradigma 
desde el cual los seres humanos nos pensamos a nosotros mismos y 
el mundo que habitamos. Probablemente no sirva de nada una tran-
sición que siga sustentándose en la misma comprensión del desarro-
llo (la idea de crecimiento económico ilimitado, exportaciones) que 
nos ha dejado en este punto crítico de la historia. Una explotación 
desmedida de los recursos –aunque sean estos considerados más 
nobles, como es el caso del litio–, que no contempla la justicia so-
cio-ambiental, que promueve y profundiza la desigualdad histórica 
entre centros y periferias a nivel regional y global, no podrá ser la 
base para una transición energética justa.

9  Por motivos de espacio no podemos transcribir aquí la descripción homologada 
de ambos procesos que hace el documento –cuya sola inclusión enriquecería mucho 
este artículo–. Solo nos contentamos con citar el párrafo introductorio y en remitir a 
la lectura de la misma en el propio Kachi Yupi.
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Esta solo será tal si incluye y se funda en el respeto de los derechos 
y en una sincera voluntad de construir con el otro. Esa construcción 
solo es posible mediante la creación de instituciones participativas 
y la reflexión en los territorios. Las comunidades locales, como es 
el caso de las comunidades de las Salinas Grandes y la Laguna de 
Guayatayoc, nos pueden ayudar a comprender que una problemáti-
ca global no puede ser considerada abstraída del nivel local, porque 
es justamente allí, en los territorios, donde muy probablemente se 
están gestando las respuestas que urge encontrar.

El rol del Estado (tanto a nivel nacional, como provincial) en este 
entramado es crucial ya que la transición energética requiere su 
compromiso con los territorios, garantizando el cumplimiento de 
los derechos reconocidos –como es el caso de la Consulta Previa–, 
pero también fomentando la incorporación de mecanismos de par-
ticipación para con las comunidades locales, considerándolas inter-
locutores no solo válidos, sino necesarios para reflexionar acerca de 
cómo debe ser y hacia dónde debe dirigirse esta transición. Los desa-
fíos climáticos que tenemos por delante no pueden resolverse sin la 
participación efectiva de las comunidades locales.

Las comunidades de las Salinas Grandes y la Laguna de Guayato-
yoc nos revelan que la figura del Otro, los excede a ellos y a los dife-
rentes grupos que, con diversas intenciones e intereses, interactúan 
en un contexto dado. Desde la comprensión biocéntrica esgrimida 
en la filosofía del Buen Vivir, el Otro nos incluye a todos, animales, 
plantas, minerales, humanos, ecosistemas.
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Matriz productiva del agro argentino
Des-territorialización, infraestructura  
y crisis socioecológica

Cecilia Gárgano y Álvaro Álvarez

Introducción

La historia de América Latina es, en gran medida, la historia de un 
patrón de producción intensivo en la explotación de sus bienes co-
munes naturales. El neo-extractivismo del siglo XXI se caracteriza 
por extraer la naturaleza de sus propios marcos espaciales y signifi-
cados sociales y procesarla de manera funcional para su exportación 
(Burchardt et al., 2016). Según Merlinsky (2021), un esquema de acu-
mulación extractivista

gira alrededor de la extracción intensiva, masiva y monopólica de 
recursos naturales (a través de prácticas como la agricultura, gana-
dería, silvicultura, pesca y sistemas de explotación de la biota y de 
minerales-metales), y recurre a la aplicación de tecnologías que per-
miten convertir la naturaleza en mercancías de exportación con bajo 
nivel agregado (p. 42).

El presente capítulo se dedica a indagar y sintetizar algunos de 
los elementos centrales de la matriz productiva agraria argentina, 
que pueden ser entendidos en esta clave. El recorte obedece a la 
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relevancia histórica del sector rural para la economía y la sociedad, 
que continúa vigente.

A partir de un abordaje metodológico cualitativo que combina 
aportes de la historia, la geografía y los estudios ambientales, se 
presentan dos ejes. El primer apartado sintetiza la trayectoria his-
tórica reciente del patrón de producción y acumulación basado en 
la extensión de la frontera agrícola y el monocultivo de soja trans-
génica. Se propone aquí un análisis del concepto de desterritoriali-
zación enmarcado en cuatro dimensiones: demográfica, económica, 
socio-sanitaria y ambiental. El segundo apartado aborda el proceso 
complementario: la territorialización. Siguiendo a Álvarez (2021), en-
tendemos que en las formas de control y explotación del territorio 
juega un lugar fundamental la “infraestructura extractivista” pro-
movida en Suramérica. Este apartado explora el impacto del com-
plejo entramado de infraestructura que transformó al río Paraná en 
una hidrovía –Paraguay-Paraná–, mediante la cual se comercializa 
la producción de granos y derivados agroindustriales de Argentina, 
Paraguay, Bolivia y parte de Brasil. Finalmente, las conclusiones pun-
tualizan los resultados y plantean nuevos interrogantes.

Matriz productiva del agro: des-territorialización y crisis 
socioecológica

En Argentina, el “núcleo duro” del modelo neo-extractivista se for-
jó en la década de los noventa, en base a tres actividades producti-
vas: la explotación de hidrocarburos, la mega-minería metalífera a 
cielo abierto y el agronegocio basado en el cultivo de soja (Frechero, 
2013). El sector rural intensificó la extensión de la frontera agríco-
la, proceso en auge desde la década de los setenta de la mano de las 
transformaciones productivas de la denominada “revolución verde” 
(Gárgano, 2022), y experimentó nuevas transformaciones. El capítu-
lo neoliberal de la agricultura comenzó en 1996, durante la segunda 
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presidencia de Carlos Menem, con la aprobación de una nueva varie-
dad de soja transgénica.

Los cultivos transgénicos son cultivos modificados genéticamen-
te para inducirles tolerancia a herbicidas y/o la resistencia a insectos 
(Bt). La transgénesis implica la introducción de genes provenientes 
de un organismo en otro, de otra especie, con el objetivo de transfe-
rir alguna característica. El paquete tecnológico incluye al manejo 
agronómico, a los cultivos modificados genéticamente y a los insu-
mos químicos de uso agrícola (en su gran mayoría, herbicidas) a los 
que son tolerantes. En el caso de la soja transgénica RR, supuso la 
introducción de un gen proveniente de una bacteria (Agrobacterium 
tumefaciens) que le transfirió a la soja la capacidad de codificar una 
enzima para resistir la acción del glifosato, principio activo del her-
bicida de amplio espectro RoundUp generado por la firma Monsanto, 
actualmente fusionada con la corporación químico-farmacéutica 
Bayer (Gárgano, 2022). La aprobación de los cultivos transgénicos 
había sido obtenida en Estados Unidos en 1992, en el marco de una 
intensificación de los vínculos entre el gobierno estadounidense, el 
Poder Judicial y la industria semillera.

Actualmente, Estados Unidos, Brasil, Argentina, y Canadá con-
centran el 83% del cultivo de transgénicos a nivel mundial, seguidos 
por India, China, Paraguay, Sudáfrica, Uruguay y Bolivia. Mientras 
tanto, Europa mantiene fuertes restricciones a este tipo de cultivos. 
En Argentina, en la campaña agrícola 2020/2021 se cumplieron vein-
ticinco años de siembra interrumpida de transgénicos. El 12-13% del 
área mundial cultivada con transgénicos, corresponden a práctica-
mente la totalidad de la soja y el algodón y al 98% del maíz que se 
cultiva en el país: con 24 millones de hectáreas sembradas, Argentina 
está posicionada como el tercer productor mundial de cultivos GM, 
después de Estados Unidos y Brasil (ArgenBio, 2021).

La soja transgénica RR es sembrada mediante la técnica agronó-
mica conocida como “siembra directa” o “labranza cero”, que consis-
te en la implantación de cultivos en la tierra sin labranzas previas 
ni posteriores. Esta técnica agronómica es combinada con el uso del 
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herbicida, que se emplea antes para la eliminación previa de lo im-
plantado y después para controlar las malezas. Sin remover el suelo 
y con una sola máquina, la sembradora directa, se siembra abriendo 
un surco de tamaño mínimo donde se introducen y cubren las semi-
llas, a diferencia del modelo previo del arado que roturaba la tierra. 
Este sistema supone un proceso productivo estandarizado: requiere 
poca supervisión, es adaptable a entornos geográficos diversos y per-
mite ciclos cortos (puede ser sembrada y cosechada dos veces al año), 
lo que reduce la cantidad de trabajadores y amplía los márgenes de 
ganancia (Lapegna, 2019).

Junto a la estandarización productiva, que redujo el proceso 
a una serie de pasos repetibles, la conformación de esta agricultu-
ra también supone procesos de simplificación del entorno natural 
y de los sujetos sociales agrarios implicados. Entre 1996 y 2011, el 
área sembrada con soja RR pasó de poco menos de 5 millones a casi 
19 millones de hectáreas y la producción aumentó de 10.862.000 a 
40.100.197 toneladas (Gras y Hernández 2013). Tomando en forma 
comparativa los datos recopilados por los Censos Nacionales Agro-
pecuarios de 2002 y 2018, se observa que en menos de dos décadas se 
registraron un 25% menos de explotaciones agropecuarias (EAPs). Si 
nos remontamos al período 1988-2018, la cifra asciende a 41,5% (Gon-
zález y Manzanal, 2021).

La mayoría de las explotaciones agropecuarias que desaparecie-
ron eran de menos de 200 hectáreas, mientras que en la región pam-
peana, la zona neurálgica de producción agropecuaria, aumentó el 
número de las explotaciones de más de 1.000 hectáreas. Siguiendo a 
Azcuy Ameghino y Fernández, la totalidad de las EAP empadronadas 
en el CNA 2018 fue de 250.881 unidades, contra 333.533 contabilizadas 
en 2002, lo que implica la desaparición de 82.652, aproximadamente 
una cuarta parte, a un promedio de eliminación anual de 5.166 EAP 
(Azcuy Ameghino y Fernández, 2021).
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Tabla 1. Evolución de EAPs 2002-2018

EAP censadas 
2018

EAP censadas 
2002

EAP eliminadas
2002-2018

Promedio de 
eliminación anual

Promedio de 
superficie de EAP 

eliminadas
250.881 333.533 82.652 EAP 5.166 EAP 200 HA

Fuente: elaboración propia en base a Azcuy Ameghino y Fernández (2021).

Las cifras ratifican la continuidad de la progresiva eliminación de 
unidades productivas, que se agudizó durante los años noventa y se 
prolonga hasta la actualidad. Dentro de la cúpula de los estableci-
mientos pampeanos, a fines de la segunda década del siglo XXI, el 
3,9% de las EAP poseían el 38,4% de la superficie agropecuaria; sin 
considerar que algunos terratenientes son dueños de más de una ex-
plotación, y muchos de ellos han subdividido ficticiamente sus pro-
piedades con fines de elusión política e impositiva (Azcuy Ameghino 
y Fernández 2021, p. 15).

Un fenómeno directamente asociado a esta tendencia de concen-
tración de las explotaciones es el despoblamiento rural. Mientras 
que en 2002 habían sido censadas 1.230.000 personas con residen-
cia en las EAP, en 2018 la cifra se redujo a 732.000, un 40% menos. 
El total de residentes en explotaciones agropecuarias disminuyó 
significativamente:

Tabla 2: Residentes en las EAP 2002- 2018

Residentes rurales a nivel nacional 2002 2018
TOTAL 1.233.589 732.986

Productores o socios 202.423 117.255
Familiares 589.947 379.643

Trabajadores no familiares 161.080 135.386
Otros residentes 280.139 100.702

Fuente: elaboración propia en base a Azcuy Ameghino y Fernández (2021).

La concentración de capitales agrarios involucra firmas transna-
cionales y empresarios locales imbricados en un creciente proceso 
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de concentración de la propiedad y el uso de la tierra. Este proceso no 
ha sido uniforme a lo largo del territorio nacional. Mientras que la 
región pampeana fue la zona en donde más avanzó la desaparición 
de explotaciones con escasa extensión de tierra, en el NOA la explo-
tación campesina y la pequeña producción mantuvieron una mayor 
preeminencia. Junto a esta situación, el “acaparamiento de tierras” 
(Borras et al., 2013, citado en González y Manzanal, 2021) muestra 
que la agricultura empresarial, principalmente transnacional, ade-
más de acaparar mediante la compra de tierras lo hizo también a 
través de otros mecanismos, como el arrendamiento y la agricultura 
de contrato. La expansión sojera también impactó en forma sosteni-
da en cultivos marginales y aún en agricultores integrados en otras 
cadenas de valor regionales organizadas por capitales concentrados 
y orientadas a la exportación, como los cereales, la fruticultura, el ta-
baco y el té. Como señalamos, el mayor impacto socioeconómico ha 
sido recibido por la agricultura familiar y campesina, así como por la 
soberanía alimentaria en su conjunto. Según datos del Ministerio de 
Agricultura del año 2014, existen al menos 9,3 millones de hectáreas 
de campesinos e indígenas en disputa, lo que equivale a 455 veces la 
superficie de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y afectan a 63.843 
familias (Álvarez, 2021b). Por el contrario, agroindustrias y empresas 
transnacionales de biotecnología se ubican como las grandes líderes 
del agronegocio, junto a terratenientes locales y capitales financie-
ros deslocalizados.

Como indica León (2021), los datos registrados en el último censo 
agropecuario de 2018 indican una elevada concentración del uso del 
suelo en torno a oleaginosas y cereales, especialmente en la región 
pampeana y también en las provincias que expandieron su frontera 
agropecuaria. Dentro de estos rubros se ha profundizado la concen-
tración en torno a la soja y el maíz. En cuanto a los cultivos intensi-
vos, con excepción de la caña de azúcar y en menor medida tabaco 
y yerba mate, registran un estancamiento productivo. Lo mismo 
sucede con la fruticultura y los cultivos hortícolas en la mayoría de 
las provincias, con el consecuente efecto negativo sobre el mercado 
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laboral y el consumo doméstico. Como síntesis del perfil productivo 
del sector se destacan: 1) la agudización de la concentración de la su-
perficie sembrada con granos, en base a unidades de mayor escala de 
producción; 2) el debilitamiento de muchos cultivos intensivos regio-
nales; 3) la contracción de actividades tradicionales de la economía 
campesina y/o de pequeños productores, como la ganadería caprina, 
la ovina y la horticultura.

Un trabajo de investigación llevado a cabo por el Centro Interdis-
ciplinario de Estudios Agrarios de la Facultad de Ciencia Económicas 
de la Universidad de Buenos Aires afirma que en las provincias de La 
Pampa, Córdoba, Buenos Aires, Santa Fe y Entre Ríos se acrecentó la 
superficie sembrada un 20% y un 7% el stock de cabezas en la década 
2008/2018 como consecuencia de las transformaciones técnicas. Sin 
embargo, se dio un proceso paralelo de disminución de la cantidad 
de personas empleadas en el campo. Para el caso de la agricultura los 
puestos de trabajo disminuyeron un 9,8%, mientras que en la pro-
ducción vacuna la baja fue de un 9% (Villulla, Fernández y Capdevie-
lle, 2019).

Esta síntesis del perfil productivo del agro argentino configura-
do en las últimas décadas y profundizado en la actualidad evidencia 
tres fenómenos, que pueden ser englobados dentro del concepto de 
“desterritorialización”: a) despoblamiento rural; b) desarticulación 
de circuitos productivos regionales y locales; c) concentración de la 
propiedad y el uso del suelo. La reestructuración demográfica y la 
concentración de las explotaciones están también ligadas con otra 
de las aristas de la dimensión económica de la desterritorialización: 
la concentración del mercado semillero y de insumos asociados.

Se estima que pocas empresas controlan más del 60% de las ven-
tas de semillas patentadas a nivel mundial (Howard, 2016). La con-
centración aumenta cuando miramos el paquete tecnológico en su 
conjunto: quienes controlan la venta de semillas son los mismos ca-
pitales que también producen y venden los insumos químicos aso-
ciados, que denominan “fitosanitarios”.
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Tabla 3. Empresas líderes en venta de semillas y plaguicidas

Empresa País

Ventas de 
semillas y 

biotech (en 
millones Usd, 

año 2015).

Ventas de 
plaguicidas (en 

millones Usd, año 
2015).

Socio de 
fusión

Monsanto Estados Unidos 10.243 4.758 Bayer

Syngenta Suiza 2.838 10.005 ChemChina

Bayer Alemania 819 9.548 Monsanto

DuPont Estados Unidos 6.785 3.013 Dow 
Chemical

Dow 
Chemical Estados Unidos 1.409 4.977 Dupont

BASF Alemania Marginal 6.211

Fuente: elaboración propia en base a Bolsa de Comercio de Rosario (2019).

En Argentina, desde la autorización en 1996 de la soja RR hasta oc-
tubre de 2020 se autorizaron sesenta y dos variedades comerciales 
de cultivos transgénicos. La abrumadora mayoría fue solicitada por 
nueve corporaciones transnacionales, entre las que Monsanto-Bayer 
es responsable de veinticinco, más del 40% del total. A su vez, 50 de 
estas 62 variedades de cultivos, el 80,64%, incluyendo variedades pa-
tentadas por capitales nacionales y organismos de investigación es-
tatales, fueron diseñados para ser resistentes a herbicidas (Gárgano, 
2022). Esta dinámica está directamente imbricada a otros dos proce-
sos que también son parte de la reconfiguración territorial: el dete-
rioro ambiental y el impacto sanitario.

El primero apunta a los efectos ambientales derivados de la ex-
tensión ininterrumpida de la frontera agrícola: pérdida de biodiver-
sidad, sequías e inundaciones, contaminación de reservas de agua 
dulce, aires y suelos, desmontes (Argentina se encuentra dentro 
del ranking mundial de los 10 países que más han deforestado en 
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el último cuarto de siglo FAO, 2015). Estudios como el de Pérez et al. 
(2007) han caracterizado lo sucedido en el país como un “experimen-
to ecológico no planificado de gran escala” (p. 2311) de consecuencias 
negativas y aún no comprendidas totalmente para los ecosistemas 
naturales, en particular para los ambientes acuíferos.

Finalmente, el impacto sanitario se asocia a los efectos en la salud 
humana del uso intensivo de plaguicidas. Estos efectos fueron y son 
denunciados por las propias comunidades afectadas a lo largo del te-
rritorio nacional. Profesionales de la salud e investigadores también 
han alertado sobre su efecto en la aparición de numerosas patologías 
que se replican, una temática que también ha sido ampliamente in-
dagada por la literatura internacional. Por el contrario, en casi tres 
décadas de aumento exponencial del uso de estas sustancias en la 
agricultura, el Estado argentino no ha generado estudios oficiales 
sistemáticos epidemiológicos ni ambientales.

Este abordaje multiescalar de la desterritorialización permite 
identificar sus diferentes dimensiones: demográfica, económica, am-
biental y socio-sanitaria. Aspectos que, si bien poseen especificida-
des y pueden ser abordados en forma singular, operan de conjunto. 
Finalmente, este proceso de desterritorialización también está aso-
ciado a su fenómeno complementario: la territorialización del capi-
tal. Una dinámica que dialoga directamente con la conformación de 
un diseño territorial extractivista: ¿qué tipo de infraestructura nece-
sita esta dinámica productiva?

Hidrovía, una infraestructura extractivista  
sobre el río Paraná

La infraestructura extractivista (Álvarez, 2021) está comprendida 
por aquellas mega obras diseñadas, financiadas y ejecutadas con el 
objetivo de generar condiciones de oportunidad para la extracción 
de naturaleza, que es mercantilizada y comercializada a partir de las 
demandas y necesidades de los principales centros de producción 
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del sistema internacional. La infraestructura determina el carácter 
y la dinámica de los flujos, junto a la homogeneización de las pautas 
de circulación constituyen factores fundamentales en el proceso de 
producción del territorio. Como plantea Santos (1996), se edifican lu-
gares acordes a las racionalidades globales y altamente tecnificadas.

En América del Sur uno de los corredores de infraestructura ex-
portadora más importante y uno de los ejemplos más notorios del 
proceso de edificación de un macro sistema de transporte extractiva 
es la construcción sobre el río Paraná de una hidrovía hegemonizada 
por las grandes corporaciones del agronegocio, motivo por el cual se 
constituye como un tema de imprescindible análisis desde las dife-
rentes disciplinas de las Ciencias Sociales que aportan a una revisión 
crítica de los modelos de desarrollo.

La hidrovía Paraguay-Paraná se constituyó en los últimos 25 años 
como la arteria de salida de commodities más importante de la Argen-
tina, con un gran peso en la dinámica exportadora de los países que 
componen la Cuenca del Plata. El sistema de navegación compren-
dido por los ríos Paraguay y Paraná de 3.442 kilómetros de exten-
sión desde Puerto Cáceres, en el Mato Grosso, a Nueva Palmira, en 
Uruguay, tienen diversos niveles de profundidad y complejidad en 
la circulación. Este sistema es parte de uno más amplio, la Cuenca 
del Plata, la segunda más importante de América Latina. Los tres ríos 
principales que la conforman, el Paraná, el Paraguay y el Uruguay, 
drenan agua al estuario del Río de la Plata que es el más extenso 
del mundo con 256 kilómetros de límite exterior. El territorio que 
abarca la cuenca es el 20% de la superficie regional (4.201.862 km2) 
y cuenta con el 29% de la población total del continente (119.035.634 
habitantes) (IIRSA, 2017).

La Iniciativa para la Integración en Infraestructura Regional Su-
ramericana (IIRSA) considera desde el año 2000 a la hidrovía Para-
guay-Paraná como uno de sus ejes principales para el transporte de 
commodities en la región, productos cuyos precios se fijan en el merca-
do internacional –tienen un rango de precios internacionales– y no 
requieren tecnología avanzada para su fabricación y procesamiento, 
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desde materias primas a granel hasta productos semielaborados o 
industriales (Svampa, 2013). La IIRSA prioriza el desarrollo de obras 
de infraestructura con un claro propósito extractivista, que posibili-
ta el transporte ininterrumpido de recursos y cargas comerciales de 
los países que integran la cuenca.

La iniciativa de desarrollo de infraestructura extractivista más 
importante en la historia de la región concibe a la naturaleza en una 
doble dimensión: como obstáculo a superar para la integración física 
y la libre circulación de flujos comerciales y como recurso para la 
reproducción del capital. Como sus propios documentos postulan el 
objetivo de la iniciativa es “superar las barreras geográficas” para el 
“acceso de materias primas e insumos a centros de producción”:

La visión de la infraestructura como un elemento clave de la inte-
gración sudamericana está basada en la noción de que el desarro-
llo sinérgico del transporte, la energía y las telecomunicaciones 
puede generar un impulso decisivo para la superación de barreras 
geográficas, el acercamiento de mercados y la promoción de nuevas 
oportunidades económicas en los países de la región, siempre que se 
mantenga e incremente un contexto de apertura comercial y de in-
versiones, de armonización y convergencia regulatoria y de cohesión 
política creciente.

El desarrollo de infraestructura de transportes, energía y telecomu-
nicaciones puede ser entendido esencialmente como un tema de ar-
ticulación del territorio para facilitar el acceso a mercados en dos 
dimensiones: por un lado, acceso de materias primas e insumos a 
centros de producción (incluyendo recursos naturales, energía, pro-
ductos intermedios, información y servicios, y fuerza laboral); y por 
otra parte, acceso de la producción a centros de consumo nacionales 
e internacionales (IIRSA, 2009, p. 5).

La importancia geopolítica del eje hidrovía Paraguay-Paraná y del 
extenso territorio de la cuenca, compartido por cinco países entre 
los que están las dos economías más grandes de la región, reside 
en diversos aspectos. Uno de ellos es que la cuenca se encuentra 
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emplazada sobre el Acuífero Guaraní, que es una de las reservas de 
agua dulce más importantes del mundo, a lo que se le suma la rique-
za en diversidad biológica de los ecosistemas que la componen, que 
le confiere una importancia estratégica para los actuales patrones 
productivos. El gran humedal del Pantanal, el gran Chaco, los Esteros 
del Iberá, parte de la Pampa, el Cerrado (al norte de la cuenca) y la 
mata Atlántica (al noreste), dan cuenta de esta diversidad y riqueza 
biológica.

Sobre el río Paraná, el más caudaloso e importante del sistema del 
Plata, se desarrollan distintas actividades económicas y productivas. 
Actividades que hacen un uso intensivo de los recursos naturales, 
como la provisión de agua para la industria, el suministro de agua 
a las ciudades e incluso grandes urbes como Rosario, el riego para 
la agricultura industrial, la utilización de los cauces y los humeda-
les para la ganadería intensiva o la producción hidroeléctrica. Tam-
bién actividades menos intensivas, pero con una gran importancia 
en la reproducción material y cultural de los pueblos como la pesca 
artesanal y de subsistencia, las pequeñas unidades productivas en 
agricultura y ganadería, las actividades recreativas, el turismo, entre 
otras.

Una prueba del peso comercial de la hidrovía en Argentina la 
constituye el hecho de que salen por la arteria fluvial entre el 75 y 
el 80% de las exportaciones nacionales, mayoritariamente cargas 
granarias. La hidrovía se complementa con otras redes de transporte 
que articulan cargas en los diferentes puertos ubicados sobre la ruta 
troncal del Paraná medio e inferior; este corredor fluvial acompañó 
la expansión de la superficie cultivada en la Argentina, siendo una 
vía fundamental en el proceso de expansión del agronegocio. Fue la 
transnacional Syngenta quien en el año 2003, en el suplemento rural 
del diario La Nación, nombró al territorio que comprende mayorita-
riamente la Cuenca del Plata como la “República Unida de la Soja”:

La importancia de la expansión del agronegocio y de la circulación 
de cargas granarias por la hidrovía hace que actividades que son 
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esenciales para la reproducción material y cultural de los pueblos, 
en un territorio cuya espacialidad está marcada por la dinámica del 
agua, queden subordinadas a las demandas y necesidades de los ac-
tores hegemónicos. En este contexto, paulatinamente el río Paraná 
se fue convirtiendo en una “autopista fluvial” que cumple una fun-
ción análoga a la que desarrollara el ferrocarril desde el último tercio 
del siglo XIX hasta el primer tercio del siglo XX: facilitar la expan-
sión de la frontera agropecuaria y ser vía de tránsito de bajo costo. 
Este proceso, de gran intervención sobre el medio físico, acompañó 
la expansión de la superficie agrícola cultivada de un total de 16,8 mi-
llones de hectáreas con una producción de 35,5 millones de toneladas 
en 1990, a 40 millones de hectáreas aproximadamente con 147 millo-
nes de toneladas cosechadas en el año 2019 (Álvarez, 2021a).

La desregulación –eliminación parcial o completa de la regulación 
de un sector o varios para transformar el desempeño económico–, 
las privatizaciones y la apertura comercial propias de los años no-
venta, posibilitaron la deslocalización del capital del agronegocio y 
su consecuente expansión a escala nacional generando la desterrito-
rialización de otras actividades y actores. Las grandes corporaciones 
se fueron estableciendo en zonas “extrapampeanas”, traccionando 
fuertes intervenciones técnicas, infraestructurales, en los territo-
rios y desplazando a los pequeños y medianos productores (Álvarez, 
2021a). Este proceso está evidenciando impactos económicos, socia-
les y ambientales, directamente vinculados a las dimensiones de la 
desterritorialización ya identificadas.

Entre los impactos económicos, tras veintiséis años de expansión 
del agronegocio el saldo es mayor concentración económica y co-
mercial, primarización productiva y extranjerización. El comercio 
internacional, en un contexto de incremento de los precios y de la 
demanda de los productos primarios, estimula la hiper-especializa-
ción de los países periféricos y determina la inserción de las econo-
mías nacionales en la economía internacional generando una fuerte 
presión sobre los bienes comunes. Cinco compañías agroexportado-
ras (Cargill, COFCO, Viterra, Bunge y ADM) concentran el 58% de las 
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ventas al exterior, controladas mayoritariamente por capitales ex-
tranjeros (Álvarez, 2021a).

Entre los impactos sociales, el proceso de expansión del agrone-
gocio sobre la Cuenca del Plata generó la expulsión de comunida-
des del campo a la ciudad, la degradación de la calidad de vida como 
consecuencia de la expansión del uso de agrotóxicos, desplazamien-
tos de población y empobrecimiento. Según el “Tercer Informe de 
Conflictos sobre la Tenencia de la Tierra y Ambientales en la Región 
Chaqueña Argentina” (2013) de la Red Agroforestal Chaco (REDAF) se 
identifican 2.791.302 hectáreas comprometidas por conflictos sobre 
el uso de la tierra y 10.702.878 por conflictos ambientales en la región 
del Gran Chaco, que abarca gran parte de la Cuenca del Plata. Es im-
portante destacar que el informe de REDAF consigna que casi el 90% 
de estos conflictos comenzaron a inicios de los dos mil, es decir, en el 
contexto de expansión del modelo y de la presión sobre actividades 
productivas preexistentes.

En la provincia de Santa Fe, núcleo del agronegocio sobre la 
Cuenca del Plata, el censo agropecuario muestra la concentración 
en el campo: 19 terratenientes poseen más de 20.000 hectáreas cada 
uno, la misma superficie que en conjunto tienen 7.200 pequeños pro-
ductores. En 30 años se expulsó al 30% de los pequeños productores 
santafesinos (INDEC. 2019).

Entre los impactos ambientales, las intervenciones técnicas so-
bre este espacio –dragado, balizamiento, rectificación de meandros, 
remoción de bancos de arena, construcción de infraestructura por-
tuaria, articulaciones modales– están generando en la actualidad 
impactos considerables en un territorio con equilibrios frágiles. Po-
demos diferenciar efectos ambientales directos del funcionamiento 
hidroviario e indirectos. Dos décadas y media de desregulación e 
intervenciones técnicas en el río Paraná, desde Santa Fe al océano, 
permitieron que circulen anualmente aproximadamente 4.500 em-
barcaciones. El aumento en la circulación y la profundización de la 
hidrovía con el dragado fue muy significativo, pasando de 26 pies en 
el año 1995 a 34 pies solo en el transcurso de una década. Los efectos 
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de este aumento en la profundidad y en el tránsito fluvial están da-
dos por que las tareas de dragado (remoción de bancos de arena, la 
re-suspensión de sedimentos, la rectificación de meandros, entre 
otras alteraciones físicas) implican la necesaria modificación geo-
morfológica del río, lo que trae aparejados impactos sobre la biota 
local (Diario El Litoral, 2020). A esto se suma que el aumento en la cir-
culación genera mayor erosión de las barrancas y dificultades para 
el desarrollo de árboles y vegetación palustre. Entre los efectos indi-
rectos es importante mencionar la deforestación y los incendios que 
alteran el equilibrio ecosistémico. Solo en el año 2020 se quemaron 
300.000 hectáreas de humedales en un territorio que va de Recon-
quista en Santa Fe a Campana en Buenos Aires involucrando a tres 
provincias. En enero del 2022 el fuego afectó a la provincia de Co-
rrientes arrasando un millón de hectáreas en uno de los humedales 
más importantes del mundo. El río Paraná y todo el sistema fluvial 
de la Cuenca del Plata atraviesan una ruptura del ciclo hidrológico 
que se manifiesta en una de las bajantes más prolongadas del último 
siglo. La escasez de agua afecta a la fauna íctica al disecar el valle 
de inundación donde los peces se reproducen y crecen, esto atenta 
contra la pesca de subsistencia, produce inconvenientes en el riego 
de cultivos y en el abastecimiento industrial. La falta de agua incre-
menta los problemas de incendios en las islas y vulnera los hume-
dales. Grandes urbes como Rosario y ciudades medias como Paraná 
experimentan desde mediados de 2021 problemas con el suministro 
de agua potable para sus poblaciones.

La hidrovía Paraguay-Paraná se ha convertido en las últimas 
décadas en un escenario de tensiones y disputas en donde se diri-
men conflictos en torno a los usos del territorio, los impactos de las 
megaobras de infraestructura y la expansión del agronegocio, pero 
también en torno a sus valoraciones y significados. Los territorios 
hidrosociales presentan funciones, valores y significados en disputa, 
en tanto definen los procesos de inclusión y exclusión y la distribu-
ción de los beneficios y perjuicios que afectan de manera desigual 
a distintos grupos sociales (Boelens, 2017). Un debate amplio sobre 
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la infraestructura hidroviaria implica preguntarnos infraestructura 
para qué e infraestructura para quién.

Conclusiones

El agro argentino ha reforzado en las últimas décadas su impronta 
extractivista. En primer lugar, mediante la creciente privatización 
de los territorios comunes materiales e intangibles. Es decir, las 
tierras, las semillas, los bienes comunes de la naturaleza, así como 
también las relaciones sociales y las identidades colectivas asocia-
das. En segunda instancia, a partir de la extensión de dinámicas que 
han configurado nuevas problemáticas ambientales y sanitarias. En 
tercer lugar, a través de la intensificación de procesos de concentra-
ción de la riqueza y de la desigualdad social. Por último, mediante un 
ordenamiento verticalizado del territorio, traccionado por actores 
transnacionalizados en base a las demandas del mercado global y 
materializado en grandes obras de infraestructura con un alto im-
pacto en la morfología del espacio, que viabilizan la extracción y cir-
culación de bienes comunes transformados en commodities. Procesos 
entrelazados que generan dinámicas de des-territorialización impi-
diendo los usos históricos del espacio geográfico e imposibilitando la 
reproducción material de las comunidades.

Este proceso de desterritorialización impulsado por la matriz 
productiva agraria incluye cuatro dimensiones. Si bien operan de 
conjunto, fueron identificadas en forma analítica. Una dimensión 
demográfica centrada en el despoblamiento rural, que es eviden-
ciada por la disminución de las EAP y la generación de desplazados 
ambientales. Una dimensión económica que está ligada a la concen-
tración del sector en cuanto a la propiedad y al uso de la tierra, como 
así también a la configuración del mercado semillero y de insumos 
asociados. Una tercera dimensión ambiental, que está asociada a la 
extensión de desmontes, procesos de desertificación, contamina-
ción de aguas, suelos y aires, y en términos generales la pérdida de 
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biodiversidad. Finalmente, una cuarta socio-sanitaria, enfocada en 
la salud de la población que se ve afectada por el uso intensivo de 
plaguicidas y cuyos impactos son externalizados. Todas estas dimen-
siones también se articulan a una reconfiguración cultural, derivada 
de la supresión de identidades sociales y productivas vinculadas pre-
viamente a los territorios.

El uso corporativo del agro también supone un proceso de terri-
torialización dominado por un puñado de actores económicos. Esto 
se evidencia marcadamente en la circulación de la producción agrí-
cola, donde megaobras de infraestructura como la Hidrovía Para-
guay-Paraná son utilizadas en condiciones casi monopólicas por las 
grandes empresas que se apropian de toda la cadena de circulación: 
puertos, dragado, balizamiento y flota mercante. La hidrovía eviden-
cia un criterio de rentabilidad en el uso del espacio geográfico donde 
la territorialización de las transnacionales implica la pérdida de ca-
pacidad de uso de las comunidades y pequeños productores, lo que 
en muchos casos significa el deterioro de las posibilidades de subsis-
tencia y de otras actividades productivas (como en el caso de la pesca 
artesanal en el Paraná).

Este modelo de crecimiento agroindustrial extractivo fósil permi-
te cuestionar la sustentabilidad de la racionalidad económica en la 
que se asienta, en la medida que los patrones del desarrollo sustenta-
ble consolidan la distribución asimétrica de la biodiversidad e inten-
sifican los viejos procesos de apropiación destructiva de los bienes 
comunes naturales (Burchardt, 2016). Al mismo tiempo, la crisis del 
ciclo neo-extractivista ha expuesto que los impactos ambientales y 
la profundización de la desigualdad social integran la misma trama 
productiva. En otras palabras, además de externalizar los efectos no-
civos ambientales y sanitarios, estos patrones de producción no han 
eliminado la inequidad. Este diagnóstico es claramente visible en la 
expansión del agronegocio argentino. En 2023, a veintisiete años del 
inicio del “modelo sojero” en Argentina, las cifras oficiales reportan 
la existencia de 18 millones de personas viviendo en la pobreza y 
2,4 millones en la indigencia (INDEC, 2022). Una de las principales 
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deudas de la democracia argentina que emerge del perfil productivo 
delineado en este capítulo se asienta en las formas de acceso y explo-
tación de la tierra, unidas a sus implicancias sociales, económicas y 
ambientales.

La legitimidad social de esta dinámica productiva permanece 
cuestionada en tanto no existen canales oficiales de participación 
de la población en diferentes niveles. Por un lado, no se cumplen las 
consultas previas e informadas a las comunidades locales antes del 
cambio del uso productivo del suelo. Asimismo, no se realizan con-
sultas a las poblaciones rurales ni urbanas en torno al uso intensivo 
de plaguicidas, a pesar de la existencia de numerosas movilizacio-
nes y recursos judiciales interpuestos. Estas situaciones han llevado 
a popularizar la consigna “El agronegocio no tiene licencia social” 
dentro de las acciones de protesta. Por otro lado, mientras que las 
principales entidades que agrupan a la producción más concentrada 
tienen canales de participación y decisión en organismos estatales 
de investigación y desarrollo agropecuario, no ocurre lo mismo con 
las organizaciones de la agricultura familiar y campesina que per-
manecen marginadas de estos ámbitos. Finalmente, a diferencia de 
otros países de la región, como Brasil, no hay instancias de participa-
ción civil vinculante en tanto consumidores, por ejemplo de produc-
tos transgénicos.

La disponibilidad y el uso de los bienes comunes de la naturaleza 
está cada vez más determinada por el desarrollo geográfico desigual 
(Smith, 2006) que se profundiza con las dinámicas del comercio 
mundial y la fragmentación global de la producción hegemonizada 
por cadenas globales y regionales de valor. Este proceso consolida 
una distribución desigual de la extracción y el consumo de bienes 
comunes. Construir políticas destinadas a revitalizar mercados in-
ternos, promover el acceso a la tierra por parte de la agricultura fa-
miliar que produce alimentos sanos y democratizar los procesos de 
toma de decisiones sobre qué actividades e infraestructuras son ne-
cesarias, resulta ineludible si queremos enfrentar la crisis socioeco-
lógica y superar los ciclos de profundización de las desigualdades.
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Un estilo sustentable de vida:  
bienestar del tiempo

Hans-Jürgen Burchardt

El mundo se enfrenta en la actualidad a múltiples crisis. Junto con 
un sistema internacional cada vez más agresivo y bélico, la cuestión 
social y la ecológica surgen como dos problemáticas centrales no solo 
para América Latina, sino también para el futuro de toda la huma-
nidad. Como nueva propuesta para estos desafíos, nuevamente está 
ganando influencia el concepto del desarrollo sustentable, materia-
lizado en los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), con los que la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU) promueve un esquema 
global para abordar los grandes retos del siglo XXI.

Pero el principal problema del desarrollo sostenible reside en la 
dificultad que presenta el concepto a día de hoy, donde casi todas las 
respuestas a los problemas sociales –como la pobreza, el trabajo in-
formal o la desigualdad– se orientan hacia el crecimiento económi-
co. Al mismo tiempo, no cabe duda de que este afán de crecimiento 
promovido por el modelo de desarrollo imperante conduce al colap-
so ecológico del planeta. A la luz de este dilema, adquiere sentido la 
idea de que el bienestar basado en un crecimiento material tiende 
más a crear pobreza para muchos que una buena vida para todos. En 
lugar de proponer nuevas formas de desarrollo sustentable o verde, 
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parece necesario establecer alternativas frente al concepto actual de 
desarrollo.

Esto obliga, por un lado, a repensar esencialmente la noción de 
bienestar y calidad de vida y, por el otro, a reflexionar sobre cómo 
es posible convertir ideas alternativas de desarrollo en políticas con-
cretas. Existe un enfoque interesante, que intenta medir el bienes-
tar para determinar el nivel de desarrollo social de los países. Los 
mecanismos mencionados no solo pretenden obtener información 
concreta sobre la calidad de vida de las personas, sino que también 
se basan en el alto valor orientador de los indicadores estadísticos, 
tanto para la política como para los individuos. Se considera que es-
tos datos tienen una base científica, son neutrales, racionales y, por 
lo tanto, adecuados para establecer las directrices de la vida futura a 
partir de las referencias centrales actuales.

Para establecer definiciones nuevas y alternativas del bien-
estar, se adoptaron especialmente las propuestas de la Comisión 
Stiglitz-Sen-Fitoussi (Stiglitz et al., 2009), que aportan interesantes su-
gerencias, pero sin abandonar el mantra del crecimiento económico.

La investigación tradicional sobre el bienestar sigue estando in-
fluenciado en sus diversas orientaciones por la teoría liberal de la 
justicia, que se centra en la creación de igualdad de oportunidades 
para todos bajo el lema “igualdad por medio de la libertad”. Desde 
este enfoque se prefiere operar con indicadores económicos y méto-
dos de medición que no solo garanticen un respaldo empírico, sino 
que tengan un fuerte impacto en la definición propia y el desarrollo 
de un modelo de bienestar. En esta concepción, ambas dimensiones 
se entrelazan para brindar apoyo político a los regímenes económi-
cos y de crecimiento del Norte Global. Por tanto, el desafío de una 
investigación alternativa sobre el bienestar es, por un lado, descar-
tar el economicismo liberal desarrollando nuevas categoría y defi-
nición de bienestar; esto sin tener que prescindir por otra parte de 
operacionalizaciones precisas, de manera que se puedan recolectar 
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indicadores de bienestar que permitan comparaciones en diferentes 
contextos.1 Precisamente hacia esto apunta el Índice de Vida Saluda-
ble y Bien Vivida (IVSBV), elaborado en Ecuador (Ramírez, 2012).

El IVSBN sintetiza los conceptos de la filosofía aristotélica con 
la noción del buen vivir, cuya cosmovisión indígena está populari-
zada en muchos países latinoamericanos e incluso se ha convertido 
en parte en una razón de Estado y en un derecho constitucional, e 
introduce sobre esta base el tiempo como unidad de medida central 
para determinar la calidad de vida. Así, una vez más, América Latina 
genera un impulso esencial para la teoría del desarrollo y la investi-
gación sobre el bienestar. En las siguientes líneas se expone históri-
camente el desarrollo del concepto de bienestar y el significado de su 
medición, debate la introducción de la categoría tiempo como unidad 
de medida del bienestar, presenta el criterio metodológico del IVSBV 
y examina cuáles son las propuestas planteadas por dicho índice 
para resolver las crisis actuales.

El poder de los números

Hacia finales de la Segunda Guerra Mundial, en Estados Unidos na-
ció la idea de una contabilidad nacional con el foco reorientado des-
de los ingresos hacia la producción. Dirigida inicialmente a lograr 
una planificación eficiente en el terreno bélico, la conceptualización 
de aquel indicador fijó al mismo tiempo las bases del actual paradig-
ma de crecimiento: con el Producto Interno Bruto (PIB), el crecimien-
to económico se constituyó a partir de la segunda mitad del siglo XX 

1  Aquí no se aboga por el empirismo, pero principalmente se toma el poder norma-
tivo de los resultados empíricos como una oportunidad para atribuir una función 
puente a las medidas cuantitativas de bienestar en la transformación de los concep-
tos de bienestar. Esto se hace conscientemente sabiendo que el índice que aquí se 
presenta está preestructurado en términos de desarrollo de categorías y selección de 
indicadores, al igual que la medición del bienestar económico y que los indicadores 
utilizados por el IVSBV, como la educación escolar, el coeficiente de Gini, etc., son solo 
limitados, si no distorsionadores, para representar las realidades existentes.
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en un parámetro válido en todo el mundo para medir el desarrollo y 
el bienestar, sin que ninguno de estos conceptos fuera debatido pre-
viamente en profundidad.

Desde entonces, el bienestar se equipara fundamentalmente a 
la producción de bienes materiales y servicios. Se otorga así a las 
ciencias económicas y a sus indicadores la potestad de definir qué se 
entiende por desarrollo y bienestar. La fórmula utilizada es sencilla: 
mediante una asignación de recursos considerada como óptima, el 
mercado genera una alta producción económica de bienes, que au-
mentan la riqueza material; el individuo satisface sus necesidades 
de consumo gracias a la variedad de oferta; una mayor producción 
de bienes significa mayor bienestar para el individuo; el crecimien-
to económico aumenta el grado de libertad individual, la sensación 
subjetiva de felicidad y el bienestar para todos desde un punto de 
vista objetivo.2

Un indicador central es el dinero o su poder adquisitivo real. Por 
lo tanto, para realizar la medición empírica del bienestar se utilizan 
parámetros como ingresos, producto interno o propensión al con-
sumo. Gracias a su carácter altamente operativo, este enfoque es re-
cibido con beneplácito por quienes se dedican a las estadísticas. Lo 
opuesto al bienestar es la pobreza, es decir, la escasez de recursos 
materiales, que reduce el grado de libertad y en casos extremos impi-
de satisfacer las necesidades básicas (como la alimentación).

Desde luego, siempre ha habido críticas a esta concepción. Pronto 
pudo demostrarse empíricamente que esa supuesta relación trans-
parente entre ingresos y bienestar era más endeble de lo que se 
presumía y que, a partir de un determinado nivel de ingresos, el cre-
cimiento material ya no iba acompañado de un aumento análogo en 

2  Esta concepción del bienestar también fue popularizada en los inicios de la ilus-
tración europea por la ética utilitarista de Jeremy Bentham. Con su «greatest-happi-
ness-principle» (que postula que el único objetivo de un comportamiento racional es 
proporcionar la mayor felicidad al mayor número posible de personas), justificó una 
idea casi mecánica de la felicidad individual, que no se medía en términos cualitati-
vos sino meramente cuantitativos y que se orientaba cada vez más hacia lo material.
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el bienestar (Easterlin, 1974). Una alternativa importante para medir 
el desarrollo sigue siendo hasta hoy el Índice de Desarrollo Humano 
del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), un 
enfoque basado en las capacidades (capability approach) (Nussbaum, 
2000; Sen, 1984).

Este enfoque intenta sondear las capacidades (capabilities) socia-
les existentes en el individuo para alcanzar el mayor grado posible 
de libertad activa. Las libertades mensurables y promotoras de ca-
pacidades son la democracia, las instituciones que compensan los 
efectos del mercado, la igualdad de oportunidades sociales, las ga-
rantías de transparencia y la protección social. Se tienen en cuenta 
aspectos objetivos y subjetivos del bienestar, y se asigna una clara 
responsabilidad para el desarrollo tanto a las condiciones contextua-
les (la economía, la política y el Estado) como al individuo (que debe 
aprovechar las oportunidades concedidas). Este enfoque ha influido 
significativamente hasta hoy en muchos otros esfuerzos dirigidos a 
determinar conceptos y métodos de medición alternativos para el 
desarrollo, lo que incluye también a la importante y ya mencionada 
propuesta de la Comisión Stiglitz-Sen-Fitoussi.

Pese a tales iniciativas, el nivel de desarrollo y bienestar de todos 
los países del mundo sigue clasificándose hasta hoy en primer lugar 
a través del PIB. La influencia del world’s most powerful number (Fiora-
monti, 2013) y el paradigma de crecimiento subyacente se mantienen 
intactos y confirman al mismo tiempo el poder normativo de las es-
tadísticas sobre la política y la sociedad.

La ineficacia social de los enfoques alternativos mencionados 
también radica en que –más allá de numerosos impulsos en otros 
sentidos– aún adoptan las nociones eurocéntricas de desarrollo. Por 
un lado, se aferran a la concepción liberal del sujeto, centrada en una 
persona primordialmente racional y en su libertad individual. Se ve 
así la influencia de la teoría liberal, que pregona la creación de opor-
tunidades iguales para todos bajo el lema “igualdad por medio de la 
libertad”. En otras palabras, cada quien sigue siendo el herrero que 
forja su propio destino, pero tiene derecho a que le den un martillo y 



336 

Hans-Jürgen Burchardt

un yunque. No se consideran las relaciones interpersonales, los co-
lectivos y grupos sociales o étnicos, ni las identidades. Por otro lado, 
estos enfoques continúan priorizando sin más el crecimiento ma-
terial y ese impulso inherente al capitalismo como objetivo central 
de desarrollo, mientras que otras dimensiones (como el medio am-
biente o las desigualdades internacionales) quedan relegadas a un 
segundo plano. Para crear una alternativa a la noción imperante de 
desarrollo y bienestar que también sea mensurable y que aborde el 
desafío de la crisis socio-ecológica global sin descuidar su grado de 
eficacia, es necesario que resulte más sensible al contexto: su cate-
gorización debe desligarse de la concepción liberal del sujeto y del 
economicismo, sin renunciar por ello a una operatividad precisa. 
Justamente de esta tarea se encarga el IVSBV.

Desde el punto de vista teórico, este índice construido y probado 
por Ecuador (Ramírez, 2012) se orienta al enfoque aristotélico de la 
buena vida como acción exitosa: la eudaimonia. Según Aristóteles, 
el individuo puede alcanzar la buena vida si ha logrado satisfacer 
sus necesidades materiales básicas y conserva su salud dedicando el 
tiempo libre disponible al ocio, la reflexión e introspección, las rela-
ciones interpersonales, el amor y el erotismo, y la participación en la 
vida pública. En lugar de vivir cada vez mejor (es decir, tener más), lo 
que se busca es la buena vida en sí misma. La eudaimonia no se consti-
tuye entonces mediante bienes u objetivos concretos, sino que es una 
forma de praxis social.

Por otra parte, el IVSBV se nutre de la cosmovisión indígena del 
buen vivir, que otorga una gran importancia a la relación entre lo in-
dividual y lo colectivo y, además, aboga por un vínculo más equili-
brado entre el ser humano y la naturaleza: apunta así a satisfacer 
las necesidades materiales, sociales y espirituales de todos los miem-
bros de una comunidad, sin que eso vaya en detrimento de otras per-
sonas ni de los recursos naturales.

Con esta síntesis, el IVSBV se distancia claramente de aquello 
que fundamenta el concepto imperante de desarrollo y bienestar: 
al constructo liberal del individuo y el utilitarismo opone en primer 
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lugar una noción del sujeto que vuelve a pensar en la persona como 
un ser social y situado en el contexto de su ambiente. El bienestar, las 
relaciones sociales y el ambiente sano están así ligados de manera 
indisoluble. Solo el que vive bien –y en comunidad– puede ser feliz 
y tener bienestar. Precisamente por este motivo, el aumento perma-
nente de bienes materiales deja además de ser considerado como el 
factor primordial para medir el bienestar, lo que implica invalidar el 
paradigma de crecimiento.

Por lo tanto, las variables utilizadas por el IVSBV para medir el 
bienestar no determinan la felicidad individual con un criterio es-
tático (por ejemplo, mediante cantidades materiales o de otro tipo), 
sino que buscan reflejar el carácter de su origen: se trata de explo-
rar los ámbitos donde se genera bienestar, no de medir un objetivo 
alcanzado. En tal sentido, el IVSBV se atreve a diferenciarse de los 
enfoques eurocéntricos y evita establecer metas universales para el 
desarrollo o proponer caminos para el bienestar personal, ya que di-
chos modelos los definen los individuos y las sociedades mismas.

Si bien se destaca expresamente la importancia de las condicio-
nes de vida externas, desde esta perspectiva los esfuerzos en pos de 
la seguridad material y la salud van acompañados de otros campos 
dirigidos a la generación de bienestar: tiempo dedicado a: 1) trabajo 
autodeterminado; 2) ocio y educación; 3) relaciones sociales (amor, 
amistad) y 4) participación en la vida pública. La (re)producción de 
estos campos representa en cada caso un bien autónomo para el 
IVSBV. Contrariamente a lo que ocurre con la asignación realizada 
por el mercado, estos bienes se apoyan en el reconocimiento mutuo 
y la responsabilidad social. Son vitales para los seres sociales, pero 
solo pueden disfrutarse de manera conjunta. Se basan en el reco-
nocimiento y la motivación intrínseca, por lo que la identidad, la 
comunicación, los sentimientos y la empatía son componentes im-
portantes. Se trata entonces principalmente de relaciones interper-
sonales genuinas, como la amistad y la cooperación, el erotismo, la 
familia, el compromiso cívico o la participación pública. Dado que 
son inherentemente recíprocos, se los denomina bienes relacionales 
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(Ramírez, 2019).3 De este modo, el IVSBV designa campos precisos, 
en los que el bienestar se genera y se torna mensurable dentro de su 
entorno.

La buena vida adquiere así un carácter operativo. En lugar del di-
nero, aparece ahora el tiempo como indicador central del bienestar. 
La pregunta ya no es cómo queremos vivir, sino cómo queremos pa-
sar nuestro tiempo.

El tiempo como segundo indicador del bienestar

La aproximación a la categoría tiempo implica analizar un fenómeno 
complejo, que hasta ahora ha sido subestimado desde las ciencias so-
ciales. En primer lugar, parece importante reconocer que el tiempo 
no es una magnitud física ni naturalizada, como siguen sostenien-
do hoy algunos sectores de las ciencias naturales o de la filosofía. 
En su ensayo sobre el tema, Norbert Elias (2010) ya insistía en que 
nuestra concepción al respecto se basa en una falsa dicotomía entre 
naturaleza y cultura, que nos impide identificar el carácter profun-
damente social del tiempo. El tiempo es, más bien, una institución 
social creada a lo largo de más de cuatro milenios de la humanidad. 
Nuestros actuales regímenes del tiempo surgieron históricamente a 
medida que las diferentes sociedades fueron conformando el Estado. 
La introducción de nuevos métodos para medir el tiempo ayudó a 
coordinar y optimizar el accionar económico y político; además, 
racionalizó y disciplinó la organización de la convivencia humana. 
No cabe duda de que la nueva y más precisa medición del tiempo 
también significó una importante contribución para el nacimiento 

3  La definición de estos cuatro «bienes relacionales» refleja un amplio consenso con-
temporáneo acerca de las dimensiones que hoy son consideradas importantes para 
una buena vida. El concepto de los “bienes relacionales” fue desarrollado y presen-
tado casi al mismo tiempo, en 1986, por la filósofa Martha Nussbaum y el sociólogo 
Pierpaulo Donati y luego fue utilizado en 1987 y 1989 por los economistas Benedetto 
Gui y Carole Uhlaner, respectivamente (Bruni, 2008; Clark, 2018).
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del capitalismo: promovió en el ámbito laboral la generalización del 
trabajo asalariado, separó el tiempo de trabajo de la vida privada y 
fomentó la diferenciación de las sociedades.

Sin embargo, el tiempo ahora tiene un efecto tan pérfido que so-
lemos percibirlo como algo externo. Concebido antiguamente como 
un instrumento para armonizar la convivencia, hoy parece haberse 
convertido para muchos (por ejemplo, por su aparente escasez o ace-
leración) en la batuta autónoma del desarrollo personal. La categoría 
tiempo y la coacción externa de su institución social se han transfor-
mado en una pauta de auto-coacción que abarca toda la vida.

En realidad, el tiempo es una categoría creada por el ser humano 
y sigue siendo configurable. Si se tiene en cuenta que su disponibili-
dad ejerce una evidente influencia sobre el estado personal y social, 
el tiempo medible aparece entonces como un factor ideal para re-
definir el bienestar y el desarrollo. Además, dada la relevancia para 
cualquier práctica cotidiana, las propuestas dirigidas a modificar el 
régimen del tiempo conllevan una orientación de las acciones tanto 
en lo que respecta al individuo como a la política.

La idea de incorporar el tiempo como componente en las teo-
rías económicas y la medición del bienestar no es nada nuevo. Por 
lo general, ocupa una posición central el lema de vida de Benjamín 
Franklin: “Time is money”. Se piensa el tiempo como factor de costo 
de oportunidad, en un marco donde el individuo decide usarlo para 
ganar dinero o para realizar actividades no productivas, en cuyo 
caso renuncia al crecimiento material. En tal sentido, el tiempo libre 
sigue siendo considerado como una variable dependiente de la esfe-
ra económica. Solo es posible “comprarlo” si se aumenta la producti-
vidad o se renuncia a la dimensión material.

En el IVSBV, en cambio, el tiempo se introduce como variable au-
tónoma. A través de los bienes relacionales, el índice define campos 
precisos para medir el bienestar: son los quantums de tiempo, que 
se requieren para asegurar las necesidades básicas y materiales 
(descanso, trabajo, salud), así como la generación colectiva y el dis-
frute de los rubros ya mencionados: trabajo autodeterminado, ocio 
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y educación, relaciones sociales y participación en la vida pública. 
Por lo tanto, el punto de partida del IVSBV consiste en incorporar 
estos bienes como variables y asignar a las relaciones sociales un rol 
importante dentro de la medición del bienestar. El dinero deja de ser 
el principal indicador del bienestar y el eje central de la evaluación, 
que adopta como unidad de valor y análisis la cuestión del tiempo 
disponible destinado a intereses sociales (y ecológicos).

El índice se construye en dos pasos:

1)  La operacionalización de los bienes relacionales a través de 
un índice propio. Este índice mide el tiempo que una persona 
disfruta de bienestar a lo largo de su vida; cuanto mayor sea el 
valor especificado, mayor será el nivel de bienestar personal o 
social agregado. Como ya se mostró, la generación de bienes 
relacionales que determinan la buena vida, incluyen diferen-
tes cuantos de tiempo. La suma de estos cuantos de tiempo o 
variables define el tiempo de una vida bien vivida, es decir, el 
nivel de prosperidad personal o social agregada. Sin embargo, 
la buena vida está sujeta a dos restricciones: solo puede des-
plegarse después de la satisfacción final de las necesidades 
básicas naturales y materiales, y debe alinearse con el sistema 
de tiempo socialmente tradicional para las mediciones (por 
ejemplo, 24 horas en un día). Ramírez (2012) ha desarrollado, 
una fórmula con la que se pueden calcular estas conexiones 
relaciónales como un cociente y un logaritmo con el que se 
puede trazar matemáticamente la generación de bienes rela-
cionales. El objetivo central de este modelo es asignar un pa-
pel significativo en la medición del bienestar a las relaciones 
interpersonales y sociales al incluir los bienes relacionales 
como variables, en contraste con los índices habituales.

2)  la operacionalización de la vida saludable y la síntesis al 
IVSBV. Se identifican dos variables para medir la vida salu-
dable: la esperanza de vida promedio en una sociedad y la 
baja por enfermedad (sick leave) promedio. El IVSBV se puede 
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calcular correlacionando ambos valores. Suponiendo que el 
buen vivir está fuertemente influenciado por el nivel de edu-
cación y la desigualdad de una sociedad, Ramírez recomienda 
agregar las dos variables de años escolares promedio y des-
igualdad como una extensión de la ecuación. Un indicador 
adicional para medir el buen vivir, el IVSBV retoma el cono-
cimiento de que la calidad de la base natural de la vida tiene 
una influencia creciente en el bienestar social y personal. Para 
obtener aquí una variable adecuada, se utiliza el valor de de-
forestación conocido para medir la biodiversidad y además se 
expande por la variable tiempo, ya que los ecosistemas no solo 
tienen que ser registrados en su extensión, sino también en 
sus periodos de reproducción para poder para evaluar la di-
versidad de un área con mayor precisión para permitir. Dado 
que los propios autores del IGL admiten que este índice aún no 
está lo suficientemente maduro y probado, no se presentará 
más aquí (Ramírez, 2012, p. 59).

Aunque lamentablemente no es posible ofrecer aquí una descripción 
metodológica más detallada del IVSBV, se puede acceder a ella con 
facilidad (Ramírez. 2012). En líneas generales, deben subrayarse las 
características del logaritmo presentado por el IVSBV, que mediante 
la medición del tiempo requerido permite exponer matemáticamen-
te hasta qué punto los individuos y los grupos pueden generar bienes 
relacionales.

El IVSBV se destaca, además, por varias innovaciones: dado que 
el trabajo ya no se mide únicamente en función de un resultado que 
asegure la subsistencia, sino también por su calidad como fuente au-
tónoma de bienestar, surgen nuevas opciones para establecer nor-
mas en materia laboral o nuevas estrategias dirigidas a organizar los 
puestos de trabajo de una manera más justa para las personas. Apa-
rece asimismo la posibilidad de evaluar el trabajo y las posiciones 
sociales conexas a través de la determinación de los propios hora-
rios (en lugar de hacerlo sobre la base de los ingresos) y revalorizar 
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socialmente las actividades dotadas de una alta autonomía respecto 
al tiempo.

Por otra parte, en el IVSBV adquieren una visibilidad empírica 
las actividades reproductivas (realizadas en general por mujeres y 
no remuneradas). Esto incluye, por ejemplo, los trabajos domésticos 
y de cuidados, que suelen quedar relegados en los análisis pese a que 
son determinantes para mantener el bienestar o aumentarlo.4 Se re-
conoce de manera explícita que a las relaciones productivas subya-
cen constitutivamente las relaciones de género. Para revalorizar las 
prestaciones de reproducción que hasta hoy han sido subestimadas, 
tal vez lo ideal sea llevar un registro sistemático de las porciones de 
tiempo en las que se cuida y se preserva la vida del ser humano, y 
cotejarlas con otros bienes relacionales.

Usando datos existentes (incluyendo encuestas de hogares de 
varios años) y encuestas propias realizadas para la construcción del 
IVSBV, el concepto e índice de medición del bienestar concebido de 
esta manera fue probado en la práctica en Ecuador y comparado con 
los métodos de medición estándar (Ramírez, 2012). Se demostró en 
general que el conjunto de métodos utilizados para la encuesta pla-
nificada era practicable. El nuevo procedimiento confirmó su viabi-
lidad en los sondeos y arrojó interesantes resultados; si se comparan 
las mediciones que operan con el indicador dinero o tiempo, surgen 

4  Por supuesto las tareas domésticas y de cuidado también pueden limitar o res-
tringir el bienestar y hay que refinar y precisar más esta categoría. Tales encuestas 
de tiempo pueden basarse en varios valores empíricos: El Centro de Oxford para la 
Investigación del Uso del Tiempo [http://www.timeuse.org/home], por ejemplo, ha es-
tado realizando estudios intensivos sobre la medición del tiempo desde la década de 
1970. En once países de América Latina también se realizan desde hace algún tiempo 
Encuestas Nacionales de Uso del Tiempo, en las que se mide la medida estadística de 
la carga total de trabajo (CEPALSTAT, Encuestas Nacionales de Uso del Tiempo 2009-
2013). La medición del trabajo remunerado y no remunerado llega a la conclusión, 
como era de esperar, de que las mujeres dedican más tiempo al trabajo en general que 
los hombres, mientras que, estadísticamente, con más frecuencia que los hombres se 
las considera “inactivas en el mercado laboral” y trabajan una media de 37 horas a la 
semana, mientras que los hombres trabajan 45 horas a la semana de forma remunera-
da (CEPAL 2014, p. 176). Para conocer las ventajas y desventajas metodológicas de tales 
métodos de medición, véase (ONU, 2004).
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diferencias significativas. Los ingresos pierden su efecto determi-
nante sobre el bienestar personal: dentro de la población ecuatoria-
na, el ingreso promedio del 10% más rico en términos de tiempo es 
tres veces más bajo que el del 10% más rico en términos de dinero. Lo 
que ocurre en muchas ocasiones es que los mayores ingresos están 
vinculados con jornadas extensas dedicadas a un trabajo caracteri-
zado por la falta de autonomía, que limita la generación de bienes 
relacionales.

Desde luego, no se trata aquí de sostener el lema “pobre, pero fe-
liz” y marcar una disociación entre el bienestar y la situación mate-
rial. Por el contrario, la evaluación destaca en repetidas ocasiones 
que se requiere una adecuada base material (de ingresos) para lograr 
el bienestar; allí donde no existe esa base, el nivel suele decaer drás-
ticamente por las escasas posibilidades de asegurar la subsistencia. 
Lo que sí hace el hallazgo es debilitar la consabida relación entre 
ingreso y bienestar. Adicionalmente hay un resultado preocupante 
para las capas adineradas: del 20% con mayores ingresos en Ecua-
dor, apenas una sexta parte pertenece a la franja que ha alcanzado el 
máximo nivel de bienestar en términos de tiempo.

En promedio, según el IVSBV, la población del país andino disfru-
ta de bienestar solo 11 años, lo que representa alrededor del 14% de su 
tiempo de vida. Pueden observarse aquí importantes desigualdades: 
el 10% más rico (en términos de tiempo) dispone semanalmente de 
16 veces más tiempo para una buena vida que el 10% más pobre. La 
mayor distancia se registra en la participación en la vida pública: el 
primer decil muestra una intervención más de 35 veces superior a 
la del último, lo que constituye un hallazgo notable no solo para la 
teoría de la democracia (Ramírez 2012).

Hay dos factores que limitan significativamente la ampliación 
del bienestar. En primer lugar, las condiciones laborales precarias. 
Gran parte de la población activa –sobre todo en la economía infor-
mal– desempeña trabajos poco calificados y con alta carga horaria, 
que a duras penas aseguran la subsistencia y casi no dejan espa-
cio para generar bienes relacionales. En segunda instancia, y muy 
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estrechamente vinculadas con el punto anterior, cabe mencionar 
las diferentes formas de exclusión y discriminación (también en el 
plano inmaterial, a partir de cuestiones geográficas, étnicas, de géne-
ro, etc.), que acentúan las desigualdades sociales existentes e impiden 
generar bienes relacionales: dentro de la población ecuatoriana, el 
decil que más sufre la escasez de tiempo dispone de apenas el 4% del 
tiempo de su vida para generar bienes relacionales.

Seguramente esto también explica por qué el IVSBV aún resulta 
poco conocido en América Latina. Allí donde las condiciones de vida 
y de trabajo son precarias o hasta ponen en peligro la subsistencia de 
amplias franjas de la población, parece desmedido abogar por más 
tiempo para el ocio. No obstante, el IVSBV puede convertirse en un 
punto de referencia central para propuestas políticas alternativas 
para todas y todos (condición indispensable para el éxito de la trans-
formación socio-ecológico y estrategias del desarrollo sustentable). 
Porque su argumento clave es que la medición de bienestar propues-
ta en el índice presupone, sin lugar a dudas, un apoyo material capaz 
de satisfacer las necesidades básicas de los menos beneficiados; y a 
la misma vez otorga a las clases medias un estilo de vida cualitativa-
mente mejor.

El IVSBV posiblemente podría generar nuevas prácticas sociales 
en la vida cotidiana. Al resaltar las experiencias de escasez de tiempo 
para personas de todo el mundo y en diferentes estratos de la socie-
dad, así como al enfocarse en la generación de bienes relacionales, 
una comprensión del bienestar basada en el tiempo podría cultivar 
un nuevo lifestyle más allá de las peculiaridades espirituales. Para 
muchos, el deseo de tener más tiempo para los amigos, la familia, 
los hijos, el ocio, la participación política y la naturaleza han sido 
una cuestión personal y privada, pero no una reivindicación política. 
Solo cuando cambiemos de esta perspectiva autorreferencial, habrá 
llegado el momento de la buena vida y, con ella, un desarrollo soste-
nible para las próximas generaciones. El bienestar del tiempo podría 
convertirse en el estilo de vida de estas generaciones venideras. El 
Panel Intergubernamental sobre el Cambio Climático (ICPP, por sus 
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siglas en inglés) está convencido de que es posible que las personas 
con un nivel socioeconómico alto reduzcan sus emisiones fácilmen-
te y, por lo tanto, se conviertan en marcadores de tendencias para 
un estilo de vida bajo en carbono. Tendrían que participar entre el 
10 y el 30% de la población para que se desarrollen nuevas normas 
sociales (IPCC 2021).

Por tanto, el IVSBV parece ser el indicador perfecto para medir 
el progreso de los ODS, no solo en objetivos o sectores individuales, 
sino en su conjunto (Burchardt y Ickler, 2021). Él puede transformar 
el tiempo en una “segunda moneda”, reconocida a escala internacio-
nal como apta para medir el bienestar.5

Una nueva estrategia de sustentabilidad:  
la política del tiempo

Del IVSBV se deriva un programa concreto: la “política activa del 
tiempo”. Se trata de una política que busca incidir de manera pú-
blica y participativa en las estructuras de tiempo de las personas y 
que, por supuesto, debe afirmar la concepción de dicha magnitud 
como construcción social. Es necesario que la política en cuestión 
no se apoye únicamente en los acompañamientos estructurales, los 
objetivos institucionales o sus respectivos discursos; debe enfocarse 
en las prácticas del mundo real y velar por que haya instrumentos 
dirigidos a un nuevo régimen del tiempo que encuentren eco en el 
terreno cultural y como práctica cotidiana, que sean adoptados por 
los individuos y de forma personal, y que se apliquen en la acción. La 
política del tiempo debe ejecutarse simultáneamente en dos planos 
entrelazados: por un lado, a través de marcos institucionales (como 
programas estatales); por el otro, mediante la apertura social de nue-
vos espacios facilitadores orientados al mundo real, que se centren 

5  El formato como índice también permite comparaciones internacionales como 
comprueban primeros estudios (Ramírez et al., 2021).
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en la autodeterminación respecto al tiempo y en la relación entre 
el ser humano y la naturaleza. Una política del tiempo con tales ca-
racterísticas puede crear los valores culturales sin los cuales resulta 
imposible establecer un nuevo paradigma de desarrollo sustentable, 
que vaya más allá del crecimiento económico.

Habida cuenta del caso ecuatoriano, que revela que el trabajo 
informal y la desigualdad social significan una limitación de gran 
importancia para el bienestar en términos de tiempo, se torna esen-
cial promover condiciones laborales dignas. En América Latina esto 
implica, sobre todo, reducir el alto nivel de informalidad, que no solo 
impide el bienestar personal, sino que además es el principal obstá-
culo para aumentar la productividad y bloquea así cualquier posibi-
lidad de desarrollo económico que apunte más allá de la explotación 
intensiva de materias primas con altos impactos ambientales. Un 
objetivo central de la política del tiempo radica entonces en reducir a 
la mitad la tasa regional de trabajo informal en un plazo de 10 años.

Para lograr esto, es imprescindible revalorizar las actividades de 
cuidado. Mientras tales prestaciones deban ser proporcionadas por 
particulares, muchas familias seguirán recurriendo al ámbito priva-
do y al trabajo doméstico barato. La política del tiempo exige ampliar 
la infraestructura pública (mejorar el cuidado de los niños y de las 
personas de edad avanzada) y ofrecer un respaldo sociopolítico a las 
actividades reproductivas (fortalecer el reconocimiento moral y ma-
terial a las prestaciones de asistencia). Así como el IVSBV señala que 
el mayor bienestar material muchas veces va acompañado de una 
menor disponibilidad de tiempo por el aumento de la carga horaria 
en el trabajo, las personas que viven en América Latina con altos in-
gresos y protección social deben saber que una reducción de la jor-
nada laboral puede dar lugar a una economía más respetuosa con los 
recursos y una mayor calidad de vida.

Más allá de estas dos medidas, el IVSBV identifica numerosas 
áreas de aplicación de una política activa del tiempo. Aunque no 
es posible explicarlas aquí en detalle, cabe decir que se apunta, por 
ejemplo, a fomentar relaciones sociales (con políticas en materia de 
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género, familia y juventud), promover una formación de alta calidad 
(con políticas educativas y culturales) y fortalecer el involucramien-
to en la vida pública mediante diversas formas de participación.

Parece bastante lógico que esta nueva concepción del bienestar 
no tenga aún un impacto amplio. En definitiva, los regímenes tra-
dicionales vinculados al tiempo se apoyan en estructuras extre-
madamente complejas, cuyos cambios conmocionan a poderosas 
instituciones. Sin embargo, cada vez más gente comprende que ya 
no se trata de luchar para mejorar su vida y la de sus seres queridos, 
sino de asegurar ante todo la supervivencia de la humanidad (y, con 
ella, el futuro de los propios hijos). Las cuestiones ambientales han 
dejado de ser la expresión de una buena voluntad, hoy en día requie-
ren respuestas reales y viables. El IVSBV llega entonces en el “tiempo 
preciso”. Orienta más el desarrollo hacia objetivos no materiales (por 
ende, con un mayor respeto hacia los recursos naturales) sin entrar 
en contradicción con las necesidades económicas para el bienestar. 
Porque su modelo no socava el derecho de los desposeídos de este 
mundo a obtener mejores condiciones materiales, sino que ofrece a 
los pudientes la oportunidad de aumentar la propia calidad de vida 
sin que su excesivo consumo de recursos impida alcanzar mejoras 
a otras personas (y, en última instancia, a ellos mismos); en lugar de 
adoptar una posición moralizante, promete un incremento del bien-
estar para todos, lo que facilita su inserción y aplicación en el plano 
de la política y del mundo real. Para la mayoría de nosotros, la idea 
de destinar más tiempo a la familia, los hijos, los amigos, el ocio, la 
participación pública y la naturaleza ha sido hasta hoy algo de carác-
ter muy personal, pero que no resulta inherente a las reivindicacio-
nes políticas.

Solo cuando cambiemos hacia esta perspectiva particular, habrá 
llegado el momento de la buena vida, y con ella, un desarrollo soste-
nible para las generaciones venideras. Entonces, tomémonos todos 
el tiempo necesario para pensar más sobre el tiempo.
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¿Nos espera el colapso ambiental o podemos evitarlo? ¿Cuáles 
son los límites planetarios a las formas de producción que 
hoy son dominantes? ¿Qué alternativas tenemos y cómo es 
posible impulsarlas? La crisis socioambiental se despliega a lo 
largo del mundo con una urgencia inusitada. Sin embargo, su 
transversalidad no es total. Dentro de las geografías desiguales, 
el Sur Global continúa ocupando un lugar destacado en la 
depredación de los bienes comunes naturales. Este libro se 
pregunta para qué y para quiénes se enfocan los modelos 

“desarrollo” y “sustentabilidad” a partir de la indagación de 
matrices productivas y efectos socioambientales asociados, 
actores y entramados institucionales involucrados, dinámicas 
socio-económicas y experiencias alternativas. Sus capítulos 
buscan aportar herramientas para comprender el alcance 
de la cartografía extractivista, así como de sus alternativas. 
La exploración de estudios de caso, así como de miradas 
más panorámicas, abre diversos interrogantes sobre aristas 
diferentes y a la vez complementarias. A partir de un enfoque 
multidisciplinar, los trabajos realizan contribuciones que abordan 
tanto herramientas teóricas y metodológicas para el estudio de 
estas dinámicas productivas, como escenarios concretos en los 
que emerge la crisis socioecológica y alternativas posibles para su 
transformación. Esta compilación, propone un abordaje colectivo 
de la problemática socioambiental con la esperanza de contribuir 
a la construcción de mundos menos desiguales y más habitables.
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